
13 euros

Cubierta ECO 127 428x297.ai   1   15/04/11   14:18



S  U  M  A  R  I  O

3

5 Editorial

6 En Portada

Coordinadores: Emilio Cerdá y Xavier Labandeira, Catedráticos de la Univer-
sidad Complutense de Madrid y de la Universidad de Vigo, respectivamente

6 Alicia Montalvo España y los desafíos de cambio climático

16 Juan E. Iranzo ¿Es una amenaza el cambio climático?

19 Ana Iglesias, La agricultura española y el cambio climático
Sonia Quiroga y
Vicente Sotes

28 Jaume Rosselló España, turismo y cambio climático

35 Alberto Garrido y Agua y cambio climático en España
Dolores Rey

45 Emilio Cerdá Transporte y cambio climático

53 Alejandro Caparrós Acuerdos internacionales sobre cambio cli-
mático: antes y después de Cancún

61 Ibon Galarraga, De Cancún a Durban en un largo camino con-
Mikel González-Eguino y tra el cambio climático
Anil Markandya

66 Juan Carlos Ciscar La política climática europea en el horizonte
2050: una nota

72 Alberto Santamaría y Costes de reducción de CO2 en la industria 
Pedro Linares española

82 Xavier Labandeira y Nuevas perspectivas sobre las políticas climá-  
María L. Loureiro ticas en España

88 Pablo del Río Las interacciones de políticas públicas en el  
ámbito de la mitigación del cambio climático

97 Tribuna

97 Luis Iglesias Potencial, trabajo, desarrollo

105 Simón Sosvilla La producción en los sectores madrileños
durante los ciclos económicos recientes

111 Libros

Consejo de Redacción
Emilio Ontiveros (Director)

José M.ª Pérez Montero (Secretario)

Carmen Alcaide
José Antonio Alonso
Francisco Blanco
M.ª Eugenia Callejón
Alvaro Cuervo
Joaquín Estefanía
José Luis García Delgado
Juan Emilio Iranzo
Javier Monzón
Rafael Myro
Amelia Pérez Zabaleta
José Mª Rotellar
Ignacio Santillana

Diseño de Portada
Manuel Estrada

Fotografía de Interior
Producciones Jejo

Redacción y Administración
Colegio de Economistas de Madrid
Flora, 1 - 28013 Madrid
Teléfono: 91 559 46 02
revista.economistas@cemad.es
www.colegioeconomistasmadrid.com

Produce e Imprime
Raíz Técnicas Gráficas

Depósito Legal
M-13.155-1983
ISSN 0212-4386

El Colegio de Economistas de
Madrid no comparte
necesariamente las opiniones
expresadas en los artículos
publicados en ECONOMISTAS. 
Los únicos responsables son sus
propios autores.

Mayo 2011 - Número 127

Economistas Num 127.qxd  15/4/11  07:40  Página 3



Economistas Num 127.qxd  15/4/11  07:40  Página 4



5

Economía del cambio climático

Desde la Conferencia de Naciones Unidas sobre Medio Ambiente Humano,
celebrada en Estocolmo en 1972, la comunidad internacional ha dado 
pasos para abordar el problema del cambio climático. Así en estos casi
cuarenta años se ha avanzado bastante en la definición de instituciones 
y políticas, aunque todavía queda mucho camino por recorrer. Basta 
para ello fijarse en el reciente acuerdo de Cancún, cuyo objetivo 
de mantener el aumento de la temperatura global por debajo de 
los 2° C sobre el nivel preindustrial supondría una fortísima reducción 
de las emisiones de gases de efecto invernadero: de un 50% en el 
año 2050 respecto a 1990.
Hoy en día nadie duda del papel fundamental que la ciencia económica
juega a la hora de combatir el cambio climático. Esto explica que durante 
los últimos años varias revistas de Economía de nuestro país hayan
dedicado números monográficos a aspectos relacionados con el cambio
climático: Información Comercial Española, en 2005, sobre «El Protocolo 
de Kioto»; Ekonomi Gerizan (editada por la Federaciónde Cajas de Ahorros
vasco-navarras), en 2007, sobre «Desarrollo Sostenible y Cambio Climático:
Economía y Sociedad»; Ekonomiaz, en 2008, sobre «Economía del Cambio
Climático: Diseño de Políticas de Mitigación y Adaptación» o Papeles de
Economía Española, en 2009, sobre «Economía y Cambio Climático».
El monográfico de ECONOMISTAS que presentamos sobre «Economía del
cambio climático» se vincula a los esfuerzos anteriores y surge por varios
motivos. En primer lugar, porque el tema requiere de una constante
actualización por la enorme cantidad de resultados nuevos que aparecen 
en las revistas científicas especializadas y por las nuevas medidas de política
que se van proponiendo. En segundo lugar, porque la propia dinámica del
tema que nos ocupa hace que en distintos momentos del tiempo haya 
que poner el énfasis en aspectos diferentes. En particular, con este número
queremos aproximarnos a las cuestiones económicas asociadas al cambio
climático desde una óptica española, poniendo en nuestro contexto e
interpretando los principales asuntos de que se ocupa la economía 
del cambio climático. No obstante, algunos artículos que conforman 
este número monográfico, por su temática específica, adoptan 
una perspectiva no estrictamente española.
Hemos seleccionado para su participación en este número a los principales
investigadores que operan en la actualidad en el estudio económico del
cambio climático en España. Aunque la propia selección temática haga 
que no estén todos los que son, sí son todos los que están y a ellos
queremos manifestar nuestro más sincero agradecimiento por su
colaboración. Contamos con investigadores pertenecientes a once
universidades o centros de investigación diferentes y tenemos la 
satisfacción de incluir un trabajo de la directora general de la Oficina
Española de Cambio Climático sobre la política climática española. 
Hemos procurado dar cabida a opiniones diversas sobre la importancia
económica del cambio climático y facilitar una discusión equilibrada y
actualizada, con un énfasis especial en los aspectos sectoriales, desde 
los muchos ángulos que conforman los impactos y las políticas contra 
el cambio climático.
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Alicia Montalvo
Directora general de la Oficina 
Española de Cambio Climático.
Técnico Comercial y Economista del Estado

España y los desafíos
de cambio climático

1. Introducción

Para España, la lucha contra el cambio climá-
tico es la oportunidad de transformar nuestro
modelo productivo y energético en un modelo
sostenible preparado para los retos económicos,
sociales y ambientales a los que nuestro país debe
hacer frente en los próximos cincuenta años, que
estarán marcados, primero, por una globalización
creciente de los sistemas económicos y financie-
ros, que los hace más vulnerables frente a los
shocks externos; segundo, por las variables demo-
gráficas, ya que tanto los movimientos migrato-
rios asociados a fenómenos de diversa índole
(incluyendo los ambientales), como el envejeci-
miento de la población de los países desarrolla-
dos, afectarán a las condiciones básicas de vida
de la humanidad y, por tanto, a la seguridad; y,
en tercer lugar, de manera muy especial, por los
retos ambientales de dimensión global, entre los
que se destaca la lucha contra el cambio climá-
tico. Todos estos desafíos requieren de la acción
coordinada a nivel internacional, pero también de
actuaciones decididas en el ámbito doméstico,
apostando por patrones de crecimiento que ase-
guren una gestión eficiente de los recursos natu-
rales y ambientales, pero que permitan al mismo
tiempo generar nuevos nichos de actividad eco-
nómica y de empleo de calidad que faciliten una
toma de posiciones tempranas en un mundo cada
vez más interrelacionado y competitivo, donde se
aprecia un nuevo reparto de fuerzas en el esce-
nario geopolítico.

Por ello, podemos afirmar que España ha teni-
do la inteligencia de haber querido hacer frente a
unos compromisos exigentes de reducción de
gases de efecto invernadero, tanto en el contex-
to del Protocolo de Kioto, cuyo primer período de
cumplimiento culmina en 2012, como mirando
hacia el futuro, con el horizonte de 2020 e inclu-
so 2050. Esto ha hecho necesario tomar medidas
de amplio calado en todos los sectores, especial-
mente en el sector energético con la implantación
de energías renovables y ambiciosos planes de
ahorro y eficiencia energética, que no sólo están
permitiendo revertir la tendencia de nuestras emi-
siones, sino que están contribuyendo notablemente
a reducir nuestra dependencia energética y a con-
vertirnos, por primera vez, en un referente inter-
nacional en el ámbito de las nuevas tecnologías,
en sectores con alto potencial de crecimiento. La
transformación del modelo productivo y energéti-
co es la mejor inversión posible en un país como
España que durante las últimas décadas ha basa-
do su crecimiento en sectores de escaso valor
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añadido tecnológico. Por ello, la apuesta por com-
promisos ambiciosos debe hacerse sin vacilacio-
nes, entendiendo que para que estas nuevas tec-
nologías estén maduras y puedan competir con
las tradicionales, es necesario trabajar sobre la
señal precio en una doble dirección: por una parte,
incorporando el coste asociado a las emisiones
de gases de efecto invernadero en el precio de las
energías de origen fósil y de los productos con una
significativa huella de carbono y, por otra, favore-
ciendo esquemas de apoyo a las energías y tec-
nologías bajas en carbono tomando en conside-
ración los beneficios derivados de la reducción de
dichas emisiones. No cabe abordar la lucha con-
tra el cambio climático con visiones cortoplacis-
tas: es necesario tomar las riendas de un proce-
so de transición, que debe ser justo y equitativo,
pero decidido. 

El Gobierno de España ha optado por esta vía
de futuro, pero todavía hay un largo camino que
recorrer. Lo importante es establecer con claridad
el objetivo que se pretende alcanzar a medio y
largo plazo. Las decisiones deben estar guiadas
por el modelo de país que queremos tener dentro
de veinte años, y no por las inercias que vienen de
un modelo cuyo recorrido ya está casi agotado.
Para ello tenemos que utilizar todo el abanico posi-
ble de herramientas que permitan desde el
momento presente desarrollar las tecnologías nece-
sarias y movilizar la financiación pública y privada
hacia los sectores que se pretende potenciar. Es
responsabilidad del Gobierno establecer los obje-
tivos ambiciosos, pero también hacerlo sobre la
base del conocimiento científico y del análisis de
las tecnologías disponibles. A partir de ese momen-
to, hay que desarrollar marcos reguladores ade-
cuados y estables, y articular las herramientas
necesarias, poniéndolas a disposición de los agen-
tes económicos y de los ciudadanos. Esta es la
vía que España ha venido siguiendo en los últimos
años y que, no sólo no debería abandonarse, sino
que debería reforzarse en este momento de incer-
tidumbre económica en el que son más necesa-
rias que nunca las señales claras a los que quie-
ren invertir en sectores bajos en carbono.

Es cierto que la transformación no es tarea sen-
cilla, especialmente en un país como España que
desde el año 1990, año de referencia del Protocolo
de Kioto, hasta 2009 ha experimentado un creci-
miento acumulado del PIB del 62% en pr ecios
constantes, un crecimiento de su población en un
20% y un aumento en su renta per cápita del 37%.
Conseguir que el aumento de las emisiones de
gases de efecto invernadero (GEI) en el año 2012
se limite a un 15% respecto a 1990, tal y como nos

hemos comprometido, no es por tanto un reto sen-
cillo. Sin embargo, estamos en condiciones de
cumplirlo, lo que demuestra el fuerte compromiso
de España con la lucha contra el cambio climáti-
co. Tanto es así, que España ha conseguido que
sus emisiones per cápita que estaban por debajo
de la media de la UE-15 en 1990 (7,4 toneladas
por habitante frente a 11,6 de media) sigan en 2008
por debajo de la media (9 frente a 11,7 toneladas),
mientras que nuestra renta per cápita sí que ha
convergido con la media de la UE.

En efecto, las circunstancias socioeconómi-
cas en España han estado marcadas durante los
últimos años por un importante proceso de desa-
rrollo económico y social y un incremento de la
población sin precedentes. El proceso de inte-
gración de España en la Unión Europea, refor-
zado con la entrada en la Unión Monetaria en el
año 1999, ha resultado en un fuerte crecimiento
de la economía, superior a la media europea, ten-
dencia que solamente se ha quebrado a partir de
2008 como consecuencia de la crisis económi-
ca y financiera internacional. La demanda ener-
gética ha aumentado significativamente, tanto en
los sectores industriales como en el sector ser-
vicios, destacando el sector turístico, con una
enorme capacidad de arrastre en el sector vivien-
da y transporte. Precisamente, estos dos secto-
res, cuyo impacto sobre en las emisiones de CO2
es significativo, también han experimentado un
crecimiento sin precedentes debido al aumento
de la población, ya que entre 2000 y 2008 entra-
ron en España más de 4,5 millones de inmigran-
tes extranjeros. 

Lógicamente, el mayor esfuerzo para conte-
ner las emisiones se ha producido en el sector
energético, con actuaciones muy significativas
para lograr la mayor penetración posible de las
energías renovables y una mejora de la intensi-
dad energética. De este modo, la producción
eléctrica de origen renovables representó el 25%
del mix de generación en 2009, tan sólo por
detrás del gas natural, mientras que en su con-
junto, las energías renovables representaron el
12,3% de la energía final, lo que sitúa a España
en la senda necesaria para alcanzar en el año
2020 el objetivo de incrementar esta participa-
ción hasta el 20%. Esta evolución constituye un
éxito desde el punto de vista energético, ya que
ha permitido incrementar la tasa de abasteci-
miento energético hasta el 22,8%, y desde el
punto de vista medioambiental. 

Por otra parte, de la energía consumida, el trans-
porte representa más de un 40% del total nacio-
nal y es uno de los principales responsables del
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crecimiento de las emisiones de GEI. Además, el
transporte en España tiene otras características
diferenciales respecto a los países de su entorno:
una orografía complicada, la fuerte concentración
de la población y la actividad económica y un mar-
cado desequilibrio modal, con pr edominio del
transporte por carretera.

2. La Estrategia Española de Cambio 
Climático y Energía Limpia

En definitiva, las políticas sobre cambio climá-
tico en España están estrechamente vinculadas
a las acciones en el ámbito energético y por eso
el marco principal de actuación es una estrategia
que incide conjuntamente en ambas cuestiones:
la Estrategia Española de Cambio Climático y
Energía Limpia (EECCEL) adoptada en 2007 con
el respaldo de las comunidades autónomas. Esta
Estrategia define las directrices básicas de la
actuación con un horizonte a medio y largo plazo
(2007-2012-2020), planteando un abanico de
medidas para la consecución de la reducción de
las emisiones de GEI, así como para la adapta-
ción a sus efectos.

La estrategia gira en torno a tres ejes de acción
fundamentales en materia de mitigación: la implan-
tación eficaz del régimen europeo de comercio de
derechos de emisión; las actuaciones en los sec-
tores no sometidos al régimen, con especial énfa-
sis en el sector energético; y las iniciativas vincu-
ladas al uso de los mecanismos flexibles del
Protocolo de Kioto.

Para la reducción de las emisiones en los sec-
tores industrial y de generación eléctrica, la Unión
Europea ha apostado por un instrumento econó-
mico que asegura la eficiencia de costes en el
cumplimiento de los objetivos: el Comercio de
Derechos de Emisión. Este sistema se puso en
marcha en 2005 y afecta, actualmente, a más de
un millar de instalaciones españolas, cuyas emi-
siones suponen cerca del 45% de las emisiones
totales nacionales. En un período de tiempo rela-
tivamente breve, no solamente se ha desarrollado
el marco jurídico necesario para dar cobertura legal
a todos los elementos de este instrumento, sino
que puede considerarse que su implantación ha
sido un éxito en la medida en que todas las insta-
laciones afectadas están cumpliendo con sus obli-
gaciones y han integrado el coste del CO2 en su
estructura de costes, dándose así un paso de
gigante en la internalización de la externalidad.
Recientemente se ha modificado este marco legal
para adaptarlo a la normativa comunitaria apro-

bada en 2009 en el contexto del Paquete de Ener-
gía y Cambio Climático de la UE que establece un
objetivo de reducción de emisiones del 20% res-
pecto al año 1990 en 2020. Así, en julio de 2010
se adoptó la Ley 13/2010 que se encuentra en
fase de desarrollo reglamentario. 

Uno de los elementos centrales del actual régi-
men de comercio de derechos de emisión es el
Plan Nacional de Asignación, que determina la
cantidad de derechos a repartir y las reglas para
su reparto entre los sectores. Es importante des-
tacar que el Plan 2008-2012 establece una asig-
nación que puede calificarse de restrictiva para
los sectores sujetos al régimen respecto a la asig-
nación en la fase anterior. Por otro lado, a partir
de 2013 una buena parte de la asignación de los
derechos se hará por subasta, lo que contribuirá
en mayor medida a dar una señal precio clara y
a orientar por tanto las inversiones con una visión
de futuro.

En cuanto a los sectores no incluidos en el régi-
men del comercio de derechos de emisión, los lla-
mados sectores difusos (principalmente el sector
transporte y el sector residencial, comercial e ins-
titucional), el reto más importante es conseguir que
las economías domésticas, empresas y organiza-
ciones asuman un cambio estructural en su com-
portamiento. El objetivo final es lograr que los con-
sumidores revelen su preferencia por un modelo
bajo en carbono y estén dispuestos a pagar por
ello, pero esto exige un marco regulador claro,
incentivos (o desincentivos) a determinados com-
portamientos y facilitar el acceso a las herramien-
tas más adecuadas. En el marco de la EECCEL se
han ido desarrollando distintos instrumentos de
planificación con este fin como el Plan de Medidas
Urgentes, aprobado en 2007, el Plan de Acción
de Ahorro y Eficiencia Energética 2008-2012 (E4),
las Líneas Estratégicas de Lucha contra el Cam-
bio Climático, establecidas por la comisión dele-
gada del Gobierno para el Cambio Climático en
2008, y los planes y estrategias implantados por
las comunidades autónomas. 

El Plan de Medidas Urgentes incluía actuacio-
nes que, sumadas a otras iniciativas ya empren-
didas, como el Plan de Energías Renovables 2005-
2010 o el Código Técnico de la  Edificación,
situaban las estimaciones de emisiones en el perío-
do 2008-2012 en un escenario de estabilización.
A partir del 2008 se ha seguido profundizando en
las políticas de cambio climático, estableciendo
grandes prioridades estratégicas que integran el
objetivo de reducción de emisiones en los ejes fun-
damentales de la acción de Gobierno en los sec-
tores con mayor potencial de reducción, median-
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te las Líneas Estratégicas de lucha contra el Cam-
bio Climático, seis grandes líneas de actuación
con un objetivo de cumplimiento de medio plazo,
que afectan a los sectores de transportes, resi-
duos y gestión de estiércoles, edificación, energía,
política forestal e Innovación. Entre las actuacio-
nes emprendidas en este marco destacan la adop-
ción de la Estrategia de Movilidad Sostenible, el
Plan Nacional Integral de Residuos, el Plan de Bio-
digestión de Purines, el Plan de Ahorro y Eficien-
cia Energética en los edificios de la AGE o los tra-
bajos para el establecimiento del sistema de
Certificación Energética de Edificios nuevos y exis-
tentes, que se comentan más adelante.

Mención aparte merece la recientemente adop-
tada Ley 2/2011, de 4 de marzo, de economía
sostenible, que constituye el eje fundamental de
la política futura para alcanzar un crecimiento que
sea consistente con los objetivos en materia eco-
nómica, medioambiental y social. La ley contie-
ne una serie de reformas directamente relaciona-
das con la lucha contra el cambio climático: la sos-
tenibilidad del modelo energético, la reducción de
emisiones, el transporte y movilidad sostenible y,
especialmente relevante en el caso español, el
impulso del sector de la vivienda desde la pers-
pectiva de la rehabilitación.

3. Actuaciones de carácter sectorial

En definitiva, el mayor desafío es conseguir la
integración del componente CO2 en las políticas
de los sectores que más contribuyen a las emi-
siones de GEI en España. La lucha contra el cam-
bio climático es un potente motor de transforma-
ción tecnológica, y las señales que desde el
Gobierno se den, en consistencia con los com-
promisos internacionales, son fundamentales para
marcar la senda que deben seguir los planes de
inversión empresarial. En particular, la política ener-
gética española se asienta sobre tres ejes clave,
seguridad de suministro, competitividad y soste-
nibilidad, que son completamente congruentes con
los objetivos de lucha contra el cambio climático.
En apoyo de la planificación de los sectores de
electricidad y gas se están ejecutando planes en
materia de ahorro, eficiencia energética y ener-
gías renovables como los mencionados Plan de
Ahorro y Eficiencia Energética 2004-2012 (E4) y el
Plan de Energías Renovables 2005-2010 (PER),
que serán actualizados a lo largo de 2011. Ade-
más, la Ley de Economía Sostenible prevé la remi-
sión a las Cortes, antes del verano, de un proyec-
to de ley que tenga como objetivo el fomento del

ahorro y la eficiencia energética y la promoción de
la energía procedente de fuentes renovables, lo
que conllevará una reducción de las emisiones de
GEI y la seguridad del abastecimiento energético. 

En cuanto al transporte, el Plan Estratégico de
Infraestructuras y Transportes (PEIT), aprobado en
julio de 2005, está actualmente en plena fase de
desarrollo, siendo una de sus facetas más desta-
cadas el gran esfuerzo que se está realizando en
el transporte por ferrocarril, al que se destina casi
el 50% de las inversiones. Por otra parte, en abril
de 2009 se adoptó la Estrategia Española de Movi-
lidad Sostenible, que establece directrices y medi-
das en materia de planificación del territorio, el trans-
porte y sus infraestructuras, cambio climático y
reducción de la dependencia energética, calidad
del aire y ruido, seguridad y salud y gestión de la
demanda, y otorga especial atención al fomento
de alternativas al vehículo privado y al uso de los
modos más sostenibles. En este contexto, el Plan
integral para el Impulso del vehículo eléctrico lan-
zado en 2010, es una de las actuaciones más
potentes. Igualmente, la Ley de Economía Soste-
nible recoge actuaciones en materia de transpor-
te estableciendo las prioridades de la planificación
estatal en la materia, que se centran en la mejora
de la eficiencia y en el desarrollo del transporte ferro-
viario, particularmente para las mercancías. En
cuanto a la movilidad sostenible, la ley prevé el
fomento de los medios de transporte de menor
coste social, ambiental y energético, y regula los
planes de movilidad sostenible, supeditando la con-
cesión de subvenciones estatales al transporte
público urbano o metropolitano a la puesta en mar-
cha de estos planes. Se avanza también en el
fomento de la movilidad sostenible en las empre-
sas, dando rango legal a la previsión de planes de
transporte. Pero sobre todo merece la pena des-
tacar que se insta al Gobierno a que antes de otoño
presente un Proyecto de Ley de Movilidad Soste-
nible que, entre otros objetivos, sentará las bases
para reducir las emisiones de GEI.

En lo que se refiere a las medidas relativas a la
edificación en los sectores residencial, comercial
e institucional, otro de los ámbitos donde todavía
es preciso acometer una transformación estruc-
tural para asegurar su plena consistencia con un
modelo bajo en carbono, destacan sin duda el
Código Técnico de la Edificación de 2006, que
establece la obligación de incorporar criterios de
eficiencia energética y uso de energía solar, tér-
mica y fotovoltaica en los nuevos edificios o los
que se vayan a rehabilitar; el nuevo Reglamento
de Instalaciones Térmicas de los Edificios, apro-
bado en julio de 2007, y la puesta en marcha en
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2007 del procedimiento básico para la Certifica-
ción de Eficiencia Energética, que obliga a certifi-
car los edificios de nueva construcción o los que
se rehabiliten y que se proyecten a partir del año
2007. Además, en política de vivienda, el Plan Es-
tatal de Vivienda y Rehabilitación, aprobado en
diciembre de 2008, prevé como uno de sus ejes
estratégicos la rehabilitación encaminada a la mejo-
ra de la eficiencia energética, así como la utiliza-
ción de energías renovables en el sector. 

El último de los sectores cuya evolución ha veni-
do determinada por las importantes circunstan-
cias socioeconómicas de los últimos años es el
sector de residuos, en el que se ha puesto en mar-
cha un nuevo Plan Nacional Integrado de Resi-
duos 2008-2015, con el objetivo de que las dis-
tintas Administraciones y agentes económicos
involucrados cambien de forma significativa la ges-
tión de los residuos en España. El plan incluye ade-
más la Estrategia de Reducción de Vertido de Resi-
duos Biodegradables que contribuye de forma
especial a la reducción de GEI. Por otra parte, el
Gobierno ha aprobado recientemente un Proyec-
to de Ley de Residuos que apuesta por la pre-
vención, maximizando el aprovechamiento de los
recursos, y la disminución de los impactos adver-
sos de su producción y gestión sobre la salud
humana y el medio ambiente.

Respecto a las actuaciones que se han empren-
dido en otros sectores cabe destacar lo relativo al
sector agrícola, un sector con un importante poten-
cial de reducción de emisiones, pero también uno
de los más vulnerables al cambio climático. En par-
ticular cabe destacar la puesta en marcha del citado
Plan de Biodigestión de Purines, así como diversas
medidas para la reducción del uso de fertilizantes
nitrogenados, campañas de comunicación de téc-
nicas de uso eficiente en la agricultura, la incorpo-
ración de criterios de eficiencia energética en el plan
de modernización de la flota de tractores agrícolas
y el impulso normativo para la migración de siste-
mas de riego por aspersión a sistemas de riego
localizado. Las actuaciones en el sector agrícola tie-
nen además un largo recorrido en lo que se refiere
a la absorción de dióxido de carbono, tanto por las
propias absorciones del suelo como por su vincu-
lación con los sistemas forestales.

4. Los mercados de carbono internacionales:
una acción exterior congruente

El tercer pilar de la estrategia española para
reducir las emisiones de GEI se centra en las ac-
tuaciones realizadas fuera del ámbito doméstico.

La senda de cumplimiento del Gobierno prevé
que para alcanzar el objetivo del 15% sea posi-
ble utilizar de forma complementaria a las accio-
nes nacionales los mecanismos de flexibilidad
que ofrece el Protocolo de Kioto para la conse-
cución de sus compromisos. De este modo, se
prevé un aumento de las emisiones domésticas
de un máximo del 37% respecto a 1990 y, de los
22 pp que exceden al compromiso, 20 pueden
reducirse con estos mecanismos, siendo los otros
2 pp los correspondientes a captación de CO2
por el sector forestal. En particular, el Mecanis-
mo de Desarrollo Limpio (MDL) permite, median-
te la promoción de proyectos bajos en carbono
en terceros países, generar créditos que com-
puten para el cumplimiento de los compromisos
de reducción de los países desarrollados. 

Para España, el MDL es un instrumento de coo-
peración clave en la acción internacional contra
el cambio climático por su capacidad de promo-
ver una economía baja en carbono, generando
simultáneamente riqueza y prosperidad en las
comunidades locales. La percepción de esta
oportunidad determina los criterios que orientan
la inversión pública española en los mercados de
carbono: tanto en la elección de las áreas geo-
gráficas de inversión (América Latina) como en la
elección de proyectos (preferencia por los ener-
géticos y de gestión sostenible de los residuos).
La apuesta política de mayor relevancia en la
región es la creación de la Red Iberoamericana
de Oficinas de Cambio Climático (RIOCC), pero
junto a ella destaca la fuerte inversión en fondos
de carbono gestionados por instituciones finan-
cieras multilaterales (Fondo Español de Carbo-
no, Fondo Biocarbono y Fondo de Desarrollo de
las Comunidades, del Banco Mundial; Iniciativa
Iberoamericana de Carbono de la Corporación
Andina de Fomento; Fondo de Carbono Asia
Pacífico del Banco Asiático de Desarrollo; Fondo
Multilateral de Créditos de Carbono del BEI-
BERD) en los que España está participando con
más de 400 millones de euros. Asimismo, Espa-
ña participa desde 2008 en fondos destinados a
la adquisición de créditos post-2012 del Banco
Mundial, mostrando así su claro compromiso con
los mercados de carbono y su papel en la finan-
ciación internacional.

Paralelamente, el Gobierno promueve el desa-
rrollo de Esquemas de Inversión Verde asociados
a la compraventa de Unidades de Cantidad Asig-
nada que consiguen combinar los objetivos de
compra de derechos de emisión y promover la
transferencia de tecnologías limpias y el desarro-
llo de sectores de mitigación contribuyendo a
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alcanzar los objetivos de cumplimiento, tanto de
España como de los países anfitriones. 

Este compromiso por una acción exterior con-
gruente con un desarrollo bajo en carbono ha lle-
vado al Gobierno español a adoptar en 2009 el plan
de impulso a la internacionalización de la econo-
mía española en los sectores asociados al cambio
climático, que prevé la utilización de los instrumentos
transversales de apoyo a la acción en el exterior de
las empresas españolas a favor de aquellas que
actúan en sectores bajos en carbono. En definiti-
va, la lucha contra el cambio climático está siendo
también un catalizador de la actividad económica
en el exterior, haciendo posible que empresas con
tecnologías punta se implanten en los países con
mayor potencial de crecimiento, y que el coste de
estas tecnologías se haga accesible y competitivo.

5. La captación de CO2: el sector forestal

Por último, hay que destacar el hecho de que
la senda de cumplimiento del objetivo del Proto-
colo Kioto prevé que un 2% de las reducciones se
hagan mediante absorciones por los sumideros
naturales. El Plan Forestal Español, elemento arti-
culador de la política forestal española, recoge
actuaciones concretas para incrementar la capta-
ción de CO2 por los bosques españoles como el
aumento de la superficie arbolada a través de repo-
blaciones con fines protectores o productores, la
forestación de tierras agrícolas y la restauración
hidrológico-forestal. Además, se ha puesto en mar-
cha un plan para la plantación de 45 millones de
árboles, que se extiende hasta 2012.

6. El papel de las comunidades autónomas 
y las entidades locales

Pero al abordar las políticas de lucha contra el
cambio climático en España es imprescindible des-
tacar el papel de las comunidades autónomas en
el diseño y aplicación de las mismas, adaptándo-
las a sus circunstancias particulares, y en el desa-
rrollo de acciones adicionales a las contempladas
desde la Administración General del Estado. Para
ello, casi todas las CC.AA. han establecido un
marco de actuación, mediante estrategias o pla-
nes, y han cr eado en sus administraciones la
estructura precisa para la correcta implantación de
las medidas. Además, han asumido una respon-
sabilidad compartida en la consecución de los obje-
tivos nacionales y han establecido objetivos de
reducción basados en la mayoría de los casos en

la senda de cumplimiento para España. Por su
parte, muchas entidades locales están trabajan-
do ya para prevenir el cambio climático y adaptar-
se a sus efectos, utilizando energías renovables,
mejorando la eficiencia energética del transporte
y de la edificación y aplicando criterios de soste-
nibilidad en la planificación urbana. El desarrollo de
estas actuaciones en el ámbito de una red, como
la Red Española de Ciudades por el Clima (RECC),
formada por las entidades locales que están inte-
grando la protección del clima en sus políticas
municipales, permite obtener mejores resultados
por el aprovechamiento de las sinergias derivadas
de una puesta en común de experiencias y meto-
dologías. La RECC se constituyó en junio de 2005,
ante la necesidad detectada entr e los ayunta-
mientos de coordinarse en la lucha contra el cam-
bio climático y los efectos que de éste se derivan,
que aumenta la vulnerabilidad de sus localidades
y afecta directamente a la población

6. En la buena dirección, pero 
queda camino por recorrer

En definitiva, las actuaciones en materia de cam-
bio climático no solamente se han intensificado de
manera muy clara en los últimos años, sino que
se han desarrollado dentro de un marco con-
gruente que tiene por objetivo reforzar las siner-
gias y el carácter trasversal de las medidas. Todo
ello ha llevado a que a partir del año 2007 se haya
revertido la tendencia, y que la evolución de las
emisiones respecto al año base hayan disminuido
en 14 puntos porcentuales hasta situarse en el
126,8%, los mismos que aumentó desde 1998,
fecha en la que se firmó el protocolo.

Es difícil revertir las inercias, y toma su tiempo
consolidar las actuaciones. Por ello, la actuación
decidida por parte del Gobierno, en el contexto
de una política también clara y de liderazgo en
esta materia en la UE, ha permitido implantar pro-
gresivamente actuaciones en todos los ámbitos,
actuaciones que ahora están dejando ver sus
resultados. Es cierto que la crisis económica ha
incidido en la evolución de las emisiones, pero en
todo caso se aprecia un desacoplamiento de la
evolución del PIB que es el resultado de las medi-
das adoptadas, especialmente en el ámbito ener-
gético, que deberá todavía asentarse. Hay que
seguir trabajando para que el cambio sea un cam-
bio estructural, y que emitir deje de ser definitiva-
mente más rentable que no hacerlo, incorporan-
do los costes asociados a los impactos del
cambio climático en todas las actuaciones.

E  N    P  O  R  T  A  D  A
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Por esta razón, el reto ha quedado recogido en
la Ley de Economía Sostenible, que asume de
manera clara y explícita la necesidad de que el
Gobierno tome las medidas necesarias para el
cumplimiento de los compromisos y esfuerzos que
correspondan a España en el marco del objetivo
de reducción de las emisiones de GEI de efecto
invernadero en el año 2020 de la Unión Europea,
actualmente establecido en el 20% respecto a
1990, pero que podría alcanzar una mayor ambi-
ción, tanto en el contexto de la negociación inter-
nacional como en el marco de la Estrategia 2020
de la UE. Con las medidas adoptadas España está
en condiciones de cumplir con estas obligaciones,
si bien resulta imprescindible reforzar las actua-
ciones y, sobre todo, seguir trabajando en el esta-
blecimiento de las correctas señales precio.

7. La adaptación a los impactos 
del cambio climático

Pero no se puede hablar de la política de cam-
bio climático en España sin abordar las cuestio-
nes relacionadas con la adaptación a sus impac-
tos. España es un país especialmente vulnerable
por su situación geográfica y sus características

socioeconómicas, lo que requiere una actuación
apropiada y puntual para anticiparse y prevenir
los efectos de este fenómeno, minimizando los
riesgos. Así, en 2005 se publicó el Informe Eva-
luación Preliminar de los Impactos en España por
Efectos del Cambio Climático donde se analiza-
ban los ecosistemas terrestres, ecosistemas acuá-
ticos y marinos, zonas costeras, la diversidad
vegetal y la biodiversidad animal. Además se ana-
lizaba la disminución en las aportaciones hídricas,
el aumento de la demanda de riego, la pérdida de
fertilidad del suelo, los cambios en la fisiología de
las especies forestales, así como los cambios en
la agricultura española como consecuencia del
incremento de la temperatura del aire y de la con-
centración de CO2, o cambios en las precipita-
ciones estacionales. También eran objeto de estu-
dio otros sectores que se pueden ver afectados
por el cambio climático como son el sector ener-
gético, el sector turístico, la salud e incluso los
seguros. Como resultado de este proyecto, el
Gobierno adoptó en 2006 el Plan Nacional de
Adaptación al Cambio Climático que constituye
el marco general de referencia para las activida-
des de evaluación de impactos, vulnerabilidad y
adaptación al cambio climático en España. Este
plan proporciona la estructura donde se encajan

GRÁFICO 1
INVENTARIO DE GASES DE EFECTO INVERNADERO DE ESPAÑA
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las diferentes evaluaciones de los sectores, los
sistemas y las regiones, y pretende facilitar y pro-
porcionar asistencia, de forma continua, a todas
aquellas administraciones y organizaciones inte-
resadas para evaluar los impactos del cambio cli-
mático en España en el sector/sistema de su inte-
rés, facilitando conocimientos sobre el tema y los
elementos, herramientas y métodos de evalua-
ción disponibles, con objeto de promover proce-
sos de participación entre todos los involucrados
que conduzcan a la definición de las mejor es
opciones de adaptación al cambio climático. En
definitiva, se persigue la adaptación al cambio cli-
mático en la planificación de los distintos secto-
res y sistemas. Una de las herramientas más
importantes que se han desarrollado es la gene-
ración de escenarios regionalizados de cambio
climático en España por parte de la Agencia Esta-
tal de Meteorología, elemento que no sólo es pieza
fundamental para los demás ejes del plan, sino
que constituye una referencia en el entorno inter-
nacional.

El plan se desarrolla mediante programas de
trabajo, que contienen las características princi-
pales de las actividades y proyectos de evalua-

ción de los impactos, la vulnerabilidad y la adap-
tación. En 2009 se ha aprobado el segundo Pro-
grama de Trabajo con un marco temporal de cua-
tro años, que continúa con los estudios de detalle
en curso en los sectores contemplados en el pri-
mer programa (costas, aguas y biodiversidad), y
considera nuevos sectores, como son salud, agri-
cultura, turismo, bosques y suelo/lucha contra la
desertificación.

8. Otras actuaciones horizontales

Por último, no puede dejar de mencionarse
una pieza fundamental de la política de cambio
climático en España como son las actuaciones
en materia de I+D+i. A partir del año 2008 está
vigente en España el Plan Nacional de Investiga-
ción Científica, Desarrollo e Innovación 2008-2011
que incluye una acción estratégica de Energía y
Cambio Climático. Pero sin duda lo más desta-
cable en este ámbito es la creación en 2008 del
Instituto de Investigación sobre Cambio Climáti-
co (I2C2), en Zaragoza, con el objetivo de ins-
taurar un centro de excelencia científica nacional

GRÁFICO 2
EMISIONES PROYECTADAS A 2020
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e internacional. El I2C2 se dedicará a impulsar el
análisis y la investigación del cambio climático en
España, coordinando y complementando las ini-
ciativas existentes, y promoviendo el trabajo de
prospectiva y desarr ollo de herramientas de
modelización que ayuden a mejorar el proceso
de toma de decisión en las políticas de lucha con-
tra el cambio climático. En diciembre de 2010,
se ha constituido el Consorcio del I2C2, y su con-
sejo rector, órgano supremo de decisión del Con-
sorcio y su comisión permanente.

Igualmente, hay que destacar el importante papel
de los programas de información, educación, y sen-
sibilización que incrementan la aceptación social
de las políticas y medidas de lucha contra el cam-
bio climático, refuerzan su efectividad, capacitan a
los ciudadanos para nuevas formas de hacer orien-
tadas tanto a la mitigación como a la adaptación y
promueven la adopción de estilos de vida bajos en
carbono y comportamientos concretos más res-
ponsables frente al cambio climático. En España,
los esfuerzos en información, sensibilización, edu-
cación, participación pública son compartidos por
un amplio conjunto de instituciones públicas y pri-
vadas: Gobierno Central, gobiernos autonómicos,
municipios, organizaciones no gubernamentales,
medios de comunicación y empresas.

10. Conclusión

El cambio climático es el reto ambiental, eco-
nómico y social más importante al que España, y
todos los países del mundo, debe hacer frente
durantes las próximas décadas. Para afrontarlo es
necesario trazar una estrategia de medio y largo
plazo, mediante el establecimiento de objetivos
ambiciosos y el desarrollo de marcos regulatorios,
económicos y financieros potentes. En España la
lucha contra el cambio climático se ha planteado
como una oportunidad para acometer una trans-
formación en profundidad de nuestro modelo pro-

dutivo y energético. La apuesta por las energías
renovables y por el ahorro y la eficiencia energéti-
ca, junto a actuaciones de carácter sectorial en el
ámbito de la movilidad, la edificación, la gestión
de residuos y la agricultura está permitiendo rever-
tir la tendencia creciente en nuestras emisiones de
GEI y crear nuevos nichos de actividad económi-
ca y de empleo que es necesario cultivar. Es impor-
tante seguir trabajando para que la señal precio
sea adecuada: el cambio climático es un grave
problema con impactos muy importantes que
generarán elevados costes económicos. Esto cos-
tes deben integrarse plenamente en el proceso de
toma de decisiones. España ha dado en los últi-
mos años pasos muy significativos en la dirección
correcta, orientando las decisiones de inversión
de la mano de los agentes económicos. Detener-
se o vacilar en esta estrategia solamente por razo-
nes coyunturales no es una opción; al contrario,
estas circunstancias son las que deben reafirmar-
nos en la idoneidad de nuestras actuaciones, que
ahora empiezan a rendir sus frutos y que deben
conducirnos al lugar donde de verdad queremos
estar dentro de veinte años.

RESUMEN

El cambio climático es un enorme reto ambiental, eco-
nómico y social, pero a la vez es la oportunidad de trans-
formar nuestro modelo productivo y energético en un mode-
lo sostenible, preparado para afrontar los diferentes retos
a los que nuestro país debe hacer frente en los próximos
cincuenta años. En este artículo se revisan las líneas de
actuación más importantes que se están llevando a cabo
en España. Se destaca la apuesta por las energías reno-
vables y por el ahorro y la eficiencia energética, se comen-
ta la adaptación a los impactos del cambio climático, así
como actuaciones en el ámbito de la movilidad, la edifica-
ción, la gestión de residuos y la agricultura.

Palabras clave: Cambio climático, Economía baja en carbo-
no, Emisiones de gases de efecto invernadero, Adaptación.
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¿Es una amenaza
el cambio climático?

ada día tiene su afán… y cada época tiene su
amenaza, podríamos añadir, sin miedo a caer en
un exceso. Ahora, después del temor por la su-
perpoblación imparable del planeta, por la des-
trucción como destino fatal de la carrera de las
armas nucleares, por la falta de alimentos o por
la transmisión de nuevas epidemias, etc., apa-
recen en escena las plagas ecológicas, que ame-
nazan con la destrucción del planeta provoca-
da por nosotros mismos, unas veces porque 
soltamos a la atmósfera gases que abren gran-
des agujeros en la capa de ozono, otras porque
nuestras emisiones de CO2 forman en la atmós-
fera un invernadero, la Tierra no se ventila bien
y nos vemos abocados a un cambio climático
inminente.

La cuestión es saber si todas esas amenazas,
que han atemorizado a las generaciones de los
siglos XX y XXI, se han ido desactivando una tras
otra porque hemos puesto los remedios necesa-
rios, o es que, en realidad, eran manifestaciones
inevitables, porque pertenece a la condición huma-
na el miedo radical de la existencia y cada gene-
ración lo expresa dibujando monstruos diferentes.

Hasta ahora las religiones situaban estos terro-
res en el más allá, y siempre quedaba margen para
que cualquier Don Juan contestase con un escép-
tico muy largo me lo fiáis, pero ahora las amena-
zas son de este mundo, se visten con un lengua-
je científico, aunque sus conclusiones no siempre
puedan someterse a comprobación empírica, y se
esgrimen con tal seguridad y contundencia que el
que duda puede verse forzado a un silencio pru-
dente o al exilio intelectual.

En los últimos años hemos asistido a una esca-
lada de estos temores ecologistas, que se han
convertido en agenda inexcusable de todos los
Estados. En el debate sobre un modelo de desa-
rrollo sostenible, la lógica económica y política de
los países desarrollados y de los nuevos emer-
gentes ha encontrado una franja de coincidencia
con el discurso ecologista. El temor al cambio cli-
mático está siendo muy útil, también, para fomen-
tar el ahorro de energía y la producción de ener-
gías renovables, con el fin de limitar la dependencia
económica respecto de los países productores de
hidrocarburos que, como estamos viendo, pue-
den verse forzados a una transición política de
incierto destino.

Una vez que existe un amplio reconocimiento
de las razones económicas y políticas para optar
por sistemas energéticos menos dependientes
de los hidrocarburos, no haría falta acudir con
tanto empeño al miedo al cambio climático ni con-
vertirlo en el eje principal de un hipotético nuevo

C
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modelo económico y social, que, a buen seguro,
tendría más de nostalgia del pasado que racio-
nalidad de futuro. Serían más realistas las políti-
cas eficaces de protección del medioambiente
para reducir la contaminación y compensar las
externalidades negativas de la movilidad, la pro-
ducción y el consumo.

El deterioro del medio ambiente constituye un
claro ejemplo de externalidad negativa, o dese-
conomía externa, que surge cuando la actividad
desarrollada por un agente genera efectos sobre
terceros que el mercado es incapaz de valorar, de
tal manera que el producto marginal privado de
una actividad es superior a su producto marginal
social, o lo que es lo mismo, difieren los intereses
individuales y los sociales. En este caso, la inter-
vención del sector público se justifica por el hecho
de que el medio ambiente puede ser considera-
do como un bien público puro, en cuyo caso el
nivel de protección y conservación del mismo,
ofrecido en exclusiva por el sector privado, sería
subóptimo.

El modelo de desarrollo sostenible que esta-
mos buscando tiene que equilibrarse con dos fac-
tores: el económico-social y el medioambiental.
Crecimiento económico sin atención al medio
ambiente es un modelo depredador del medio físi-
co en que tiene que apoyarse el desarrollo del
futuro, y cuidar del medio ambiente sin desarro-
llo económico y social es dejar las cosas a medias,
pues solamente las personas pueden ser los
agentes y los destinatarios del progreso material
y moral. El desarrollo sostenible, según el Infor-
me Brundtland (1987) de la Comisión Mundial de
Medio Ambiente y Desarrollo de las Naciones Uni-
das, se define como aquel que satisface las nece-
sidades del presente sin comprometer la capaci-
dad de las generaciones futuras para satisfacer
sus propias necesidades.

En todo caso, los dos factores del desarrollo
sostenible, el económico y el medioambiental,
adquieren su pleno significado en su dimensión
mundial. El actual proceso de globalización de la
economía, que se construye sobre la apertura de
los mercados de bienes, servicios y capitales, y
se apoya en las nuevas tecnologías de la infor-
mación y de las comunicaciones, es también el
escenario adecuado para afrontar los grandes
desafíos del medio ambiente.

El medio ambiente preocupa a todos los paí-
ses, pero no todos tienen las mismas capacida-
des ni las mismas prioridades, de manera que sola-
mente se puede llegar a algún acuerdo a nivel
internacional tras complicadas negociaciones y
compensaciones que, en todo caso, se pueden

alcanzar con más facilidad en un contexto de eco-
nomías abiertas, como ya se puede apreciar en la
evolución de los grandes países emergentes.

La amenaza ecológica de este momento se
está simplificando y concretando en el presunto
calentamiento global, también conocido como
cambio climático, derivado del efecto invernade-
ro, causado por las emisiones de determinados
gases a la atmósfera, sobre todo CO2, que se han
incrementado sustancialmente por el uso de los
combustibles fósiles, carbón y petróleo, como
fuentes de energía de la era industrial. Aunque el
debate sobre las causas y las consecuencias del
efecto invernadero no se ha agotado, el hecho de
haber identificado a un producto concreto que se
puede medir y pesar, permite cuantificar las emi-
siones y las responsabilidades de cada país en
este capítulo de las externalidades negativas para
el medio ambiente. Y cuando existe producto y
precio, tenemos un mercado.

No obstante, la determinación de los costes y
de los beneficios del calentamiento global a esca-
la mundial es una cuestión controvertida, porque
la regulación de este mercado tiene que contar
con multitud de variables, que difieren de unos
lugares a otros, además de la incertidumbre de
fondo y la subjetividad inevitable de las valoracio-
nes, que depende de la posición ideológica y de
los intereses de cada país.

Más allá de las convicciones sobre el cambio
climático, y de las dudas razonables que per-
manecen, existe un campo de amplia coinci-
dencia en la defensa del medio ambiente, y, de
hecho, buena parte de las decisiones políticas 
y de las innovaciones tecnológicas están orien-
tadas en este sentido. Ya podemos decir, a la
vista de las nuevas tecnologías de las comuni-
caciones y del transporte, de la arquitectura sos-
tenible de las viviendas y de las obras públicas,
de las energías renovables y de los biocombus-
tibles, etc., que la alianza entre la defensa del
medio ambiente y la independencia y la seguri-
dad energética de los países han empezado a
dar su fruto. Como ha sucedido con frecuencia
en la historia humana, la respuesta a un grave
desafío ha sido el mejor estímulo para el siguien-
te cambio tecnológico.

***

Antes de entregar este artículo al editor ha
sucedido el terrible terremoto de Japón, segui-
do de un violentísimo maremoto que ha segado
la vida de miles de ciudadanos y ha destrozado
a su paso todo cuanto encontraba. Una de las
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secuelas más temidas de esta catástrofe natural
se ha producido en la central nuclear de Fuku-
shima, que en este momento es el centro de aten-
ción de todo el mundo, que sigue paso a paso
por televisión la lucha de los técnicos para evitar
la explosión de los núcleos y sus efectos conta-
minantes. No se puede ni se debe ocultar la 
trascendencia de estos sucesos en la opinión
pública internacional y sus consecuencias en la
determinación de las políticas energéticas, pero,
en todo caso, hay que hacer un esfuerzo para no
sucumbir a las emociones y emplear la expe-
riencia de estos hechos para mejorar la seguri-
dad de los ciudadanos en todos los aspectos,
tanto en la prevención de los desastres natura-
les como en la tecnología de las centrales nuclea-
res, que, de momento, son necesarias para
garantizar el desarrollo y el progreso de la eco-
nomía global.�

RESUMEN

Las amenazas que periódicamente sacuden a la huma-
nidad se han ido superando, unas veces por la acción del
hombre en el desarrollo científico y técnico, otras veces por-
que eran amenazas poco fundadas, productos de ficción
que prenden como reales por el inevitable temor que es pro-
pio de la existencia consciente. Ahora nos toca la amena-
za del cambio climático, que tiene gran éxito en la opinión
pública desde que los intereses económicos y políticos han
encontrado en ella un nicho de convivencia con el discurso
ecologista. El ahorro energético y el desarrollo de fuentes
renovables de energía no sólo sirven para retrasar el cam-
bio climático sino, también, para reducir la dependencia de
las economías mundiales de los países productores de hidro-
carburos, muchos de los cuales están entrando ahora en
crisis políticas de incierto futuro.

Palabras clave: Cambio climático, Externalidades negati-
vas, Modelo sostenible económico y medioambiental, Segu-
ridad nuclear.
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1. Introducción

El gran volumen de publicaciones sobre el cam-
bio climático en los últimos dos años es el resul-
tado de una preocupación pública y política, espe-
cialmente en relación con el futuro de la energía y
del uso de los recursos naturales. Los efectos
incuestionables de la variación climática sobre los
ecosistemas (Rosenzweig y cols., 2008) y el núme-
ro alarmante de fenómenos climáticos extremos
(IPCC, 2007) subrayan la necesidad de diseñar
intervenciones adecuadas para afrontar los retos
del cambio climático.

Existen dos tipos de intervenciones políticas
frente al cambio climático: el control de las emi-
siones de gases de efecto invernadero (mitigación)
y los ajustes a las consecuencias del cambio
(adaptación). El Protocolo de Kioto de la Conven-
ción Marco sobre el Cambio Climático de las
Naciones Unidas impone reducciones de las emi-
siones de gases de efecto invernadero y hasta muy
recientemente las negociaciones del UNFCCC se
han basado fundamentalmente en la mitigación.
Sin embargo, existe un reconocimiento creciente
sobre la necesidad de incluir políticas de adapta-
ción para alcanzar una sostenibilidad futura. Para
alcanzar los niveles de sostenibilidad deseados es
imprescindible comprender y cuantificar los impac-
tos y las respuestas al cambio climático. En el infor-
me Stern (Stern, 2006) se argumenta que a fina-
les del siglo XXI, el coste económico total que
supone el cambio climático puede representar la
pérdida de un 5% del producto interior bruto (PIB)
potencial global. Si bien estos resultados han sido
cuestionados (Fankhauser y Tol, 2005; Quiroga y
Iglesias, 2007), el informe Stern contribuyó a lan-
zar a un diálogo público sobre los costes y los
beneficios asociados a las estrategias de adapta-
ción y mitigación.

Este artículo se centra en este debate desde
el punto de vista de la agricultura europea, con
un énfasis especial sobre la agricultura en Espa-
ña. La investigación busca comprender cuáles
serán los impactos del cambio climático para
luego facilitar el desarrollo de políticas de adap-
tación y mitigación adecuadas. El gráfico 1 mues-
tra el enfoque del análisis. En la sección 2 se
evalúan los impactos potenciales sobre la pro-
ductividad de los cultivos y los recursos hídricos
necesarios para el riego. La sección 3 evalúa las
necesidades de adaptación que se derivan de
dichos impactos. Por último, la sección 4 anali-
za la necesidad de que las prácticas de adap-
tación estén coordinadas con las de reducción
de emisiones (mitigación).
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2. Impactos del cambio climático 
sobre la agricultura

2.1. Cambios en la productividad 
de los cultivos

Para finales del siglo XXI, la gran mayoría de los
modelos del sistema climático apuntan hacia un
calentamiento global del orden de 2 a 5°C y hacia
aumentos en la precipitación global que oscilan entre
el 5 y el 25% (IPCC, 2007). Además se proyectan
cambios en la distribución, intensidad y frecuencias
de fenómenos extremos tales como olas de calor
o sequías. Sin embargo, cabe recordar que existen
grandes diferencias regionales. En Europa, dentro
del proyecto CLIMATECOST (http://www.climate-
cost.cc) se han modelizado los cambios en la pro-

ductividad de los cultivos para las distintas regio-
nes agro-climáticas europeas. Para ello se han con-
siderado un conjunto de escenarios proyectados
para distintas sendas de emisiones representativas
y distintos modelos climáticos para la década de
2080. El cuadro 1 describe el rango de escenarios
que se han utilizado en el análisis.

El gráfico 2 muestra los cambios medios en la
productividad de los cultivos estimados para las
distintas zonas agroclimáticas en España (Atlán-
tica, Mediterránea-continental, Mediterránea-norte
y Mediterránea-sur). Para la obtención de estos
resultados, se han tenido en cuenta los efectos
positivos directos del CO2 en los cultivos; las con-
diciones de secano y regadío en cada región; los
cambios en la distribución de los cultivos bajo
cada escenario debidos a la modificación de los
cultivos que son idóneos en condiciones más
cálidas; y posibles mecanismos de adaptación
exógenos.

Como se puede observar, el efecto del cambio
climático en los cultivos de una región puede resul-
tar positivo o negativo dependiendo de las carac-
terísticas del clima, los cultivos actuales y los cam-
bios potenciales. En general se observa contraste
entre los impactos negativos en las regiones Medi-
terráneas y los efectos no tan severos (llegando
a poder presentarse ventajas) en el resto de Espa-
ña, sobre todo en la región Atlántica. Por lo tanto,
en consonancia con otros estudios (Iglesias y cols.,
2007, 2010; Quiroga y cols., 2011) cabe desta-
car la predominancia de los impactos negativos
para gran parte de la Península Ibérica en todos
los escenarios. Las principales conclusiones que
emergen son: (i) los incrementos en la tempera-
tura alargarían la estación de crecimiento de los
cultivos en regiones donde el potencial del culti-
vo está hoy en día limitado por el frío. En estas
regiones el cambio climático podría verse como
ventajoso para los cultivos. (ii) En las principales
regiones de producción agraria actual, las altas
temperaturas inducirán una maduración más tem-
prana de los cultivos. (iii) En la región Mediterrá-

GRÁFICO 1
ENFOQUE DEL ANÁLISIS
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impactos
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Fuente: E

CUADRO 1
RANGO DE ESCENARIOS CLIMÁTICOS CONSIDERADOS EN EL ESTUDIO

Sendas de emisiones
Contexto Emisiones (2050) Modelos climáticos

representativas (RPC)

A1B Énfasis equilibrado en todas 574 ppm CO2 DMIEH5-4, HADGEM-1
las fuentes de energía

E1 Estabilización de las emisiones 458 ppm CO2 DMICM3-1, DMICM3-2, HADGEM2-1
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nea todos los estudios destacan los efectos nega-
tivos para la mayoría de los cultivos, especial-
mente en las regiones que sufren de mayor esca-
sez de agua. El cuadro 2 resume las posibles
implicaciones de los escenarios de clima futuro
para algunos grupos de cultivos.

Los cereales (trigo y cebada) representan la
producción tradicional en secano, ocupando más
de la mitad de la superficie de cultivos en seca-
no en España (MARM, 2009). Es una de las pro-
ducciones más directamente afectadas por las
variaciones climatológicas. Otro cultivo medite-
rráneo determinante en España es la vid: el viñe-
do español es el que más superficie ocupa en el
mundo y se ha establecido tradicionalmente en

condiciones de restricciones hídricas e integra-
les térmicas adecuadas para la maduración de
variedades típicas en cada zona. El cambio cli-
mático puede afectar a la productividad y, desde
luego, a la pérdida de la tipicidad de los produc-
tos (Denominaciones de Origen) y al cambio en
el estilo del vino.

El cambio climático puede suponer oportuni-
dades y riesgos para distintas zonas de produc-
ción, dependiendo de las características del clima
y de los cultivos actuales y de los cambios poten-
ciales. La mayoría de los estudios están de acuer-
do en la distribución espacial de los efectos
(Rosenzweig y cols., 2004; Parry y cols., 2004;
Long y cols., 2006; Iglesias y cols., 2007a). En la

GRÁFICO 2
CAMBIOS EN LA PRODUCTIVIDAD DE CULTIVOS, COMPARADA CON LA PRODUCTIVIDAD ACTUAL, 

PARA EL PERÍODO 2080 EN LOS ESCENARIOS A1B Y E1
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CUADRO 2
POSIBLES IMPLICACIONES DEL CAMBIO CLIMÁTICO EN ALGUNOS GRUPOS DE CULTIVOS

Cultivo o tipo de cultivo Implicaciones de los escenarios de cambio climático

Cereales de primavera y forrajes Beneficios potenciales al incrementarse el período libre de heladas .Daños por estrés térmico 
y sequía en primavera

Cereales de invierno Daños en la vernalización por incremento de temperaturas en invierno. Daños por estrés térmico
y sequía en primavera

Hortícolas Incremento de las necesidades de riego. Aumento de plagas y enfermedades durante todo el ciclo
Hortícolas protegidos Disminución del apoyo de calefacción y posibilidad de ampliar calendarios y gama de productos
Viñedo Variación de la calidad de la uva y del vino. Necesidad de introducir nuevas variedades.

Desplazamiento de las zonas de cultivo. Necesidad de intensificar la superficie regada y el volumen
de agua por superficie
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región Mediterránea los efectos pueden ser par-
ticularmente negativos si disminuye la disponibili-
dad de agua para la agricultura. Para esta región
es de especial importancia tener en cuenta que la
alteración en los regímenes hídricos supone una
necesidad de redefinir el uso de agua por la agri-
cultura (Vorosmarty y cols., 2010; Iglesias y cols.,
2011; Alcamo y cols., 2007).

2.2. Implicaciones para la gestión del agua

La sequía y la escasez de agua representan un
riesgo potencial importante para la mayoría de las
zonas agro-climáticas en España, aunque dicho
riesgo a lo largo de las distintas regiones no es ni
mucho menos homogéneo, siendo la región Medi-
terránea la más vulnerable. El cuadro 3 resume
los riesgos del cambio climático sobre los recur-
sos hídricos en las distintas regiones agroclimá-
ticas en España. En lo referente al futuro, las pro-
yecciones de cambio climático indican un aumento
en la probabilidad de sequías especialmente en
toda la franja Mediterránea (Iglesias y cols., 2008;
Bates y cols., 2008). La combinación de los cam-
bios a largo plazo (mayores temperaturas medias)
unidos a un mayor número de eventos extremos
(sequías) podría tener un impacto decisivo en la
disponibilidad de recursos hídricos a la vez que
la demanda de riego se incrementa notablemen-
te (Iglesias y cols., 2009).

3. Adaptación

La sección anterior ha establecido cuales serán
los impactos del cambio climático, así como los

riesgos y oportunidades que crearán estos impac-
tos. En esta sección se analizan las necesidades
de adaptación de la agricultura que se derivan de
estos impactos. La capacidad de adaptación de
la agricultura depende de las limitaciones de infra-
estructura, disponibilidad de recursos y regula-
ciones agrarias que puedan existir. La Comisión
Europea publicó a mediados del 2007 el Libro
Verde de la Adaptación al Cambio Climático en
Europa: Opciones de actuación para la UE (COM
[2007] 354 2007), donde expone las líneas de
acción relativas a la adaptación para los próximos
años. Teniendo en cuenta los avances tecnológi-
cos y el nivel de desarrollo en Europa, la mayor
parte de los agricultores europeos se podrán
adaptar al cambio climático, sin embargo no todas
las regiones tienen el mismo potencial de adap-
tación. Las regulaciones agrarias son un compo-
nente importante en la adaptación ya que pue-
den ayudar a compensar los efectos adversos o
potenciar los beneficiosos. Sin embargo también
pueden limitar las opciones de r espuesta de
dichos sistemas al restringir la libertad de su dise-
ño. El diseño de estrategias efectivas de adapta-
ción al cambio climático en la agricultura tiene
como objetivo ayudar a los agricultores y gana-
deros a reducir sus efectos. El gráfico 3 resume
la interacción entre los riesgos y la capacidad de
adaptación para distintas zonas agro-climáticas
en España.

En todos los casos los escenarios de cambio
climático implican la necesidad de aumentar con-
siderablemente los aportes de agua para el rega-
dío. Esta estrategia presenta problemas puesto
que la disponibilidad de agua a bajo coste es
cuestionable debido a la hidrogeología y a la

CUADRO 3
IMPLICACIONES SOBRE LOS RECURSOS HÍDRICOS EN DISTINTAS

ZONAS AGRO-CLIMÁTICAS DE ESPAÑA

Descripción Atlántica Mediterránea-continental Mediterránea (norte y sur)

Aumento del riesgo de inundaciones B B B
Aumento del riesgo de la sequía y la escasez de agua A A A
Aumento de las necesidades de riego M A A
Deterioro de la calidad del agua B B B
Erosión de los suelos, salinización, desertificación M A A
Pérdida de glaciares y permafrost (suelos con hielo, B B B

que actúan como reserva de agua)
Elevación del nivel del mar A B A

A: alto; M: medio; B: bajo.
Fuente: Iglesias y cols., 2011.
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competencia entre usuarios. La posibilidad de
aumentos en la superficie regada, en el caso de
haber agua disponible, también está determina-
da por consideraciones económicas y sociales.
En el caso de la vid se han propuesto diversas
medidas de adaptación que tienen efectos más
o menos marcados en la solución de los incon-
venientes y que, a su vez, tienen niveles distin-
tos de posibilidades de aplicación o de costes
(gráfico 4).

Es importante resaltar la vulnerabilidad y las
limitaciones técnicas y sociales para la adapta-
ción de la región Mediterránea a la sequía y esca-
sez de agua. Las medidas que ayuden a reducir
la vulnerabilidad a los riesgos climáticos y apro-
vechar las oportunidades deben incluir a los dis-
tintos niveles del sistema productivo: agricultores,
mercados, y sector público. Es especialmente
importante evaluar de qué manera participan com-

binadamente los sectores público y privado en la
externalización de los riesgos, especialmente ante
situaciones de catástrofe. Las regulaciones agra-
rias en principio pueden ayudar a potenciar las
oportunidades y mitigar los riesgos. Sin embargo
también pueden limitar las opciones de respues-
ta de dichos sistemas ya que restringen la liber-
tad en su diseño.

4. Mitigación

4.1. Las emisiones de gases de efecto
invernadero de la agricultura

La agricultura cubre casi el 60% de la superfi-
cie de la tierra y las tierras de cultivo más de la
cuarta parte. Según un informe de FAO de 2006,
la agricultura es responsable de un 20% de las
emisiones de gases de efecto invernadero en el
mundo. La ganadería es la mayor responsable de
esta desorbitada cifra (más de la mitad del valor
en todas las regiones), pero la cifra también inclu-
ye las emisiones virtuales derivadas de la no
absorción del CO2 en los terrenos deforestados y
las emisiones del transporte y manufacturación
de los productos agroalimentarios (que proba-
blemente debiera ser computado a otros secto-
res). Según la Agencia Europea de Medio Ambien-
te la agricultura contribuye alrededor de un 9% a
las emisiones totales de gases de efecto inver-
nadero de la Unión Europea (EEA, 2010).

Sin embargo, la agricultura también puede jugar
un gran papel en la mitigación. Smith y cols. (2007)
han evaluado el potencial de mitigación de una
serie de prácticas agrarias. Sus resultados son la
base de la evaluación de la contribución de la agri-
cultura al cambio climático realizado por el IPCC
en 2007, así como de los informes de FAO (2006).
Los beneficios medioambientales derivados de la
implantación de este tipo de medidas incluyen
efectos positivos sobre la biodiversidad, reduc-
ción de la erosión del suelo, incremento de la pre-
cipitación efectiva y disminución de la pérdida de
minerales, entre otros.

Un claro ejemplo del valor de la agricultura es
el de los cultivos leñosos. Si bien los bosques
son importantes fuentes de emisiones también
juegan un papel importantísimo en términos de
la absorción del carbono a nivel global. De hecho
las reservas globales acumulan un total de 1.650
Gt (gigatoneladas) y los sumideros capturan 2,6
Gt de carbono al año. Las emisiones por defo-
restación a nivel global ascienden a una suma
equivalente al 20% de las emisiones de GHGs.

GRÁFICO 3
RIESGOS Y CAPACIDAD DE ADAPTACIÓN AL

CAMBIO CLIMÁTICO EN LAS DISTINTAS REGIONES
AGROCLIMÁTICAS EN ESPAÑA
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España cuenta con 14,4 millones de hectáreas
de bosques, la cuarta concentración más gran-
de de Europa. Montero y cols. (2005) han deter-
minado que los bosques españoles fijan 75 millo-
nes de toneladas de CO2 al año, una cantidad
equivalente al 19% de las emisiones anuales del
país en 2006.

Otra lección valiosa es la del sector vitivinícola
donde se han lanzado iniciativas, privadas y públi-
cas, para establecer protocolos de medición de
las emisiones de GEI. Tres son los principales pro-
tocolos que han empezado a utilizarse en el sec-
tor vitivinícola. Dos cuyo origen se encuentra en
instituciones públicas, Bilan Carbone en Francia y
PAS 2050 en el Reino Unido y uno, el IWCCP, naci-
do por iniciativa del sector privado. Este último es
el único que ha sido desarrollado pensando espe-
cíficamente a la producción del vino. Si bien hay
diferencias filosóficas y de implementación los pro-
tocolos permiten a las empresas analizar su sis-
tema de producción a la vez que facilitan la crea-
ción de un sistema de cálculo de la huella del
carbono de los productos. Estos enfoques para
el sector agrícola tienen la ventaja de ser flexibles
y adaptables a las distintas condiciones requeri-

das por los productores, además de facilitar la coo-
peración privada y pública en la búsqueda de solu-
ciones de mitigación.

5. Conclusiones

A pesar del progreso internacional para reducir
las emisiones de gases de efecto invernadero (polí-
ticas de mitigación), el sistema climático continuará
su ajuste a las emisiones actuales durante las pró-
ximas décadas, con efectos inevitables en los sis-
temas naturales o intervenidos por el hombre. El
reto es prepararse para las condiciones cambian-
tes, responder a ellas o recuperarse de los impac-
tos (políticas de adaptación). En este artículo se
ha presentado un resumen de los impactos más
significativos que acarreará el cambio climático
para la agricultura así como una discusión de las
posibilidades de adaptación y mitigación que se
pueden aplicar al sector agrícola.

Los desarrollos políticos recientes tales como
la propuesta legislativa bajo el Chequeo Medico
de la PAC (COM [2008] 306/4), los esfuerzos de
la Comisión Europea para proteger a sus ciuda-

GRÁFICO 4
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danos del cambo climático, y la revisión del los
presupuestos de la Unión Europea, aportan una
oportunidad para re-orientar la política agrícola y
fortalecer las acciones de mitigación y adaptación
al cambio climático. Antes de 2020 la Comisión
propone una reducción de un 10% de las emisio-
nes sobre los niveles de 2005 para los sectores
no incluidos en los ETS (Emission Trading Sche-
mes), tal como la agricultura. Será la responsabi-
lidad de los Estados Miembros individuales deter-
minar los objetivos específicos para cada sector y
seleccionar la combinación de medidas y políticas
que sean más favorables en la relación coste-efec-
tivas. En el presente, la agricultura no tiene com-
promisos adquiridos para la reducción de emisio-
nes de gases de efecto invernadero, aunque esto
puede cambiar en un futuro muy próximo. Sin
embargo, está claro que el sector agrario de la
Unión Europea necesita ser consciente de las
necesidades de su contribución para la mitigación
de gases de efecto invernadero.

Con el fin de que las medidas sean efectivas,
se necesita saber si las políticas de mitigación son
adecuadas para la adaptación de la agricultura al
cambio climático. Es necesario desarrollar marcos
conceptuales para la evaluación conjunta de estos
dos aspectos del cambio climático para reforzar
los Planes de Actuación que se están empezan-
do a desarrollar en la Unión Europea.�
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RESUMEN

Debido a las interacciones del sector agrícola con el
medio natural, el cambio climático supondrá grandes cam-

bios para la agricultura. Si bien muchos de estos cambios
se darán por un aumento en los riesgos a los que expone
la agricultura, también cabe destacar las oportunidades
que se crearán debido a los impactos heterogéneos que
acarreará el cambio climático. Frente a estos riesgos y opor-
tunidades, la agricultura deberá colaborar en la mitigación
de gases de efecto invernadero así como desarrollar estra-
tegias de adaptación para asegurar la productividad en el
futuro. Este artículo presenta un resumen de los impactos
climáticos y de los riesgos y oportunidades que supondrá
el cambio climático para la agricultura en España. Luego
se discutirán las oportunidades de adaptación y de miti-
gación que existen para la agricultura.

Palabras clave: Cambio climático, Sector agrícola, Espa-
ña, Impactos climáticos, Riesgos y oportunidades, Mitiga-
ción, Adapatación.
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1. Introducción

El turismo se configura hoy en día como uno
de los sectores económicos más importantes a
nivel internacional, con un peso estimado sobre
la economía del 9,3% del PIB a nivel mundial y
unas expectativas de crecimiento durante los pró-
ximos diez años por encima del resto de secto-
res (WTTC, 2010) (1). A pesar de su importancia
económica y de la evidente dependencia del clima
para su desarrollo, el turismo ha recibido una esca-
sa atención por parte de la literatura especializa-
da en economía del cambio climático, más si se
compara con otros sectores como, por ejemplo,
la agricultura, con una dependencia climática tam-
bién muy evidente pero con una importancia eco-
nómica muy inferior, hoy en día, en la mayoría de
economías occidentales. En cualquier caso, la
puesta en marcha de la iniciativa sobre turismo y
cambio climático por parte de la Organización
Mundial del Turismo (OMT) y la calificación del
turismo como sector económico clave en el nuevo
esquema de trabajo manejado en el IPCC Fifth
Assessment Report, actualmente en elaboración,
podrían suponer un avance significativo en el
conocimiento de las interrelaciones entre turismo
y cambio climático durante los próximos años.

Hasta el momento, la Declaración de Davos
(OMT, 2007) focaliza la problemática entre turis-
mo y cambio climático apuntando, por una parte,
que el clima es un recurso esencial para el turis-
mo... y, por otra, que el turismo debe responder
con rapidez [...] y reducir progresivamente su emi-
sión de gases de efecto invernadero (GEI), para
poder crecer de forma sostenible. En este con-
texto, las medidas a tomar se centran en (i) miti-
gar las emisiones de GEI derivadas especialmen-
te de transporte y alojamiento; (ii) adaptar las
empresas y los destinos turísticos a las condicio-
nes climáticas cambiantes; (iii) aplicar las nuevas
tecnologías y las ya existentes para aumentar la
eficacia energética; y (iv) recabar recursos finan-
cieros para ayudar a las regiones y a los países
pobres (OMT, 2007). Se reconoce así la particular
característica de bidireccionalidad entre turismo y
clima: el clima como recurso (cambiante) y el turis-
mo como actividad generadora de GEI.

Para España, con más de 50 millones de turis-
tas internacionales anuales (lo que supone casi
el 6% del turismo internacional mundial) y un peso
económico del sector turístico que alcanza el 10%
del PIB, profundizar en las relaciones entre tu-
rismo y clima es, si cabe, más importante. En la
actualidad las provincias costeras y los destinos
de playa siguen representando el principal polo
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de atracción de buena parte del turismo que visi-
ta el país, lo que, junto a la marcada estaciona-
lidad que caracteriza a la llegada de los turistas,
evidencia la fuerte dependencia climática de nues-
tro turismo. Sin lugar a dudas, tanto los posibles
cambios en las condiciones climáticas (y del
entorno natural) que pueden acabar afectando 
al producto turístico español como las posibles
políticas de adaptación con efectos sobr e la
industria (y de manera especial sobre el trans-
porte) están empezando a despertar el interés de
un sector que ha contado, hasta el momento,
con un volumen limitado de estudios con el obje-
tivo de evaluar las consecuencias del cambio cli-
mático sobre el turismo. 

En un intento de recopilar los estudios más
relevantes sobre el tema, de analizar las conse-
cuencias para el sector turístico España y plan-
tear, en consecuencia, las principales políticas de
actuación, este trabajo se estructura de la siguien-
te manera. En el apartado 2 se analiza la litera-
tura de referencia entre cambio climático y turis-
mo desde el punto de vista económico en un
intento de mostrar las diferentes alternativas de
estudio planteadas hasta el momento. En el apar-
tado 3 se profundiza en el análisis de los resul-
tados obtenidos a la hora de medir los efectos
del cambio climático sobre la demanda turística,
prestando una especial atención al caso espa-
ñol. Sobre la base de los resultado obtenidos y
tomando como referencia algunas de las princi-
pales tendencias turísticas actuales, en el apar-
tado 4 se proponen algunas políticas de adap-
tación. Finalmente, en el apartado 5 se presentan
las principales conclusiones. 

2. Cambio climático y turismo

Por su estr echa vinculación con el medio
ambiente, en general, y con las condiciones cli-
máticas, en particular, muchos expertos conside-
ran que el turismo, como actividad económica al-
tamente sensible al clima, merece una especial
atención a la hora de evaluar las consecuencias
del calentamiento global (Becken y Hay, 2007;
Scott, 2006). Scott (2008) establece cuatro gran-
des categorías de efectos a la hora de clasificar
las principales implicaciones que el calentamien-
to global puede tener sobre el turismo.

1. Efectos climáticos directos. Siendo el clima
un recurso fundamental para el turismo, es lógico
pensar que un cambio en las temperaturas y en
las condiciones climáticas en general tendrá efec-
tos sobre los movimientos turísticos, siendo pre-

visible un desplazamiento de los flujos hacia lati-
tudes y altitudes más altas. 

2. Efectos indirectos sobre el entorno ambien-
tal, entendidos como aquellos cambios sobre las
condiciones medioambientales inducidos por el
cambio climático como pueden ser la disponibi-
lidad de agua, pérdida de biodiversidad, pérdida
de paisaje, aumento de peligros naturales, ero-
sión de la costa, etcétera. 

3. Efectos de políticas paliativas sobre la movi-
lidad del turista. Cabe englobar aquí las reper-
cusiones que las políticas paliativas dirigidas a
reducir la emisión de gases de efecto inverna-
dero tendrían sobre los flujos turísticos como por
ejemplo un encarecimiento de los costes del
transporte. 

4. Efectos indirectos del cambio social. Se inclu-
yen en este punto las consecuencias que el cam-
bio climático tendría sobre el crecimiento econó-
mico y la inestabilidad política, dos factor es
relacionados directamente con el turismo. 

A pesar del interés de profundizar en el estu-
dio de cada una de estas categorías, Cárdenas
y Rosselló (2008) muestran cómo los principales
esfuerzos se han centrado en la primera de ellas,
analizando así los efectos que el incremento de
las temperaturas y el cambio en otras condicio-
nes climáticas tendrá sobre la demanda turísti-
ca. Los efectos de las políticas (tercera catego-
ría) también han centrado parte de la literatura
pero no desde un punto de vista estrictamente
turístico, sino principalmente ligado al transpor-
te aéreo (Mayor y Tol, 2008; Rosselló, 2011; Tol,
2010). En cuanto a los efectos indirectos (segun-
da y cuarta categorías), dada la incertidumbre
que suele acompañar a las predicciones, los
resultados con relación a la demanda turística
han sido marginales.

Centrándonos pues en los posibles efectos del
cambio climático sobre el turismo, la literatura
permite identificar dos principales perspectivas
o grandes líneas de trabajo. La primera de ellas
se escapa, probablemente, de lo que puede
entenderse como análisis económico y se ha cen-
trado fundamentalmente en medir el atractivo
turístico desde un punto de vista físico. Un ejem-
plo claro dentro de esta primera línea se encuen-
tra representado por aquellos trabajos ligados al
turismo de deportes de invierno y centrados en
medir las consecuencias sobre las condiciones
de nieve esperadas (Scott y cols., 2003 y 2007).
Pero también las condiciones idóneas para el
turismo en general (Amelung y cols., 2007) y para
el turismo de playa en particular (Moreno y Ame-
lung, 2009) han tenido su evaluación dentro de
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esta perspectiva, siendo posible la creación de
indicadores sobre pérdida o ganancia de com-
petitividad turística en términos de las condicio-
nes climáticas esperadas.

Una segunda perspectiva está caracterizada
por la utilización de diferentes herramientas más
comunes dentro del análisis económico. Dentro
de esta segunda línea se distinguen, a su vez, dife-
rentes grupos de trabajo. Así, un primer grupo
incluye aquellos trabajos que, siguiendo el cami-
no marcado por los estudios que persiguen eva-
luar las repercusiones del cambio climático a tra-
vés de modelos de equilibrio general, definen al
turismo como un sector económico más dentro
de las cuentas económicas nacionales, tratando
así de evaluar las consecuencias monetarias del
calentamiento global sobre la industria (Berrittella
y cols. 2006). En este contexto cabe destacar que
la obtención de resultados fiables se ve limitada,
no sólo por las dificultades de definir y aplicar las
incertidumbres propias de los escenarios de cam-
bio climático a un modelo de equilibrio general,
sino también por los problemas ligados a definir
correctamente el sector turístico en el marco de
las cuentas económicas nacionales, donde no apa-
rece directamente este sector. 

El segundo grupo de estudios, enmarcado en
el contexto del análisis de las series temporales,
trata de evaluar la sensibilidad de determinadas
variaciones de la demanda turística a condiciones
meteorológicas especiales. Analíticamente, estos
modelos de series temporales no difieren de los
aplicados tradicionalmente más allá que en el uso
de datos de mayor frecuencia y de la incorpora-
ción de las variables meteorológicas como ele-
mento explicativo de la demanda. Ejemplos de la
aplicación de estos modelos de series tempora-
les pueden encontrarse en Agnew y Palutikof
(2006) y Rosselló y cols. (2011).

Finalmente, es posible identificar un tercer grupo
de estudios donde el objeto de análisis no es tanto
la cuantificación del impacto en términos de núme-
ro de turistas (o gasto turístico) sino evaluar los
posibles efectos del cambio climático sobre la dis-
tribución geográfica de los flujos turísticos. En este
sentido cabe citar el estudio pionero de Maddison
(2001), quien analiza las salidas de turistas britá-
nicos con un modelo explicativo donde aparece
la temperatura como determinante significativo y,
en consecuencia, es posible simular los posibles
efectos del calentamiento global sobre la distri-
bución geográfica de los destinos elegidos por
los turistas británicos. En esta misma línea, Lise
y Tol (2002) analizan las salidas de turistas holan-
deses estimando incluso una temperatura ópti-

ma para la realización de actividades turísticas.
Con una perspectiva global Hamilton y cols.
(2005a y 2005b), Bigano y cols. (2006) y Hamil-
ton y Tol (2007) analizan los factores que expli-
can los flujos internacionales de turistas a nivel
mundial tomando como referencia tanto las sali-
das como las llegadas mostrando cómo la tem-
peratura es un importante factor explicativo. Los
resultados permiten evaluar las consecuencias
del crecimiento poblacional, económico y de tem-
peraturas previstas en diferentes escenarios sobre
la distribución de los turistas internacionales a
nivel mundial.

Recientemente, dentro de este tercer grupo
del análisis de la distribución de los flujos turísti-
cos, Eugenio-Martín y Campos-Soria (2010) y
Bujosa y Rosselló (2011) han adoptado un punto
de vista microeconómico tomando como refe-
rencia los modelos de elección discr eta para
determinar la función indirecta de utilidad de los
individuos. A partir de variables como, por ejem-
plo, las condiciones climáticas, es posible eva-
luar los factores que explican la elección de un
destino turístico y evaluar, en consecuencia, cam-
bios en la elección debidos a variaciones en las
condiciones climáticas.

Sobre la base de los resultados obtenidos hasta
el momento en la literatura, el siguiente apartado
trata de extraer las principales implicaciones para
el turismo en España y obtener una visión gene-
ral y de consenso independientemente de la meto-
dología utilizada.

3. Efectos del cambio climático 
sobre el turismo en España

Uno de los modelos que más directamente ha
tratado de evaluar el impacto del calentamiento
global sobre las flujos turísticos internacionales, y
que está siendo utilizado actualmente como refe-
rencia en múltiples estudios internacionales, es el
Hamburg Tourism Model (Hamilton y cols., 2005a).
Sobre la base de las salidas y llegadas de turistas
internacionales a nivel mundial el modelo permite
evaluar las consecuencias de un incremento de 
un grado, mostrando cómo, a medio y largo plazo,
este calentamiento global provocará una reduc-
ción del crecimiento de la actividad turística, que,
a pesar de todo, seguirá cr eciendo gracias al
aumento de la población y de la renta per cápita. 

Con relación a España, Hamilton y cols. (2005a)
predicen una reducción significativa de la cuota de
mercado del turismo internacional hacia nuestro
país que pasará a ser del 4,84%, relegándonos
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desde el segundo lugar hasta el sexto lugar en tér-
minos de llegadas internacionales. Así, bajo el
escenario de calentamiento medio de 1ºC , Espa-
ña sería el tercer país con el mayor efecto negati-
vo (detrás de México y Hong Kong) dentro del
grupo de los veinticinco más importantes. 

Estudios similares refuerzan las previsiones de
pérdida de competitividad para el turismo inter-
nacional hacia España como consecuencia del
calentamiento global. De esta manera, también a
nivel mundial pero tomando como referencia las
condiciones óptimas para la realización de turis-
mo, Amelung y cols. (2007) prevén una impor-
tante pérdida de competitividad para la mayor
parte de los destinos cálidos y templados del
mundo, entre los que se incluye España, que sería
compensada, sólo en parte, por el mayor atrac-
tivo de las zonas más septentrionales y meridio-
nales del planeta.

Dejando de lado los modelos globales y cen-
trándonos en estudios que han analizado el turis-
mo en un determinado mercado de origen, los
resultados con consecuencias para España pare-
cen apuntar también hacia un escenario negati-
vo. De esta manera, y teniendo en cuenta la
importancia relativa que suponen actualmente
para el destino los turistas británicos y los ale-
manes, Maddison (2001), Hamilton y Tol (2007),
Eugenio-Martín y Campos-Soria (2010) y Rosse-
lló y cols. (2010), aun utilizando diferentes herra-
mientas de análisis, encuentran cómo las salidas
de turistas internacionales desde estos países 
frenarán su crecimiento ante diferentes escena-
rios de cambio climático.

En esta misma línea, pero con un horizonte más
lejano, Hein (2007) predice un descenso del 20%
anual en la llegada de turistas a España para el
2080. Aunque las limitaciones de este estudio son
patentes al incluir únicamente algunas regiones y
no considerar los efectos del crecimiento de la
renta y de la población, los resultados son ilus-
trativos al considerar, por primera vez, la hetero-
geneidad climática de las regiones españolas y la
distribución estacional de los turistas a lo largo
del año. Hein (2007) prevé que el descenso en la
llegada de turistas se acentúe especialmente en
verano (con las excepciones de la costa norte y
las islas Baleares) mientras que durante la prima-
vera y el otoño podría incluso incrementarse el
número de turistas que, en cualquier caso, no
sería suficiente para compensar las pérdidas regis-
tradas durante el verano.

Recientemente, Bujosa y Rosselló (2011) han
evaluado las posibles consecuencias del calen-
tamiento global sobre los flujos turísticos coste-

ros interiores de los españoles. Sus resultados
muestran cómo, durante las temporadas alta y
media y ante un escenario de aumento genera-
lizado de las temperaturas, las provincias situa-
das en el rango alto de temperaturas podrían ver
perjudicada su competitividad a favor de aque-
llas provincias con temperaturas menores. De
esta manera, desde un punto de vista regional,
se obtiene que el incremento de las temperatu-
ras reducirá la competitividad de la costa sur
española en favor de la costa norte, que podría
aumentar así su capacidad de atracción del turis-
mo de verano. 

Finalmente cabe hacer una mención especial
al turismo de invierno que, a pesar de su relativa
menor importancia en términos económicos, supo-
ne un elemento clave para determinadas regiones
de montaña españolas. En este sentido, es impor-
tante destacar cómo la especial latitud y altitud de
las principales estaciones de esquí en España las
sitúan en un escenario de riesgo para el futuro,
dadas las perspectivas de falta de viabilidad para
las estaciones situadas por debajo de los 1.900-
2.000 metros (Saurí y Llurdés, 2010). De todos
modos, en este caso, parece ser que la existen-
cia de cañones de nieve artificial está mostrándo-
se como una alternativa a corto plazo y que está
garantizando la explotación de las estaciones de
esquí, independientemente de condiciones meteo-
rológicas desfavorables. 

4. Políticas de adaptación

Las perspectivas negativas que prevalecen a
la hora de evaluar las consecuencias que el cam-
bio climático puede acarrear para el turismo en
nuestro país requieren el planteamiento de dife-
rentes estrategias de actuación generales que
los diferentes agentes implicados en el sector
deberán empezar a considerar, al mismo tiempo
que las investigación de las interrelaciones entre
turismo y cambio climático van ofreciendo nue-
vas conclusiones.

Sobre la base de los resultados obtenidos hasta
el momento, parece necesario controlar el creci-
miento cuantitativo de la oferta, especialmente en
los destinos con más probabilidades de perder
competitividad durante la temporada alta. En estas
regiones será importante tratar de incrementar el
período de apertura de los establecimientos con
el fin de alargar la temporada turística y reducir la
estacionalidad, compensando así la posible pér-
dida de competitividad durante el verano. En esta
línea, deberán evaluarse las posibilidades de cap-
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turar nuevos productos y segmentos de merca-
do emergentes como los viajes de fin de semana
y short-breaks (Aguiló y cols. 2007) al mismo tiem-
po que se fomentan diferentes ofertas de ocio con
atractivo turístico (reuniones culturales, aconteci-
mientos, rutas gastronómicas, ferias, congresos...)
durante las temporadas media y baja. También en
este contexto deberán vigilarse las conexiones de
transporte con los principales mercados turísti-
cos europeos, ya que en determinadas rutas es
habitual la reducción de frecuencias e incluso su
suspensión durante determinados meses de la
temporada baja. 

Por otra parte, ante el posible incremento de
turismo durante los meses de verano en la zona
norte de España, sería recomendable el plantea-
miento de planes de desarrollo urbano turístico
que prevean esa posible presión, de acuerdo con
el nuevo contexto ambiental y las preferencias de
los turistas, tratando de evitar así la falta de plani-
ficación que caracterizó el desarrollo urbanístico
turístico en el pasado. También en este caso será
conveniente dotar a los destinos de oferta com-
plementaria que permita aprovechar la capacidad
hotelera más allá de la temporada alta.

En cuanto al turismo de invierno, tal y como
proponen Saurí y Llurdés (2010) para el caso de
Catalunya, cabrá plantearse la transformación de
las estaciones de esquí en estaciones de monta-
ña. De esta manera, en la misma línea que el resto
de turismo, se propone aumentar la oferta de acti-
vidades (no dependientes de la nieve, en este
caso) y reducir, en definitiva, la dependencia cli-
mática de las actividades turísticas que pueden
desarrollarse.

En todos los casos, y en consonancia con las
posibles medidas de mitigación que puedan sur-
gir, de manera generalizada debería fomentarse
de manera prioritaria el turismo de cercanía con el
fin de reducir los costes de transporte (tanto eco-
nómicos como ambientales), que actualmente defi-
nen el turismo en España, caracterizado por una
clara vocación internacional.

5. Conclusiones

Aunque existe un conocimiento cada vez más
preciso sobre los posibles cambios en los patro-
nes climáticos que se producirían en el futuro
como consecuencia del calentamiento global, per-
siste un elevado grado de incertidumbre sobre los
cambios sociales y económicos que este calen-
tamiento global acarreará sobre la sociedad. A
pesar de las dificultades para vincular las condi-

ciones físicas a los procesos económicos, existe
un creciente interés por tratar de entender la direc-
ción en que determinadas actividades claramen-
te ligadas a las condiciones climáticas, como el
turismo, van a reaccionar. 

Desde una perspectiva internacional, los dife-
rentes estudios llevados a cabo coinciden en
señalar que una temperatura más alta a nivel glo-
bal desalentará los flujos internacionales de turis-
tas de Norte a Sur. Aunque estos resultados
suponen un escenario negativo para el mercado
turístico internacional en España, cabe apuntar
que los modelos desarrollados hasta el momen-
to se han basado principalmente en datos agre-
gados promedio, dejando de lado la heteroge-
neidad climática entre las regiones españolas y
el fuerte componente estacional que presentan
las llegadas de turistas.

Los primeros estudios que han tratado, preci-
samente, de incluir estas diversidades climáticas
regional y temporal apuntan cómo el impacto
negativo esperado se concentrará principalmen-
te durante la temporada alta y en las regiones cos-
teras del sur de España. Ese impacto negativo
estaría motivado por la pérdida de competitividad,
fruto de un menor atractivo por parte de los turis-
tas del norte de Europa y por la aparición de des-
tinos competitivos también dentro del propio terri-
torio español. De esta manera, las regiones del
norte peninsular podrían verse beneficiadas por
el incremento de las temperaturas, especialmen-
te en verano. 

Con estas perspectivas, las administraciones
públicas deberían tratar de incluir en sus planes
de desarrollo diferentes propuestas encamina-
das a adaptar los efectos negativos de pérdida
de competitividad tratando de incrementar la ofer-
ta complementaria, principalmente durante las
temporadas media y baja. Por otra parte, los pla-
nes de desarrollo urbanístico deberán adaptarse
a las posibles presiones de incremento de ofer-
ta que podrían aparecer en las costas situadas
más al norte de España y que actualmente no
registran unos niveles de temperatura suficiente-
mente elevados para atraer el principal segmen-
to turístico español, ligado al sol y playa. 

En cualquier caso, es importante destacar el
elevado grado de incertidumbre que persiste en
los efectos indirectos del cambio climático en tér-
minos de recursos ambientales, cambios sociales
y estrategias impositivas por parte de los organis-
mos públicos que, en la medida que se desva-
nezcan, deberán ir corrigiendo y adaptando las
primeras estimaciones efectuadas sobr e los 
efectos del calentamiento global sobre el turismo. 
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En este sentido, la investigación en este contexto
deberá priorizar la evaluación de los efectos del
posible incremento del precio del transporte y pro-
fundizar en los modelos desarrollados hasta el
momento, tratando de evaluar las consecuencias
del calentamiento en términos estacionales y con-
siderando la heterogeneidad de las provincias
españolas. Asimismo, deberá profundizarse en los
efectos del calentamiento y sus consecuencias
sobre los diferentes mercados turísticos, evaluan-
do las diferentes sensibilidades climáticas de cada
uno de ellos.�

NOTAS
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RESUMEN

Durante las últimas décadas España se ha situado entre
los principales países del mundo en términos de afluencia
de turistas internacionales. Sin embargo, las previsiones

de calentamiento del planeta y la consecuente necesidad
de adoptar políticas que reduzcan las emisiones de gases
de efecto invernadero están poniendo en peligro la supre-
macía de España como potencia turística mundial. Las esti-
maciones preliminares sobre los efectos del cambio cli-
mático en el sector turístico español coinciden en mostrar
un balance negativo. Este trabajo intenta recorrer los prin-
cipales modelos desarrollados hasta el momento en un
intento de evaluar sus principales resultados y proponer
algunas de las grandes líneas de actuación en materia de
mitigación y adaptación.

Palabras clave: Turismo, Cambio climático, Adaptación.
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1. Introducción

El cambio climático (CC) que lentamente se irá
produciendo en el planeta en las décadas venide-
ras tendrá importantes consecuencias en muchos
ámbitos, entre ellos en la disponibilidad de recur-
sos hídricos. El ciclo hidrológico está gobernado
por el clima, por lo que cualquier cambio afectará
a todos los elementos del ciclo del agua (Bates,
2008; Iglesias y cols., 2005; Fernández, 2002). La
región mediterránea será una de las más afecta-
das por la reducción de las precipitaciones y por
el aumento de los eventos extremos, como sequías
e inundaciones (Giannakapoulos y cols., 2005;
Bates y cols., 2008; Iglesias y Quiroga, 2009; Dono
y Mazzapicchio, 2010; Kolokytha, 2010).

Los países de la cuenca mediterránea se inte-
gran en una región altamente vulnerable a la varia-
bilidad climática, que se verá afectada en un futu-
ro por una menor disponibilidad de r ecursos
hídricos, una disminución del potencial hidroeléc-
trico, del turismo y, en general, de la productividad
de los cultivos (IPCC, 2007). Entre los eventos
extremos en aumento, la sequía es un fenómeno
que afecta a todo tipo de economías, tanto a los
países desarrollados como a los países en desa-
rrollo. Puede durar meses o incluso años, afec-
tando a grandes áreas y causando importantes
daños sociales, medioambientales y graves pér-
didas económicas (Moneo, 2008).

La heterogénea distribución espacial y tempo-
ral de las precipitaciones en España tiene como
consecuencia una extraordinaria variabilidad de
las aportaciones a lo largo del tiempo y también
en las diversas cuencas hidrográficas (Iglesias y
cols., 2005). Desde los años setenta se ha obser-
vado una tendencia decreciente de las precipita-
ciones en la región mediterránea (ver gráfico 1,
referente a la cuenca del Ebro), aumentando los
problemas de escasez en muchas zonas (Iglesias
y Quiroga, 2009). Durante este tiempo, las reser-
vas de agua en gran parte del territorio español
han estado a menos del 20% de su capacidad en
muchos meses del año (Ceballos-Barbancho y
cols., 2008; Gómez, 2008). Con independencia
de la decreciente tendencia de los aportes hídri-
cos, hay consenso en España en que el problema
del agua es más un problema de gestión del recur-
so que de disponibilidad. No en vano usamos el
70-80% de nuestros recursos en producir ali-
mentos, muchos de los cuales pueden importar-
se en los mercados internacionales. Por ello, con
una correcta gestión del agua se podrían solucio-
nar, por lo menos en parte, los problemas relacio-
nados con la escasez de agua en nuestro país.
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En España, los recursos hídricos se usan de
manera insostenible en muchas cuencas. Si se
suman las necesidades ambientales, posiblemente
todas las cuencas excepto algunas del norte arro-
jen déficit en sus balances hídricos. La agricultu-
ra es el uso mayoritario, y no sólo demanda gran-
des volúmenes sino que los demanda en las
épocas en las que el ciclo hidrológico no los pro-
porciona. Un país de estas características es muy
sensible a las disminuciones que puedan sufrir los
recursos hídricos como consecuencia del CC (Igle-
sias y cols., 2005).

Además del CC, hay otros factores que ame-
nazan la disponibilidad de recursos hídricos. Del
lado de la oferta, la contaminación afecta a la cali-
dad del agua, reduciendo la cantidad que puede
ser utilizada para determinados usos y obligando
a costosos programas de medidas necesarios para
mejorar el estado ecológico de las aguas. Algu-
nos cuerpos de agua principales del país —cur-
sos bajos de los ríos principales— van a requerir
derogaciones en plazos (hasta 2027) para mejo-
rar sus condiciones de calidad ecológica. Del lado
de la demanda, el crecimiento de la población y la

concentración de la misma aumentarán las nece-
sidades de agua doméstica, industrial y de riego,
dificultando además la gestión de dicha deman-
da. La gestión del agua se enfrenta al reto de ase-
gurar su sostenibilidad para el futuro, mantenien-
do los objetivos estratégicos de la agricultura, la
sociedad y el medio ambiente (Iglesias y cols.,
2006; Calzadilla y cols., 2008).

A pesar de todos los esfuerzos que se están
realizando para evaluar los impactos potenciales
del CC, todavía existe una gran incertidumbre
sobre sus efectos en los diferentes sectores y
regiones. Es esta incertidumbre la que hace que
en muchos países los gobiernos se muestren rea-
cios a la hora de elaborar medidas de adapta-
ción al CC, ya que no se conoce con exactitud
cuál será la magnitud real de los impactos. Por
ejemplo, los modelos de clima no son capaces
de reproducir los ciclos de sequía que se han
registrado en el pasado en África (Schiermeier,
2010). En el contexto de las cuencas mediterrá-
neas un aumento del coeficiente de variación de
la escorrentía puede tener un mayor impacto que
una disminución de los aportes medios. Pero es

GRÁFICO 1
EVOLUCIÓN DE LAS APORTACIONES DEL EBRO EN RÉGIMEN NATURAL
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Fuente: Confederación Hidrográfica del Ebro (2010).
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mucho más difícil predecir la varianza que los
cambios en las medias.

2. Impactos

Los sectores de la economía más afectados
por el CC son la agricultura, la pesca, el sector
forestal, el turismo y el sector energético, ya que
son los que tienen una mayor dependencia de las
condiciones climáticas y del medio ambiente
(Kolokytha, 2010). La agricultura representa alre-
dedor del 80% del consumo total de agua en
nuestro país, y además es un sector altamente
dependiente de las condiciones climáticas. Por
ello, será el principal afectado por una menor dis-
ponibilidad de agua y por el incremento de tem-
peratura. La magnitud de los impactos depende
en gran medida del escenario de aumento de tem-
peratura que se considere, y éste a su vez de la
concentración de gases de efecto invernadero
(usualmente medida en partes por millón de CO2
equivalente).

De los resultados de Ciscar y cols. (2010) se
deduce que el impacto del CC en el bienestar será
mayor en el sur de Europa que en el conjunto de
la UE, sea cual sea el escenario considerado. Esto
se debe fundamentalmente a que en el norte de
Europa, el CC supondrá una mejora del bienes-
tar en todos los sectores estudiados, excepto en
los sistemas costeros. En el sur de Europa se pro-
ducirán las mayores pérdidas de bienestar si los
incrementos de temperatura superan los 5° C . La

agricultura será el sector más afectado en estas
zonas, seguido de los sistemas costeros y cau-
dales fluviales.

Como consecuencia del CC, en las zonas de
España con precipitaciones más altas y tempera-
turas moderadas, las disminuciones de aportación
de agua alcanzarán valores casi siempre inferiores
al 4 ó 5%. En las zonas más críticas (semiáridas)
con precipitaciones entre 200 y 400 mm, y tempe-
raturas medias diarias anuales de 18 ó 20° C , las
disminuciones de la aportación pueden ser tan gra-
ves que podrían disminuir a la mitad los recursos
potenciales de la zona (Iglesias y cols., 2005). Ade-
más de la disminución en las precipitaciones, tam-
bién es probable que disminuya la calidad de las
aguas superficiales y subterráneas, debido, entre
otras cosas, al aumento de las temperaturas. La
subida del nivel del mar puede provocar la intrusión
de agua salada en los acuíferos, provocando la sali-
nización de masas de agua dulce (IPCC, 2007).

3. Políticas de gestión de los recursos hídricos

En España, la gestión del agua se ha basado
tradicionalmente en lograr un aumento de los
recursos hídricos disponibles, lo cual ha incre-
mentado la vulnerabilidad del sistema, ya que la
demanda ha ido creciendo al existir más cantidad
de agua a disposición de los usuarios (el caso del
Segura es paradigmático, como prueba San Mar-
tín González, 2011, en su análisis del trasvase
Tajo-Segura). En los países mediterráneos, la

CUADRO 1
PÉRDIDAS DE BIENESTAR EN LA DÉCADA DE 2080, CONSECUENCIA DEL CC, 

EN LA UE Y EN EL SUR DE EUROPA PREVISTAS PARA DIFERENTES ESCENARIOS
(En porcentaje)

Escenario
Pérdida de bienestar

Agricultura Sistemas costeros Caudales fluviales Turismo Total

UE:
5,4° C , 88 cm ANM 0,32 0,47 0,22 -0,03 0,98
5,4° C 0,32 0,19 0,23 -0,03 0,71
3,9° C 0,09 0,19 0,16 -0,01 0,43
2,5° C 0,00 0,16 0,09 0,00 0,24

Sur de Europa:
5,4° C , 88 cm ANM 1,00 0,38 0,16 0,13 1,66
5,4° C 1,00 0,09 0,16 0,13 1,37
3,9° C 0,38 0,10 0,13 0,03 0,63
2,5° C 0,06 0,08 0,13 0,02 0,28

ANM: Aumento del nivel del mar. En este escenario se supone una subida del nivel del mar de 88 cm.
Fuente: Elaboración propia a partir de Ciscar y cols. (2010).

Economistas Num 127.qxd  15/4/11  07:40  Página 37



E  N    P  O  R  T  A  D  A

38

sequía no debe considerarse como un fenómeno
excepcional, sino más bien como un evento liga-
do a las características climáticas de la zona. Por
ello, y porque su frecuencia será mayor en los pró-
ximos años, debe ocupar un lugar fundamental
en los planes de gestión de los recursos hídricos
(Moneo, 2008). En España, existe un Observato-
rio Nacional de la Sequía (1), que sirve para coor-
dinar a todas las administraciones españolas con
competencias en materia de aguas para inter-
cambiar información, realizar un seguimiento de
los efectos de la sequía en nuestro país y elabo-
rar estrategias de prevención.

Para luchar contra el CC existen dos opcio-
nes: por un lado, reducir las emisiones de los
gases de efecto invernadero (mitigación); y por
otro, adaptarse a las nuevas condiciones climá-
ticas (adaptación) (Iglesias y Quiroga, 2009). La
mitigación puede llevarse a cabo a nivel global,
pero las estrategias de adaptación tienen que
desarrollarse a escala regional, ya que el grado
de vulnerabilidad de una zona y sus característi-
cas son diferentes de las de otras. Por ello, es
necesario que las medidas de adaptación en el
ámbito de los recursos hídricos se elaboren en
el ámbito de la cuenca, integrándolas en los pla-
nes de cuenca. La necesidad de reducir la pre-
sión sobre los sistemas hidrológicos para garan-
tizar su sostenibilidad está dando lugar a que la

planificación del agua se centre cada vez más en
las posibilidades de reducir la demanda (Iglesias
y cols., 2005).

La realidad del CC hace necesaria la adapta-
ción de la gestión del agua a las nuevas condi-
ciones climáticas. Entre las principales medidas
de adaptación propuestas en Europa, se pueden
destacar las que propone Kolokytha (2010) y que
contrastamos con una valoración con el progreso
hecho en España hasta la fecha en el cuadro 2.

La Directiva Marco del Agua pretende promo-
ver el uso sostenible y la mejora de la calidad eco-
lógica de los cuerpos de agua. Asimismo, persi-
gue alcanzar autosuficiencia financiera de los
servicios del agua como forma de pr eservar el
recurso (Bielsa y cols., 2009). La tarificación es,
posiblemente, el instrumento más simple concep-
tualmente para promover la equidad, la eficiencia
y la sostenibilidad en el uso del agua. Sin embar-
go, es uno de los mecanismos más difíciles de
implementar políticamente (Rogers y cols., 2002).

4. Instrumentos económicos

La economía del agua no es especialmente pro-
picia para aplicar instrumentos económicos. Sin
embargo, si las proyecciones derivadas del cam-
bio climático se van verificando, el empleo de ins-

CUADRO 2
MEDIDAS DE ADAPTACIÓN AL CC PROPUESTAS POR KOLOKYTHA (2010)

Y PROGRESO REALIZADO EN ESPAÑA

Medida Valoración del progreso hecho en España

Establecimiento de un precio del agua en todos los sectores para Progreso moderado, pendiente en el sector hidroeléctrico y agrario.
garantizar un uso sostenible de este recurso Insuficiente, con relación a la contaminación

Flexibilización de los sistemas de asignación e implantación Gran avance en los últimos años, destacando las novedades
del mercado del agua legislativas de las CC.AA. de Andalucía y Cataluña

Medidas de gestión de la demanda, que incentiven la eficiencia Hay numerosas experiencias de carácter más local muy positivas,
en el uso y la conservación del agua que de carácter nacional

Diseño y aplicación de planes de gestión de la sequía a nivel Se dispone de planes de sequía y de contingencia. La seguridad
de cuenca para usos urbanos es elevada, la protección ambiental 

es un objetivo poco prioritario
Concienciación de la población y fácil acceso a información Gran esfuerzo y eficacia en el ámbito local. El acceso a la 

relevante información ha sido evaluado por Transparencia Internacional 
como moderadamente bueno (ver Transparencia Internacional,
2011)

Modernización de los sistemas de regadío Colosal esfuerzo realizado durante 2000-2008, más de 1,3 millones
de hectáreas modernizadas

Reducción del uso irregular de agua Se ha hecho muy poco progreso y sigue siendo un problema grave
Desalación, reutilización de agua y recogida de agua de lluvia Esfuerzo continuo y gradual. Con mayor nivel de depuración,

podría reutilizarse más agua
Seguros que cubran los riesgos de escasez del agua Hay seguros de sequía para cultivos de secano y se trabaja en un 

proyecto iniciado en 2011 para desarrollar seguros de sequía
hidrológica
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trumentos económicos será no sólo deseable sino
insustituible. Aunque tímidamente, el precio al agua
y los mecanismos de intercambio de derechos
están ya presentes y se emplean en nuestra eco-
nomía del agua. Con respecto al primero, debe
distinguirse el modo en que se aplican las tarifas
del agua en los diferentes sectores de usuarios.
En lo que respecta a usos urbanos, predominan
en España los sistemas de tarifas por bloques,
con algunas variantes como la diferente tarifación
en verano e invierno o tipos específicos para hoga-
res de baja renta. En general, las tarifas en Espa-
ña son sustancialmente más bajas que en los
demás países de la Unión Europea, y la razón fun-
damental por la que son menores tiene que ver
con el reducido gasto en depuración y tratamien-
to de aguas que se hace en la mayoría de las ciu-
dades españolas con las aguas urbanas residua-
les (ver cuadro 3; San Martín, 2011).

El coste de depuración de las aguas está fuer-
temente asociado al tipo de tratamiento y éste al
gasto energético: el uso de membranas (ósmosis)
requiere entre 1 y 2,5 kWh/m3 (Cramwinckel, 2010),
lo que eleva en al menos 20-30 €/m3 sólo la par-
tida energética de un tratamiento terciario. La cre-
ciente escasez del agua requerirá un mayor trata-
miento del agua urbana e industrial, y por ende un
aumento del costo de depuración y tratamiento,
elevando las tarifas a los usuarios.

En España, los mecanismos tradicionales exis-
tentes para la r ecuperación de costes son: el
Canon de Regulación y la Tarifa de Utilización del
Agua. Ambos tratan de recuperar los costes gene-
rados por el servicio de embalses y transporte de
aguas superficiales, cuyos agentes financiadores
son los organismos de cuenca, sociedades esta-
tales u otros agentes públicos. El Canon de Regu-
lación es un tributo que se cobra a los usuarios de
presas y embalses, y la Tarifa de Utilización del
Agua se cobra a los usuarios de canales y otras
estructuras de transporte de agua (Bielsa y cols.,

2009). Además, existen otros pagos asociados al
uso del agua: tarifa del servicio del suministro urba-
no, canon de saneamiento, canon de control de
vertidos, etc. Casi todas las comunidades autó-
nomas han adoptado nuevas figuras tributarias
para subsanar la debilidad e inadecuación del anti-
cuado modelo que se ha mantenido invariable
desde 1985 (Embid Irujo, 2010).

En el sector agrario, que es el principal consu-
midor de agua, es difícil reducir la demanda de
este recurso debido a su inelasticidad (Molle y
cols., 2007). Para lograr una reducción significa-
tiva del consumo de agua de riego, sería nece-
sario un gran incremento del precio del agua. Con
ello, el principal impacto que se produce es una
disminución de la renta de los agricultores, y la
proporción en la que se consigue reducir el con-
sumo de agua es muy baja. En España, las sub-
venciones al agua de riego durante el período
1998-2008 se han estimado en unos 900 millo-
nes de euros al año, lo que equivale a unos 5 cén-
timos de euro por metro cúbico (Calatrava y Garri-
do, 2010). En el sector agrario, el sistema de
tarifas no ha cambiado significativamente en la
década 1998-2008, al menos desde la perspec-
tiva legal o del marco regulador (Calatrava y Garri-
do, 2010). En España tiene cabida un marco de
tarifas para el agua de riego enormemente desi-
gual en modalidades y cuantías. Hay mucha lite-
ratura que demuestra que a los niveles actuales,
la tarifa del agua de riego no tiene un efecto disua-
sorio en el consumo. Sin embargo, la moderni-
zación del 30% del regadío español ha supuesto
un cambio profundo en las técnicas de riego, que
a los efectos que nos ocupan, supone la apari-
ción del coste de la energía como principal coste
variable en el uso del agua. Se ha pasado de téc-
nicas de riego y transporte de agua con muy poco
gasto energético al empleo masivo de redes de
distribución y técnicas de riego que requieren
impulsión y energía (Abadía y cols., 2010). Antes

CUADRO 3
PRECIO DEL AGUA PARA EL ABASTECIMIENTO URBANO EN LA UE-15

(En euros/m3)

POR ITA GRE ESP BÉL UE-15 AUS RU FRA SUE FIN HOL ALE DIN

Precio OCDE. Varios años (1) 0,56 0,67 0,89 0,97 1,89 2,22 2,49 2,67 2,65 2,68 2,89 3,39 3,88 4,58
Precio Nus Consulting (2) 0,88 2,12 3,51 3,44 3,79 3,09 2,54 3,04 3,77 5,29 6,42

(1) Los datos de la OCDE corresponden a los siguientes años: Bélgica, 1997; Austria y Suecia, 1999; Francia, Holanda y España, 2000; Dinamarca, Alemania, Reino
Unido e Italia, 2001; Finlandia, Grecia y Portugal 2002. No se tienen datos de Irlanda, y los de Luxemburgo se han descartado por ser de 1994.
(2) Año 2009.
Fuente: San Martín González (2011).
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del 1 de julio de 2008, la mayoría de las comuni-
dades de regantes contrataba las tarifas (R.0 de
baja tensión, o R.1, R.2 o R.3 de alta tensión).
Desde el 1 de julio 2009 todos los consumidores
están obligados a contratar los servicios en el mer-
cado y pagar el precio que resulte de los contra-
tos ofrecidos, sin que el poder de compra de una
demanda bastante atomizada pueda ser una
herramienta de negociación. Desde que se inició
el proceso de liberalización del sector eléctrico se
ha producido un incremento de las facturas eléc-
tricas que oscila entre el 35 y el 70% (Hardy y
Garrido, 2010).

Todos estos cambios han reducido ligeramen-
te el consumo total del agua en el sector agrario,
incluidos los consumos unitarios en m3/ha, aumen-
tando significativamente la productividad del agua
de riego (Gil y cols., 2009). Todo ello prueba que
el sector agrario puede seguir produciendo lo
mismo con menos agua, y está por tanto mejor
preparado para afrontar escenarios de menor dis-
ponibilidad.

En cuanto al mercado del agua, la reforma de
la Ley de Aguas de 1999 inauguró una nueva
etapa en la larga historia de la administración del
agua en España a partir de la cual los intercam-
bios voluntarios de derechos de uso tendrían cabi-
da en nuestro ordenamiento jurídico de formas
bien diferentes. En primer lugar, los intercambios
entre particulares con derechos de agua pueden
hacerlo libremente, solicitándolo al organismo de
cuenca correspondiente. Alternativamente, este
mismo organismo puede crear un centro de inter-
cambios actuando como demandante u oferen-
te de recursos. De ambas modalidades se tiene
ya experiencia en España desde 2005 (Calatrava
y Gómez-Ramos, 2009). Ha habido intercambios
entre usuarios de una misma cuenca, entre usua-
rios de diferentes cuencas (a través de los tras-
vases Tajo-Segura y Negratín-Almanzora, que
conecta la cuenca del Guadalquivir con las cuen-
cas mediterráneas andaluzas), y se han creado
centros de intercambios en Júcar, Guadiana y
Segura (ibid.).

Hay que señalar que los precios de estos inter-
cambios, siempre por encima de 0,12 €/m3 pero
llegando hasta los 0,20 €/m3 en algunos casos,
se pueden considerar moderadamente elevados
con relación a la productividad del agua en el riego.
Otra conclusión clara emerge de la dirección geo-
gráfica de los destinos del agua adquirida: en su
mayoría hacia la zona sudeste (Murcia, Almería y
Alicante), que es con diferencia la región con mayor
aridez y mayor productividad agrícola de España
y posiblemente de toda la UE.

Que el mercado del agua mantendrá su vigen-
cia y aumentará su dinamismo en España lo prue-
ba el enfoque dado por la recién aprobada Ley
Andaluza del Agua (Ley 4/2010, de 8 de junio, de
Aguas de la Comunidad Autónoma de Andalucía).
Varios aspectos de importancia para la asignación
del agua constituyen novedades con respecto a
la Ley de Aguas estatal. En primer lugar, se esta-
blece un orden de prioridad de usos que, situan-
do en el primer nivel a los usos domésticos para
la satisfacción de las necesidades básicas de con-
sumo de boca y de salubridad, y al segundo nivel
los usos urbanos no domésticos en actividades
económicas de bajo consumo de agua, relega al
tercer nivel, en pie de igualdad a los usos agra-
rios, industriales, turísticos y otros usos no urba-
nos en actividades económicas y usos urbanos
en actividades económicas de alto consumo. En
Andalucía, al contrario que en el resto de España,
el regadío ya no es uso de mayor jerarquía que el
industrial o el energético. Otra novedad es la crea-
ción de la figura del Banco de Aguas, con muchas
similitudes con los centros de intercambio defini-
dos en la Ley Estatal, pero que hace posible que
un usuario sin derechos se convierta en adqui-
riente de agua a través del banco.

Estos elementos diferenciadores pueden tener
no poca repercusión para los usos del agua en
Andalucía. Pueden contribuir a que el agua se
emplee más eficientemente, suponen desagrari-
zar en parte el sector del agua, haciendo posible
que otros usos productivos de importancia emer-
gente (plantas de producción de energía termo-
solar o actividades turísticas) empleen más recur-
sos a partir de caudales que procedan del sector
del riego, y finalmente, sugieren que en Andalu-
cía existe consenso sobre el hecho de que la
explotación de los recursos hídricos tiene límites
y que cualquier cambio de usos sólo puede pro-
ducirse intercambiando caudales. Sentadas estas
bases, como lo están en la ley andaluza, se habi-
lita un marco institucional único en España, junto
al que se aplica en el Distrito de Cuenca Fluvial
de las Cuencas Internas de Cataluña, que se nos
antoja mucho más propicio para abordar los retos
del cambio climático.

5. Comercio de agua virtual

Los países con escasez de agua pueden impor-
tar alimentos y otros bienes con el fin de reducir
la demanda interna de agua, empleando lo que se
ha dado en llamar el comercio de agua virtual. De
esta manera, la producción de bienes intensivos
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en agua se puede realizar en aquellas zonas donde
la disponibilidad relativa de agua sea elevada. En
el caso de los alimentos, por ejemplo, si se expor-
tan desde zonas donde la productividad del agua
es elevada (contenido bajo de agua virtual) hacia
zonas donde la productividad del agua es baja,
podría producirse un ahorro global de agua (man-
teniendo otros factores constantes) que no existi-
ría si ese comercio no se llevara a cabo (Yang y
Zehnder, 2007). Se espera que en 2050, única-
mente el 30% de la población vivirá en países con
una cantidad de agua suficiente para garantizar la
producción de alimentos para su autoabasteci-
miento (Falkenmark y Lannerstad, 2010).

En el caso de España, Garrido y cols. (2010) han
realizado una evaluación detallada del comercio de
agua virtual. España es un importador neto de
recursos hídricos, en forma de comercio de agua
virtual, y su posición como importadora neta ha ido
aumentando en el tiempo. Analizando el comercio
producto a producto, el resultado es muy revela-
dor sobre el modo en que exportamos e importa-
mos agua virtual. Nuestro país se ha podido con-
vertir en una potencia ganadera, alcanzando una
posición de fuerte exportador neto, gracias al fuer-
te incremento de su posición importadora neta en
cereales, soja y otros productos oleaginosos, a tra-
vés de la cual importa virtualmente unos 14.000
millones de metros cúbicos al año. Nótese la impor-
tancia que tiene el ahorro del agua, global y nacio-
nal, que supone la importación de estos produc-
tos. Desde la óptica nacional, el comercio permite
obtener un volumen de agua total que supera a los
usos totales de agua empleados por toda su agri-
cultura y ganadería juntas, y libera a su vez recur-
sos que son disponibles para otras producciones
en las que España cuenta con ventaja competiti-
va, como aceite de oliva, vino y frutas y hortalizas.
Globalmente, las importaciones netas agrarias
suponen un ahorro de agua porque provienen de
países en los que las cosechas se obtienen en régi-
men de secano (Francia, Argentina, Brasil, RU,
Ucrania y EE.UU.).

6. Conclusiones

El CC afectará significativamente a la disponi-
bilidad de los recursos hídricos de la cuenca medi-
terránea. La vulnerabilidad de esta zona a la varia-
bilidad climática se ha intensificado debido al
crecimiento demográfico, al crecimiento econó-
mico y a los patrones de uso de los recursos. Los
recursos se han degradado con el desarr ollo
industrial y la intensificación agrícola, mientras los

aportes hidrológicos han ido disminuyendo. Por
ello, la adaptación al CC se hace más urgente y
necesaria.

El agua es fundamental para la vida, y también
para la mayor parte de las actividades económi-
cas e industriales, si bien el progreso económico
en la última década ha ido desacoplándose del
uso del agua. Es importante lograr un uso eficiente
del agua y controlar la demanda, ya que las épo-
cas de escasez de este recurso serán más fre-
cuentes a finales de este siglo. Concienciar a la
población sobre la importancia y la necesidad de
ahorrar agua y no malgastarla es uno de los pri-
meros pasos para lograr un uso eficiente. Una
buena economía del agua, que responda a los
retos del cambio climático, exige el empleo de ins-
trumentos económicos: precios y mercados del
agua. El precio es necesario para disuadir el con-
sumo excesivo, pero tanto o más importante, para
financiar adecuadamente los costes de depura-
ción y tratamiento de las aguas que se devuelven
a las fuentes. En el caso de los mercados, la clave
es asegurar un mayor grado de flexibilidad en la
asignación de recursos, lo que es sin duda un ele-
mento imprescindible para afrontar regímenes
hidrológicos más extremos. España está a la van-
guardia de estos mecanismos en la UE, pero a la
zaga de Australia o EE.UU. en cuanto a marcos
reguladores de los mercados e implantación de
tecnologías para administrarlos.

Finalmente, no debe olvidarse la importancia
del comercio internacional como medio para pro-
ducir agua a un coste muy reducido. El comercio
de agua virtual permite de manera indirecta y no
deliberada compensar parcialmente los ciclos de
sequía, sustituyendo agua que se destina a pro-
ducir cereales y productos de bajo valor econó-
mico por importaciones. En este sentido, que
España sea un país con un regadío tan importante
es una gran ventaja frente a otros que no lo tie-
nen, porque ha desarrollado grandes infraestruc-
turas del agua que pueden emplearse para prio-
rizar unos usos a un coste social y económico
relativamente pequeño. Se suele decir que una
sequía en el sur de Inglaterra puede tener impac-
tos económicos y sociales catastróficos; mientras
que en España ese escenario es mucho más
improbable.�

NOTA

(1) Observatorio Nacional de Sequías e Inundaciones http://
www.mma.es/portal/secciones/aguas_continent_zonas_
asoc/ons/.
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RESUMEN

De acuerdo con la mayoría de los modelos, el cambio
climático va a alterar sensiblemente los patrones de preci-
pitación y de régimen fluvial en todas las regiones del
mundo, pero con especial gravedad en la región medite-
rránea. Los fenómenos extremos —sequías e inundacio-
nes— serán más frecuentes y severos en las próximas
décadas, y provocarán una distribución más irregular de
las precipitaciones a lo largo del año. El calentamiento glo-
bal provocará aumentos en la evapotranspiración de culti-
vos y especies silvestres, mayores demandas de agua en
los sectores productivos y para la conservación de entor-
nos urbanos y un aumento de los procesos biofísicos de
degradación de la calidad de las aguas. El agua es un recur-
so indispensable, por lo que es necesario desarrollar meca-
nismos y estrategias que garanticen la disponibilidad de

agua para los principales usos y mejoren el estado ecoló-
gico de las masas de agua. Dichas estrategias deben cen-
trarse fundamentalmente en el control de la demanda. Los
instrumentos económicos facilitan una asignación eficien-
te de este recurso, y permiten introducir mayor flexibilidad
en el reparto de agua. Por ello, se precisa un marco tarifa-
rio y de precios que responda a su escasez temporal y
espacial, así como mecanismos de intercambio que facili-
ten el uso eficiente y permitan proveer bienes públicos al
mínimo coste económico. Finalmente, se propone repen-
sar los recursos hídricos desde una óptica global, a través
del prisma de lo que se ha dado en llamar el comercio de
agua virtual, del cual se ofrecen resultados sobre España
que contribuyen a matizar la escasez de agua.

Palabras clave: Agua, Cambio climático, Sequía, Adapta-
ción, España.
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cambio climático

1. Introducción

Las emisiones de gases de efecto invernade-
ro (GEI) procedentes del transporte contribuyen
de manera importante al cambio climático glo-
bal. Según la Agencia Internacional de Energía
(AIE), el 19% del consumo mundial de energía
corresponde al transporte, que genera el 23% de
emisiones de CO2 relacionadas con la energía,
que de seguir con las tendencias actuales llega-
ría en torno al 50% en 2030 y al 80% en 2050
(IEA/OECD, 2009). Esta situación es claramente
insostenible, por lo que se tendrán que producir
cambios importantes en el transporte, que reper-
cutirán en mejoras en otros aspectos como
menor contaminación local, reducción de ruido,
menor congestión, disminución en el número de
accidentes, aumento en la seguridad de sumi-
nistro energético o recuperación de espacio públi-
co en las ciudades. En muchos lugares ya se
están produciendo cambios importantes, y es
interesante que se difundan las buenas prácti-
cas, fruto de experiencias concretas positivas.

En la Unión Europea (UE), en el año 2008, se
consumió en transporte el 32% de la energía final.
Además dicho consumo creció un 13% entre 1998
y 2008. En España, en dicho año, el consumo en
transporte fue del 42%, y el crecimiento de dicho
consumo fue del 31% entre 1998 y 2008. En cuan-
to a emisiones de GEI, en 2008, en la UE el 19,56%
del total procedieron del transporte (el 24,6% de
las emisiones relacionadas con la energía).

En el Acuerdo de Copenhague de 2009 la
comunidad internacional adoptó el objetivo de que
el calentamiento global no supere los 2º C sobre
el nivel preindustrial. En consonancia con tal obje-
tivo, las emisiones de GEI deberían alcanzar su
valor máximo en 2020 como mucho, y deberían
ser reducidas al menos en un 50% (con respecto
al año base 1990) en el año 2050. Los países
desarrollados, como grupo, deberían reducir sus
emisiones entre el 25 y el 40% (con respecto a
1990) en el año 2020 y entre el 80 y el 95% en
2050 (con respecto a 1990). Todos los expertos
están de acuerdo en que es imposible lograr tales
objetivos sin reducciones considerables en las emi-
siones de GEI procedentes del transporte.

2. Algunos indicadores sobre transporte 
y cambio climático en España

En España, el Estado tiene la competencia
en las infraestructuras de interés general o que
afecten a más de una Comunidad Autónoma.
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En materia de transporte, el Estado es compe-
tente del aéreo y, en cuanto a los demás modos,
cuando afecte a más de una Comunidad Autó-
noma. Las Comunidades Autónomas son com-
petentes de las infraestructuras que el Estado no
haya declarado de interés general, sitas en su
territorio, así como del transporte que no exce-
da de su ámbito territorial, con la excepción del
transporte aéreo (Gobierno de España, 2009).

Según el último informe publicado sobre el Sis-
tema de Indicadores de Seguimiento del Trans-
porte y su Impacto (Sistia, 2009), el reparto modal
del transporte de viajeros en porcentaje (respec-
to al total de viajeros-km) en el año 2007, en
España es el siguiente: carretera, 89,51%; ferro-
carril, 4,84%; aéreo, 5,30% y marítimo, 0,35%.
Entre 1995 y 2007, el crecimiento de viajeros-km
en España, para cada uno de los modos fue el
siguiente: carretera 36,4%; ferrocarril 31,9%;
aéreo 140% y marítimo 60%, habiendo crecido
en ese período más que el conjunto de la UE-27
en cada uno de los modos. 

En cuanto al reparto modal del transporte por
mercancías en porcentaje (respecto al total de
toneladas-km transportadas) en el año 2007, en
España es el siguiente: carretera, 83,9%; maríti-
mo, 10,5%; ferrocarril, 2,6% y tubería (oleoduc-
to, gasoducto), 3%. Entre 1995 y 2007, el creci-
miento de toneladas-km en España, para cada
uno de los modos de transporte de mercancías
fue el siguiente: carretera, 65,5%; ferrocarril, 6,7%;
marítimo, 15,8% y tubería, 53,7%. Con respecto
al conjunto de la UE-27, hemos crecido más en
transporte por carretera y tubería y menos en
ferrocarril y marítimo.

Otro indicador interesante es el de la eficiencia
energética (toneladas equivalentes de petró-
leo/Mviaj-km) de cada uno de los modos, en el
año 2006: aéreo, 95 (125,7 en UE-15); automó-
vil, 43,6 (37 en UE-15); ferrocarril, 23,8 (9,7 en la
UE-15) y autobús 5,1 (8,1 en UE-15). Observan-
do la evolución de los correspondientes ratios
desde el año 2000 hasta el 2006 se ve que todos
mejoran excepto el ferrocarril, que empeora debi-
do al incremento de trayectos en trenes de alta
velocidad (Repsol, 2009).

Las emisiones de GEI (CO2, N2O y CH4) por
transporte en España en el año 2007 fueron de
112.104,1 kilotoneladas de CO2 equivalente, de
las cuales el 89,97% fueron por transporte de
carretera, 0,26% por ferrocarril, 2,93% transpor-
te marítimo y 6,83% transporte aéreo. Dichas emi-
siones crecieron entre 1990 y 2007 un 95% (en
transporte por carretera, por mar y por aire cre-
cieron un 96,4%, 117,37% y 83,6%, respectiva-

mente y en transporte for ferrocarril disminuyeron
un 30,3%) (Sistia, 2009).

Entre 1990 y 2007 las emisiones de GEI cre-
cieron en España un 53%, de la siguiente forma:
en industria crecieron un 50%, an agricultura y
medio natural un 14%, en transporte (como hemos
visto) un 95% y en otros un 47% (Sistia, 2009). 

En el trabajo Cambio Global España 2020 se
hace hace un estudio muy interesante sobre dife-
rentes escenarios de transportes y cambio cli-
mático en España en el horizonte de 2020.

3. Transporte marítimo

Según la Agencia Internacional de la Energía
(AIE) (1), el transporte marítimo utilizó en 2006 el
9% del total de combustible usado en transpor-
te, el 83% correspondió a transporte marítimo
internacional y el 17% restante a nacional. La acti-
vidad marítima internacional ha crecido de mane-
ra significativa en años recientes, doblándose
entre 1985 y 2007. El comercio mundial y el
comercio por mar han crecido más rápidamente
que el PIB mundial. El uso de los contenedores
para el comercio internacional en el transporte
marítimo se multiplicó por ocho entre 1985 y 2007
(IEA/OEDC, 2009). Un contenedor es un reci-
piente o caja de carga que actúa como soporte
logístico para todos los modos de transporte lo
que favorece la intermodalidad. El uso de conte-
nedores aumenta el coste del combustible de
transporte y reduce la capacidad de transporte,
aunque estas desventajas se ven compensadas
por los menores costes de manipulación y las
mayores posibilidades que brinda la intermoda-
lidad (Martín Urbano, 2010). A pesar del mayor
volumen de comercio por contenedores, más
intensivo en energía, las emisiones medias de
CO2 por tonelada de mercancía han disminuido
entre 1985 y 2007 debido principalmente a dis-
poner de barcos y motores más eficientes.

En cuanto a su eficiencia energética, se puede
decir que el transporte marítimo presenta grandes
economías de escala en cuanto a transporte de
mercancías. Su uso de energía y sus emisiones de
CO2 por unidad de carga son relativamente bajos.
También son importantes los factores de carga, ya
que por ejemplo los petroleros normalmente viajan
llenos de carga en la ida y regresan vacíos, por lo
que su factor de carga media es del 50%, siendo
del 60% para el transporte a granel y del 70% para
el transporte marítimo de contenedores. La efi-
ciencia del motor, la resistencia hidrodinámica, la
forma del casco y la velocidad del barco son fac-
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tores fundamentales en la eficiencia energética del
trasnporte marítimo (IEA/OECD, 2009).

Ahorros de energía y reducciones de CO2 se
pueden alcanzar a través de mejoras tecnológicas
(tecnologías de motor y transmisión, sistemas auxi-
liares de energía, sistemas de propulsión, supe-
restructura aerodinámica, forma del casco) y de
mejoras operativas (limpieza del casco, reducción
de velocidad, planificación del viaje para aprove-
char las condiciones meteorológicas o sistemas
de navegación automática, entre otras). Por otra
parte, el uso más intensivo de carburantes con
bajos niveles de carbono se considera importan-
te en la reducción potencial de emisiones de CO2.

Un barco supone una inversión considerable y
tiene una larga vida: en 2006 se consideraba que
los barcos tenían una duración media de 32 años.
Sólo una pequeña parte de la flota actual va a ser
reemplazada por barcos nuevos en los próximos
5-10 años. La actual crisis económica refuerza aún
más esa previsión.

El análisis económico de las estrategias de
reducción de emisiones en el transporte marítimo
está limitado por la parquedad en la información
sobre los costes de reducción de emisiones. A
pesar de ello, se pueden hacer las siguientes
observaciones: 1) Si los costes de reducción de
CO2 siguen patrones similares a los del NOX y SOX,
entonces tales costes de reducción son menores
que en otros modos de transporte. 2) Cambios
en las estrategias operativas, principalmente
reducción de velocidad, proporcionan las opcio-
nes a corto plazo más fáciles para la reducción.
A largo plazo, la difusión de la innovación tecno-
lógica a través de la renovación de la flota puede
reducir emisiones, aunque la renovación es lenta
y hay posibilidad de leakage (que consiste en que
barcos menos eficientes pueden moverse a regio-
nes en las que la regulación está ausente o es
menos exigente). 3) En cuanto al ahorro de car-
burantes, las peculiaridades de muchos contra-
tos en transporte marítimo en los que hay un pro-
pietario del barco, un propietario de la carga y un
responsable de la navegación, que son personas
o empresas distintas, puede dar lugar a proble-
mas principal-agente que distorsionn las decisio-
nes (Van Dender y Crist, 2009).

En el artículo 2.2 del Protocolo de Kioto se
establece que los países de Anexo I tendrán que
acogerse a los límites de emisiones de gases de
efecto invernadero que se establezcan a través
de la Organización Marítima Internacional (OMI)
(2). Todavía no se ha llegado a ninguna conclu-
sión, pues la OMI encuentra dificultades en avan-
zar ya que los países que no están en el Anexo I

están a favor de que las obligaciones afecten sólo
a los países que sí están, y éstos pretenden una
iniciativa multilateral más amplia. Si no se avan-
za desde la OMI, es muy posible que la Unión
Europea elija avanzar de manera unilateral a tra-
vés de un esquema de mercado de comercio de
emisiones regional o de su inclusión en el mer-
cado europeo de derechos de emisión (como ha
hecho con el transporte aéreo). En la Cumbre del
Clima de Copenhague de 2009, la Unión Europea
presentó una propuesta de reducción de emisio-
nes de GEI para el transporte marítimo del 20%
en 2020 con r especto al año 2005, además
expresó su apoyo a la utilización de instrumen-
tos globales de mercado para reducir las emisio-
nes desde este sector proponiendo que tales ins-
trumentos sean desarrollados por la OMI. Más de
dos tercios de los barcos dedicados al transpor-
te marítimo están registrados en países que no
tienen obligaciones de reducción de emisiones
en el Protocolo de Kioto, en cambio dos tercios
de los propietarios de tales barcos son de países
que están en el Anexo I del Protocolo, al igual que
dos tercios de los operadores de los barcos.

4. Transporte aéreo

Según la AIE, el transporte aéreo utilizó en 2006
el 11% del total del combustible usado en trans-
porte y emitió en dicho año el 12% del CO2 pro-
cedente del transporte. Algunos estudios indican
que el impacto de dichas emisiones en el calen-
tamiento global es mucho más alto, debido a emi-
siones de otros gases de efecto invernadero como
NOX, CH4 y H2O, entre otros, y a los efectos dife-
renciales de emisiones a esos niveles de altura en
la atmósfera (IEA/OECD, 2009).

El transporte aéreo ha crecido más rápidamente
que cualquier otro modo de transporte en los años
recientes, y todo indica que seguirá creciendo a
unas tasas altas en el futuro. Entre 1989 y 1999
el transporte aéreo de pasajeros creció, en media,
en torno al 5% anual. Los ataques del 11 de Sep-
tiembre de 2001 en Estados Unidos supusieron
un descenso considerable en la demanda, no vol-
viendo hasta 2007 a los niveles del año 2000.

Históricamente, la eficiencia técnica de los avio-
nes ha mejorado de manera considerable, a tra-
vés de ganancias de eficiencia en motores, reduc-
ciones de peso y mejoras aer odinámicas, así
como de mejoras operativas, tales como incre-
mento de los factores de carga (porcentaje de
asientos ocupados en los vuelos) y mejoras en las
rutas. Así, en Estados Unidos, entre 1971 y 1998,
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tales mejoras tecnológicas y operativas, supusie-
ron una reducción en intensidad energética de
más del 60%.

Los actuales sistemas de gestión del tráfico
aéreo prestan poca atención al consumo de car-
burantes. En la Unión Europea se ha estimado
que estos sitemas y prácticas significan un con-
sumo de carburante entre el 7% y el 12% más
alto que el necesario, manteniendo aún los están-
dares de seguridad (EC, 2008). Ejemplos: en
muchos casos las rutas son más largas a causa
de la fragmentación del espacio aéreo, son posi-
bles ahorros de energía mediante mejores pro-
cedimientos de acercamiento en el descenso de
los aviones. Actualmente varios países de la OCDE
tienen programas para promocionar sistemas más
eficientes de gestión del tráfico aéreo.

Aunque hace falta profundizar en el análisis del
potencial y el coste de reducir emisiones de gases
de efecto invernadero desde el sector del trans-
porte aéreo, los estudios realizados indican que:
a) los ahorros potenciales de carburante a través
de mejoras en la eficiencia de los aviones pue-
den ser grandes y pueden ayudar a pagar los
costes de tales mejoras, b) Los ahorros en los
gastos en carburantes a tasas de descuento
bajas pueden ser grandes y pueden justificar total-
mente las mejoras en la eficiencia de los aviones,
que harían posible que las reducciones de CO2
fueran alcanzadas a coste cero, o incluso coste
negativo, c) reemplazar los aviones antes del final
de su vida útil esperada no es una forma eficien-
te en costes de alcanzar reducciones de CO2
(IEA/OECD, 2009).

En 1999 el Informe especial del IPCC sobre La
aviación y la atmósfera global ya hacía referencia
a la problemática de las emisones de GEI proce-
dentes de la aviación. Aludía a la innovación tec-
nológica, a la eliminación de subsidios al sector, a
la adopción de normas más estrictas desde la
Organización de Aviación Civil Internacional (OACI)
(3) o a la adopción de gravámenes sobre el trans-
porte aéreo cuya efectividad vendría determinada
por la aplicación desde un marco internacional.
Otras opciones a las que aludía eran el desarrollo
de otros medios sustitutivos de transporte menos
contaminantes, la adopción de acuerdos volunta-
rios sectoriales o la consideración de mercados
de derechos de emisión (Ortiz-Arce Vizcarro, 2011).

Al igual que ocurre con el transporte marítimo,
en el artículo 2.2 del Protocolo de Kioto se esta-
blece que los países de Anexo I tendrán que aco-
gerse a los límites de emisiones de gases de efec-
to invernadero que se establezcan a través de la
OACI. En 37ª Asamblea de la OACI, celebrada

entre el 28 de septiembre y 8 de octubre de 2010,
los 190 países de la OACI pactaron imponer un
tope a las emisiones de la aviación internacional
a partir de 2020. Al mismo tiempo, se decidió
dejar libertad a los países que lo deseen para ir
más rápido y dar prioridad a las medidas basa-
das en mecanismos de mercado, como el siste-
ma de comercio de emisiones que funciona en
la UE. Australia y Nueva Zelanda incluirán la avia-
ción doméstica en sus mercados de comercio
de emisiones de GEI.

La Directiva 2008/101/CE del Parlamento y del
Consejo, modifica la Directiva 2003/87/CE con el
fin de incluir las actividades de aviación en el régi-
men comunitario de comercio de derechos de emi-
sión de GEI. Las compañías aeronáticas cuyas rutas
tuvieran origen o destino hacia aeropuertos situa-
dos en la UE, junto a sus r espectivos Estados
miembros responsables de la gestión, quedarán
dentro del ámbito de aplicación de la directiva (4)
(a partir de 2012). La asignación de derechos se
ha armonizado en el conjunto de la UE. En 2012
se asignará a los operadores de aeronaves el 97%
de la suma de emisiones históricas del sector de
la aviación (emisiones entre 2004 y 2006), el 3%
restante se destinará a una reserva para nuevos
operadores, subastándose el 15% de los derechos
de emisión. Entre 2013 y 2020 (y con revisiones
periódicas), la cantidad total de derechos de emi-
sión que se asignará a los operadores de aerona-
ves corresponderá al 95% de las emisiones histó-
ricas del sector de la aviación multiplicado por el
número de años del período en cuestión. Anger y
cols. (2008) utilizan un modelo macroeconómico
para estimar el impacto de la inclusión de la avia-
ción en el mercado europeo de derechos de emi-
sión de GEI, concluyendo que la aviación será un
comprador neto de permisos, requiriendo en torno
al 2,5% de la oferta total de permisos, a un precio
del permiso de 40 euros la demanda de servicios
de aerolíneas baja un 1% en 2020 con respecto al
BAU, mientras que las emisiones se reducen el
7,5%, proponen que el dinero que se recaude de
las subastas debería quedarse en el sector.

5. Ferrocarril

Los países con mayor consumo energético en
transporte por ferrocarril son Estados Unidos y
China. En ambos países el ferrocarril está enfo-
cado más hacia el transporte de mercancías que
al de viajeros. En cuanto a fuente de energía, en
Estados Unidos se utiliza fundamentalmente die-
sel, en cambio en China diesel, carbón y electri-
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cidad, en porcentajes aproximados del 63%, 22%
y 15%, respectivamente. La utilización de la elec-
tricidad en el ferr ocarril está creciendo en el
mundo, pasando del 17% en 1990 al 31% en
2006 (IEA/OECD, 2009).

La reducción en el consumo de energía en el
transporte por ferrocarril se puede alcanzar princi-
palmente por introducción de material rodante
(locomotoras y vagones) más eficiente, moderni-
zación de infraestructuras y optimización de ope-
raciones. La reducción de emisiones de GEI se
consigue sobre todo mediante mejoras en eficien-
cia y menor contenido de carbono de la fuente de
energía primaria utilizada. Si se combinan la elec-
trificación del tren con la generación eléctrica con
fuentes con bajo (o nulo) contenido en carbono se
consiguen bajos niveles de emisiones de GEI.

La mayor parte de los sistemas de ferrocarril
urbano (metro, tranvía, tren ligero) tienen la elec-
tricidad como fuente de energía. Los motores
eléctricos son muy eficientes por lo que es difícil
mejorarlos. Una de las formas más importantes
de mejorar la eficiencia es reduciendo su peso.
El uso de frenos regenerativos (devolución de
energía en el frenado) ayuda a reducir las nece-
sidades de energía.

Los trenes de alta velocidad ya han alcanzado
algunas mejoras en eficiencia, con trenes más lige-
ros y nuevos diseños de coches que posibilitan
capacidades mayores. Las tecnologías actuales
son 15% más eficientes que las de la anterior
generación. El uso de la energía crece con la velo-
cidad y con gradientes con mayor pendiente (que
en muchos casos son aceptados para reducir cos-
tes en las infraestructuras, por ejemplo para evi-
tar túneles). Más del 75% de la actual infraestruc-
tura de tren de alta velocidad está concentrada en
cinco países: España, Japón, Francia, Alemania e
Italia. En Pizzinato, S. (2009) se recogen ventajas
e inconvenientes del tren de alta velocidad (y de
otros modos de transporte).

A la hora de valorar las emisiones de GEI de los
diferentes modos de transporte hay que incorpo-
rar las emisiones generadas en el proceso de cons-
trucción de las infraestructuras correspondientes.
Además a la hora de hacer comparaciones influ-
yen otros elementos tales como capacidades de
utilización de vehículos o distancias recorridas. En
general, para el transporte de pasajeros, en dis-
tancias cortas y medias, el transporte en coche es
el que más emisiones genera (junto con otros con-
taminantes locales), siendo los modos eléctricos
(tren convencional, tranvía o metro) los que menos.
En distancias largas, el impacto del transporte aéreo
es el más alto, el del tren convencional el de menor

impacto, estando el tren de alta velocidad en una
posición intermedia, mejor o peor que el coche,
dependiendo de otros factores (como el nivel de
ocupación) (Van Essen y cols., 2003 y Nash, 2009).

En el año 2005 el transporte de mercancías por
superficie fue mayor por tren que por carretera en
Estados Unidos, China, Antigua Unión Soviética e
India, en el resto del mundo ocurrió en sentido
contrario. En ese mismo año, en la Unión Europea,
el 19% del transporte de mercancías por superfi-
cie fue por tren del cual el 51% fue internacional. 

En el trasnporte de mercancías, la intensidad
energética (energía por tonelada-km) es mucho
menor para el ferrocarril que para la carretera. Por
tanto, hace falta un cambio modal de carretera a
tren, en cuanto a transporte de mercancías. Entre
las medidas que se pueden llevar a cabo para impul-
sar ese cambio modal podemos citar: medidas fis-
cales (ayuda financiera para operaciones de trans-
porte de mercancías por ferrocarril), medidas de
política fiscal (subiendo el coste del transporte de
mercancías por carretera), imposición de graváme-
nes a los camiones por el uso de carreteras, medi-
das relacionadas con mejoras y aumentos de infra-
estructuras para el transporte ferroviario, cambios
regulatorios. Operaciones intermodales que utilicen
distintos modos de transporte para mover mer-
cancías en contenedores puede ayudar a que se
utilicen los modos más eficientes en energía en las
diferentes etapas del movimiento de mercancías.

Según datos de Renfe, en España se han redu-
cido considerablemente las emisiones de CO2 por
unidad transportada (UT), pasando de 46,56 gr.
de CO2 por UT en 1990 a 25,62 gr. por UT en
2009. Por otra parte, en dicho perído ha habido
una mejora en la eficiencia energética de tracción
del 9%. Se va produciendo una sustitución pro-
gresiva de tracción diesel por electricidad, pasan-
do la proporción de electricidad del 59% en 1990
al 76% en 2009. En cuanto a mejoras en opera-
ción eficiente, se lleva a cabo conducción eficien-
te y se lleva a cabo un aprovechamiento eficiente
de la capacidad: alta ocupación enviajeros (el doble
que la media europea) y factor de carga de los tre-
nes con adaptación a la demanda. Según UNIFE
(asociación profesional de la industria europea del
ferrocarril), Renfe posee la flota de trenes más
moderna de Europa (Rodríguez Díaz, 2010).

6. Transporte por carretera

En la cumbre del G8 celebrada en Gleneagles
(Reino Unido) en 2005, se elaboró el llamado Plan
de Acción de Gleneagles en el que se plantea un
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conjunto de acciones necesarias para mitigar el
cambio climático y promover el uso de fuentes de
energía limpia. Entre dichas acciones figura la de
dar los pasos necesarios para impulsar el desa-
rrollo de vehículos más eficientes y menos conta-
minantes. Se solicitó a la AIE la revisión de las
medidas de política existentes sobre eficiencia de
vehículos y la identificación de los pasos que debe-
rían ser tomados para reducir el uso de energía,
dando lugar a un documento que fue presentado
en la cumbr e del G8 celebrada en Hokkaido
(Japón) en 2008 (IEA, 2008). En dicho informe, tras
afirmar que alrededor del 60% del petróleo con-
sumido en el mundo lo es en el sector transporte,
se recomiendan 25 medidas sobre eficiencia en
energía, entre las cuales las siguientes se refieren
al transporte: a) Establecimiento de estándares
obligatorios en cuanto a eficiencia en vehículos
ligeros donde no estén introducidos, irlos hacien-
do más rigurosos donde lo estén e ir avanzando
en la armonización de los mismos. b) Estableci-
miento de estándares obligatorios en cuanto a efi-
ciencia para autobuses y camiones, y sirviéndose
de incentivos financieros y etiquetado energético.
c) Mejorar la eficiencia de los vehículos a través de
componentes como aire acondicionado, ilumina-
ción y neumáticos. d) Impulsar y promocionar las
técnicas de conducción eficiente.

Como se trata de reducir las emisiones de GEI
procedentes del transporte por carretera, hay que
considerar el valor medio de los gramos de CO2-
equivalente por vehículo. Teniendo en cuenta que,

gr CO2 – eq
=

gr CO2 – eq
x

L
x

km
,

vehículo L km vehículo

el primer factor del lado derecho (gramos de emi-
sión por litro de combustible) tiene que ver con el
contenido de GEI del carburante que se utilice, el
segundo factor (litros de combustible por kilóme-
tro) tiene que ver con la eficiencia del vehículo y el
tercer factor (kilómetros por vehículo) tiene que ver
con decisiones del conductor. Por tanto, en las
reducciones de GEI que estamos considerando
deben estar implicados: la industria de producción
y refino de carburantes, los fabricantes de vehícu-
los, los conductores, además de los gobiernos,
que tienen la responsabilidad de los instrumentos
económicos, de regulación o de información entre
otros y los ayuntamientos responsables de la urba-
nización, el control del tráfico y del transporte públi-
co en las ciudades. 

En la Unión Europea, la Directiva 2009/30/CE
sobre calidad de los carburantes, que supone una

enmienda a la anterior de 1998 sobre exigencias
de calidad ambiental a los mismos, establece con-
diciones que deben cumplir la gasolina y el gasó-
leo para reducir sus emisiones contaminantes.
Estas exigencias consisten en especificaciones
técnicas en cuanto a su contenido así como obje-
tivos vinculantes para reducir las emisiones de GEI
en su análisis de ciclo de vida. Para alcanzar los
objetivos, la Directiva es partidaria de una mayor
utilización de los biocarburantes. Por otra parte,
la Directiva 2009/28/CE relativa al fomento del uso
de energía procedente de fuentes renovables, esta-
blece que en 2020, de la energía utilizada en el
transporte el 10% debe ser renovable. Para ase-
gurar que los biocarburantes son producidos de
manera sostenible, desde el punto de vista ambien-
tal, y no tengan impactos negativos en los precios
globales de los alimentos, la Unión Europea ha
introducido criterios muy estrictos de sostenibili-
dad, incluyendo condiciones ambientales y socia-
les. De acuerdo con los planes nacionales de los
27 países, notificados a la Comisión, en 2020 los
biocarburantes supondrían el 9% de la energía uti-
lizada en el transporte en la UE, y aproximada-
mente el 1% correpondería a electricidad proce-
dente de fuentes renovables, siendo testimonial 
la aportación del hidrógeno. Dentro de los bio-
carburantes, sólo el 9% de los mismos sería de
segunda generación (en 2020), siendo la contri-
bución del biodiesel aproximadamente el triple que
la del bioetanol. En Guerrero y cols (2010) se hace
un estudio de la situación actual y oportunidades
de futuro de los biocarburantes en España.

Con respecto a la eficiencia (en cuanto a car-
burante) de los vehículos, actualmente Estados
Unidos, Japón, China, República de Corea y la
Unión Europea regulan la eficiencia, a través de
estándares obligatorios. Ya en 1975 Estados Uni-
dos introdujo el programa CAFE (5), por el que los
coches y furgonetas nuevos tenían que cumplir
unos estándares obligatorios basados en millas
por galón, cuyo objetivo era disminuir la depen-
dencia energética del petróleo. En la Unión
Europea la eficiencia (en gramos de CO2 por kiló-
metro) mejoró hasta la mitad de los años 1980,
estancándose entonces hasta mitad de los años
noventa. En 1998, la Comisión Europea estable-
ció acuerdos voluntarios con las asociaciones de
fabricantes de coches de Europa, Corea y Japón,
fijando unos objetivos medios de emisiones de
140 g CO2/km para 2008 y, apoyándose además
en etiquetado energético e imposición, de 120 g
CO2/km para 2012. En 2009, la UE ha estableci-
do para 2015 un estándar obligatorio de 120 gr
de CO2/km, con un objetivo de 95 gr de CO2/km
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para 2020. En Gallagher y cols. (2007) y Van Den-
ver y Crist (2009) se profundiza en estos aspectos.

Además del cambio climático, el tranporte por
carretera tiene otros efectos externos como con-
taminación local, accidentes, ruido, congestión,
dependencia del petróleo, ocupación de territorio
o fragmentación de hábitats, por lo que las medi-
das de política que se emplean tienen que tener
en cuenta todos los costes externos. En del Río y
Hernández (2008) se presentan los instrumentos
de reducción de emisiones de CO2 en el sector de
transporte de pasajeros por carretera, analizando
las ventajas y desventajas de cada uno de ellos.
Del Río (2011), en este Monográfico, ilustra algu-
nas interacciones entre distintos instrumentos que
se utilizan para reducir emisiones de GEI en el
transporte por carretera y discute el papel de la
coordinación entre instrumentos.

En cuanto al transporte de mercancías, digamos
que su transporte por carretera y ferrocarril supuso
en el mundo en 2006 el 27% de la energía total
usada en el transporte, de la que el 90% corres-
pondió a camiones. La eficiencia de los camiones
ha ido mejorando en los últimos años, aunque hay
diferencia de unos países a otros y también dentro
de cada país. Esas variaciones indican que se puede
ahorrar combustible si todos los camiones se van
acercando a los niveles de eficiencia de los mejo-
res (IEA/OECD, 2009). De acuerdo con la Agencia
Ambiental Europea, las emisiones de CO2 proce-
dentes del transporte de mercancías pueden ser
reducidas disminuyendo las longitudes medias de
los trayectos, mejorando la utilización de los vehícu-
los, reconfigurando los sistemas de producción y
distribución y acortando las rutas entre recogida y
entrega (European Environment Agency, 2010).

Para finalizar este apartado hay que hacer refe-
rencia a tres trabajos muy buenos y extensos para
profundizar en el transporte por carretera, uno de
ellos referido al Reino Unido (Commission for Inte-
grated Transport, 2007) y dos muy recientes refe-
ridos a España (Crespo y cols., 2010 y CICCP,
2010).�

NOTAS

(1) International Energy Agency (IEA), en inglés.
(2) Agencia especializada de la ONU.
(3) International Civil Aviation Organization (ICAO), en inglés.

Se trata de la Agencia de la ONU especializada en avia-
ción civil internacional.

(4) Se exceptúan los operadores contemplados en el anexo
I de la Directiva 2003/87/CE.

(5) CAFE: Corporate Average Fuel Economy.

BIBLIOGRAFIA

Anger, A.; Allen, P.; Rubin, J. y Köler, J. (2008): Air transport
in the European Union Emissions Trading Scheme, Final
Report for Omega.

Bristow, A.; Pridmore, A.; Tight, M.; May, M.; Berkhout, F. y
Harris, M. (2004): «How can we reduce carbon emissions
from transport?», Tyndall Centre for Climate Change
Research, Technical Report, 15, Londres.

CICCP (2010): Libro Verde de Transporte y Cambio Climá-
tico, Colegio de Ingenieros de Caminos, Canales y Puer-
tos, Madrid.

Cambio Global España 2020 (2009): Programa transporte.
Centro Complutense de Estudios e Información Medio-
ambiental, Fundación General de la Universidad Complu-
tense, Madrid.

Commission for Integrated Transport (2007): Transport and
Climate Change. Advice to Government from the Com-
mission for Integrated Transport. Londres.

Crespo, L.; Montané, M. M.; García, A. y Jiménez, F. (2010):
Implicaciones de la movilidad en las CC.AA. En sus emi-
siones de gases de efecto invernadero, CEDEX, Minis-
terio de Fomento, Gobierno de España.

EC, European Commission (2008): Single European Sky II:
Toward More Sustainable and Better Performing Avia-
tion, EC, Brussels.

European Environment Agency (2010): «Toward a resource-
efficient transport system. TERM 2009: indicators tracking
transport and environment in the European Union», EEA
Report, núm. 2/2010.

Eurostat (2010): Energy, transport and environment indica-
tors; Eurostat Pocketbooks, Unión Europea.

Gallagher, K. S.; Collantes, G.; Holdren, J.; Lee, H. y Frosch,
R. (2007): «Policy Options for Reducing Oil Consumption
and Greenhouse-Gas Emissions from the U.S. Transpor-
tation Sector», Discussion Paper, John F. Kennedy Scho-
ol of Government, Harvard University.

Gobierno de España (2009): Estrategia Española de Movili-
dad Sostenible, Madrid.

Guerrero, R.; Marrero, G.; Martínez-Duart, J. M. y Puch, L.
(2010): «Biocombustibles líquidos: situación actual y opor-
tunidades de futuro para España», Documentos de Deba-
te, 19/2010. Fundación Ideas para el progreso, Madrid.

IEA (2008): Energy Efficiency Policy Recommendations, G8
Plan of Accion, París.

IEA/OECD (2009): Transport, Energy and CO 2. Moving
Toward Sustainability, París.

IPCC (1999): Informe Especial del IPCC: La Aviación y al
Atmósfera Global, OMM, PNUMA.

Marín Urbano, P. (2010): El transporte, globalización y sos-
tenibilidad. Más que un reto, una respuesta, Universidad
Autónoma de Madrid.

Nash, C. (2009): «When to Invest in High-Speed Rail Links
and Networks?», Discussion Paper, núm. 2009-16. Joint
Transport Research Centre.

Observatorio de Energía y Sostenibilidad en España (2011):
Informe basado en indicadores, edición 2010, Cátedra
BP de Energía y Sostenibilidad, Universidad Pontificia de
Comillas.

Ortiz-Arce Vizcarro, S. (2011): Análisis Prospectivo de la Inci-
dencia del Sector Aeronáutico en el Mercado Europeo

Economistas Num 127.qxd  15/4/11  07:40  Página 51



E  N    P  O  R  T  A  D  A

52

de Derechos de Emisión de Carbono, Proyecto de Tesis
Doctoral, Universidad Autónoma de Madrid.

Panel Intergubernamental del Cambio Climático (PICC)
(2007): Transport chapter, 4º Informe de Evaluación,
Working Group III. Ginebra.

Pizzinato, S. (2009): Transporte: el motor del cambio climá-
tico, Greenpeace España.

Repsol (2009): Informe sobre la eficiencia energética en
España, Fundación Repsol, Madrid.

Del Río P. (2011): «Las interacciones de políticas públicas en
el ámbito de la mitigación del cambio climático», Econo-
mistas, este número.

Del Río, P. y Hernández, F. (2008): «Análisis de los procedi-
mientos de reducción de emisiones de CO2 en el sector
del transporte de pasajeros por carretera», Ekonomiaz,
67, 234-261.

Rodríguez Díaz, A. (2010): La contribución de Renfe a la sos-
tenibilidad. Seminario de transporte y cambio climático en
Argentina. Buenos Aires, 22 de septiembre de 2010.

Sistia (2009): El transporte en España, Ministerio de Fomen-
to y Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Mari-
no, Madrid.

Van Dender, K. y Crist, P. (2009): «Policy Instruments to
Limit Negative Environmental Impacts from Increased
International Transport. An Economic Perspective», Dis-

cussion Paper, núm. 2009-9. Joint Transport Research
Centre.

Van Essen, H.; Bello, O. y Van den Brink, R. (2003): To shift
or not to shift, that´s the question. The environmental
performance of freight and passenger transport modes
in the light of policy making. Delft, CE.

RESUMEN

Las emisiones de gases de efecto invernadero proce-
dentes del transporte contribuyen de manera importante al
cambio climático global. Para cumplir con los objetivos de
reducción de emisiones que se ha dado a sí misma la
comunidad internacional es imprescindible la contribución
importante del transporte, para lo cual hacen falta distin-
tos instrumentos. En este artículo se revisan algunos indi-
cadores sobre la situación en España y se presentan los
elementos más importantes de cada uno de los modos de
transporte: marítimo, aéreo, ferrocarril y por carretera.

Palabras clave: Gases de efecto invernadero, Transpor-
te por carretera, Transporte aéreo, Transporte marítimo,
Ferrocarril.
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Acuerdos
internacionales 
sobre cambio
climático: antes y
después de Cancún

1. Introducción

Las negociaciones sobre cambio climático tie-
nen ya una larga historia. Se iniciaron a finales de
la década de los ochenta y resulta sorprendente
la similitud entre aquellas negociaciones iniciales
y las recientes negociaciones. Los primeros años
de las negociaciones se centraron en la necesi-
dad o no de actuar por consenso y en el grado de
compromiso que debían de tener los objetivos que
se fijaran los países. Más adelante veremos que
estos temas han renacido con fuerza en las nego-
ciaciones en Copenhague y Cancún. Esta recu-
rrencia de los temas y la dificultad de encontrar un
acuerdo global jurídicamente vinculante sobre un
tema para el que el conocimiento científico está
cada día más establecido ha llevado a los econo-
mistas a investigar los incentivos reales de los paí-
ses a alcanzar un acuerdo, para tratar de esta-
blecer si ese acuerdo es posible y, de ser así, las
estrategias más adecuadas para alcanzar ese
acuerdo. A repasar las distintas aportaciones de
esta línea de investigación estará dedicado el apar-
tado tres, pero antes realizaremos un breve repa-
so de la historia de las negociaciones.

2. Las negociaciones internacionales 
sobre cambio climático

Tras una serie de conferencias científicas que
habían alertado sobre los riesgos asociados a 
un posible cambio climático, las negociaciones
internacionales se iniciaron formalmente el 6 de
diciembre de 1988, cuando el gobierno de Malta
introdujo una resolución, que pasó por la Asam-
blea General de las Naciones Unidas, en la que
se requería al Programa de Naciones Unidas para
el Medio Ambiente y a la Organización Meteoro-
lógica Mundial a analizar el problema del cambio
climático y a hacer las recomendaciones nece-
sarias con vistas a su inclusión en una posible
convención. La resolución indicaba que esto
debía de hacerse a través del recién formado
(noviembre de 1988) Panel Intergubernamen-
tal de Cambio Climático (IPCC en sus siglas en
inglés). En la reunión del G7 de julio de 1989 tam-
bién se abordó el tema y en el comunicado final
de la que se dio en llamar la Cumbre Verde los
jefes de Estado recomendaron enérgicamente la
adopción de esfuerzos comunes para limitar las
emisiones de CO2 y otros gases de efecto inver-
nadero. Desde el principio la Unión Europea fue
la región desarrollada que más claramente apoyó
la necesidad de una convención que limitase las
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emisiones de gases de efecto invernadero, mien-
tras que una de las pocas voces discordantes
fue la del presidente de los EE.UU., Georg W.
Bush, que anunció en 1990 que era preciso incre-
mentar la investigación sobre el tema antes de
tomar acciones decisivas.

Una de las principales decisiones procedimen-
tales que se tomaron en la primera ronda en febre-
ro de 1991 fue la de seguir la regla general en las
negociaciones de Naciones Unidas y privilegiar la
toma de decisiones por consenso. El propio año
de 1991, en la segunda ronda de negociaciones,
se introdujo el concepto de pledge-and-review,
que puede traducirse al español como promete y
revisa, y que consiste en que los distintos países
se comprometen voluntariamente a reducciones
de gases de efecto invernadero sin asumir ningún
compromiso concreto vinculante (hubo propues-
tas de esta índole del Reino Unido, Francia, Japón,
Suecia, Australia y Nueva Zelanda). Estas prome-
sas serían luego revisadas internacionalmente,
aunque no se llegó a precisar claramente cómo ni
por quién. Los organizaciones no gubernamenta-
les medioambientales calificaron esta propuesta
como hedge and retreat (apuesta y retírate). El con-
cepto de pledge-and-review continuó centrando
gran parte de los debates subsiguientes aunque
finalmente fue abandonado por considerarse que
estas promesas no eran buenos substitutos de los
compromisos (1) (un detallado análisis de los pri-
mero años de las negociaciones puede encon-
trarse en Hampson y Hart, 1995).

El texto final de la Convención Marco de Nacio-
nes Unidas sobre Cambio Climático (2) (CMNUCC),
firmada en Río en 1992 y que ha sido ratificada
por 193 países, incluyendo los EE.UU., no con-
tiene ni promesas ni compromisos vinculantes para
los distintos países aunque sí incluye un recono-
cimiento por parte de los países desarrollados de
la conveniencia de que sus emisiones en el año
2000 volvieran a niveles anteriores (artículo 4.2 de
la CMNUCC). Dado que pronto fue evidente que
los términos laxos en que estaba redactada la
CMNUCC no iban a tener un impacto significati-
vo en el comportamiento de los países se firmó en
1997 el Protocolo de Kioto (3) que incluye com-
promisos numéricos y vinculantes de reducción
para los países desarrollados, mientras que los
países en desarrollo no tienen ningún tipo de obli-
gación (aunque sí pueden colaborar en la reduc-
ción de los costes de limitar las emisiones de CO2
de los países desarrollados a través del Mecanis-
mo de Desarrollo Limpio). Este acuerdo fue firma-
do por la práctica totalidad de los países y ratifi-
cado por un número suficiente de países en el año

2005, tras la adopción de los Acuerdos de Marra-
kech que son lo que realmente concretan el Pro-
tocolo de Kioto. Como es bien sabido, este acuer-
do no fue ratificado por los EE.UU. al rechazarlo
en 2001 el recién llegado presidente George W.
Bush. Aunque Bush asumió la responsabilidad 
de rechazar el protocolo, lo cierto es que éste te-
nía pocas probabilidades de ser aceptado por el 
Senado de los EE.UU., el órgano encargado de
ratificar los tratados internacionales, ya que en el
verano del año 1997 en que se negoció el proto-
colo el Senado había pasado una resolución por
95 votos a favor y ninguno en contra indicando
que los EE.UU. no debían de firmar ningún acuer-
do en el que los países en desarrollo no tuvieran
obligaciones simultáneamente (en Arroyo [2011]
puede encontrarse una interesante discusión de
la política de cambio climático en EE.UU.).

El grado de cumplimiento del protocolo por los
países firmantes, que en general se espera que
sea bastante elevado, dejará lecciones importan-
tes (4) de cara al futuro respecto a lo que significa
jurídicamente vinculante. Formalmente, un país
puede liberarse de sus obligaciones vinculantes
en un año si denuncia un tratado internacional (y
en la práctica la liberación es casi inmediata) por
lo que más importante que el estatus jurídico de
un acuerdo es el hecho de que se lance el claro
mensaje que los acuerdos firmados y ratificados
se cumplen. En este sentido, más preocupante
que la retirada de los EE.UU. del protocolo, que al
fin y al cabo no lo había ratificado, es el anuncio
de Canadá de que no cumplirá sus compromisos
dentro del protocolo (aunque todavía no ha for-
malizado su retirada del mismo).

Sea como fuere, el protocolo sólo estará en
vigor hasta 2012 y desde hace ya varios años urge
conocer la forma que tendrá la lucha contra el
cambio climático internacional tras esa fecha. Tras
acordar en 2007 en Bali una hoja de ruta, los paí-
ses se reunieron en 2009 en Copenhague con el
firme propósito de forjar un acuerdo post-Kioto.
La Unión Europea, anfitrión indirecto a través del
gobierno de Dinamarca, estaba decidida a obte-
ner un acuerdo. El resultado fue bien distinto al
imaginado por la UE. Cuando las negociaciones
estaban abocadas al fracaso el presidente Obama
llegó a un acuerdo con los países del grupo (5)
BASIC (Brasil, Sudáfrica, India y China), que fue
posteriormente presentado al resto de países para
su aprobación. El Acuerdo de Copenhague (6) fue
abrazado como tabla de salvación por la inmen-
sa mayoría de los países excepto por un peque-
ño grupo de irreductibles capitaneados por Boli-
via que evitaron que se adoptara por unanimidad
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(el tipo de consenso que ha regido las negocia-
ciones desde sus inicios). En cualquier caso, los
distintos países enviaron sus promesas como exige
el Acuerdo de Copenhague.

Con los ánimos bastante bajos tras el relativo
éxito o sonado fracaso de Copenhague, según
las preferencias del observador, los delegados vol-
vieron a reunirse en Cancún en diciembre de 2010.
De esa reunión salieron los Acuerdos de Cancún
(7) que han revitalizado el proceso de negociación
multilateral. Bolivia volvió a rechazar hasta el úl-
timo minuto estos acuerdos, esta vez completa-
mente en solitario, pero en esta ocasión la presi-
denta de la conferencia, Patricia Espinosa, hizo
oídos sordos a las quejas de Bolivia de que el
acuerdo no era suficiente para limitar el cambio
climático y acordó que consenso no significa una-
nimidad, y que un solo país no podía impedir que
se adoptara un acuerdo querido por el resto de
la comunidad internacional.

Los Acuerdos de Cancún formalmente incor-
poran los Acuerdos de Copenhague y las prome-
sas realizadas por los distintos países al cuerpo
de los acuerdos adoptados dentro del proceso ini-
ciado por la CMNUCC y, junto con los avances en
verificación alcanzados que incluyen a los países
en desarrollo más reacios a los controles interna-
cionales, en concreto China, suponen la implan-
tación del método de pledge-and-review recha-
zado veinte años antes. El tiempo dirá si estamos
ante el método de hedge and retreat o no.

En cualquier caso, resulta interesante repasar
las promesas realizadas por los distintos países
en los Acuerdos de Copenhague/Cancún y sus
posibles consecuencias sobre el clima. El cua-
dro 1 muestra las promesas realizadas por los

principales países (en negrita) y una serie de
cálculos que permiten comparar las distintas pro-
mesas con una métrica común (estos valores han
de tomarse a título indicativo ya que dependen de
los supuestos realizados (Jotzo, 2010). Entre los
países desarrollados, las promesas difieren clara-
mente si se toma el año 1990 como base pero
convergen relativamente si se toma el año 2005
como base. Más sorprendente resulta que los
esfuerzos de los países en desarrollo, aun no sien-
do comparables en términos de emisiones totales,
sí lo son en términos de intensidad energética.

Los Acuerdos de Copenhague también han
establecido como objetivo mantener la tempera-
tura global por debajo de los 2º C (Parágrafo 2)
por lo que varios estudios, todos ellos muy pre-
liminares a día de hoy, han intentado estimar si
la suma de las promesas es suficiente para lograr
ese objetivo. Según el resumen (8) hecho por el
PEW Center de varios de estos análisis no pare-
ce que este sea el caso. No obstante, hay que
reconocer que estos cálculos están influidos por
una larga lista de supuestos (según los análisis
utilizados por el PEW Center las promesas impli-
can una reducción frente al BAU en 2020 de entre
un 10% y un 13% para los países desarrollados
y de entre un 6% y un 9% para los países en
desarrollo).

Otros resultados destacables de los acuerdos
de Copenhague/Cancún son (i) la promesa de
movilizar 100.000 millones de dólares anuales a
través de un fondo (Green Climate Fund) para ayu-
dar a los países en vías de desarrollo, aunque no
queda claro quién es responsable de proveer este
dinero (esta apuesta por apoyar a los países en
desarrollo se completa con la creación del Can-

CUADRO 1
LAS PROMESAS DE COPENHAGUE/CANCÚN (*)

(En porcentaje con distintas métricas)

Emisiones totales, Emisiones totales, Emisiones per cápita, Emisiones/PIB,
de 1990 a 2020 de 2005 a 2020 de 2005 a 2020 de 2005 a 2020

EE.UU. -3 -17 -27 -41
EU-27 -25 -20 -23 -38
Japón -25 -34 -32 -42
Rusia -20 19 26 -26
Canadá 0 -17 -27 -40
China 247 85 69 -42
India 240 101 67 -22

(*) En negrita aparece la promesa realizada (cuando el país indicó un rango se muestra el valor medio, redondeado hacia abajo), el resto de valores son cálculos
bajo una serie de supuestos Jotzo (2010).
Fuente: unfccc.int y Jotzo (2010).
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cún Adaptation Framework centrado en los pro-
blemas de adaptación), (ii) un alentador acuerdo
sobre transferencia y desarrollo de tecnologías lim-
pias (9) (Technology Mechanism), y (iii) un avance,
aunque no definitivo, sobre deforestación evitada,
REDD en la jerga de las negociaciones (todavía no
se ha acordado cómo se computarán los posible
créditos de este mecanismo pero se ha decidido
empezar con proyectos de demostración con el
objetivo último de llegar a planes nacionales). Sin
embargo, no se ha avanzado en la regulación de
las emisiones de los aviones y los barcos en via-
jes internacionales, ni tampoco en el tratamiento
de la agricultura. En cualquier caso, y antes de
acabar este breve repaso a los Acuerdos de Can-
cún, conviene recordar que prácticamente todos
los avances se encuentran en decisiones que pue-
den sufrir modificaciones en futuras rondas, y que
no se ha iniciado un nuevo proceso para la ratifi-
cación de estos acuerdos por los parlamentos de
los distintos países (como se hizo con el Protoco-
lo de Kioto). Además, el grupo de trabajo que
menos ha avanzado es el dedicado a la continui-
dad del Protocolo de Kioto, por lo que todos los
anteriores acuerdos se enmarcan bajo el paraguas
más laxo de la CMNUCC. En definitiva, Cancún
ha servido más para asegurar la continuidad del
proceso de negociación que para cerrar un nuevo
acuerdo sobre el clima.

3. ¿Y ahora qué? Algunas lecciones 
de la teoría

Una vez finalizado el breve repaso a la historia
de las negociaciones sobre cambio climático resul-
ta inevitable preguntarse hacia dónde van esas
negociaciones. ¿Acabarán en un acuerdo global
que ataje de una vez por todas el cambio climá-
tico?, ¿continuaremos observando modestos
acuerdos regionales?, ¿o se eternizarán las nego-
ciaciones sin llegar a ningún acuerdo concreto?
Si descartamos el recurso a la bola de cristal, dar
una respuesta a estas cuestiones exige acudir a
la historia o a los modelos que tratan de analizar
los incentivos de los distintos países a cooperar.
El recurso a la historia de las negociaciones, esbo-
zado en el apartado anterior, deja la sospecha de
que alcanzar un acuerdo global significativo y
vinculante es difícil. Veamos ahora qué nos ense-
ñan los modelos.

Dado que el objetivo es estudiar los incentivos
de los distintos países a cooperar el recurso a la
teoría de juegos es inevitable, por lo que será nece-
sario introducir algunos conceptos ligados a esta

disciplina. La teoría de juegos se divide en dos 
vertientes: la teoría cooperativa y la nocooperati-
va (Osborne y Rubinstein, 1994), aunque en la
actualidad estas fronteras se están difuminando.

Los juegos cooperativos aplicados a las nego-
ciaciones sobre cambio climático predicen que se
alcanzará un acuerdo global, y proponen un sis-
tema de transferencias entre países para mante-
ner ese equilibrio, mostrando que todos los paí-
ses prefieren ese equilibrio y que ningún país o
grupo de países puede desviarse de ese acuerdo
y salir ganando. El trabajo pionero en ese campo
se encuentra en Chander y Tulkens (1997) y una
reciente actualización empírica de ese enfoque
puede encontrarse en Bréchet y cols. (2011). El
talón de Aquiles de esos modelos, y lo que expli-
ca que se alcance la cooperación global, es el
supuesto de que si un país deja de cooperar todos
los restantes países dejan de cooperar, es decir,
dejan de limitar sus emisiones y vuelven a sus emi-
siones iniciales. Esto implicaría que si Canadá
incumple el Protocolo de Kioto todos los demás
países dejarían de cooperar. 

En el extremo opuesto se encuentran los mode-
los basados en los juegos nocooperativos. Aquí
el supuesto es que si un país deja de cooperar y
abandona una coalición (un tratado para enten-
dernos) los restantes países deciden si van a
seguir cooperando o no en función de sus pro-
pios intereses. Bajo este supuesto, ciertamente
más realista que el presentado en el párrafo ante-
rior, lo mejor que le puede pasar a un país es que
los demás cooperen mientras que él no hace nin-
gún esfuerzo, apareciendo así el problema del
polizón (free-riding). Las predicciones de los mode-
los iniciales (Carraro y Siniscalco, 1993; Barrett,
1994) de esta línea eran extremadamente pesi-
mistas, previendo que a lo sumo tres países se
pondrían de acuerdo para cooperar (para firmar
un tratado). Como quiera que la historia de las
relaciones internacionales no parece caminar por
esta senda, los modelos iniciales, que asumían
entre otras cosas que los países eran todos idén-
ticos y que no había comunicación entre ellos, se
han ido complicando para acomodarse mejor a
la realidad (ver Carraro and Massetti, 2011; Finus,
2003; o Caparrós y cols., 2003, para un análisis
detallado de esta literatura). Las predicciones
actuales de estos modelos pueden resumirse en
los siguientes puntos: (i) La cooperación global es
poco probable, siendo el equilibrio más probable
la cooperación parcial o la coexistencia de distin-
tas coaliciones (Finus y Rundshagen, 2003; Bloch,
1996; Yi, 1997; Ray y Vohra, 1999); (ii) la asime-
tría entre los países tiende a favorecer el aumen-
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to de la cooperación (McGinty, 2007; Fuentes-
Albero y Rubio, 2010); (iii) si el número países que
firman un acuerdo es alto, la diferencia entre el
acuerdo cooperativo y el no cooperativo es peque-
ña (Barrett, 2007); (iv) la cooperación puede exten-
derse e incluso llegar a ser global si los países
negocian y respetan los acuerdos que les son
favorable en el momento de formularlos (Aghion
y cols., 2007; Caparrós y cols., 2004; Caparrós
y Pereau, 2010).

Veamos ahora las lecciones de este brevísimo
repaso a la teoría para las negociaciones reales.
Primera, si dejamos de cooperar si un país deja
de cooperar alcanzaremos la cooperación glo-
bal. Aplicar este principio es poco realista y poco
creíble, pero podemos extraer la lección de que
conviene amenazar a los demás países con redu-
cir nuestro grado de cooperación si no coope-
ran. Aunque de una forma muy suave, la estra-
tegia actual de la Unión Eur opea va en esta
dirección, al señalar que Europa se comprome-
te a reducir sus emisiones en 2020 un 30% res-
pecto a sus emisiones de 1990 si los demás paí-
ses desarrollados hacen un esfuerzo similar pero
sólo un 20% si no lo hacen (10). Probablemente
conviene profundizar en esta estrategia, aumen-
tado la diferencia entre el esfuerzo comprometi-
do unilateralmente y el condicionado, o propo-
niendo esfuerzos adicionales condicionados a
una participación de los países en desarrollo.

Segunda, si confiamos en los acuerdos fir-
mados alcanzaremos la cooperación global. Este
proceso puede ser directo, firmando directamente
un acuerdo global, o gradual, a través de una
serie de acuerdos parciales que se vayan exten-
diendo (Aghion y cols., 2007; Caparrós y Pé-
reau, 2011). El problema es que es muy difícil
que confiemos en que todos los países van a res-
petar lo firmado si el acuerdo es global, por lo
que puede resultar interesante empezar por
acuerdos parciales y regionales entre países rela-
tivamente similares y que tengan relaciones fre-
cuentes en otros temas. Esta es la propuesta de
ir firmando acuerdos por zonas que propone Vic-
tor (2007), y que ha tenido un notable éxito en el
caso de los acuerdos de libre comercio, partiendo
de las modestas rondas iniciales del Acuerdo
General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio
(GATT) hasta llegar a la creación de la Organiza-
ción Mundial del Comercio (OMC). En su intere-
sante trabajo Victor contrapone este proceso por
zonas al Protocolo de Kioto pero lo cierto es que
el protocolo es en muchos sentidos un acuerdo
por zonas, como se mostrará en el siguiente
párrafo.

Esencialmente hay dos motivos para firmar un
acuerdo internacional: pasar de la situación no 
cooperativa a la cooperativa (lo que en principio
debe de suponer un aumento de los esfuerzos rea-
lizados por las distintas partes, ya que estaremos
dispuestos a contribuir más si los demás también
lo hacen) y reducir los costes de un objetivo dado
de mitigación al unir dos zonas con costes de
reducción muy dispares (esencialmente los países
desarrollados y los en vías de desarrollo). En lo que
se refiere al primer motivo, y aceptando que el
acuerdo sólo se cierra cuando se ratifica, el Pro-
tocolo de Kioto es un acuerdo por el que un grupo
de países claramente desarrollados y con unas
emisiones percápita relativamente reducidas se
ponen de acuerdo en aumentar sus reducciones
más allá de lo que las hubieran reducido en ausen-
cia de ese acuerdo (esto deja fuera a los países
con economías en transición que formalmente
tenían objetivos). En concreto, los principales miem-
bros de este grupo son la Unión Europea y Japón
(entre otros países menores) y un par de países
que no se ajustan completamente a esta zona
como Canadá y Australia, ya que tienen unas emi-
siones per cápita mayores (en 1997 las emisiones
(11) de los países de esta zona eran todas meno-
res a once toneladas de CO2, las emisiones de los
EE.UU. estaban en torno a las veinte toneladas,
las de Australia en torno a 18 y las de Canadá en
16). Desde esta perspectiva el protocolo ha sido
un éxito relativo y no es sorprendente que los pro-
blemas hayan venido, o estén viniendo, desde Aus-
tralia o Canadá (el artículo de Frankel, 2007, es
una interesante defensa del camino iniciado por el
protocolo escrita por unos de los negociadores
americanos de ese tratado). La parte que es real-
mente multilateral en el Protocolo de Kioto es la
destinada a reducir los costes de los compromi-
sos de mitigación (el segundo motivo menciona-
do anteriormente). Por este motivo se le dio el lla-
mado hot-air a Russia, se instauró un sistema de
comercio de emisiones internacional que todavía
no se ha puesto en marcha y se creó el Mecanis-
mo de Desarrollo Limpio para atraer a los países
en desarrollo. Esta parte del protocolo ha sido un
relativo fracaso (Victor, 2007). 

Esta forma de avanzar por zonas, que la teo-
ría nos dice que nos llevará a un acuerdo global,
aunque por etapas, que la historia nos enseña
que ha funcionado en otras negociaciones (acuer-
dos de libre comercio) y que se ha iniciado en el
caso del cambio climático con el Protocolo de
Kioto, es probablemente el camino a seguir. Para
ello, Europa, Japón y los demás países de la pri-
mera zona que ha llegado a un acuerdo deben de
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cumplirlo. El Protocolo de Kioto tendrá un impac-
to directo muy pequeño en el cambio climático,
ya que la reducción de las emisiones globales
alcanzadas ha sido mínima, pero su papel en
demostrar que los acuerdos de cambio climáti-
co, una vez firmados y ratificados, se cumplen es
fundamental. Por eso es importante que Canadá
cumpla, pero más importante aún es tener pre-
sente para próximos acuerdos vinculantes que la
ampliación de la zona debe de hacerse con com-
promisos abordables y con países comprometi-
dos a cumplirlos, ya que los incumplimientos ten-
drán un efecto más duradero que las emisiones
incontroladas. Sin duda, el primer candidato a la
ampliación de la zona es EE.UU. (esto incorpora-
ría también a Canadá ya que su promesa en los
Acuerdos de Copenhague/Cancún está ligada a
la de su vecino).

Otra forma de conseguir esta credibilidad y con-
fianza entre los países (en el trabajo de Bosetti y
Victor, 2011 se muestra que la falta de credibili-
dad es, con diferencia, el fallo de mercado que
mayores costes implica en el caso del cambio cli-
mático), es alcanzar acuerdos parciales sobre
temas concretos, ya que la experiencia de las rela-
ciones internacionales muestra que estos acuer-
dos tienden a respetarse más que los grandilo-
cuentes acuerdos globales. Los dos candidatos
más obvios para esta tarea son un acuerdo sobre
Investigación y Desarrollo (I&D) y un acuerdo sobre
deforestación evitada (REDD). El primero es rela-
tivamente fácil de alcanzar porque las partes impli-
cadas pueden convertir los resultados en un bien
de club, sobre el que es mucho más fácil coope-
rar (Barrett, 2007 y 2009), aunque su impacto
sobre el cambio climático puede ser modesto
(Bosetti y cols., 2009). Este acuerdo sobre I&D no
tiene que ser negociados multilateralmente en el
seno de la ONU porque los países implicados pue-
den ser relativamente pocos, aunque sí sería con-
veniente que este acuerdo se complementara con
un acuerdo de transferencia de tecnología nego-
ciado bajo el paraguas de Naciones Unidas (ver
los avances alcanzados en esta senda en los
Acuerdos de Cancún descritos anteriormente). El
acuerdo sobre REDD puede tener un impacto sig-
nificativo sobre el cambio climático (Bosetti y cols.,
2009) aunque la consecución de un acuerdo efec-
tivo sobre REDD está plagado de dificultades por
los incentivos perversos a la deforestación exis-
tentes y por la falta de control de los gobiernos
sobre la deforestación. Aunque con modestos
avances, los acuerdos de Cancún incluyen los pri-
meros pasos de un acuerdo sobre REDD, como
se mostró al final del apartado anterior.

4. Conclusiones

Tanto la historia de las negociaciones como la
teoría nos han mostrado que alcanzar directamente
un acuerdo global significativo y vinculante es muy
difícil, por no decir imposible. Aunque sin unani-
midad, la teoría parece recomendar una senda de
negociaciones más progresiva que llevaría al acuer-
do global siempre que los países se fíen de los
acuerdos firmados. Los primeros pasos de este
camino serían acuerdos entre zonas relativamen-
te similares que se extenderían posteriormente, tal
y como ha ocurrido con los acuer dos de libre
comercio. En la misma línea, acuerdos sectoriales
sobre temas concretos, como la investigación y el
desarrollo o la deforestación evitada, también debe-
rían de ser más fáciles de alcanzar. Estos acuer-
dos concretos y jurídicamente vinculantes podrían
combinarse con acuerdos globales más laxos pero
a la vez más ambiciosos.

Aunque a simple vista pudiera parecer que no,
lo cierto es que las negociaciones reales también
han ido por este camino, una vez que se acepta
que el Protocolo de Kioto es un acuerdo con obli-
gaciones sólo para una zona. La vuelta al pled-
ge and review observado en las últimas nego-
ciaciones, y abandonado veinte años atrás, puede
interpretarse como ese acuerdo más ambicioso
pero no vinculante, ya que el Acuerdo de Can-
cún es claramente más multilateral que el pro-
tocolo al incluir a los EE.UU. y a los países en 
desarrollo. No obstante, este acuerdo debe de
completarse con otros más vinculantes y con-
cretos entre los países desarrollados; aunque más
importante que el estatus jurídico internacional
de los compromisos alcanzados, que nunca serán
realmente vinculantes, es que se lance el claro
mensaje de que los acuerdos firmados y ratifica-
dos se cumplen.�

NOTAS

(1) Resulta interesante destacar que la Unión Europea
insistió en que estas promesas podían ser adiciona-
les a un compromiso más general y que estos com-
promisos unilaterales podrían incluirse en las estrate-
gias nacionales de los distintos países, y que los
países en desarrollo se opusieron a este concepto por
su abierta hostilidad a que se revisaran sus propios
programas.

(2) Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cam-
bio Climático, disponible en unfccc.int

(3) Protocolo de Kioto de la Convención Marco de las Nacio-
nes Unidas sobre el Cambio Climático, disponible en
unfccc.int
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(4) El proceso de ratificación del protocolo también dejó
algunas interesantes lecciones para el futuro, ya que el
límite mínimo de ratificaciones exigido (al menos 55 paí-
ses que representen al menos el 55% de las emisiones
de los países incluidos en el Anexo I, esencialmente los
países miembros de la OCDE y las economías en tran-
sición) y la forma gradual en que se fueron producien-
do las ratificaciones dejó a Rusia con la decisión final
sobre si el protocolo entraba en vigor o no. Como era
de esperar, Rusia obtuvo importantes beneficios de esta
posición tanto en las negociaciones sobre cambio cli-
mático (donde se aumentó a posteriori el límite de las
emisiones que podía compensar a través de la gestión
forestal) como en otras negociaciones paralelas (la UE
redujo sus impedimentos a la accesión de Rusia a la
Organización Mundial del Comercio a cambio de la rati-
ficación del protocolo).

(5) Desde las primeras rondas de negociaciones los países
se organizaron en grupos regionales, como es habitual
en las negociaciones internacionales en el seno de Nacio-
nes Unidas (Hampson y Hart, 1995).

(6) FCCC/CP/2009/11/Add.1, Decision 2/CP.15, disponi-
ble en unfccc.int

(7) Los Acuerdos de Cancún son una serie de decisiones
adoptadas en la COP16. Están disponibles en unfccc.int

(8) Disponible en www.pewclimate.org
(9) Uno de los principales temas de discusión en la prime-

ra ronda de negociación de 1991 mencionada más arri-
ba fue una propuesta de los EE.UU. sobre cooperación
tecnológica.

(10) Esta promesa ha sido enviada por la Unión Europea den-
tro de los Acuerdos de Copenhague pero también fue
adoptada de forma unilateral por el Consejo Europeo en
2007 (7224/1/07 Rev 1, disponible en europa.eu).

(11) Indicador disponible en worldbank.org 
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RESUMEN

Este artículo discute los resultados más destacados de
las recientes negociaciones sobre cambio climático cele-
bradas en Copenhague y Cancún, mostrando las similitu-
des con las celebradas veinte años atrás. Dada la dificul-
tad que los países están encontrando en alcanzar un
acuerdo global jurídicamente vinculante, se discuten segui-
damente las distintas aportaciones que han tratado de ana-
lizar los incentivos que tiene los países a firmar ese acuer-
do, así como las distintas propuestas elaboradas con el fin
de facilitar ese hipotético acuerdo. De las alternativas pues-
tas sobre la mesa, son posiblemente las basadas en adop-
tar una estrategia de negociación similar a la que se utilizó
para liberalizar el comercio internacional las que más opcio-
nes tengan de tener éxito.

Palabras clave: Cambio climático  Negociaciones interna-
cionales, Acuerdos de Copenhague y de Cancún, Incenti-
vos, Teorías cooperativa y no cooperativa.
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De Cancún a Durban
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climático

1. Introducción

La cumbre mundial sobre cambio climático
celebrada en Cancún en 2010 se inició con la
certeza de que un gran acuerdo vinculante no
sería posible y con unas expectativas muy reba-
jadas con respecto a la anterior cumbre de
Copenhague (Grubb, 2010; Galarraga y cols.,
2009). Sin embargo, si hubiera que definir el resul-
tado de la cumbre de Cancún, podría decirse que
ésta ha sido moderadamente satisfactoria. Dada
la dificultad que supone alcanzar acuerdos en
este tipo de cumbr es —donde el númer o de
agentes negociadores (o países) supera los dos-
cientos y que el carácter de los textos debatidos
es sometido a una férrea matización y discusión
antes de su aprobación formal— los avances han
sido aceptables. 

El acuerdo alcanzado en Cancún —que roza
la unanimidad (con la única oposición de Bolivia)—
ha acordado como objetivo climático estabilizar
el aumento de las temperaturas a 2º C , algo que
la comunidad científica lleva tiempo señalando
como una línea roja respecto a los riesgos. Ade-
más ha habido avances significativos en materia
de adaptación, reducción de la deforestación e
instrumentación de apoyos financieros para paí-
ses en vías en desarrollo. Por último, no se cie-
rran las puertas a alcanzar un acuerdo de reduc-
ción de emisiones vinculante en la próxima cumbre
de Durban (Sudáfrica) en 2011 donde se refuer-
ce el Protocolo de Kioto y el objetivo de los 2º C
pueda ser alcanzado. Esto, a nuestro juicio, puede
calificarse como un éxito moderado aunque efec-
tivamente quede mucho por hacer.

En estos momento el debate se encuentra
centrado en el diseño de una arquitectura insti-
tucional que permita alcanzar dichos acuerdos
(Aldy and Stavins, 2007; 2008), donde se com-
binen y refuercen los enfoques de gobernanza
de arriba hacia abajo y viceversa que serán
imprescindibles para la implantación efectiva de
políticas climáticas ambiciosas (Pew, 2004; Pup-
pim de Oliveira, 2009). Algunos autores (Falkner
y cols., 2011) abogan por abordar esta negocia-
ción por bloques de políticas (mitigación, adap-
tación, recursos forestales o transferencia de tec-
nología por ejemplo) para facilitar así que se
alcancen acuerdos concretos.

Este documento realiza una valoración de los
acuerdos en la cumbre de Cancún —formalmente
COP 16 (1) y CMP 6 (2)— basándose en los
borradores de los documentos oficiales de la
Convención Marco de las Naciones Unidas para
el Cambio Climático (siglas en inglés UNFCCC),
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la información obtenida por los autores median-
te la presencia de parte del equipo en la cumbre
como observadores y las opiniones de otros ana-
listas internacionales. Este artículo complemen-
ta el trabajo elaborado por A. Caparros en este
número poniendo un mayor énfasis en el detalle
de lo acordado en Cancún y su valoración.

2. Los bloques de países y sus posiciones

Ya desde las reuniones preparatorias parecían
vislumbrarse varios bloques de posiciones que
durante la propia reunión en Cancún tensaron las
negociaciones de forma significativa. Las princi-
pales posturas fueron las siguientes:

1. Los países BASIC (Brasil, Sudáfrica, India y
China); con numerosas diferencias en cuanto a
matices pero con una postura claramente unifi-
cada en relación a que su apoyo al proceso nego-
ciador estaba condicionado a los acuerdos en tres
materias concretas:

a) Un preacuerdo mínimo sobre los compromi-
sos vinculantes para un período posterior a Kioto.

b) La puesta en marcha efectiva del fondo de
cambio climático, y en especial, en lo que se refie-
re a los 30.000 millones de dólares para el perío-
do 2010-2012.

c) Acuerdo básico en materia de transferencia
de tecnología de países desarrollados a países en
vías de desarrollo.

2. El bloque de países compuesto por Japón,
Rusia, Australia y Canadá, que se mostraron rea-
cios a apoyar un segundo período de compromi-
so de reducciones de emisión para el período post
Kioto si EE.UU. no participaba en este posible
acuerdo.

3. El bloque de países conocido como ALBA
(Alianza Bolivariana para las Américas), formado
por Bolivia, Venezuela, Nicaragua, Ecuador y
Cuba se mostró especialmente crítico con todo
el proceso y bloquearon por completo durante la
cumbre la posibilidad de renovación del único
acuerdo de reducciones vinculantes. Bolivia (3)
se mostró especialmente crítica con el funciona-
miento de los mecanismos de flexibilidad del Pro-
tocolo de Kioto (Mercado de Derechos, Meca-
nismo de Desarrollo Limpio-MDL y Aplicación
Conjunta-AC) por estar basados en instrumen-
tos de mercado.

4. Los países en vías de desarrollo, que man-
tuvieron una clara postura de no asumir compro-
miso alguno de mitigación hasta que los países
desarrollados estableciesen los suyos propiamente
para el período post Kioto. 

5. Algunas posturas particulares como la de
China, que en un intento de contribuir al avance
de las negociaciones, planteó la posibilidad de que
los objetivos voluntarios consecuencia de la cum-
bre de Copenhague pudieran ser vinculantes. 

Muchas de las posturas aquí mencionadas se
analizan con un mayor detalle en Cerdá y Laban-
deira (2010).

3. Acuerdos

El 11 de diciembre, apurando los últimos minu-
tos de la cumbre, las delegaciones representadas
en Cancún (con la excepción de la de Bolivia) lle-
garon a un conjunto de decisiones denominados
Acuerdos de Cancún. En dichos acuerdos se reco-
gen avances en varias áreas clave para las nego-
ciaciones climáticas. A continuación se recoge un
resumen de las principales decisiones adoptadas:

1. Se acuerda —por primera vez de forma ofi-
cial por Naciones Unidas— que el incremento de
temperatura global no debe exceder los 2º C . En
el Acuerdo de Copenhague (COP-15) este obje-
tivo había sido propuesto (o anotado) pero no
había sido adoptado por Naciones Unidas. Asi-
mismo se acuerda examinar un objetivo inferior
(1,5º C ) si fuera necesario.

2. Se reconocen oficialmente los planes de
reducción de emisiones (objetivos de reducción
e intensidad de emisiones, por ejemplo en el caso
de China) para 2020 que los países establecieron
tras la cumbre de Copenhague. Entre los países
que han propuesto reducciones voluntarias (cerca
de ochenta países) se encuentran los principales
emisores, como China, Estados Unidos, Unión
Europea, India o Brasil. Muchos de los países en
desarrollo, sin compromisos de control de las emi-
siones en el Protocolo de Kioto, comprometen
por primera vez esfuerzos en el control de sus
emisiones y de la intensidad energética de sus
economías. Este es un paso en la dir ección
correcta para alcanzar el objetivo de los 2º C ya
que gran parte de las emisiones provendrá de
estos países. Sin embargo, con los compromisos
actuales no es posible alcanzar la senda de los 
2º C (IEA, 2010). Aunque las emisiones globales
se reduciría un 11-16% en 2020 (con respecto a
las emisiones de 1990) el IPCC estima necesaria
una reducción de un 25-40%.

3. Se acuerdan los mecanismos para la moni-
torización y verificación de las emisiones de los paí-
ses (conocidos por sus siglas en inglés MRV) (4).
Las dificultades para acordar estos mecanismos,
que no pudieron ser adoptados en Copenhague
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por el recelo de algunos países a ser auditados,
han sido superados en parte en Cancún. Según el
acuerdo, los países presentarán sus inventarios de
emisiones a un panel independiente de expertos,
y bajo las recomendaciones de la Convención, que
monitorizarán y verificarán las reducciones de emi-
siones. En cualquier caso, los artículos 62, 63 y 64
del acuerdo del grupo de trabajo Ad Hoc de Coo-
peración a Largo Plazo recoge ciertos matices al
respecto, en especial lo referente a que las verifi-
caciones se harán de forma no intrusiva, no puni-
tiva y respetuosa con la soberanía nacional en clara
alusión a la postura de China. 

4. Las negociaciones para un segundo perío-
do del Protocolo de Kioto siguen abiertas. A pesar
de que países clave como Japón o Rusia ya han
anunciado que no participarán en una segunda
fase de Kioto si Estados Unidos no participa (y
otros como Australia o Canadá probablemente
seguirían el mismo camino), dicha decisión ten-
drá que ser adoptada en Durban (Sudáfrica) en la
COP-17, en 2011.

5. Se acuerda la transferencia de 30.000 millo-
nes de dólares para 2010-2012 y otros 100.000
anuales hasta el 2020 para la ayuda a la mitiga-
ción y adaptación en países en vías de desarrollo.
Desde la cumbre de Copenhague los países han
formalizado sus compromisos de aportación para
alcanzar dichas cantidades. Estas cantidades pro-
vendrán de una combinación de financiación públi-
ca y privada (mercados de carbono).

6. Se establece el procedimiento para la pues-
ta en marcha de un Fondo Verde Climático (Green
Climate Fund). Dicho fondo contará con una
representación equitativa entre países en vías de
desarrollo y desarrollados y será gestionado, en
principio, por el Banco Mundial.

7. Se refuerza el papel de los mecanismos de
desarrollo limpio (MDL) y de otros mecanismo de
mercado. En este sentido se incorpora como nove-
dad la posibilidad de obtener créditos de carbo-
no mediante proyectos de Captura y Almacena-
miento de Carbono (CCS). 

8. Se aprueba un mar co de trabajo sobr e
adaptación y se avanza en detalles relativos a la
protección de los bosques y la transferencia tec-
nológica. El acuerdo avanza en detalles para la
reducción de forma significativa de las emisiones
por deforestación y degradación de los bosques.
Mediante el mecanismo REDD+ (Reduced Defo-
restation and Forest Degradation) los países desa-
rrollados ayudarán a la conservación de los bos-
ques mediante difer entes mecanismos que
incluyen los mecanismos de mercado. Nótese que
alrededor de dos terceras partes de las emisio-

nes de los países en vías de desarrollo proceden
de la deforestación y degradación de los bosques.
Por otro lado, el acuerdo establece una estructu-
ra ejecutiva (el Climate Technology Center and
Network) para casar la oferta y la demanda de
tecnologías bajas en carbono.

4. Conclusiones

Teniendo en cuenta el contexto general de cri-
sis económica en el que se encuentra la mayor
parte de los países desarrollados, pero sobre todo
el cuestionamiento al que se enfrentaba Naciones
Unidas tras los limitados resultados y la cuestio-
nable organización de la cumbre de Copenhague
(COP 15), el acuerdo de Cancún puede interpre-
tarse como un significativo avance, como argu-
mentan entre otros Stavins, 2010a y Grubb, 2011. 

El acuerdo de Cancún es un paso adelante que
logra progresos importantes en cuestiones concre-
tas y relevantes mencionadas en la sección anterior
(sobre todo para numerosos países en vías de desa-
rrollo) y que deja las puertas abiertas a la consecu-
ción de objetivos de reducción de emisiones vincu-
lantes y ambiciosos en la cumbre de Durban. El
camino hasta entonces es largo, y tanto la presi-
dencia actual (México) como la futura (Sudáfrica) ten-
drán que hacer uso de sus habilidades para facilitar
este pasaje y habilitar un contexto adecuado para
que logren mejores y más ambiciosos acuerdos.

Si bien la cumbre de Copenhague pasará a la
historia como aquella donde mayores expectati-
vas se generaron de entre las realizadas hasta la
fecha, pero menores fueron los avances conse-
guidos, la COP 16 en Cancún será recordada
como un relativo éxito. Algunos autores atribu-
yen una parte importante de éste éxito a los pro-
gresos que de manera incremental han venido
dándose en los últimos años cumbre tras cum-
bre (Stavins, 2010b), si bien en estas líneas qui-
siéramos destacar también el papel que el lide-
razgo político jugó en esta ocasión.

Principalmente desearíamos referirnos al fuer-
te compromiso del máximo representante del
Gobierno de México, el Presidente Felipe Calde-
rón que estuvo presente y muy activo durante las
dos semanas de celebración de la reunión, pero
sobre todo por la habilidad y tesón —ampliamente
reconocidos por todos los países— de la Secre-
taria de Asuntos Exteriores del Gobierno mexica-
no, Patricia Espinosa. Tanto el trabajo realizado
por la Secretaria Ejecutiva de la UNFCCC, Chris-
tiana Figueres como por Espinosa a lo largo de
todo el año pero sobre todo durante la cumbre,
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como el procedimiento de reuniones paralelas
lideradas por facilitadores de países de la Con-
vención, han demostrado ser decisivas para el
acuerdo logrado en Cancún. Por último, resulta
destacable el intenso y fructífero trabajo realiza-
do por la Secretaria de Estado para el Cambio Cli-
mático de España, Teresa Ribera, como facilita-
dora (junto a un representante del Gobierno de
Argelia) en materia de adaptación. Fue necesaria
mucha habilidad negociadora para superar las
posiciones encontradas y la poco constructiva
perspectiva de algunos países, especialmente de
Bolivia, ante cualquier avance.

El cambio climático sigue necesitando de nume-
rosos actores de otros ámbitos de acción ajenos
del proceso negociador de las Naciones Unidas
—de todos los grupos de interés y de todos los
niveles de Gobierno— que pueden contribuir deci-
didamente a reducir las emisiones y a adaptarse
al cambio climático. Sin embargo, el proceso que
se lleva cabo en el seno de la UNFCCC sigue sien-
do parte fundamental de la solución.�

NOTAS
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(**) Research Fellow (BC3).
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RESUMEN

Este artículo analiza los resultados de la última cumbre
mundial sobre el cambio climático celebrada en Cancún en
2010. Para ello se analizan los precedentes de dicha cum-
bre, las posiciones expresadas por los principales países
o bloques de países y se analizan finalmente los acuerdos
obtenidos. Aunque los avances en las negociaciones son
lentos comparados con la dinámica de las emisiones glo-
bales, en esta ocasión los acuerdos alcanzados en Can-
cún nos permiten defender un moderado optimismo. Sin
bien será necesaria mucha negociación política interna-
cional al más alto nivel para lograr un acuerdo global, de
largo plazo y que sea vinculante para los países, el Acuer-
do de Cancún ha logrado al menos avances concretos sig-
nificativos en materia de adaptación, deforestación y apoyo
financiero a los países en vías en desarrollo. Finalmente, y
no menos importante, se ha devuelto la credibilidad a Nacio-
nes Unidas como organismo central para el desarrollo de
las negociaciones.

Palabras clave: Cambio climático, Cumbre de Cancún,
Negociaciones internacionales.
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1. Introducción

Gracias a la existencia de ciertos gases en la
atmósfera, denominados gases de efecto inver-
nadero (GEI), la temperatura en la superficie de
la Tierra es superior a la que se daría en su
ausencia. Sin estos gases la temperatura media
del planeta sería de unos veinte grados bajo cero.
La revolución industrial iniciada hace dos siglos
ha aumentado la concentración de GEI debido
a la quema de combustibles fósiles y a los cam-
bios en el uso de la tierra, lo cual ha acentuado
el efecto invernadero natural, dando lugar a un
aumento de la temperatura media de la Tierra.
Según el cuarto informe de evaluación del Panel
Intergubernamental del Cambio Climático (IPCC)
de Naciones Unidas, es muy probable que la
mayor parte del aumento de temperatura desde
mediados del siglo XX se deba a la mayor con-
centración de GEI antropógenos (IPCC, 2007).
Las proyecciones de emisiones para final de
siglo, según distintas hipótesis demográficas, de
crecimiento económico y de cambio tecnológi-
co, indican que la temperatura puede aumentar
en 2100 en un rango de 1,1 a 6,4° C , respecto
a 1990.

La Unión Europea (UE) lidera las negociacio-
nes internacionales sobre cambio climático (1).
La UE tiene el objetivo de limitar el aumento de
temperatura medio mundial a 2° C , respecto a
los niveles previos a la revolución industrial (Comi-
sión Europea, 2007). Ello se traduce en que la
concentración de GEI en la atmósfera debería
estabilizarse en un rango de 450 a 500 ppmv, en
unidades de CO2-equivalente. Asimismo, para
estabilizar la concentración atmosférica de GEI es
necesario que las emisiones mundiales de GEI 
alcancen su máximo hacia el año 2020. En el hori-
zonte del año 2050, el objetivo de reducción de
emisiones mundiales respecto a los niveles de
1990 es muy significativo, se estima que del orden
del 50%. Los países desarrollados deberían redu-
cir sus emisiones de GEI entre un 80% y un 95%.
Los países en vías de desarrollo deberían redu-
cir sus emisiones en un 80% respecto al esce-
nario de referencia, llegando las emisiones en el
año 2050 a los niveles de 1990. Se trata por tanto
de un objetivo de temperatura que se traduce en
objetivos muy ambiciosos para todos los países
del mundo, puesto que alcanzarlos implica trans-
formaciones radicales de las estructuras econó-
micas y energéticas.

La Comisión Europea acaba de publicar en
marzo del 2011 una comunicación dirigida al 
Parlamento Europeo y al Consejo Europeo en el
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que se analiza el escenario de transición (hoja
de ruta o roadmap) hacia una economía com-
petitiva con baja intensidad en carbono, con una
reducción de las emisiones de GEI en la UE entre
el 80% y el 95% en el horizonte 2050 (Comisión
Europea, 2011a) (2). La comunicación aborda
las siguientes cuestiones: ¿es posible lograr ese
objetivo para los años 2030 y 2040?, ¿qué obje-
tivos intermedios en el año 2020 habría que esta-
blecer?, ¿qué implicaciones tendría para la eco-
nomía tal escenario de descarbonización?, ¿qué
coste económico tendría?, ¿cuáles serían los
beneficios?, ¿qué esfuerzo de inversión habría
que realizar?

Dicha comunicación tiene su origen en la Estra-
tegia Europa 2020 (Comisión Europea, 2010) de
crecimiento inteligente, sostenible e integrador.
Esta estrategia establece cinco grandes objeti-
vos, entre los que se encuentran alcanzar el 3%
del PIB de gasto en I+D, y las metas 20/20/20 en
materia de clima y energía.

La estrategia 2020 tiene asociadas siete ini-
ciativas emblemáticas (flagship initiatives). En rela-
ción con la lucha contra el cambio climático está
la iniciativa de la reciente comunicación de la
Comisión sobre el uso eficiente de los recursos
(Comisión Europea, 2011c). Esta iniciativa persi-
gue diversos objetivos. El primero de ellos se refie-
re a desligar el crecimiento económico del mayor
uso de recursos. En este sentido, conviene recor-
dar que desde el año 1990 la UE ha aumentado
su PIB en un 40%, mientras que las emisiones
de GEI han disminuido en un 10%. Esta iniciati-
va también incluye el cambio hacia una econo-
mía con bajas emisiones de carbono, así como
un mayor uso de energías renovables, moderni-
zar el sistema de transporte y promover la efi-
ciencia energética.

La iniciativa viene acompañada de un con-
junto de propuestas regulatorias y estudios a
publicarse a lo largo del año 2011. Ya se han
publicado la comunicación sobre una economía
competitiva con una baja intensidad de carbo-
no (low carbon economy) y el Plan Europeo de
Eficiencia Energética 2011. Está previsto que
antes de final de año se publique el Libro Blan-
co del Transporte, la revisión de la directiva sobre
imposición energética, así como las reformas de
política europeas clave, como la de agricultura
y de cohesión, con la finalidad de adaptarlas a
la Estrategia 2020 y a esta flagship initiative.

El objetivo de esta nota es repasar los elemen-
tos más importantes de la comunicación sobre
una economía con una baja intensidad de carbo-
no (low carbon economy).

2. Roadmap for Competitive Low-carbon
economy in 2050

2.1. ¿Cómo se pueden reducir las emisiones
de GEI en más de un 80% en el año 
2050 respecto al año 1990?

El Consejo Europeo de marzo de 2007 apro-
bó el llamado paquete del clima y de la energía
(también llamada 20/20/20) (3), que determinó el
compromiso de la UE de reducir las emisiones
de GEI al menos en un 20% en el año 2020, res-
pecto a las emisiones de 1990. Este objetivo sería
del 30% si hubiese un acuerdo internacional y si
otros países desarrollados se comprometen a
reducciones de emisiones comparables. Al mismo
tiempo, el Consejo adoptó un objetivo de alcan-
zar el 20% del consumo energético con energías
renovables, y estableció el objetivo de reducir el
consumo energético en un 20% con respecto al
nivel previsto en la misma fecha (en el llamado
escenario de referencia) gracias a una mayor efi-
ciencia energética.

Respecto a los objetivos 20/20/20 para el año
2020, la comunicación concluye que estamos
situados en la senda adecuada para lograr la meta
de reducción de emisiones de GEI y de penetra-
ción de renovables. Sin embargo, sólo se alcan-
zará una mejora del 10% en la eficiencia energé-
tica, por debajo del objetivo del 20%. Por ello la
comunicación viene acompañada del Plan de Efi-
ciencia Energética 2011 (Comisión Eur opea,
2011d), que permitirá lograr la meta del 20% en
eficiencia. Asimismo, si se logran los objetivos de
este plan, las emisiones de GEI se reducirán en
un 25% en el año 2020, en lugar de en un 20%
en ausencia de dicho plan.

Respecto al horizonte 2050, la UE debería
reducir sus emisiones domésticas de GEI en un
80%, en relación al año 1990. Según el análisis
de la comunicación, en la senda eficiente en tér-
minos de costes, las emisiones debería reducir-
se en un 40% en el año 2030 y en un 60% en el
año 2040. El gráfico 1 representa la senda de
reducción de emisiones en el horizonte 2050,
según los sectores emisores. Se observa que con
el transcurso de las décadas el esfuerzo relativo
de reducción va aumentando, sobre todo a par-
tir del año 2030. Así, respecto a las emisiones de
1990, la tasa de reducción anual del período
2010-2020 es de aproximadamente un 1%, cre-
ciendo hasta al 2% en el período 2030-2050. El
gráfico también representa la evolución de las
emisiones si se continúa con las políticas actua-
les. En este caso, las emisiones se reducirían en
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un 40% respecto a los niveles de 1990. El cua-
dro 1 presenta las variaciones de las emisiones
de GEI por sectores en el horizonte 2005, 2030
y 2050, respecto a 1990.

Es de destacar que el sector eléctrico prácti-
camente se descarboniza por completo en el año
2050. Además, este sector es fundamental al con-
tribuir a la disminución del consumo de combus-

tibles fósiles en los sectores de transporte (a tra-
vés de la electrificación parcial del transporte) y en
la demanda de calefacción. La participación de las
tecnologías bajas en carbono en el mix de gene-
ración eléctrico prácticamente alcanza el 100% en
el año 2050, desde la tasa actual del 45%. La
comunicación destaca el papel esencial del mer-
cado europeo de emisiones a la hora de facilitar

GRÁFICO 1
SENDA DE REDUCCIÓN DE EMISIONES DE GEI EN LA UE HACIA EL OBJETIVO DEL 80%

(En porcentaje)
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Fuente: Comisión Europea (2011a).

CUADRO 1
CAMBIO EN LAS EMISIONES DE GEI RESPECTO A 1990

(En porcentaje)

2005 2030 2050

Generación eléctrica (CO2) -7 -54 a -68 -93 a -99
Industria (CO2) -20 -34 a -40 -83 a -87
Transporte (incluyendo CO2 de la aviación, excluyendo marítimo) +30 +20 a -9 -54 a -67
Residencial y servicios (CO2) -12 -37 a -53 -88 a -91
Agricultura (gases distintos del CO2) -20 -36 a -37 -42 a -49
Otras emisiones de gases distintos del CO2 -30 -72 a -73 -70 a -78

Fuente: Comisión Europea (2011a).
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la mencionada expansión de las tecnologías bajas
en carbono. Para ello es necesario que el merca-
do de emisiones produzca una señal suficiente de
precios y, además, una señal predecible y antici-
pable por los agentes económicos, de forma que
las decisiones de inversión a largo plazo tengan
en cuenta el precio del carbono. Otro aspecto
importante es el gran esfuerzo inversor requerido
para ampliar la capacidad de la red eléctrica, con
el objetivo de facilitar la integración de las tecno-
logías renovables en el sistema eléctrico.

En cuanto al transporte, un sector enormemen-
te dependiente del petróleo (en un 90%) y cuyas
emisiones de GEI no han dejado de crecer en las
últimas décadas, la comunicación destaca que la
innovación tecnológica puede jugar un papel clave
a través de tres mecanismos: mejora en la eficien-
cia de los vehículos, nuevos combustibles y siste-
mas de propulsión, y mejor uso de las redes de
transporte. El análisis que acompaña a la comu-
nicación proyecta que las emisiones del sector
transporte en el año 2030 podrían llegar a las del
año 1990. A partir del año 2030 las reducciones
se acentuarían llegándose en el año 2050 a unas
emisiones un 60% por debajo de las de 1990. Está
previsto que la Comisión Europea publicará en el
otoño de 2011 el Libro Blanco sobre el Transpor-
te, en el que se detallará más cómo se pueden
reducir las emisiones de forma significativa.

Otra área clave es la construcción. El estudio
de la Comisión calcula que las emisiones se podrán
reducir en un 90% en el año 2050, respecto a
1990, gracias a las mejoras en la eficiencia ener-
gética de las edificaciones. Por tanto, este sector
juega un papel clave en la contribución a la reduc-
ción en las emisiones totales. En este sentido cabe
destacar la reciente directiva de eficiencia ener-
gética de los edificios (Directiva 2010/13). La misma
fija como objetivo que todos los edificios que se
construyan a partir de 2021 sean Edificios de Ener-
gía Cercana a Cero (Nearly Zero Energy Buildings),
y a partir de 2019 en el caso de los edificio públi-
cos. Será necesario además reacondicionar el
stock de edificios existentes, mejorando su efi-
ciencia energética, tanto de los componentes
estructurales como de los equipamientos.

En los sectores industriales las emisiones de
GEI se podrían reducir en torno al 85% en 2050
respecto al año 1990, a partir de un amplio con-
junto de medidas como la aplicación de procesos
y equipos industriales más eficientes, aumentar el
reciclado y el uso de tecnologías de reducción de
emisiones de otros GEI distintos del CO2. Una tec-
nología fundamental será la de la captura y secues-
tro de carbono en sectores como el cemento y el

acero. Dado que los sectores industriales están
expuestos al comercio internacional, la Comisión
continuará actualizando la lista de sectores con
riesgo de fuga de carbono, de acuerdo con la
Directiva Europea del Sistema Europeo de Comer-
cio de Emisiones (Directiva 2003/87 y Directiva
2009/29).

La reducción de emisiones de GEI en el sector
agricultura en el año 2050 se estima en un entor-
no del 42 al 49%, respecto a 1990. El hecho de
que se proyecta un aumento importante de la pro-
ducción agrícola limita las posibilidades de reduc-
ción. En el año 2050 las emisiones de este sector
podrían suponer un tercio de las emisiones totales
de la UE. Este sector recibirá atención específica
en la próxima comunicación sobre bio-economía.

2.2. ¿Cuánto costará?

Una idea central del análisis realizado es que
será necesario acometer grandes inversiones en
múltiples frentes y sectores simultáneamente, de
forma que mejore enormemente la eficiencia en el
uso del recurso energía en la UE. Para lograr gran-
des ahorros en los costes operativos en términos
de menor gasto energético anual, será necesario
invertir masivamente en nuevas tecnologías de
generación eléctrica, vehículos de transporte, infra-
estructuras y equipamientos industriales, materia-
les de construcción eficientes energéticamente,
etcétera. El esfuerzo inversor agregado es muy sig-
nificativo, estimado en una inversión adicional anual
equivalente al 1,5% del PIB europeo de media en
las próximas cuatro décadas. Este porcentaje se
corresponde con un esfuerzo adicional en inver-
sión pública y privada de unos 270.000 millones
de euros por año, en media. En términos absolu-
tos la mayor parte de las inversiones respondería
a la adquisición de nuevos vehículos e infraes-
tructuras de transporte (150.000 millones de euros)
y al gasto en la mejora de la eficiencia de los edi-
ficios, nuevos y existentes, y sus equipamientos
(75.000 millones).

Una medida utilizada por los economistas para
medir el coste de la política climática es el valor
del carbono (carbon value), o coste marginal de
reducir las emisiones. Cuanto mayor sea el obje-
tivo de restricción de emisiones, mayor será el
coste marginal necesario para satisfacer la res-
tricción. El carbon value según los distintos esce-
narios contemplados en la comunicación se sitúa
entre 50 y 60 euros por tonelada de CO2 en el año
2030 y entre 100 y 370 euros por tonelada de CO2
en el año 2050, según ciertos supuestos tecnoló-
gicos y otros parámetros de los modelos.
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2.3. ¿Qué beneficios reportará?

La comunicación sobre una economía con una
baja intensidad de carbono destaca tres capítulos
principales de beneficios (4). En primer lugar, el
importe de las importaciones energéticas podría
disminuir de forma notable (hasta reducirse a la
mitad), gracias a la descarbonización del sistema
energético. Se estima que el gasto en combusti-
bles se reducirá en media anual entre 175.000 y
320.000 millones de euros. Ello conllevaría indu-
dables ventajas en términos de mejora de la balan-
za por cuenta corriente de la UE y de la consi-
guiente disminución de la vulnerabilidad de la UE
a posibles shocks energéticos futuros (sean de
petróleo o de gas natural). Si, por el contrario, no
se acomete una política mundial de lucha contra
el cambio climático, la factura energética de impor-
tación de petróleo y gas natural se podría doblar,
con un gasto adicional de unos 400.000 millones
de euros en el año 2050.

En segundo lugar, se podrían crear hasta un
millón y medio de empleos adicionales si se rea-
lizara una reforma fiscal que redujese los impues-
tos sobre el factor trabajo. Los ingresos adicio-
nales derivados de la subasta de permisos de
emisión de CO2 y de la imposición sobre el CO2
se podrían destinar a reducir la fiscalidad sobre el
trabajo, lo que podría producir un aumento del
empleo al abaratarse este factor de producción
respecto a otros.

Finalmente, se estima que podría haber una
mejora del estado de la salud humana en la UE al
mejorar la calidad del aire por la menor contami-
nación atmosférica ligada a un menor uso de com-
bustibles fósiles. Se estima que en el año 2030 la
valoración económica de la menor mortalidad sería
de 17.000 millones de euros por año, y de 38.000
millones/año en el año 2050.

3. Conclusiones

El objetivo de limitar el aumento de la tempe-
ratura del planeta a 2° C es sin duda ambicioso.
En particular, la UE debería reducir sus emisiones
de GEI en el año 2050 en un rango del 80-95%
respecto a 1990. Alcanzar esta formidable meta
exige una transformación radical, estructural de
la economía y sociedad europeas. La energía per-
mea prácticamente la totalidad de la actividad
económica y eliminar casi por completo el car-
bono de nuestras economías requiere una autén-
tica revolución energética y tecnológica. Se calcu-
la que el consumo de energía primaria de la UE

en el año 2050 tendría que ser un 30% menor al
del año 2005. La intensidad energética por uni-
dad de PIB tendría que disminuir en un 65% en
el período 2005-2050. Por tanto es necesaria una
revisión en profundidad no sólo de las políticas
europeas, sino de las políticas nacionales, regio-
nales y locales.

A tal fin, la Comisión ha iniciado una serie de
trabajos para entender mejor cómo se pueden
alcanzar esas metas y, en concreto, especificar
las medidas a adoptar en la próxima década de
forma que la UE se sitúe en la senda adecuada,
proporcionando las señales de precios necesa-
rias a los agentes económicos. La comunicación
sobre una economía europea poco intensiva en
carbono discutida en esta nota contiene intere-
santes reflexiones.

Una idea sugerente del análisis de la Comisión
es poner el énfasis en la elección implícita que
tiene la sociedad europea ante sí: continuar impor-
tando combustibles fósiles o transformar nuestra
economía haciéndola poca intensiva en energía y
carbono. En la actualidad el 53% del consumo de
energía primaria en la UE es importado. Nuestro
modelo de desarrollo intensivo en energía exige
ingentes y costosas transferencias de recursos
económicos al exterior. Una transformación del
sistema energético en su conjunto conlleva indu-
dables costes de ajuste, pero asimismo genera-
ría unos recursos económicos que se quedarán
en la UE en su mayor parte. Estos recursos se
pueden utilizar por ejemplo para reducir la impo-
sición sobre el factor trabajo, de forma que el
empleo de la economía podría aumentar. No con-
viene olvidar que una de las posibles causas de
la actual crisis financiera es el shock energético
del 2008, cuando el petróleo llegó a costar 150
dólares el barril y, en el caso de la economía espa-
ñola, el desequilibrio en la cuenta corriente llegó
a superar el 10% del PIB.�

NOTAS

(*) Las opiniones expresadas en esta nota corresponden al
autor, y no reflejan necesariamente las de la Comisión
Europea. El autor agradece los comentarios y sugeren-
cias de Ignacio Hidalgo y Bert Saveyn.

(1) Sobre política climática europea véase Delbeke y cols.
(2010) y Ciscar y Soria (2009).

(2) El impact assessment que acompaña esta comunicación
aparece en Comisión Europea (2011b). En este docu-
mento se expone el amplio trabajo de modelización rea-
lizado para analizar los diversos escenarios 2050.

(3) Véase e.g. Soria y Saveyn (2010).
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(4) La comunicación no cuantifica los beneficios en términos
de daños evitados del cambio climático, en parte, por la
gran dificultad de realizar estas estimaciones. Hay cierta
evidencia reciente de que el impacto económico del cam-
bio climático en Europa podría ser sustancial, con una
gran diferencia en cuanto a los impactos en distintas zonas
geográficas (Ciscar y cols. 2011).
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RESUMEN

De acuerdo con el objetivo de limitar el aumento de la
temperatura del planeta a 2° C , la UE ha de reducir las emi-
siones de gases de efecto invernadero entre un 80% y un
95% en el año 2050, respecto a los niveles de 1990. Seme-
jante esfuerzo de reducción supone una transformación
radical de la economía europea, y del sector energético en
particular. La Comisión Europea acaba de publicar en marzo
una comunicación en la que se estudia el proceso de tran-
sición hacia una economía europea descarbonizada. Este
artículo revisa los detalles de este escenario de transición,
en el marco de la Estrategia Europa 2020 sobre crecimiento
inteligente, sostenible e integrador.

Palabras clave: Cambio climático, Gases de efecto inver-
nadero, Economía baja en carbono.
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española

1. Introducción

Desde la aparición del nuevo mercado europeo
de emisiones de gases de efecto invernadero (EU-
ETS), los sectores industriales tienen un incentivo
explícito a controlar sus emisiones de estos gases.
Los objetivos de reducción acordados para 2020,
o la posibilidad de abandono del mecanismo de
asignación gratuita de permisos a ciertas industrias
a partir de 2013 son, entre otros, retos que intro-
ducen nuevas incertidumbres en una industria que
aún no se ha repuesto de los efectos de la crisis
económica presente en nuestro país. Es precisa-
mente en este marco donde se encuadra la nece-
sidad de evaluar el potencial de las medidas de
reducción de emisiones y los costes que éstas
implican. Este análisis de costes de mitigación de
CO2 tiene especial relevancia en España, donde la
tendencia de emisiones de los últimos veinte años
no es alentadora y el margen de maniobra para
cumplir los compromisos internacionales adquiri-
dos en Kioto y Europa se va reduciendo cada día.

El enfoque utilizado habitualmente para la esti-
mación de los costes de mitigación de CO2 es la
construcción de curvas de costes marginales de
reducción (curvas MAC): son curvas que relacio-
nan distintos grados de reducción en las emisio-
nes, con el coste marginal de dicha reducción.
Las curvas pueden construirse mediante la esti-
mación de expertos (McKinsey & Company, 2007),
mediante modelos de equilibrio general (Paltsev
y cols., 2005), o mediante modelos bottom-up
(Hidalgo y cols., 2005; Szabo y cols., 2006). Evi-
dentemente, cada aproximación tiene ventajas e
inconvenientes (Kesicki, 2010). Este artículo mues-
tra una primera estimación, mediante modelos
bottom-up, de los costes marginales de abati-
miento de CO2 en España para los sectores indus-
triales más intensivos en consumo de energía y
emisiones: eléctrico, acero y cemento. El conjun-
to de dichos sectores representan el 30% del total
de emisiones nacionales.

En la sección 2 se presenta una breve descrip-
ción de cuál es la situación de España en cuanto
a emisiones de GEI se refiere. El apartado 3 des-
cribe una serie de modelos de los sectores que
han sido analizados y cuyos resultados se pre-
sentan en el epígrafe 4. La sección 5 enumera las
conclusiones.

2. Situación de las emisiones en España

Desde 1990 las emisiones de GEI en España
han seguido una trayectoria creciente e impara-
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ble que sólo se ha visto frenada en estos últimos
años por causas no deseables, como la actual
crisis económica y financiera. A finales de 1990
las emisiones registradas fueron de 286,62 Mton
CO2eq y en aquel momento España contaba con
el permiso, acordado en Kioto, de aumentar sus
emisiones un 15% respecto a ese nivel en 2020,
pudiendo llegar sin penalización a los 330 Mton
CO2eq. En la actualidad, las emisiones registra-
das (405,7 Mton CO 2eq en 2008), cuya des-
composición se muestra en el cuadro 1, superan
ampliamente los objetivos propuestos.

Se puede apreciar en el cuadro 1 que los sec-
tores eléctrico, cemento, refino y siderúrgico son
responsables de más del 80% de las emisiones
sujetas al comercio europeo. Por otro lado, es des-
tacable el papel del sector transporte en el total
de emisiones de GEI.

3. Modelos sectoriales

Para tratar de estimar los costes de la reduc-
ción de emisiones de CO2 en los principales sec-
tores emisores de la industria se han utilizado
modelos bottom-up que tratan de simular el
comportamiento de cada uno de estos secto-
res. Dichos modelos tratan de minimizar los cos-
tes de producción teniendo en cuenta la deman-
da a cubrir y un objetivo de reducción en las
emisiones, permitiendo cambios en las tecnolo-
gías empleadas, el uso de combustibles y mate-
rias primas, o la inversión en nuevas tecnologías.

Los sectores analizados son el cemento, acero
y eléctrico.

3.1. Modelo de cemento

La industria del cemento en España, repre-
sentada esquemáticamente en el gráfico 1, cuen-
ta con dos tipos de centrales: aquellas que se
dedican al proceso productivo completo (fabri-
cación de clínker y cemento) y aquellas que sólo
fabrican cemento a partir de clínker importado
(fábricas de molienda). Una vez producido el clín-
ker (o importado), éste se mezcla con otras adi-
ciones en unos molinos eléctricos rotatorios para
producir cemento.

No existe diferenciación en el proceso de pro-
ducción de cemento. Sin embargo, para produ-
cir clínker sí existen diferentes tecnologías dispo-
nibles en función de la sequedad de las materias
primas empleadas. En España la mayor parte de
los hornos de clínker son de tecnología seca con
precalentador (SECP) o precalentador + precal-
cinador (SECPP), las cuales presentan los rendi-
mientos más altos de la industria. Por otro lado,
cabe mencionar los focos de emisiones de GEI
en este sector. La producción de clínker es la res-
ponsable del total de emisiones directas en esta
industria. Aproximadamente el 60% de estas emi-
siones son debidas a las reacciones químicas que
sufren las materias primas en el horno, y el 40%
restante son debidas a la combustión. Además
se tienen en cuenta también las emisiones indi-
rectas causadas por el consumo eléctrico en hor-
nos y moliendas.

3.2. Modelo de acero

El sector del acer o en España se puede
modelar con los dos tipos de hornos existentes:
hornos de oxígeno básico (BOF) y hornos por
arco eléctrico (EAF). El proceso que se lleva a
cabo en ambos es completamente distinto: mien-
tras que en los altos hornos de fundición se parte
de mineral de hierro para producir arrabio, el cual
se introduce en los hornos BOF para fabricar
acero, en los hornos de arco eléctrico se suele
introducir chatarra, quizá con ciertas cantidades
de arrabio u otros constituyentes como el DRI
(direct reduced iron), que se funden para pro-
ducir el material final. El gráfico 2 esquematiza
el proceso.

La electricidad consumida por los hornos eléc-
tricos es cinco veces superior a la consumida por
la vía integral, lo que implica un aumento de las
emisiones indirectas de este sector. Por el con-

CUADRO 1
EMISIONES DE GEI EN ESPAÑA EN 2008

Fuente de emisiones de GEI [kton CO2eq]
[Porcentaje

sobre el total]

Industrial dentro de ETS 163.457 40,13
Generación eléctrica 88.730 21,78
Cemento 23.400 5,75
Refino de petróleo 14.600 3,58
Siderurgia 7.970 1,96
Otros procesos e industrias 31.085 7,06

Industrial fuera de ETS 31.167 7,65
Combustión no industrial 29.605 7,27
Transporte 116.346 28,56
Agricultura 33.531 8,23
Tratamiento residuos 16.941 4,16
Otras fuentes 16.262 3,99

Total 407.309 100,00

Fuente: Ministerio de Medio Ambiente.
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trario, la actividad más intensiva en emisiones se
da en las plantas BF-BOF, debido al uso de com-
bustibles fósiles, donde se debe transformar el
mineral de hierro en arrabio, consumiendo gran
cantidad de energía, y posteriormente en acero.

Una característica importante de la industria side-
rúrgica en España es que, al contrario que en el
resto de Europa, la vía principal de producción de
acero es la eléctrica, con un 75% del total de la
capacidad instalada (EUROFER-www.eurofer.org).

GRÁFICO 1
ESQUEMA DEL MODELO DEL SECTOR CEMENTERO
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3.3. Modelo de sector eléctrico

El modelo de generación eléctrica es una versión
simplificada del modelo desarrollado en el IIT (Lina-
res y cols., 2008) en el que se analizan la operación
del sistema y las nuevas inversiones necesarias para
cubrir la demanda eléctrica durante un período deter-
minado. Este modelo considera catorce tipos de
tecnologías caracterizadas en función del combus-
tible usado y su factor de eficiencia, a saber, nuclear,
carbón nacional e importado, fuel, gas, ciclos com-
binados, cogeneración, hidráulica, bombeo, mini
hidráulica, biomasa, eólica terrestre y marina, y solar
fotovoltaica y térmica. El mix energético resultante
es el que minimiza los costes variables y de inver-
sión, cumpliendo además una restricción en el nivel
de emisiones permitidas por esta industria.

4. Resultados

En primer lugar se presenta una sección con
los parámetros de entrada más relevantes usados
en el estudio, así como sus fuentes. Los modelos
del sector cemento y acero optimizan la operación
de 2008. El análisis presentado para el sector eléc-
trico corresponde a 2020.

4.1. Parámetros de entrada

La demanda del sector cementero, como se
muestra en el cuadro 2, se descompone en los
siete grupos de cemento tipo.

Debido al supuesto de que la demanda de
cemento debe ser cubierta en todo caso, es posi-
ble que bajo una restricción fuerte en el nivel de
emisiones de CO2 permitidas, la única alternativa
viable sea la importación, bien de clínker o de
cemento. Los precios estimados por el autor, basa-
dos en informes procedentes de Oficemen, se
muestran en el cuadro 3.

Por otro lado, la capacidad máxima de pro-
ducción al año, tanto de clínker como de cemen-
to, queda expresada en el cuadro 4.

Por último, cabe citar el valor fijado como refe-
rencia base para las emisiones del sector (BAU)
que alcanza las 23,7 Mton CO2 al año.

En cuanto al sector del acero, la demanda total
de acero bruto considerada para el período de
estudio es de 18 Mton, la cual implica un volumen
base de emisiones de CO2 de 14,16 Mton. Los
costes de importación ascienden a 491,5 €/ton
de acero y 206,15 €/ton de chatarra importada
(Evans Miranda, 2009). En cuanto al consumo
eléctrico, se considera que un horno BOF y un
horno de arco eléctrico consumen una media de
0,128 MWh y 0,544 MWh por tonelada de acero
producida respectivamente (Meyers & Buen,
1993). Los consumos de combustible sólo se con-
sideran necesarios en el proceso BOF, y su coste
se incluye como coste variable dentro de la estruc-
tura de costes de esta tecnología.

El modelo del sector eléctrico devuelve el mix
óptimo (menor coste) de generación para cubrir la
demanda de energía eléctrica en 2020. La deman-
da supuesta es de 295,4 TWh (estimación reali-

CUADRO 2
DEMANDA DE CEMENTO EN ESPAÑA EN 2008

Tipo de cemento
Cemento Gris Cemento Blanco

I II III IV V I II

Demanda (Mton) 7 25 1,4 1,8 0,2 0,2 0,88

Fuente: OFICEMEN.

CUADRO 3
PRECIO DE IMPORTACIÓN DE CLÍNKER Y CEMENTO

Clínker
Cemento

I II III IV V

Precio (€/ton) Gris 47 55 50 52 55 55
Blanco 55 66 58 — — —
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zada con datos de demanda de REE para 2008
con un 0,5% de crecimiento anual), parte de la
cual debe ser cubierta con renovables de acuer-
do al objetivo planteado por el Gobierno para 2020.
Las diferentes centrales de generación, cuyas
características fundamentales se exponen en el
cuadro 5, han sido agrupadas en función del tipo
de combustible que utilizan. Además, el nivel de
emisiones base considerado para este sector es
de 91,5 Mton CO2.

Bajo estos supuestos, los costes marginales de
abatimiento para los distintos sectores estudiados
se presentan a continuación.

4.2. Curvas MAC

4.2.1. Cemento

La industria del cemento en España es una de
las industrias más eficientes a nivel global ya que
la gran mayoría de sus fábricas integran la tec-

nología más eficiente disponible actualmente
(Ministerio de Medio Ambiente, 2003). Este hecho
ha sido favorecido gracias a la baja humedad de
las materias primas disponibles en España (que
evitan un proceso previo de secado necesario en
la fabricación del clínker), pero hace que las alter-
nativas de reducción de emisiones se limiten a
cambios en el mix de combustibles empleados y
materias primas alternativas con menor conteni-
do en carbono, o a la importación tanto de clín-
ker como de cemento. El gráfico 3 muestra la
curva de costes marginales de abatimiento para
la industria cementera.

Se puede apreciar un rango moderado y rela-
tivamente bajo de variación en el coste de reduc-
ción de CO2. Este valor es fuertemente depen-
diente de los precios de importación del clínker.
Cuando el nivel de emisiones tope fijado para esta
industria decrece un 6% la alternativa más renta-
ble consiste en importar parte de la demanda de
cemento gris tipo I (mayor contenido de clínker)
con el consiguiente ahorro en combustibles y
materias primas para la producción de esa parte
de clínker. Si la restricción se endurece, alcan-
zando una reducción del 15%, los r esultados
muestran que la quinta parte de la producción de
cemento gris se cubriría con importaciones. Ade-
más, reducciones superiores al 20% obligarían
también a prescindir de la producción de cemen-
to blanco, cubriendo la totalidad de su demanda
con importaciones, como se indica en el gráfi-
co 4. Para restricciones más elevadas en el nivel
permitido de emisiones, el resultado que se obser-
va es que cuanto más estricto es el límite permi-
tido, mayor volumen de clínker es importado.

Es importante resaltar que desde el punto de
vista de las emisiones, el elemento clave en la
industria del cemento es el clínker. Las restric-
ciones en el nivel máximo de emisiones afectan
directamente a la producción nacional de clínker,
mientras que la producción de cemento se ve
indirectamente afectada por este hecho. La ren-

CUADRO 4
CAPACIDAD MÁXIMA DE PRODUCCIÓN DE CLÍNKER Y CEMENTO

Tecnología

Clínker Cemento

HUM SEMI SECL SECP SECPP
Planta

Moliendaintegral

Capacidad (Mton) Gris 0,9 0,9 7,0 10 10 30 10
Blanco 0,1 0,1 0,5 2 2 1 1

Fuente: Estimación realizada por el autor a partir del Ministerio de Medio Ambiente, 2003.

CUADRO 5
POTENCIA INSTALADA EN ESPAÑA A 2008

Capacidad
Eficiencia Factor de

Central
(MW)

térmica emisiones
(pu) (ton CO2/MWh)

Nuclear 7.716 0,32 —
Fuel/Gas 4.401 0,40 0,780
Carbón 11.359 0,38 0,920
Ciclo combinado 21.667 0,50 0,400
Cogeneración 7.132 0,55 0,550
Biomasa 578 0,27 0,005
Hidráulica 13.910 — —
Mini hidráulica 1.938 — —
Bombeo 2.747 — —
Eólica 16.187 — —
Solar 3.270 — —

Fuente: REE.
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GRÁFICO 3
CURVA MAC DEL SECTOR DEL CEMENTO EN ESPAÑA

20

0

6

0

8

12

16

10

14

18

C
os

te
 m

ar
gi

na
l d

e 
ab

at
im

ie
nt

o 
(€

/t
on

C
O

2)

Reducción de emisiones (% sobre el BAU)

4

2

10 20 30 40 50 60

GRÁFICO 4
VOLUMEN DE IMPORTACIONES DE CEMENTO Y CLÍNKER
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tabilidad en la producción de este último depen-
derá fuertemente del incremento del coste aso-
ciado a su materia prima fundamental, el clínker,
como consecuencia de la severidad de la nor-
mativa medioambiental que sea establecida.

4.2.2. Acero

El sector del acero presenta aún menos elasti-
cidad que la industria cementera. Como puede
apreciarse en el gráfico 5, el coste de reducción
de las emisiones presenta un perfil bastante plano
y elevado.

En primer lugar, y para reducciones menores
al 10% en este sector, se intenta minimizar el uso
de mineral de hierro para la producción de arra-
bio, sustituyendo éste por otras adiciones. Sin
embargo, el potencial de esta medida es limita-
do debido a la calidad exigida en el producto final,
y los altos costes que conllevarían nuevas inver-
siones en hornos eléctricos (bajos factores de
emisiones directas) hacen que para cumplir una
restricción decreciente en el nivel máximo de emi-
siones, la alternativa sea, como se aprecia en el
gráfico 6, la de abandonar paulatinamente la pro-
ducción de acero en hornos BOF y cubrir esa
demanda con acero procedente del extranjero,

de forma que para reducciones superiores al 40%
en las emisiones del sector, la producción en
horno tradicional sea nula. En este caso, y quizá
análogamente al papel que desempeña el clínker
en la industria cementera, el arrabio es un deri-
vado del mineral de hierro y el componente fun-
damental del acero producido en altos hornos.
Su producción es el factor que más emisiones
directas introduce en el proceso de fabricación
de acero, sin embargo, la posibilidad de impor-
tación de arrabio no ha sido considerada en este
estudio porque no se conocen datos reales de
industrias siderúrgicas que lleven a cabo esta
práctica.

Por otro lado, hay que destacar la importan-
cia del precio y disponibilidad de la chatarra en
el análisis de beneficios de la industria siderúrgi-
ca española. La chatarra es el componente fun-
damental para la producción de acero en hornos
EAF y la fuerte volatilidad que presenta su precio
(www.steelonthenet.com) hace difícil su modela-
do y posterior análisis. Aún así, la conclusión que
puede extraerse a la vista del gráfico 6 es que
sólo para reducciones muy severas de emisio-
nes de CO2, por encima del 50%, el volumen de
producción de acero en hornos de arco eléctri-
co se vería reducido.

GRÁFICO 5
CURVA MAC DEL SECTOR DEL ACERO
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4.2.3. Electricidad

El sector eléctrico presenta una mayor elasti-
cidad a la reducción en las emisiones que los sec-
tores expuestos previamente, y a la vista del grá-
fico 7 se puede observar un rango amplio en el
coste marginal en función de diferentes niveles
de reducción.

Como se aprecia en el gráfico 8, las tecnolo-
gías de generación renovables así como la nuclear,
no ven afectado su aporte al mix energético para
los diferentes escenarios de reducción de emisio-
nes propuestos. No así ocurre con el carbón, cuya
tendencia es claramente decreciente ante reduc-
ciones en el nivel tope de emisiones, y se presen-
ta como la primera medida de reducción. La parte
de demanda que deja de ser atendida por cen-
trales térmicas de carbón pasa a cubrirse con cen-
trales de ciclo combinado, alimentadas con gas,
combustible de alto poder calorífico y menor con-
tenido en carbono, aunque algo más caro. A la
vista de los resultados, y teniendo en cuenta el
objetivo de renovables propuesto por el Gobierno
a 2020, las centrales térmicas de carbón desapa-

recerían del mix energético si las exigencias medio-
ambientales obligasen a reducir las emisiones del
sector por encima del 50%, momento a partir del
cual, además, los ciclos combinados también ve-
rían reducido su aporte en pro de un aumento sos-
tenido de las energías renovables.

5. Conclusiones

El objetivo de este artículo es el de presentar a
grandes rasgos el funcionamiento de las princi-
pales industrias intensivas en emisiones en Espa-
ña y dar una primera aproximación de en qué nivel
y a qué precios pueden afectarles las diferentes
imposiciones medioambientales que se prevén en
un futuro próximo.

Analizando la industria por sectores, se obser-
va que el grueso de emisiones en España lo
compone el sector eléctrico (22%), el sector
cementero (5,8%), el refino de petróleo (3,6%)
y la siderurgia (2%). Estos cuatro sectores cubren
más del 80% de las emisiones del sector indus-
trial y un 34% de las emisiones totales nacionales.

GRÁFICO 6
EVOLUCIÓN DE LA PRODUCCIÓN DE ACERO ANTE RESTRICCIÓN EN LAS EMISIONES
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GRÁFICO 8
MIX DE GENERACIÓN ELÉCTRICA A 2020 BAJO DIFERENTES NIVELES DE EMISIONES
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GRÁFICO 7
CURVA MAC DEL SECTOR ELÉCTRICO
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El sector del cemento en España está caracte-
rizado por un nivel de eficiencia muy alto en casi
todas sus fábricas, ya que la mayoría pueden con-
siderarse dentro de las mejores técnicas disponi-
bles (Ministerio de Medio Ambiente, 2003), y por
tanto, con la tecnología disponible tiene poco mar-
gen de maniobra para afrontar restricciones seve-
ras en el nivel de emisiones. Los resultados mues-
tran que los cambios en el uso de combustibles,
o en las adiciones del cemento, son medidas con
un potencial muy limitado y la importación de clín-
ker, constituyente fundamental del cemento, se
presenta como la solución más evidente para lograr
reducciones de emisiones.

Análogamente a lo que ocurre con el sector del
cemento, el sector siderúrgico en España es uno
de los menos intensivos en emisiones directas de
Europa debido a la gran penetración del horno de
arco eléctrico en la producción de acero. Esta tec-
nología presenta ventajas desde el punto de vista
medioambiental con respecto a la tecnología tra-
dicional de alto horno, de manera que incremen-
tos en la severidad de las restricciones ambienta-
les involucran una caída paulatina de la producción
de acero en horno clásico. Por lo tanto, en estos
dos sectores, se puede concluir que la aplicación
de medidas de reducción de emisiones, bajo los
supuestos citados, podría derivar hacia una des-
localización de una parte de la industria, y una posi-
ble fuga de emisiones a otros países con regula-
ciones menos exigentes en este aspecto.

Por último, un análisis del sector eléctrico mues-
tra que la alternativa para reducir emisiones en este
sector es la progresiva disminución del uso del car-
bón en pro de un aumento de las plantas de ciclo
combinado cuyo combustible es el gas natural.
Además, la integración de renovables en el siste-
ma, medida quizá menos rentable desde un punto
de vista puramente económico, ayuda considera-
blemente a la reducción de las emisiones de GEI
en el sector.�
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RESUMEN

A las puertas del comienzo de la tercera fase (2013-2020)
del proceso de implantación del mercado de emisiones en
Europa (EU-ETS) y con numerosas cuestiones aún por deter-
minar, la estimación de los costes de mitigación de CO2

constituye un elemento importante para evaluar el coste y
el potencial de las diferentes medidas reductoras, analizar
los impactos de posibles políticas medioambientales, y por
último, determinar los riesgos de fuga de emisiones debi-
da a la posible pérdida de competitividad de las empresas
europeas en los mercados mundiales. Este artículo pre-
senta los resultados obtenidos al llevar a cabo este ejerci-
cio por primera vez en España y para los sectores más
intensivos en emisiones de la industria: eléctrico, cemento
y acero.

Palabras clave: Costes marginales de abatimiento, Emi-
siones de CO2, Sectores industriales en España.
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1. Introducción

El cambio climático se ha convertido en una
preocupación importante para buena parte de los
habitantes del planeta, especialmente en los paí-
ses desarrollados (World Wide Views, 2009). En
el caso europeo, el Eurobarometer Survey indica
que alrededor de dos tercios de la población con-
sidera el calentamiento global como uno de los
problemas importantes a que se enfrenta la huma-
nidad y favorecen reducciones significativas de los
gases de efecto invernadero (GEI) en el horizonte
de 2020 (Eurobarometer, 2009). En particular,
nuestro país se sitúa por encima de la media
europea en la consideración del cambio climático
como un problema muy serio y, como recoge la
aplicación que se presenta en este artículo, los
ciudadanos españoles demuestran un elevado
interés y preocupación en esta cuestión.

En este trabajo presentamos los principales
resultados de un estudio de valoración contingente
con el que se obtienen la disposición a pagar (DAP)
de los encuestados respecto a las políticas de
reducción de las emisiones de GEI en los dos sec-
tores que más contribuyen a dichas emisiones en
España (electricidad y transporte) y sobre un rico
conjunto de actitudes de los ciudadanos sobre
alternativas para el diseño y aplicación de las polí-
ticas climáticas. Además de suministrar una infor-
mación de indudable interés sobre las preferen-
cias sociales españolas sobre estas cuestiones y
poner de manifiesto sus evidentes interacciones
con las políticas energéticas, el artículo aporta
inputs valiosos para el diseño de las futuras polí-
ticas en este campo. Pero este trabajo pretende
algo más: explicar por qué hasta el momento no
abundan en la práctica instrumentos efectivos (par-
ticularmente precios) para el control de las emi-
siones españolas de GEI.

De hecho, España es hoy probablemente uno
de los países europeos en los que existe una
mayor presión para restringir las emisiones de GEI.
Por un lado, por su especial vulnerabilidad ante
fenómenos de cambio climático, dada su situa-
ción geográfica e importancia económica de los
sectores primarios y del turismo. Por otro, por la
desafortunada evolución de las emisiones de GEI
en las dos últimas décadas, que se sitúan lejos del
objetivo de Kioto para nuestro país y cuyo com-
portamiento pro-cíclico podría dificultar la obten-
ción de los ambiciosos objetivos europeos para
2020 en el caso español.

El artículo se organiza en cuatro secciones,
incluyendo esta introducción. A continuación se
repasan los resultados de la simulación de políti-
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cas hipotéticas, mayoritariamente basadas en pre-
cios, para restringir las emisiones españolas de
GEI. Seguidamente se presenta el procedimien-
to seguido para obtener la DAP y actitudes ante
políticas climáticas de la sociedad española, con
los principales resultados obtenidos. Por último,
se recogen las conclusiones y las r eferencias
bibliográficas.

2. Instrumentos económicos 
y políticas climáticas

En otros trabajos hemos justificado el uso de
instrumentos económicos en las políticas ambien-
tales (véase por ejemplo, en esta misma revista,
Labandeira, 2000) puesto que permiten conseguir
el objetivo ambiental a mínimo coste (eficiencia
estática) e introducen incentivos para una mejora
ambiental continua (eficiencia dinámica). Si bien
esto es cierto para cualquier problema ambiental
en el que exista un alto número de contaminado-
res heterogéneos, en el caso del cambio climáti-
co cobra una importancia fundamental. En primer
lugar, porque hay muchos contaminadores (prác-
ticamente todos los agentes de la economía), con
una alta heterogeneidad que se basa tanto en dis-
paridades tecnológicas intersectoriales (por ejem-
plo es muy distinto el proceso de emisión, y las
posibilidades de descontaminación, en el sector
eléctrico y en el de producción de cemento) como
intrasectoriales (básicamente relacionadas con la
distinta obsolescencia tecnológica de los conta-
minadores). En segundo lugar, porque los costes
asociados a la reducción de emisiones, muy gene-
ralizadas en cualquier economía contemporánea,
son potencialmente tan elevados que es crucial
perseguir las ganancias de eficiencia estática y
dinámica.

Es por ello que la literatura empírica sobre la
aplicación de políticas contra las emisiones de
GEI en España se concentró, desde los años
noventa del siglo pasado, en la simulación de ins-
trumentos económicos. En uno de los primeros
trabajos sobre el asunto, Labandeira y Labeaga
(1999) apuntaron la elevada efectividad de un
impuesto sobre emisiones de dióxido de carbo-
no (CO2) a un tipo moderado, con una tendencia
a la proporcionalidad en la distribución de la
carga. Esto fue confirmado, años después, con
una modelización explícita de una reforma fiscal
verde cuyo reciclaje de la recaudación permitía
también ganancias en el PIB nacional (Laban-
deira, Labeaga y Rodríguez, 2004). La presencia
de dividendos múltiples de esta naturaleza (mejo-

ra ambiental y aumento del PIB) fue confirmada
por otros trabajos en los que los impuestos ener-
géticos simulados, mayoritariamente vinculados
a las emisiones de CO2, se utilizaban para redu-
cir los impuestos sobre el trabajo pagados por
los empleadores (Barker y Köhler, 1998; Conrad
y Schmidt, 1998; Bosello y Carraro, 2001; Man-
resa y Sancho, 2001).

Sin embargo, las simulaciones anteriores no
fueron seguidas por la aplicación en la práctica de
instrumentos económicos para la reducción de las
emisiones de GEI. Todo al contrario: durante los
noventa y hasta los primeros años del siglo XXI los
sucesivos gobiernos españoles contribuyeron al
fracaso de la denominada ecotasa comunitaria,
un impuesto mixto sobre contenido energético y
de carbono, con los continuos bloqueos al ampa-
ro de la regla de unanimidad en temas fiscales.
Además se siguió una estrategia de precios ener-
géticos bajos, muy visible en el caso de la electri-
cidad pero también en los carburantes de loco-
moción (con los impuestos especiales energéticos
rozando de forma consistente el mínimo estable-
cido por la armonización fiscal). Incluso una actua-
ción pública de alcance relacionada con los esfuer-
zos de reducción de GEI, el sistema español de
promoción de renovables, se articuló con un sis-
tema de subvenciones a los promotores y con
transmisión muy imperfecta hacia los precios fina-
les de la energía.

3. Preferencias sociales sobre 
políticas contra el cambio climático 
en España

Hasta el momento nos hemos ocupado del
contexto de este trabajo: presiones externas e
internas para la reducción de emisiones de GEI
en España, fuertes preferencias sociales para el
control de dichas emisiones y una escasa mate-
rialización en el ámbito de las políticas aplicadas
(especialmente con precios). ¿Cuál es la razón
para este fenómeno, especialmente cuando los
resultados de dichas políticas parecen tan posi-
tivos? ¿Es posible que convivan políticas que bus-
quen explícitamente una reducción de emisiones
a través de mayores precios de la energía con un
contexto externo y unas preferencias sociales tan
favorables?

Estudiar esa paradoja, esto es, aproximarse a
la definición y aplicación de las políticas climáticas
desde otra perspectiva, fue parte del objetivo de
la aplicación que se resume en este trabajo y que
se basa en Hanemann, Labandeira y Loureiro
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(2011b). No obstante, también pretendimos lan-
zar la máxima luz sobre las opiniones y actitudes
de la sociedad española respecto a las políticas
climáticas. Los resultados pretenden, además, ser
útiles para el futuro diseño de las políticas para el
control de las emisiones de GEI españolas y para
suministrar resultados desde España a la crecien-
te literatura internacional sobre estas cuestiones
(véase, por ejemplo, Lee y Cameron, 2008 o Villar
y Krosnick, 2011).

Nuestra aproximación se basa en la aplicación
de un cuestionario, cuidadosamente diseñado,
sobre una muestra representativa de la población
española. Como es habitual en este campo, para
llegar al diseño final del cuestionario se utilizaron
grupos de discusión y además se realizaron pre-
test antes de su aplicación. El cuestionario con-
tiene cuatro partes separadas: a) introducción,
donde se presenta información sobre aspectos
relacionados con el cambio climático; b) la valo-
ración de las políticas sobre la electricidad y gaso-
lina asociadas con la reducción de emisiones de
GEI; c) variables actitudinales y d) preguntas socio-
demográficas.

El texto referido al programa de electricidad indi-
caba que:

La electricidad que usamos en hogares y
empresas es la causa principal de las emisiones
de estos gases en España: el 28% de las emi-
siones totales. El gobierno considera medidas
para reducir las emisiones provocadas por la pro-
ducción y consumo de electricidad, para en el
2020 reducir un 20% las emisiones existentes
respecto a 1990, mediante un programa para
reducir la energía que utilizamos en nuestros
hogares y empresas, que incluye exigir a las com-
pañías eléctricas que produzcan electricidad de
manera que no emitan gases de efecto inverna-
dero, por ejemplo a través de energías renova-
bles. Además, el gobierno exigirá a las empresas
que utilicen equipos eficaces energéticamente y
fabriquen productos que cumplan requisitos cli-
máticos. También continuará regulando el precio
de la electricidad para los hogares, de manera
que las compañías eléctricas no puedan obtener
beneficios extraordinarios.

A los entrevistados se les señalaba a continua-
ción que si el gobierno sigue adelante con este
programa, es probable que pague por la electrici-
dad X euros más al mes (o 12X euros más por año)
hasta aproximadamente el año 2020, donde X era
una de las siete cantidades alternativas moneta-
rias asignadas aleatoriamente. Posteriormente se
les presentaba la pregunta ¿estaría usted a favor
de este programa?

En el caso del transporte, el texto utilizado fue:
La energía que utilizamos en el transporte es

la segunda fuente más importante de emisiones
de gases de efecto invernadero en España. Repre-
senta el 25% de las emisiones y está creciendo
muy rápidamente. El gobierno español está con-
siderando una política que obligue a las compa-
ñías petroleras a producir combustibles con meno-
res emisiones de gases de efecto invernadero de
forma progresiva. El coste de esta inversión recae-
ría en buena parte sobre la compañías, pero tam-
bién habría algún aumento en el precio de los
combustibles.

A los entrevistados se les preguntaba si te-
nían coche y, en caso afirmativo, si se desplaza-
ban en él al trabajo. En caso afirmativo, el texto
continuaba:

Para reducir las emisiones, las empresas petro-
líferas están desarrollando nuevos tipos de com-
bustible que producen menos gases de efecto
invernadero. Ahora el precio de la gasolina o el dié-
sel está en torno a 1 euro por litro. ¿Estaría dis-
puesto a pagar X euros más por año por todo el
combustible que usa para reducir sus emisiones
de gases de efecto invernadero al conducir?

Se realizaron 1.200 cuestionarios durante los
meses de mayo y junio de 2010 en territorio espa-
ñol. Es de destacar que las características de la
muestra son muy similares a las de la población,
según las encuestas censales del INE. La DAP
media fue estimada a través de métodos no para-
métricos (véase Hanemann, Labandeira y Lou-
reiro, 2011b) y asciende a 11 euros por hogar y
mes para el caso de la electricidad y 105 euros
por hogar y año para el caso del transporte. En
ambos casos, especialmente en la electricidad,
la seguridad de los encuestados sobre su res-
puesta es muy elevada: mayoritariamente en una
escala de 9 ó 10 sobre 10.

Cabe destacar la alta DAP por el programa
eléctrico, que supone un porcentaje significativo
del precio de la electricidad en el momento de
aplicar el cuestionario. Aun así, esta cifra es con-
siderablemente inferior a la obtenida unos meses
antes a través de un cuestionario telefónico
(Hanemann, Labandeira y Loureiro, 2011a), lo
que se explica por la gran notoriedad mediática
y social que alcanzó la entonces próxima cum-
bre climática de Copenhague. En el caso del
transporte, la DAP es más reducida tanto en tér-
minos absolutos como en relativos (en relación
con el gasto medio en carburantes), probable-
mente a causa de que los encuestados mani-
fiestan pagar demasiados impuestos sobre los
carburantes de automoción.
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Como se indicó en la introducción, y en coinci-
dencia con estudios de opinión previos a nivel
español y de ámbito europeo, los encuestados
manifiestan un alto interés y conocimiento sobre
el cambio climático y fuertes preferencias para su
control. El cuadro 1 recoge las respuestas de los
encuestados a una selección de las principales
preguntas actitudinales.

Así, en general, la mayoría de los encuestados
manifiestan que el cambio climático es un fenó-
meno real y no exagerado (77,3%) sobre el que se
deben aplicar políticas correctoras (87,6%). Aun-
que para los encuestados las empresas son más
responsables del problema y capaces de su solu-
ción (94,7%), buena parte de ellos (62,1%) reco-
noce el importante papel de los hogares. Entre las
actitudes destaca también la opinión favorable a
un pago mayor por parte de aquellas familias con
mayor consumo energético (63,8%), la conside-
ración de unos impuestos sobre los carburantes
ya excesivamente elevados (81,5%). El 38% de la
muestra es partidario de que la energía nuclear se
utilice para evitar las emisiones de GEI, frente a un
16,6% (y un 43,2% que no se pronuncia). Los efec-

tos negativos de las instalaciones solares sobre
las áreas rurales hacen que un 57% de los encues-
tados se opongan a su utilización generalizada en
esos ámbitos.

4. Conclusiones

El ejercicio empírico que se describe somera-
mente en este trabajo surgió con tres objetivos fun-
damentales. En primer lugar, para tratar de explicar
la escasa aplicación de políticas contra el cambio
climático a través de la modificación de precios ener-
géticos. Aproximaciones anteriores, generalmente
con evidencia empírica por simulación de políticas
en el caso español, demostraban la superioridad,
en términos económicos, de instrumentos de pre-
cios para las políticas climáticas y sus escasos efec-
tos (negativos) distributivos. Si a esto unimos unas
preferencias favorables al control del cambio cli-
mático, como demostramos que existen en el caso
español, y las presiones externas e internas para el
control de emisiones de GEI, era necesario buscar
alguna interpretación plausible. A partir de los resul-

CUADRO 1
SELECCIÓN DE PREGUNTAS ACTITUDINALES

(En porcentaje)

Total-
Bastante

Ni de 
Total-mente

de
acuerdo Bastante 

mente NS/NCde
acuerdo

ni en desacuerdo
desacuerdoacuerdo desacuerdo

A.6. Es mejor gastar en reducir emisiones en los paises 10,87 23,03 25,75 17,17 14,16 9,01
en vías de desarrollo

A.7. El gobierno no debería indicar a las empresas qué producir 13,88 21,75 22,03 17,60 17,88 6,88
A.8. Lo mejor para ayudar a los países en vías de desarrollo 25,46 39,34 17,31 8,44 5,87 3,58

contra el CC es ayudarles a crecer
A.9. Los fondos de recuperación económica deberían 15,16 30,47 28,18 12,88 10,01 3,09

destinarse a mejorar la eficiencia energética de los edificios
A.10. Hogares con consumo muy elevado deberían pagar 32,19 31,63 16,45 8,73 10,01 1,00

un precio mayor por la energía
A.11. Los impuestos sobre la gasolina ya son demasiado 53,51 28,04 10,01 3,43 1,43 3,58

elevados
A.12. Deben exigirse viviendas más eficientes 29,18 31,76 14,88 14,88 7,15 2,15
A.13. La energía nuclear es válida para combatir el CC 17,02 21,17 43,20 5,87 9,73 3,00
A.14. No se deben potenciar paneles solares en áreas naturales 26,47 30,47 19,74 9,30 8,15 5,87
A.15. La mejor manera de luchar contra el CC es la educación 52,50 33,05 7,15 3,29 3,15 0,86
A.16. Habría que dedicar recursos a otros problemas ambientales 18,45 31,90 31,33 7,44 5,58 5,29
A.18. Si se introducen impuestos ambientales deben reducirse 40,92 36,77 14,02 3,43 2,72 2,15

otros

Muy Algo
No sé,

Poco
Muy

dispuesto dispuesto
no estoy

dispuesto
poco NS/NC

seguro dispuesto

A.17. Disposición a pagar un impuesto contra el CC 6,01 25,46 22,32 14,31 28,61 3,29

Fuente: Hanemann, Labandeira y Loureiro (2011b).
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tados de este trabajo, creemos que la oposición
histórica de la población española a incrementos
de precios energéticos puede modificarse con un
diseño determinado de políticas.

Lo precedente conforma otro de los objetivos
del ejercicio: el establecimiento de pautas para el
diseño de políticas viables. De lo observado en
todo el proceso parece evidente que la población
española presenta DAP positivas y r elevantes
(especialmente en el caso eléctrico), tanto en tér-
minos absolutos como relativos, cuando los ins-
trumentos de política generan aumentos de pre-
cios que serán empleados por los productores
para reducir las emisiones de GEI, preferiblemen-
te mediante el desarrollo y adopción de tecnolo-
gías más limpias.

Las preguntas sobre actitudes (cuadro 1) son
especialmente reveladoras y abordan, por prime-
ra vez, la opinión de los ciudadanos españoles
sobre cuestiones clave para las políticas climáticas
nacionales e internacionales. Es por ello que se
cumple el tercer objetivo del ejercicio: suministrar
información comparable con la existente para otros
países y territorios. En este sentido, los ciudada-
nos descargan buena parte de las responsabilida-
des en este ámbito en empresas y gobiernos. Son,
en general, optimistas tecnológicos y esperan que
en el futuro sea más fácil conseguir reducciones
en las emisiones de GEI. A diferencia de lo que ocu-
rre en otros países, la población española es par-
tidaria de que España actúe contra el cambio cli-
mático independientemente de que lo hagan o no
los países en vías de desarrollo. Sin embargo, los
ciudadanos españoles no son demasiado partida-
rios del uso de mecanismos flexibles que permitan
el intercambio de inversión en otros países por emi-
siones (como el mecanismo de desarrollo limpio
de Kioto), y favorecen las reducciones de GEI rea-
lizadas en España. Pocos están dispuestos a pagar
un impuesto climático sin más adjetivos (sin uso
de la recaudación, en el sentido presentado por los
programas evaluados): diez puntos menos que los
no dispuestos. No obstante, en torno a un 75% de
la población es partidaria de una reforma fiscal
verde: aplicación de impuestos contra el cambio
climático con reciclaje de su recaudación para redu-
cir otros impuestos.�

BIBLIOGRAFÍA

Barker, T. y Köhler, J. (1998): «Equity and Ecotax Reform in
the EU: Achieving a 10 per cent Reduction in CO2 Emis-
sions Using Excise Duties», Fiscal Studies, 19, 375-402.

Bosello, F. y Carraro, C. (2001): «Recycling Energy Taxes.
Impacts on a Disaggregated Labour Market», Energy Eco-
nomics, 23, 569-594.

Conrad, K. y Schmidt, T. (1998): «Economic Effects of an
Uncoordinated versus a Coordinated Carbon Dioxide Policy
in the European Union: An Applied General Equilibrium
Analysis», Economic Systems Research, 10, 161-182.

Eurobarometer (2009): «European’ s Attitudes towards 
Climate Change», Parlamento Europeo y Comisión Eu-
ropea. Disponible en: http://ec.europa.eu/public_opinion/
archives/ebs/ebs_300_full_en.pdf.

Hanemann, M.; Labandeira, X. y Loureiro, M. (2011a): «Cli-
mate Change, Energy and Social Preferences on Policies:
Exploratory Evidence for Spain», Climate Research, en
prensa.

— (2011b): «Public Preferences for Climate Change Policies:
Evidence for Spain», FEDEA WP 2011-06.

Labandeira, X. (2000): «Impuestos y Medio Ambiente», Eco-
nomistas, 84, 369-374

Labandeira, X.; Labeaga, J. M. y Rodríguez, M. (2004): «Green
Tax Reforms in Spain», European Environment, 14 (5),
290-299.

Labandeira, X. y Labeaga, J. M. (1999): «Combining Input-
Output and Microsimulation to Assess the Effects of Car-
bon Taxation on Spanish Households», Fiscal Studies, 20
(3), 303-318.

Lee, J. y Cameron, T. (2008): «Popular Support for Climate
Change Mitigation: Evidence from a General Population
Mail Survey», Environmental and Resource Economics,
41, 223-248.

Manresa, A. y Sancho, F. (2005): «Implementing a double divi-
dend: recycling ecotaxes towards lower labour taxes»,
Energy Policy, 33, 1577-1585.

Villar, A. y Krosnick, J. (2011): «Global Warming vs. Climate
Change, Taxes vs. Prices: Does Word Choice Matter?»,
Climatic Change, 105 (1-2), 1-12.

World Wide News (2009): «World Wide views on Global War-
ming», Informe disponible en: http://www.wwviews.org/
files/AUDIO/WWViews%20Policy%20Report%20FINAL%
20-%20Web%20version.pdf.

RESUMEN

Las políticas de cambio climático tienen un marcado
componente energético y, por ello, se encuentran en el
centro de un creciente debate sobre su diseño y efectos.
En este trabajo se presentan los resultados de la reciente
aplicación de un cuestionario que evalúa la disposición a
pagar de una muestra representativa de la población por
dos políticas para restringir las emisiones españolas de
gases de efecto invernadero y las actitudes de la ciuda-
danía española sobre diversas opciones en este ámbito.
Nuestras conclusiones permiten reconciliar la elevada con-
cienciación social sobre estas cuestiones con la aplica-
ción de determinadas políticas de precios, a diferencia de
lo ocurrido en la realidad hasta el momento.

Palabras clave: Actitudes, Precios, Cambio climático,
España.
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Las interacciones
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en el ámbito de la
mitigación del cambio
climático

1. Introducción

La mitigación del cambio climático debe basar-
se en la utilización simultánea de diferentes ins-
trumentos que provoquen cambios de comporta-
miento y cambios tecnológicos. Esta combinación
es recomendable pues no existe un único instru-
mento capaz de eliminar todas las barreras que
existen a las alternativas de mitigación y ninguno
tiene una alta puntuación en todos los criterios de
evaluación de políticas.

El éxito de los instrumentos debe evaluarse de
acuerdo a diferentes criterios (véase 2.2), siendo
improbable que los instrumentos tengan una ele-
vada puntuación en todos los criterios. La com-
binación de instrumentos genera interacciones
entre sí (positivas y negativas) con respecto a algu-
no de los criterios. El objetivo de este trabajo es
ilustrar algunas de esas interacciones en los sec-
tores de generación eléctrica y del transporte y
discutir el papel de la coordinación entre instru-
mentos. Ambos sectores representan, respecti-
vamente, el 27% y el 25,5% de las emisiones tota-
les de GEI en España en 2008.

Analizar las interacciones entre instrumentos es
importante cuando se proponen paquetes de polí-
ticas que implican la utilización de varios instru-
mentos. Este análisis puede contribuir a identificar
la mejor combinación de instrumentos posible.

Este artículo está estructurado de la siguiente
forma: la siguiente sección describe los instru-
mentos de mitigación, los criterios de evaluación
del éxito de los instrumentos y los tipos de inte-
racción entre los mismos. La tercera y la cuarta
sección ilustran, respectivamente, las interaccio-
nes en el caso del sector del transporte y de la
generación eléctrica. El papel de la coordinación
para mitigar los conflictos derivados de la inte-
racción entre instrumentos se analiza en la quin-
ta sección. El trabajo se cierra con un apartado
de conclusiones.

2. Instrumentos, criterios de evaluación 
y tipos de interacción en las políticas 
de cambio climático

2.1. Los instrumentos de mitigación

Existe una amplia variedad de instrumentos de
mitigación que, en general, pueden clasificarse en
instrumentos de regulación de comando y control
(estándares de emisión y estándares tecnológi-
cos), instrumentos económicos (impuestos, siste-
mas de comercio de emisiones y subvenciones) y
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otros. El cuadro 1 aporta una lista de los princi-
pales instrumentos y opciones de mitigación en
los sectores objeto del presente estudio.

2.2. Criterios de evaluación 
de los instrumentos

Los instrumentos de cambio climático pueden
evaluarse según varios criterios (Del Río, 2009):

— Eficacia. Se refiere al logro de una determi-
nada reducción de emisiones de gases de efecto
invernadero (GEI).

— La eficiencia en costes se refiere al logro
de un determinado objetivo de reducción de emi-
siones de GEI al menor coste posible. Se logra
cuando un instrumento fomenta reducciones de
las emisiones allí donde los costes de reducción
son menores. Además, los costes administrati-

vos y de transacción del instrumento deben man-
tenerse bajos.

— Eficiencia dinámica. Se refiere, fundamen-
talmente, a los efectos de los instrumentos sobre
la innovación, clave en un problema con horizon-
tes temporales de largo plazo como es el del cam-
bio climático. Este criterio justifica que se invierta
hoy en tecnologías de mitigación que resultan rela-
tivamente caras. Mientras que las tecnologías
renovables no representan una forma coste-efi-
ciente de reducir las emisiones de GEI en la actua-
lidad. Sí pueden serlo en el futuro si se invierte en
ellas hoy para acelerar su desarrollo, permitiendo
que se beneficien de efectos de aprendizaje y eco-
nomías de escala. Las tecnologías de mitigación
que hoy son caras tienen un elevado potencial de
reducción de costes si se permite su difusión
(véase por ejemplo AIE, 2010). Existe un círculo

CUADRO 1
OPCIONES DE MITIGACIÓN E INSTRUMENTOS DE MITIGACIÓN EN EL SECTOR TRANSPORTE Y

DE GENERACIÓN ELÉCTRICA

Transporte Generación eléctrica

Opciones de mitigación Instrumentos Opciones de mitigación Instrumentos

Cambios tecnológicos: mejora Instrumentos de regulación: Nuclear Estándares de emisiones 
de la eficiencia energética del Restricciones de uso Renovables (estándares de eficiencia 
motor, biocombustibles, Límites de velocidad Tecnologías de generación energética)
vehículos híbridos y eléctricos Requisitos de mantenimiento más limpias basadas en los Estándares tecnológicos 

Cambios de comportamiento: del vehículo combustibles fósiles (mejores tecnologías 
menores velocidades, Requerimientos de alta Captura y almacenamiento disponibles)
conducción eficiente, ocupación de carbono Impuesto sobre el CO2

adecuado mantenimiento Estándares de combustible Eficiencia energética en la Comercio de emisiones
del vehículo, vehículos de y/o de CO2 generación eléctrica Instrumentos de promoción 
menor potencia Obligación de biocombustibles Cambios de combustible de la difusión de las renovables 

Cambios modales: los medios (cuota) (carbón a gas) y la cogeneración (primas, 
no motorizados (bicicleta y Instrumentos económicos: certificados verdes, subastas, 
caminar) emiten menos Sistemas de comercio subvenciones a la inversión)
(CO2/km), seguidos de emisiones (SCE) Ayudas a la I+D, incluidos 
del ferrocarril, autobús, Subvenciones proyectos de demostración
vehículo privado y avión Impuestos de matriculación, Información sobre las ventajas 

Cambios en infraestructuras: circulación y sobre sociales de las tecnologías 
transporte público los combustibles (para mejorar la aceptabilidad 

Instrumentos informativos: social)
Campañas de información/ Fomento de la cooperación 
concienciación internacional en investigación

Campañas de conducción
eficiente

Educación
Otros instrumentos:
Acuerdos voluntarios
Planificación territorial
Provisión publica
Inversión pública en I+D+i
Promoción del transporte público

Fuente: Elaboración propia.
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vicioso en el que esas tecnologías pueden verse
imbuidas y que las políticas públicas pueden con-
tribuir a romper: son caras porque no se han
comercializado y no se han comercializado por-
que son caras y por tanto poco atractivas para
potenciales adoptantes (1). Esto permitiría dispo-
ner en el futuro de tecnologías de mitigación a
costes razonables para cumplir con objetivos que,
tanto en el ámbito de la reducción de emisiones
de GEI como de la penetración de las renovables,
es improbable que sean menos ambiciosos que
los actuales.

— Equidad. Los impactos distributivos de los
instrumentos sobre la población deben tenerse
en cuenta cuando se diseña una política de cam-
bio climático. La aceptabilidad social (y, por tanto,
la viabilidad política) de una determinada medida
depende de cómo se aborden esos impactos dis-
tributivos.

— Viabilidad política. La posibilidad de que un
instrumento sea adoptado depende de su atrac-
tivo para los reguladores, lo que ocurre cuando no
es rechazado por la sociedad o por grupos de pre-
sión muy influyentes.

— Beneficios secundarios de la mitigación y
beneficios locales de la penetración de las reno-
vables. Las políticas dan lugar a beneficios loca-
les que es preciso tener en cuenta. Éstos pueden
ser ambientales (reducciones de contaminantes
locales) o socioeconómicos (oportunidades de
inversión, desarrollo regional y empleo y diversifi-
cación de fuentes energéticas, con una menor
dependencia de los combustibles fósiles).

2.3. Tipos de interacciones

En la literatura especializada se han propues-
to varias clasificaciones y tipologías de las inte-
racciones (véase del Río, 2007), aunque no exis-
te un consenso sobre este punto. Simplificando
algo, y siguiendo a Konidari y Mavrakis (2007) y
Stepp y cols. (2009), consideramos dos tipos fun-
damentales de interacciones: positivas y negati-
vas. Las primeras ocurren cuando el rendimien-
to de un instrumento o ambos instrumentos que
coexisten mejora con respecto a los instrumen-
tos por separado. La interacción es negativa
cuando la combinación de los instrumentos pro-
voca impactos negativos que no tendrían lugar
cuando cualquiera de los dos instrumentos se
aplica por separado. En otras palabras, las inte-
racciones positivas ocurren cuando hay comple-
mentariedades o sinergias. Las interacciones
negativas tienen lugar cuando se producen con-
flictos entre instrumentos (2).

3. Ilustrando las interacciones (I): 
el caso del transporte

Una de las particularidades de este sector desde
una perspectiva de mitigación de GEI reside en la
compleja combinación de factores que afectan a
sus emisiones, que incluyen elementos económi-
cos, políticos, sociales, espaciales y tecnológicos
y que exigen cambios tecnológicos, de compor-
tamiento y en infraestructuras. Reducir las emi-
siones en este sector es relativamente caro (PICC,
2007) y exige difíciles decisiones desde el punto
de vista del regulador.

Es por tanto improbable que con una única
medida podamos abordar el problema. Esta sec-
ción muestra que se necesitan combinaciones de
instrumentos en tanto en cuanto ningún instru-
mento puntúa alto en todos los criterios de eva-
luación (3.1). Estas combinaciones dan lugar a
interacciones entre instrumentos. El análisis de
estas interacciones permite refinar las combina-
ciones de instrumentos (3.2).

3.1. Ventajas e inconvenientes 
de instrumentos de mitigación 
aplicados al sector del transporte 
de viajeros por carretera

En esta sección se lleva a cabo un breve aná-
lisis de las ventajas e inconvenientes de dichos ins-
trumentos, teniendo en cuenta la literatura empí-
rica sobre el tema (Gross y cols., 2009).

3.1.1. Instrumentos de regulación

En general, estos instrumentos puntúan bajo
en el criterio de eficiencia, pues suelen afectar de
igual manera a distintos usuarios del transpor-
te. En algunos casos, puede introducirse un ele-
mento de comercio de obligaciones que reduzca
los costes de cumplimiento (estándares y cuotas
de biocombustibles), generando de facto una
combinación de instrumentos de regulación y eco-
nómicos. Los costes administrativos (control del
cumplimiento y sanción) pueden ser elevados, en
especial en el caso de las restricciones al uso.
Suelen percibirse como instrumentos eficaces
para reducir la demanda de combustible, mien-
tras que su impacto en el cambio tecnológico (efi-
ciencia dinámica) es más bien limitada (salvo en
el caso de los estándares), aunque positiva. Con
respecto a la viabilidad política, algunos instru-
mentos tienen una puntuación elevada y otros
muy baja. El impacto sobre la equidad no puede
dirimirse de forma general.
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3.1.2. Instrumentos económicos

Suele considerarse que estos instrumentos son
eficientes. Sin embargo, sus ventajas con respec-
to a otros criterios (y, en particular, la eficacia) son
cuestionables. Por ejemplo, existe cierta contro-
versia sobre el grado de influencia de un impues-
to sobre el combustible en el comportamiento de
los usuarios. Las bajas elasticidades precio y las
altas elasticidades renta de la demanda del trans-
porte (Graham y Glaister, 2002; Goodwin y cols.,
2004) sugieren que son necesarios altos tipos
impositivos para reducir la demanda, pero la acep-
tabilidad social y la viabilidad política de unos
impuestos altos es baja. Por tanto, los instrumen-
tos de precios no son eficaces utilizados como
única política y deben combinarse con otros ins-
trumentos. Con respecto a la eficiencia dinámica,
el incentivo suministrado por los impuestos y los
SCE es positivo, pero muy modesto. Es improba-
ble que fomenten el desarrollo de nuevas tecno-
logías y deberían combinarse con instrumentos
por el lado de la oferta (apoyo a la I+D+i, creación
de nichos…). El impacto del impuesto en la equi-
dad es en general negativo, al ser frecuentemen-
te regresivos, aunque este problema puede miti-
garse con la redistribución de los ingresos del
impuesto. Finalmente, la viabilidad política es en
general baja en el caso de los impuestos y permi-
sos de emisión subastados, mayor con permisos
de emisión concedidos gratuitamente y mayor con
las subvenciones. Finalmente, los costes admi-
nistrativos suelen ser bajos con los impuestos y
las subvenciones y elevados con los SCE.

3.1.3. Instrumentos de información

Estos instrumentos incrementan la eficacia de
otros instrumentos, aunque su impacto tiene lugar
a más largo plazo. Con respecto a la eficiencia,
la conducción eficiente reduce las emisiones a
costes negativos (PICC, 2007), pero la evaluación
con respecto a este criterio es más incierta en las
campañas de educación e información. Su incen-
tivo al cambio tecnológico es modesta, pero su
viabilidad y aceptabilidad son elevadas (no exis-
te un pago visible). Sus impactos en los costes
administrativos y en la equidad son modestos.

3.1.4. Otros instrumentos

Esta categoría incluye varios instrumentos muy
heterogéneos entre sí, con una característica
común: sus efectos sobre la eficacia se producen
a largo plazo. Su eficiencia en costes (estática)

tiende a ser baja, pues implica elevados costes a
corto plazo mientras que los beneficios se pro-
ducen a más largo plazo. La provisión pública y
el apoyo a la I+D+i puntúan alto en eficiencia diná-
mica (3). Finalmente, el rechazo social es bajo,
pues no tienen implicaciones financieras directas
sobre los actores afectados.

En resumen, mientras que los instrumentos de
regulación parecen ser superiores a los instru-
mentos económicos con respecto al criterio de efi-
cacia, estos últimos obtienen mayores puntuacio-
nes en el criterio de eficiencia. Ninguno puntúa alto
en eficiencia dinámica y su viabilidad política es
generalmente baja. Por el contrario, la viabilidad
política de los instrumentos de información y de
los otros instrumentos es mayor pero sus efectos
sobre la eficacia se hacen sentir, sobre todo, a
largo plazo y su efecto sobre la innovación es baja,
con excepción de las ayudas a la I+D+i.

3.2. Combinaciones de instrumentos

Como no hay ningún instrumento que tenga
una puntuación elevada en todos los criterios, es
conveniente combinar diferentes instrumentos que
se complementen entre sí. Sin embargo, deben
tenerse en cuenta las interacciones que se pro-
ducen entre los instrumentos en esas combina-
ciones a la hora de aplicar instrumentos adiciona-
les a los existentes o cuando se proponen nuevos
paquetes de políticas. Aquí prestamos atención a
las interacciones positivas (complementariedades).
La complementariedad entre instrumentos puede
producirse con respecto a diferentes horizontes
temporales. Algunos instrumentos tienen un impac-
to a corto plazo (por ejemplo, restricciones de uso
del vehículo privado), mientras que otros no tienen
un efecto inmediato (información). Algunos fomen-
tan cambios tecnológicos (estándares de eficien-
cia energética de los vehículos), mientras que otros
tratan de modificar el comportamiento de los con-
ductores (conducción eficiente) o las infraestruc-
turas (inversiones en transporte público, planifica-
ción territorial).

El gráfico 1 identifica las principales interaccio-
nes entre las categorías de instrumentos y sugie-
re interesantes combinaciones de los mismos. La
dirección de las flechas y las letras en las flechas
indican en qué criterio una categoría contribuye
positivamente a otra categoría.

Las siguientes combinaciones son particular-
mente útiles para lograr diferentes objetivos/cri-
terios (4):

1) Restricciones al uso del vehículo privado y
mejoras en el transporte público. Es atractiva con
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respecto a los criterios de eficacia y viabilidad pues
desincentiva el uso del vehículo privado e incentiva
la utilización de modos de transporte alternativos.

2) Instrumentos de precios (impuestos, peajes
o pagos por aparcamiento) y mejoras en el trans-
porte público. Los instrumentos de precios incre-
mentarían la eficiencia de 1). Además, los ingre-
sos pueden utilizarse para financiar las mejoras en
el transporte público.

3) Instrumentos económicos (impuestos y
comercio de emisiones) y apoyo a las inversiones
en I+D+i. Los primeros aportan una señal de pre-
cios eficiente que promueve la adopción de tec-
nologías ya existentes, pero no son suficientes
para fomentar nuevos cambios tecnológicos radi-
cales, como sí ocurre con el fomento de la I+D+i
(Sanden y Azar, 2005). Esta combinación facilita
el desarrollo y adopción de tecnologías de miti-
gación con diferentes niveles de madurez.

4) Combinar mejoras en el transporte público
y campañas de información mejora la eficacia, pues
mezcla una mayor concienciación social con alter-
nativas al vehículo privado para los ciudadanos
informados.

5) Restricciones al uso del vehículo privado y
campañas de información. Esto combina el palo de
la regulación con la zanahoria de la información, lo
que incrementa la eficacia y la aceptabilidad social.

6) Planificación urbana y del transporte e
impuestos. Un menor nivel de dispersión urbana
desincentiva el uso del vehículo privado, mientras

que los impuestos van en la misma dirección, pero
las dos medidas tienen distintos horizontes tem-
porales (largo y corto plazo). Las experiencias exi-
tosas con la planificación territorial y del transpor-
te (como en Estocolmo y Portland) se combinan
con mejoras en el transporte público para reducir
la dependencia del vehículo privado (PICC, 2007).

7) Impuestos sobre el combustible y conduc-
ción eficiente. Si convencer a los conductores para
que participen en programas de conducción efi-
ciente constituye uno de los principales desafíos de
este instrumento (AIE, 2001), entonces un impues-
to sobre el combustible incentiva la conducción efi-
ciente, el mantenimiento apropiado del vehículo y
la reducción del consumo de combustible.

8) Estándares de combustible (o CO2) y comer-
cio de créditos. El cumplimiento de los estánda-
res puede hacerse más flexible (y, por tanto, más
eficiente) si se utiliza un sistema de comercio de
obligaciones relacionadas con el estándar. Dicho
de otra forma: aquellos fabricantes de vehículos
con altos costes de cumplimiento del estándar
podrían comprar estos créditos a los fabricantes
con menores costes.

9) Subvención a vehículos menos contami-
nantes financiada con un mayor impuesto de matri-
culación para los vehículos más contaminantes.
No obstante, la eficiencia económica global de
esta combinación (fiscalmente neutra) podría mejo-
rarse si se asignaran los ingresos impositivos a
otros usos (por ejemplo, reducir impuestos dis-

GRÁFICO 1
COMBINACIONES ATRACTIVAS DE CATEGORÍA DE INSTRUMENTOS

Instrumentos
de regulación

Información

Instrumentos
económicos

Otros
instrumentos

E V y ED

EF

V y ED

ED

E

V

EF V

EEF

Nota: Las flechas indican que el instrumento del que parten contribuye positivamente al instrumento al que llegan las flechas con respecto al criterio correspondiente.
Criterios: E = eficacia; EF = eficiencia; ED = eficiencia dinámica; V = viabilidad política.
Fuente: Elaboración propia. 
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torsionantes preexistentes) en lugar de subven-
cionar automóviles menos contaminantes.

10) Provisión pública (compra pública) e im-
puestos. La provisión pública permite crear un nicho
para las tecnologías emergentes (véase nota 3).
Esta política puede financiarse con los ingresos de
un impuesto sobre el combustible o sobre la matri-
culación que desincentive a los vehículos más con-
taminantes, suministrando un incentivo continuo a
la reducción del consumo de combustible.

4. Ilustrando las interacciones (II): 
el caso de la generación eléctrica

A nivel nacional, las interacciones entre la difu-
sión de la electricidad procedente de fuentes de
energías renovables (E-FER), el sistema europeo
de comercio de emisiones (SECE) y el mercado
eléctrico pueden resumirse así (Sáenz de Miera
y cols., 2008; Del Río 2009):

— Mercado eléctrico y SECE. La introducción
del SECE incrementa los precios finales de la elec-
tricidad, pues los generadores de electricidad con-
vencional y los distribuidores eléctricos tienden a
trasladar el sobrecoste derivado del control de las
emisiones de GEI a los precios de la electricidad.

— Mercado eléctrico y difusión de la E-FER.
Los efectos finales sobre el consumidor derivados
de un incremento de la E-FER son ambiguos. Por
un lado, la introducción de un instrumento de pro-
moción de la E-FER puede reducir el precio de la
electricidad, pues desplaza y reduce la demanda
de electricidad convencional (basada en combus-
tibles fósiles) (5). Por otro lado, los costes de la
política de E-FER se trasladan al consumidor.

— SECE y penetración de E-FER. La interac-
ción entre SECE y promoción de la E-FER es com-
pleja. El SECE provoca que la E-FER sea más
competitiva, pues incrementa los costes de la elec-
tricidad convencional. Por otro lado, una mayor
penetración de la E-FER (a nivel europeo) reduce
la demanda de permisos de emisión en el SECE
y, por tanto, su precio.

Las primas y el SECE tienen un objetivo común
(reducción de emisiones de CO2). Su coexisten-
cia no es globalmente eficaz para reducir las emi-
siones de CO2 (porque las primas no darían lugar
a reducciones adicionales a las logradas con un
SCE) ni tampoco eficiente, pues el apoyo a la 
E-FER modifica el orden de mérito de las tecno-
logías de generación, y evita la adopción de otras
alternativas de reducción más baratas. Sin embar-
go, dicha coexistencia puede justificarse en base
a otros criterios:

Eficacia local en la reducción de las emisiones
de CO2. Obviamente, la E-FER es un elemento
fundamental en cualquier estrategia de reducción
de las emisiones del sector eléctrico.

Beneficios locales derivados de la promoción
de la E-FER. La E-FER da lugar a significativos
beneficios locales, tanto de tipo socioeconómico
como ambiental (beneficios ambientales locales,
contribución a la diversificación del suministro
energético y contribución al desarrollo local).

Eficiencia dinámica. Las simulaciones llevadas
a cabo por Linares y cols. (2008) muestran que es
improbable que el SECE fomente la penetración
de la E-FER pues no la hace mucho más atractiva
que las tecnologías de generación convencionales
(excepto la eólica). Este argumento de eficiencia
dinámica aporta una motivación adicional para la
coexistencia del sistema de primas y el SECE.

Los efectos de la interacción entre primas y SCE
en los costes para los consumidores dependen,
entre otras cosas, del tipo de instrumento para la
promoción de la E-FER elegido.

El incremento en el precio de la electricidad
como consecuencia de la internalización del coste
de oportunidad derivado de la aplicación del SECE
provoca un incremento en el precio mayorista de
la electricidad, lo que incrementa el apoyo total a
la generación renovable (suma del precio de la
electricidad y el apoyo específico de las primas),
y los costes para los consumidores. Así, el incen-
tivo indirecto a la generación de E-FER suminis-
trado por el SECE y el incentivo directo derivado
de las primas puede provocar una doble interna-
lización de la externalidad derivada de las emi-
siones de CO2 y una doble carga injustificable para
el consumidor, a menos que la prima se ajuste a
la baja cuando se produce un incremento del pre-
cio de la electricidad como consecuencia de la
aplicación del SECE y a menos que se conside-
re que la prima representa los otros beneficios de
las renovables. Dicho de otra forma, ambos ins-
trumentos interactúan negativamente con res-
pecto a los costes para los consumidores, pero
no necesariamente con respecto a otros criterios.

5. El papel de la coordinación

Una de las lecciones que se pueden derivar de
la interacción negativa mencionada en la sección
anterior (con respecto a los costes para el consu-
midor) es la posibilidad o conveniencia de coordi-
nar las políticas.

Aunque en principio es difícil no estar de acuer-
do con la necesidad de coordinación entre instru-
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mentos de mitigación, la cuestión clave es si esta
coordinación es eficaz para lograr los distintos
objetivos/criterios de evaluación de las políticas.
Ilustramos el papel de la coordinación con el caso
de la generación eléctrica. Resulta virtualmente
imposible lograr simultáneamente los objetivos de
reducciones de emisiones de CO2, costes mode-
rados para los consumidores y beneficios locales
y de eficiencia dinámica con una mayor penetra-
ción de E-FER con independencia de la combi-
nación de instrumentos que se utilice. La razón es
que existen conflictos (y también sinergias) entre
los diferentes objetivos/criterios, como muestra el
cuadro 2.

Un mayor desarrollo de las renovables contri-
buye positivamente a los beneficios locales, reduc-
ciones de las emisiones de GEI y beneficios de
eficiencia dinámica. Esto último tiene lugar por-
que entonces las tecnologías pueden avanzar a
lo largo de su curva de aprendizaje. No obstan-
te, ese mayor desarrollo tiene implicaciones nega-
tivas sobre los costes para los consumidores. Ade-
más, aunque un SCE facilita las reducciones de
emisiones a corto plazo, no fomenta necesaria-
mente las tecnologías de mitigación que se nece-
sitarán a largo plazo (eficiencia dinámica), aunque
un precio del CO2 sí debe ser parte de las medi-
das dirigidas a ese objetivo.

¿Podría la coordinación entre instrumentos miti-
gar estos conflictos? Por ejemplo, si un instru-
mento fuese más ambicioso, el otro podría serlo
menos. Sin embargo, la coordinación es necesa-
riamente limitada para lograr todos los objeti-
vos/criterios de forma simultánea. La coordinación
puede reducir los costes para los consumidores
pero si los beneficios locales y de eficiencia diná-
mica son suficientemente relevantes, entonces los
mayores costes para los consumidores podrían
llegar a estar justificados, aunque esto depende
de la realización de un exhaustivo análisis de los
respectivos costes y beneficios.

La posibilidad de coordinar instrumentos se
complica cuando la responsabilidad sobre ellos
recae en diferentes niveles administrativos, pues
entonces los beneficios y costes inducidos por los
instrumentos recaen también en diferentes juris-
dicciones y, por tanto, las prioridades políticas pue-
den diferir. Esto hace más difícil lograr un acuerdo
que cuando un único nivel administrativo tiene toda
la responsabilidad en la fijación de objetivos y en
la aplicación de instrumentos. Un ejemplo de dis-
torsión sería la existencia de un mercado interna-
cional de electricidad combinado con políticas
nacionales de renovables. Si un país suficiente-
mente grande tiene una política ambiciosa de reno-
vables, esto tendería a presionar a la baja el pre-
cio mayorista de la electricidad (como consecuencia
de los bajos costes marginales de generación a
corto plazo de las renovables). Esto beneficiaría a
los consumidores eléctricos de otros países, pero
los consumidores del país ambicioso pagarían un
mayor precio final (suma del precio mayorista y el
apoyo a las renovables) que los consumidores de
los países menos ambiciosos.

6. Conclusiones

El objetivo de este trabajo ha sido ilustrar las
posibles interacciones positivas y negativas que
pueden producirse entre instrumentos, utilizando
para ello el caso del sector transporte y de la gene-
ración eléctrica. Se ha mostrado que los instru-
mentos interactúan de forma compleja. Las inte-
racciones pueden ser positivas con respecto a
algunos objetivos/criterios y negativas con res-
pecto a otros. Por ejemplo, los ingresos derivados
de la aplicación de un instrumento (un impuesto)
pueden utilizarse para financiar otras medidas, o
bien una política impopular (impuestos) puede
combinarse con un instrumento que genera menos
rechazo (información), lo que incrementa la viabi-

CUADRO 2
CONFLICTOS Y SINERGIAS ENTRE LOS DISTINTOS OBJETIVOS/CRITERIOS

E-FER (beneficios Reducción emisiones Costes para los Eficiencia dinámica
locales) CO2 consumidores

E-FER (beneficios locales) X + – +
Reducción emisiones CO2 X – ?
Costes para los consumidores X – (aunque los costes pueden

reducirse a largo plazo)
Eficiencia dinámica X

Nota: (+) significa que el logro de un objetivo/criterio afecta positivamente al logro del otro objetivo, (-) significa que existe una relación negativa entre los dos objeti-
vos/criterios y (?) significa relación incierta.
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lidad de la primera. Los gobiernos tienen varios
objetivos y los instrumentos de cambio climático
pueden evaluarse con distintos criterios que pue-
den estar en conflicto entre sí.

Por otro lado, la coexistencia de instrumentos
con diferentes objetivos y ámbitos territoriales
puede dar lugar a conflictos que pueden ser difí-
ciles de mitigar a través de la coordinación. Esto
no significa que la coordinación no pueda jugar
un papel útil en la mitigación de las interacciones
negativas entre instrumentos, sino que se debe
ser consciente de sus limitaciones para lograr dife-
rentes objetivos/criterios en conflicto.�

NOTAS

(1) Algunos autores han subrayado las implicaciones para la
política de cambio climático de este carácter «dependiente»
de la senda del cambio tecnológico (véase, por ejemplo,
Rip y Kemp, 1998; Unruh, 2000 y Marechal, 2007).

(2) Bristow y cols. (2004) observan que la relación entre ins-
trumentos puede ser de complementariedad (el efecto
combinado de ambos instrumentos es mayor que si sólo
uno de ellos se aplicara, pero menor que la suma de los
efectos individuales de cada instrumento), de aditividad
(el efecto combinado es igual a la suma de sus efectos
individuales) o de sinergia (el efecto combinado es mayor
que la suma de los efectos individuales).

(3) La provisión pública permite crear nichos en los que las
tecnologías pueden difundirse, mejorar y reducir sus cos-
tes por economías de escala y efectos de aprendizaje, lo
que permite una mayor difusión posterior. Por supuesto,
estos beneficios en términos de eficiencia dinámica (o
inversiones de aprendizaje) deben compararse con los
costes derivados del apoyo público a corto y medio plazo.

(4) No obstante, la elección de instrumentos y su combinación
debe tener en cuenta las especificidades locales: niveles de
desarrollo económico, estructura económica, geografía,
densidad demográfica y aspectos culturales (PICC, 2007).

(5) En todo caso, este efecto es temporal, o incluso podría
no llegar a producirse si existe poder de mercado.
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RESUMEN

La mitigación del cambio climático debe basarse en la
utilización simultánea de diferentes instrumentos. Esta com-
binación es recomendable pues no existe un único instru-
mento capaz de eliminar todas las barreras que existen a
las alternativas de mitigación y ninguno tiene una alta pun-
tuación en todos los criterios de evaluación de políticas. La
combinación genera interacciones (positivas y negativas)
entre los instrumentos con respecto a alguno de los obje-
tivos o criterios de evaluación de los mismos. El objetivo
de este trabajo es ilustrar algunas de esas interacciones en
los sectores de generación eléctrica y del transporte y dis-
cutir el papel de la coordinación entre instrumentos.

Palabras clave: Mitigación, Instrumentos, Transporte, Gene-
ración eléctrica, Interacciones.
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T R I B U N A

n este artículo se plantea la problemática del
desempleo, haciendo un símil con un sistema
mecánico y utilizando una serie de fórmulas físi-
cas elementales que se podrían adaptar al fun-
cionamiento económico. Se mencionan algunas
de las fuerzas que influyen en la oferta y la deman-
da de los factores, sus desajustes y algunas de
las causas que los provocan, considerando a la
vez posibles soluciones y las dificultades para
alcanzarlas. Ante estas dificultades, se plantean
una serie de alternativas como sistemas comple-
mentarios basados en una conjunción de méto-
dos tradicionales y de técnicas actuales.

1. Apartado A

1.1. Sistema

Nos encontramos en un sistema económico
con gran parte de los recursos desaprovechados
en forma de mano de obra desempleada. Algo así
como una máquina cuyo rendimiento fuese menor
del esperado, bien por carecer de suficiente poten-
cial o debido a algún defecto en su funcionamiento.

De forma gráfica se podría comparar esta situa-
ción con el funcionamiento de un sistema hidráu-
lico. Una masa de agua m, como el caso de una
presa o un depósito, situada a un determinado
nivel de altura h, tendrá una energía potencial
Ep=mgh, siendo g la aceleración de la gravedad.
Al nivel del suelo su energía potencial será nula
(Ep=0). Desde una determinada altura el agua
puede iniciar su descenso convirtiendo la energía
potencial en energía cinética Ec=1/2mv^2, donde
v^2 es el cuadrado de la velocidad. La energía
cinética Ec a su vez puede transformarse en tra-
bajo W, por ejemplo moviendo un molino o una
turbina. La Ep aumentará a medida que aumen-
ten la masa m y la altura h, y la Ec lo hará a medi-
da que aumenten la masa m y la velocidad v. A
su vez, a medida que vaya aumentando la Ec, irá
disminuyendo la Ep, de forma que la suma de

ambas energías se mantendrá constante. En el
caso de que toda la energía potencial se trans-
formase en energía cinética y ésta en trabajo, ten-
dríamos un rendimiento óptimo del sistema, sin
embargo esto a menudo no suele ocurrir, bien por
razones técnicas o económicas.

De alguna forma, con el empleo de mano de
obra ocurre algo parecido al funcionamiento del
sistema hidráulico anterior. A veces los trabaja-
dores no cuentan con el potencial suficiente, es
decir, con la formación y capacitación suficiente
para trabajar, y otras veces, a pesar de contar
con la capacidad suficiente por su preparación y
conocimientos, no pueden transformar esa capa-
cidad en trabajo, al igual que cuando en el ejem-
plo anterior el sistema no puede transformar total-
mente la energía potencial en energía cinética y
ésta en trabajo.

La anterior función Ep=mgh podría adaptarse
y aplicarse en cierto modo a la economía, de
manera que la masa m representaría en este caso
la oferta global de capital o el stock de capital
(humano, físico y financiero) y gh sería la pro-
ductividad potencial de los factores de produc-
ción. La fórmula física de la energía cinética
Ec=1/2mv^2 también podría adaptarse, consi-
derando la masa m como la demanda efectiva
de capital o stock de capital demandado (técni-
co, humano y financiero) y v^2 como la produc-
tividad real del capital invertido o velocidad de
producción. En la fórmula física gh sería una mag-
nitud equivalente a v^2. La energía potencial (Ep)
puede transformarse en energía cinética (Ec) y
esta a su vez en trabajo (W) y en producción (P),
por lo que en la fórmula adaptada podría susti-
tuirse energía potencial ( Ep) por pr oducción
potencial (Pp) y energía cinética (Ec) por pro-
ducción real o producción circulante (Pc). 

De todas formas, parecería más apropiado con-
siderar los factores de producción como fuerza (f )
y no como masa (m). Los factores serían en ese
caso, la fuerza del trabajo, de las máquinas o de
la naturaleza, entre otros. En la fórmula Ep=mgh,

Potencial, trabajo, desarrollo
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el producto de la masa por la aceleración de la
gravedad (mg) representa una fuerza (f ), concre-
tamente el peso. Por otra parte, en la función
Ec=1/2mv^2, v^2 equivale al producto de acele-
ración por espacio (ae), y multiplicando la masa
por la aceleración (ma), también se obtiene una
fuerza (f ). Por lo que estas fórmulas de energía se
transformarían finalmente en el producto de la fuer-
za por el espacio (fe), que viene siendo la repre-
sentación del trabajo, W=fe. De esta forma, si la
energía (E) se convierte íntegramente en trabajo
(W) y el trabajo en producción P, podría decirse
que W=fe=E=P.

Y por último, puesto que e=vt, siendo v veloci-
dad y t tiempo, la función anterior W=fe podría
convertirse en W=fvt, con la que se representaría
mejor la idea de la producción como se pretende
desarrollar, ya que en ese caso f representaría los
factores de producción (fuerza de trabajo, capital
y recursos naturales), v sería la velocidad de pro-
ducción o la productividad de los factores, y t el
período de tiempo establecido (diario, mensual o
anual). Aquí se introduce indirectamente otro con-
cepto que es el de potencia (Pot=fv), que mediría
la capacidad de trabajo por unidad de tiempo, y
que permitiría diferenciar la capacidad de produc-
ción entre factores semejantes, como pueden ser
dos máquinas o dos obreros que realicen el mismo
trabajo pero en tiempo distinto.

Anteriormente se decía que, en el caso de que
toda la energía se transformase en producción,
entonces Ep=mgh se transformaría en Ec=1/2mv^2,
ésta en trabajo W=fe y este en producción P. Y que,
sin embargo, a veces no toda la Ep se transforma
en Ec, en W y en P. Esto puede estar motivado por-
que hay una parte de la masa inicial m que no se
vaya a emplear en la transformación de la Ep en Ec,
y en ese caso la masa correspondiente a la Ep sería
mayor que la masa de la Ec, por lo que llamaríamos
m a la masa de la Ep y m´ a la masa de la Ec, de
forma que Ep=mgh y Ec=1/2m´v^2, siendo m>m´.
Pero la Ec también puede ser menor de la espera-
da porque la velocidad v sea inferior a lo previsto,
debido a determinadas resistencias, fricciones, etc.
En el caso de la producción, si la producción poten-
cial Pp no se transforma totalmente en producción
real Pc y esta es menor de lo esperado, podría ser
debido igualmente a que no se emplean todas las
fuerzas disponibles, todos los factores de produc-
ción disponibles f, por lo que en ese caso llamaría-
mos f´ a los factores realmente empleados, siendo
f>f´, o que la productividad potencial v sea mayor
que la productividad real, a la que llamaremos v´,
de forma que v>v´, por lo que en la fórmula adap-
tada podríamos decir que Pp=fvt y Pc=f´v´t.

Con estas funciones representaríamos la pro-
ducción potencial como Pp=fvt y la producción
real como Pc=f´v´t, en ambos casos referida a la
producción en unidades físicas, por lo que habría
que multiplicarla por la remuneración unitaria pre-
vista r o real r´ para obtener la producción en uni-
dades monetarias y hacer estas producciones
homogéneas, Pp=fvtr y Pc=f´v´tr´, de forma que
r y r´ serían los costes unitarios si la producción
se valora a coste de los factores o serían los pre-
cios unitarios si se valora a precios de mercado.
En la función de la producción potencial Pp, f
sería la oferta de factores o el capital potencial,
v sería la productividad potencial de esos facto-
res y r la remuneración prevista, mientras que en
la producción real Pc, se representaría por f´ a los
factores realmente empleados, v´ a la productivi-
dad real y r´ a la remuneración efectiva. La pro-
ductividad potencial dependerá de aspectos
como el nivel de cualificación de la mano de obra,
del grado de desarrollo tecnológico del capital
físico o de la calidad de las tierras de cultivo, entre
otros. Estas ecuaciones en realidad serían el
sumatorio de los diferentes factores o combina-
ciones de factores multiplicados por sus pro-
ductividades, remuneraciones y período de tiem-
po referido, de forma que Pp=Sum (i=1...n) f(i) 
v(i) t r(i), y Pc=Sum(i=1...n) f´(i) v´(i) t r´(i).

Podría ponerse el siguiente ejemplo sobre lo
comentado anteriormente: Supongamos un ser-
vicio de transporte compuesto por un camión con
carga máxima de 10 toneladas (Tm) y dos con-
ductores, un recorrido medio previsto de 50 km
cada hora con carga completa, una jornada dia-
ria de 5 horas cada conductor, de forma que el
recorrido potencial diario de cada uno sería de 250
km, un período mensual de 20 dias laborales y una
tarifa de transporte de 10 céntimos/Tm/km. Según
esos datos, la producción potencial sería el resul-
tado de esa combinación de factores f por sus
productividades potenciales v, por el período de
tiempo establecido t y por la remuneración unita-
ria r, de forma que Pp=fvtr=1 camión x 10 Tm x 2
conductores x 250 km/día x 20 dias x 10 cénti-
mos/Tm/km = 10.000 Euros/mes. Estos ingresos
se distribuirían entre los diferentes factores, median-
te salarios de los conductores, amortización del
vehículo, gastos generales y beneficio empresa-
rial. Si la oferta de factores coincide con la deman-
da y la productividad potencial coincide con la real,
entonces Pp=fvtr=Pc=f´v´tr´=10.000 Euros/mes.
Pero, si en vez de emplear dos conductores emple-
amos solo uno y se mantienen las demás condi-
ciones (con lo que el camión estaría parado la
mitad del tiempo), podríamos decir que f=2 y f´=1,
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y por lo tanto Pc=f´v´t r´=5.000 Euros/mes. Si, por
el contrario, empleamos los dos conductores 
pero su rendimiento real es de 40 km/hora en vez
de 50 km/hora, en ese caso Pc=f´v´t r´=8.000
Euros/mes. Es decir, que la producción real podría
ser inferior a la producción potencial, bien porque
la demanda de factores sea inferior a la oferta o
porque la productividad real sea inferior a la poten-
cial, o por ambos motivos a la vez, suponiendo
que las remuneraciones se mantienen sin varia-
ción para simplificar el ejemplo.

1.2. Otros aspectos

Al parecer, el problema principal en la actual
situación no es tanto de potencial productivo de
la mano de obra (v), puesto que actualmente hay
un grado bastante aceptable de cualificación de
los trabajadores y motivación suficiente para tra-
bajar, sino de incapacidad del sistema para absor-
ber toda la oferta de trabajo actual, incluida en la
oferta global de factores f. Por lo que, más que
elevar el potencial v de la mano de obra, sería
necesario encontrar los medios para emplear una
mayor proporción de mano de obra en el siste-
ma productivo, recurriendo a otras actividades o
subsistemas complementarios. 

El potencial del trabajador, una vez que cuenta
con la capacidad suficiente, dependería de otros
aspectos como son la necesidad y la confianza en
las posibilidades que le puede ofrecer ese trabajo.
Pero la necesidad y la confianza a menudo pue-
den verse modificadas por influencia del entorno.
Las necesidades pueden ser básicas o de otro
orden. Las básicas se referirán principalmente a la
alimentación, vestido, alojamiento y otras necesi-
dades fundamentales. Las demás necesidades de
un individuo dependen también en buena medida
de los logros de los demás, y a menudo tratará de
conseguir lo mismo que otros han logrado, dado
que una de las causas que influye en la conducta
de los individuos es la imitación de sus semejan-
tes. Las palabras conmueven y los hechos arras-
tran, decía el relato homérico. Es una especie de
magnetismo, como el que ejercería un campo mag-
nético sobre una partícula con carga eléctrica,
haciendo variar o acelerar su trayectoria. Por otro
lado, las necesidades básicas también pueden
verse influidas por las expectativas, como suce-
dería por ejemplo ante el rumor de un posible corte
en el suministro de alimentos, lo que crearía la nece-
sidad de aprovisionarse anticipadamente.

En el caso del trabajo, la oferta y demanda de
mano de obra (f,f´) y su productividad potencial y
real (v,v´) dependerán de varios aspectos, como

los salarios y la formación entre otros, pero tam-
bién influyen otros aspectos como la necesidad y
las expectativas de los trabajadores y empresa-
rios. A su vez, las exigencias salariales depende-
rán en buena parte de la necesidad y de la for-
mación, y esta también se habrá visto influida por
la necesidad de formarse y por las expectativas
de mejorar la situación personal con esa forma-
ción, por lo que en definitiva, la oferta y la deman-
da de mano de obra (f,f´ )y su productividad poten-
cial y real (v,v´ ) dependerían de la necesidad (n) y
de las expectativas (e) de trabajadores y empre-
sarios, (f,f´, v,v´ ) = f (n,e). Las expectativas influirí-
an por lo tanto en las necesidades y en las prefe-
rencias de los individuos. Su influencia en la
economía puede verse en ejemplos cotidianos
como las oscilaciones bursátiles o las inversiones
inmobiliarias especulativas.

En economía las expectativas referidas a la ofer-
ta y demanda de mano de obra se pueden reco-
ger de alguna manera en las gráficas de despla-
zamiento de las curvas de empleo, cuyos ejes de
coordenadas x e y representan el nivel de empleo
y de salarios respectivamente. La oferta de mano
de obra se representa por una curva que tiende
a evolucionar de forma ascendente con la subi-
da de los salarios, mientras que la curva de
demanda de mano de obra tiende a descender
con esas subidas salariales, alcanzándose el equi-
librio en el punto donde se cortan ambas curvas.
En épocas de peores expectativas, las exigencias
salariales de los trabajadores suelen disminuir, por
lo que la curva de la oferta tiende a desplazar su
posición hacia abajo, y los empresarios por su
parte tienden a ofrecer remuneraciones inferiores,
desplazándose la curva de demanda también
hacia abajo, de manera que el punto de equilibrio
se situará en un nivel salarial inferior al inicial. Por
otro lado, cuando las expectativas son más favo-
rables, ambas curvas tienden a desplazar su posi-
ción hacia arriba, alcanzando el equilibrio en un
nivel salarial superior al inicial. Sin embargo, a
menudo la bajada de los salarios tiende a mos-
trar cierta rigidez. En ese caso, ante expectativas
desfavorables, si la curva de oferta de empleo no
modifica su posición y la curva de demanda se
desplaza hacia abajo, el punto de equilibrio se
situará en un nivel de empleo inferior al inicial.

1.3. Alternativas

En la situación económica actual lo deseable
sería lograr un mayor crecimiento de la economía
en general, y particularmente en aquellos secto-
res que, como los de alta tecnología, favorezcan
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el desarrollo del país, generen empleo cualificado
y mejoren la competitividad frente al exterior. Sin
embargo esta posibilidad no parece inmediata y,
por otro lado, algunos de los sectores tradiciona-
les que empleaban mayor cantidad de mano de
obra están actualmente en crisis, como el de la
construcción, o registran un cierto nivel de satu-
ración, como el del turismo. Por otro lado, la inver-
sión extranjera también se ha retraído como con-
secuencia de la difícil situación económ ica y
financiera internacional. En cuanto al recurso a la
emigración, habrá que esperar de momento a que
los demás países solucionen sus problemas de
desempleo. En el mercado nacional, tal como se
viene diciendo, la economía debería crecer a tasas
muy superiores a las actuales para generar empleo.
Si se alcanzaran esos porcentajes de crecimiento
el problema no sería tan preocupante, pero eso
está aún lejos de lograrse. Ahora la cuestión es
ver cómo se podría crear empleo en las circuns-
tancias actuales.

Algunas de las medidas intervencionistas que
dieron buen resultado en otras épocas, como las
políticas keynesianas de los años treinta para la
reactivación de la demanda y el empleo, en épo-
cas posteriores se encontraron con situaciones
imprevistas, como la coincidencia de coyunturas
económicas de estancamiento con inflación en los
años setenta, o la coincidencia de situaciones de
estancamiento económico con importantes défi-
cit presupuestarios en los años actuales, que han
hecho menos viable la aplicación de estas medi-
das. Por otra parte, la transformación y moderni-
zación del sistema económico desde la revolución
industrial de finales del siglo XVIII ha ido despla-
zando mano de obra desde unos sectores a otros,
empezando por el sector agrario en el siglo XIX
mediante el trasvase de trabajadores del campo
a la industria, como consecuencia de la mecani-
zación agrícola, siguiendo por el sector industrial
en el siglo XX con la automatización de los proce-
sos industriales y el consiguiente desplazamiento
de mano de obra al sector servicios, y actualmente
en el sector servicios como consecuencia de la
informatización de los procesos administrativos y
de gestión. De forma que en la actualidad nos
encontramos, por un lado con importantes limita-
ciones en las políticas económicas dirigidas a
estimular la demanda, y por otro lado sin un sec-
tor que sea capaz de absorber claramente esa
mano de obra excedentaria. Por lo que quizá haya
que plantearse si no quedará más opción que
aceptar un paro estructural cada vez mayor, al ir
sustituyendo las máquinas a los trabajadores y
haciendo el trabajo cada vez en mayor medida.

Ante estas dificultades para la creación de
empleo, también habría que tratar de aprovechar
las oportunidades que pudieran ofrecer otros sec-
tores con algunas modestas posibilidades de
empleo, como pudieran ser las economías domés-
ticas, el sector agrario, el turismo rural o la pro-
ducción artesanal, y en los que al mismo tiempo
pudiesen desarrollarse otras actividades y servi-
cios complementarios. Con esto no se trataría de
volver a prácticas de la Edad Media, sino de bus-
car otras opciones y de compatibilizar métodos
artesanales de bajo coste con tecnologías actua-
les, y tampoco de suprimir las ayudas al desem-
pleo, sino de buscar soluciones transitorias y de
carácter limitado.

Actualmente una buena parte de la masa de
desempleados corresponde a jóvenes trabaja-
dores, que en muchos casos cuentan con una
buena formación académica y profesional. Esta
formación ha requerido un gran esfuerzo inversor
por parte de la sociedad, pero esta inversión se
está desaprovechando y no está dando el rendi-
miento esperado, debido a la coyuntura actual y
a la incapacidad del sistema para emplear a estos
trabajadores. Por lo que quizá el problema no es
tanto de formación como de transformación de
ese potencial en trabajo efectivo. Aunque no por
estos motivos debería calificarse al sistema de
ineficiente, puesto que hay que tener en cuenta
la gran afluencia de mano de obra foránea en la
última década, que en épocas de bonanza ha
podido ser absorbida, pero en tiempos de crisis
contribuye significativamente al aumento del
desempleo. Esta energía desapr ovechada, a
menudo deriva hacia actividades antisociales y
desórdenes públicos, por lo que su empleo en
fines útiles y prácticos sería beneficioso por varios
aspectos. Volviendo a comparaciones físicas, se
trataría de reducir la entropía del sistema y aumen-
tar su entalpía.

2. Apartado B

2.1. Fases

Estos proyectos podrian clasificarse en tres tipos
o dividirse en tres fases, según el grado de difi-
cultad de su implantación y desarrollo. Cada una
de estas tres fases representaría un sistema alter-
nativo o susbistema (Ss1, Ss2 y Ss3). Estos sub-
sistemas tendrían su propia oferta de factores (f1,
f2 y f3) y demanda de factores (f´1,f´2 y f´3), y su
propia productividad potencial (v1, v2 y v3) y real
(v´1, v´2 y v´3).
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2.2. Fase 1

En la fase 1 podría fomentarse inicialmente un
entorno de demanda doméstico o comunitario en
las propias localidades de los trabajadores. Actual-
mente la demanda de mano de obra solicitada por
las empresas ha descendido a niveles mínimos,
mientras que esa demanda en las economías
domésticas no ha descendido de la misma forma,
e incluso ha aumentado en algunos sectores como
el de la dependencia. Por otra parte, es posible
que haya una demanda potencial adicional de ser-
vicios complementarios en el ámbito doméstico,
como servicios asistenciales de carácter educati-
vo, sanitario, técnico o administrativo, que permi-
tiese contratar a trabajadores con cierta cualifica-
ción que ofreciesen ese tipo de servicios, además
de los habituales, con jornadas a tiempo parcial y
remuneraciones similares a las del sector en la
actualidad. Estos trabajadores podrían ser con-
tratados por particulares o colectividades. Real-
mente, el plano doméstico abarca actividades muy
diversas, tal como ocurre en el empresarial, dife-
renciándose de este a veces sólo por el ámbito de
su aplicación. En los últimos años, como conse-
cuencia de las transformaciones sociales, con la
mejora del nivel de formación de los individuos, la
informatización y el acceso a internet en los hoga-
res, el acceso a la información, la mayor bancari-
zación y cultura financiera de los particulares, el
teletrabajo desde el domicilio y otras innovacio-
nes, las economías domésticas actúan de una
forma cada vez más parecida a las empresas en
su gestión y toma de decisiones. Por este motivo,
las expectativas de los trabajadores sobre ese sec-
tor podrían mejorar si se tienen en cuenta estos
aspectos, y los trabajadores viesen la posibilidad
de obtener los ingresos necesarios para sus nece-
sidades con estos empleos y además pudiesen
desarrollar con ellos determinadas funciones para
las que se hubieran preparado profesionalmente. 

Esta fase 1 supondría el desvío de parte de la
mano de obra potencial f del sistema S al subsis-
tema Ss1. La mano de obra desviada al subsiste-
ma seria f1. Este subsistema será intensivo en
mano de obra y de baja inversión en capital, por
lo que no se esperaría una productividad tan ele-
vada como la productividad media del sistema ini-
cial de referencia S, de forma que v1<v.

2.3. Fase 2

Una segunda fase sería aquella que se refiere
a las iniciativas de nuevos emprendedores, autó-
nomos o cooperativistas, especialmente en pro-

yectos de entorno rural, como la rehabilitación de
edificaciones o la reactivación de explotaciones
agrícolas abandonadas, combinados con servi-
cios complementarios de carácter hostelero, for-
mativo, deportivo, de ocio, caza o pesca. Estas
actividades tratarían de combinar otros aspectos
que no fueran solamente el descanso en lugares
más o menos confortables, sino de ofrecer servi-
cios relacionados con nuevas inquietudes cultu-
rales, medioambientales, científicas, artísticas, o
deportivas, aprovechando las condiciones propi-
cias del entorno natural para el estudio, el depor-
te o la inspiración artística. Estas explotaciones
podrían ser al mismo tiempo centros de forma-
ción de los visitantes y escuelas de prácticas para
sus propios miembros.

Estas iniciativas deberán basarse en la confi-
guración adecuada de los tres factores de pro-
ducción tradicionales: recursos naturales, trabajo
y capital físico o financiero (rn, w y k), y tratar de
buscar una combinación óptima de estos facto-
res. Actualmente se encuentra disponible en mayor
medida el w debido al gran número de desem-
pleados, mientras que el k y los rn serían más 
escasos. Parte de esos rn y k físico en forma de
fincas rústicas sin explotar y edificaciones rurales
abandonadas, por lo que una alternativa podría
ser el arriendo o la cesión temporal a cambio de
la entrega de una parte del fruto obtenido o de la
rehabilitación. Una vez acondicionadas las fincas
y las edificaciones, se estaría en condiciones de
iniciar su explotación transformando ese capital
en un flujo de ingresos, como se transformaba la
Ep en Ec en el ejemplo mecánico, y parte de estos
ingresos podrían reinvertirse a su vez en el inmo-
vilizado, lo que incrementaría la producción poten-
cial Pp de estas explotaciones, al igual que en el
ejemplo hidráulico anterior la Ec podría convertir-
se a su vez en Ep siguiendo el camino inverso al
inicial mediante un proceso de bombeo.

Estas actividades producirían un efecto doble-
mente beneficioso, ya que además de posibilitar
la ocupación de trabajadores desempleados, per-
mitiría la reactivación de medios de producción
obsoletos o inutilizados y su transformación en
capital productivo, sin una excesiva aportación
dineraria. La fase 2 entraña una mayor dificultad
y mayor incertidumbre que la fase 1, por lo que
se necesitaría una mayor formación práctica y
adiestramiento previo. Esta fase 2 estaría orien-
tada principalmente a la absorción de mano de
obra desempleada de los núcleos urbanos y su
recolocación en zona rurales poco habitadas. Pre-
cisamente, algunas de las regiones más pobla-
das y urbanizadas del país, y por tanto de mayor
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cantidad de población desempleada, limitan con
las regiones más deshabitadas.

Esta fase 2 también supondría la absorción de
parte de la fuerza laboral f desaprovechada por el
sistema inicial. La parte de mano de obra absor-
bida por el subsistema Ss2 sería f2. Aquí prevale-
cerían las iniciativas de carácter empresarial como
autónomos, cooperativas, sociedades laborales,
etc., y se incorporarían otros factores de capital
físico que permitirían obtener una productividad
mayor que en la fase 1, de forma que v2>v1. A
medida que la productividad real v´2 aumentase
con la adaptación gradual del capital y la mejora
de las explotaciones, aumentaría el atractivo para
la llegada de nuevos emprendedores a este sub-
sistema. Por otro lado, para no supeditar excesi-
vamente el desarrollo de estos proyectos a la
demanda externa, debería tratar de crearse una
especie de mercado interno en algunas de las
comunidades creadas para esas iniciativas, como
se indica en la fase siguiente.

2.4. Fase 3

La tercera fase del proyecto consistiría en la for-
mación de una serie de grupos para el desarrollo
de pequeños núcleos experimentales, semiautár-
quicos económicamente, especialmente destina-
dos a la autoproducción y autoconsumo en esas
comunidades, para fomentar el empleo y su desa-
rrollo, e incluso contribuir a la regeneración del teji-
do económico del entorno.

Generalmente, el consumo del trabajador de-
sempleado suele ser bastante inferior a su poten-
cial de consumo normal, y su producción es nula.
Si el trabajador tuviera la posibilidad de autopro-
ducir parte de los bienes que necesita, su con-
sumo se elevaría en el importe equivalente al valor
de esos artículos y pasaría a ser consumidor-auto-
productor, generando una forma de autoempleo.
Posteriormente una parte de la producción podría
destinarse al intercambio (p.ej. artículos de arte-
sanía, servicios de hostelería, ocio, actividades
formativas, etc.) para obtener aquellos bienes
necesarios para su consumo o para la pr opia
autoproducción.

La autoproducción podría realizarse a nivel
colectivo en agrupaciones o comunas, con ges-
tión participativa de todos sus miembros y vida en
común para facilitar la cooperación y las transac-
ciones, en poblaciones reducidas para hacer los
proyectos más manejables, con transacciones
internas entre sus miembros, y valorando los
artículos y los servicios intercambiados con crite-
rios de costes y de mercado, registrando estas

transacciones mediante anotaciones contables
para su control, lo que además permitiría la com-
probación de la producción y del crecimiento real
de estas unidades. A su vez estos grupos podrían
llevar a cabo intercambios con otros grupos simi-
lares y con su entorno, para la obtención de otros
bienes y servicios. Estas iniciativas deberían pro-
barse previamente en centros de prácticas o labo-
ratorios específicos, para hacer simulaciones y
ensayos sobre esta especie de economías
moleculares, antes de su implantación definitiva,
como ocurre con los cultivos en viveros e inver-
naderos, seleccionando para ello grupos forma-
dos por individuos con la formación profesional y
las aptitudes adecuadas, a los que habría que
entrenar y disciplinar previamente para este fin.
Una vez establecidos los primeros núcleos, se
obtendría un mayor conocimiento y experiencia
de su funcionamiento, lo que facilitaría el estable-
cimiento de los siguientes.

Otros inconvenientes para esta fase 3, al igual
que la fase 2, como el aislamiento y el alejamien-
to de los núcleos rurales, podrían paliarse con los
nuevos sistemas de comunicaciones como la tele-
fonía móvil e internet, por lo que las actividades
no tendrían que ser necesariamente sólo de carác-
ter artesanal o gremial, sino que podrían desa-
rrollarse otras actividades relacionadas con las
tecnologías actuales. También podría ser una
oportunidad para que algunos de estos núcleos
rurales saliesen de su abandono.

Esta fase tendría una dificultad mayor que las
dos anteriores, por lo que debería planificarse de
una manera más minuciosa, ya que se desarrolla-
ría a menudo en circunstancias extremas y sería
una mezcla de economía de subsistencia, de true-
que y de mercado. Incluso podría estimularse el
ritmo de autoproducción y de consumo interno de
estas unidades para fomentar su cr ecimiento,
aumentando el volumen de transacciones entre
sus miembros e introduciendo productos y servi-
cios con mayor valor añadido, y al mismo tiempo
estableciendo comparaciones estadísticas y cier-
to grado de competitividad entre las distintas agru-
paciones para aumentar su dinamismo.

La fase 3 serviría al igual que las anteriores para
absorber parte del excedente de la fuerza laboral f
del sistema S. En este caso la mano de obra absor-
bida por Ss3 sería f3. Su productividad depende-
ría entre otras cosas del empleo de capital físico,
sin embargo, se diferenciaría de las anteriores fun-
damentalmente en la capacidad de generar su pro-
pia demanda y de esa forma variar el nivel de pro-
ducción. Esto sería posible hacerlo en unidades de
pequeño tamaño como estas. Una aceleración del
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consumo interno de estas unidades podría dar lugar
a un aumento de la producción autóctona. Para
que se mantenga la igualdad Pp = fvtr, un aumen-
to en la cifra del primer miembro Pp supondrá a su
vez el aumento en alguna de las variables del
segundo miembro o de ambas a la vez, f y/o v,
suponiendo que se mantienen invariables las remu-
neraciones unitarias r, es decir, que habrá aumen-
tado el volumen de empleo de los factores y/o su
productividad. Lo mismo podría decirse en el caso
de la producción real Pc=f´v´t r´. Si estos factores
aumentan en la proporción en que estuviesen com-
binados inicialmente, y el mayor peso proporcional
correspondiese a la mano de obra, esto podría
suponer un aumento de la demanda de mano de
obra por parte de este subsistema Ss3. La posibi-
lidad de acelerar el consumo y la producción de
forma autónoma, le dará una ventaja adicional res-
pecto de los subsistemas anteriores, es decir, en
el caso de la fase 3 el ritmo de producción y de
consumo dependerían fundamentalmente del pro-
pio subsistema y no tanto de la demanda externa.
Su crecimiento estaría impulsado por ese aumen-
to de producción y consumo, y limitado por aque-
llos recursos más escasos y otros aspectos como
los rendimientos y utilidades decrecientes. El hecho
de poder planificar el ritmo del consumo y la pro-
ducción en estas unidades de pequeño tamaño,
permitiría un aumento de la velocidad y del creci-
miento en los intercambios internos superior a los
de la demanda externa, en la que no se puede influir
de la misma manera, ya que depende de las con-
diciones del entorno. Sería como la diferencia entre
un motor de combustión con entrada de aire a pre-
sión atmosférica y un motor dotado de turbocom-
presor, que hace aumentar su potencia y su rendi-
miento termodinámico.

Para lograr ese propósito, estas unidades debe-
rían estar sometidas a una programación de su
consumo y de su producción. El aumento del con-
sumo interno debería planificarse como paso pre-
vio al aumento de la demanda de factores de pro-
ducción que se quiere conseguir, especialmente
de mano de obra. Si un individuo consumiera
exclusivamente los bienes y servicios que él pro-
duce de forma individual, no podría plantearse un
consumo superior a su capacidad de producción.
Pero si se repartieran el trabajo entre dos indivi-
duos, especializándose cada uno en la produc-
ción de determinados bienes o servicios, esta
especialización haría aumentar su productividad,
como ya se decía, por lo que de esa forma el nivel
de producción y de consumo per cápita podría
situarse por encima del nivel de producción y de
consumo que se obtendría de forma individual. 

Si ponemos como ejemplo el caso de un tra-
bajador individual que consuma íntegramente su
producción y que desease aumentar su consumo
si tuviera esa posibilidad, podría plantearse la incor-
poración de un nuevo trabajador con igual capa-
cidad de producción individual y necesidades de
consumo equivalentes al primer trabajador, de
forma que al unirse ambos trabajadores podrían
especializarse en distintos trabajos para lograr una
mayor productividad y una producción superior a
la que se obtendría de forma individual. Supon-
gamos que en este caso el aumento de la pro-
ductividad fuese un 50%, de forma que la pro-
ducción conjunta de estos 2 trabajadores seria 3
veces la producción de cada trabajador de forma
individual, por lo que su consumo podría incre-
mentarse en la misma medida. Esto mismo podría
repetirse incluyendo un tercer trabajador, si estos
trabajadores estuviesen dispuestos a seguir
aumentado su consumo, y en este caso podría-
mos suponer que la productividad sería mayor que
la anterior al haber más trabajadores que antes y
por tanto más especialización. Supongamos, por
ejemplo, que la productividad fuese en este caso
un 66% superior a la individual, por lo que el con-
sumo podría elevarse en el mismo porcentaje. La
producción conjunta de los 3 trabadores, por lo
tanto, sería equivalente a 5 veces la producción
que cada uno realizase de forma individual.

Podría seguirse así indefinidamente, aunque
con las restricciones anteriormente indicadas, de
forma que iríamos incorporando un nuevo traba-
jador a medida que los anterior es decidiesen
aumentar su consumo por encima de su capaci-
dad de producción, y suponiendo que la produc-
tividad seguiría aumentando con la especialización
al trabajar en grupos cada vez más numerosos.

De esta forma, la evolución de la producción
total del ejemplo anterior, en unidades de produc-
ción individual dividida por el número de trabaja-
dores empleados, podría representarse mediante
la siguiente serie:

1, 3/2, 5/3, 7/4, 9/5,......, (2-(1/n)),
de manera que, como consecuencia de esta
especialización, los incrementos de productivi-
dad serían:

(1), (1,5), (1,66), (1,75), (1,8),....(2-(1/n)).
A su vez, podría representarse la evolución del

número total de trabajadores empleados en cada
momento respecto al total anterior con esta otra
serie:

1, 2, 3/2, 4/3, 5/4,...., (1+(1/n)), 
por lo que el aumento relativo del empleo seria:

(1),(2),(1,5),(1,33),(1,25),....(1+(1/n)).
Es decir, que irían aumentando tanto el empleo
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como la productividad, aunque esta en mayor
medida que el empleo, de acuerdo con los supues-
tos del ejemplo, de forma que la serie del aumen-
to de la pr oductividad sería creciente y la del
aumento relativo del empleo sería decreciente. Esta
situación, por otra parte, parece ser que también
se ha dado en la realidad. Estas series represen-
tarían las curvas del aumento de la productividad
y del crecimiento relativo del empleo. Si las fun-
ciones de estas curvas fueran continuas, aunque
no es ese el caso, tendríamos una derivada cre-
ciente en la curva del aumento de la productividad
y una derivada decreciente en la del aumento rela-
tivo del empleo.

Según este ejemplo la producción individual del
primer trabajador, considerando como único fac-
tor la mano de obra y haciendo unitarias todas las
variables para su simplificación, sería P(I)=fvtr, por
lo que, como se veía en la primera serie, a medi-
da que se añadiese un nuevo trabajador, la pro-
ducción conjunta en términos de la primera sería:

P(I) = fvtr
P(II) = (2f )(1,5v)tr = 3P(I)
P(III) = (3f )(1,66v)tr = 5P(I)
P(n) = (nf )((2-(1/n))v)tr= (2n-1)P(I)
Si clasificamos estos tres subsistemas por su

autonomía de crecimiento y de generación de
empleo, podríamos decir que irían en orden ascen-
dente, situándose el Ss3 en el de mayor nivel de
potencial y Ss1 en el menor.

3. Conclusión

En este trabajo se ha planteado el problema
del potencial productivo no utilizado actualmen-
te por el sistema económico, especialmente en
lo referente al empleo de mano de obra, recu-
rriendo a la utilización de algunos ejemplos físi-

cos al darse ciertas similitudes con esta materia,
como se ve también en la terminología que se
viene empleando habitualmente para expresar
algunos conceptos económicos, como elastici-
dad, liquidez, apalancamiento, y muchos otros.
También se han hecho algunas observaciones
sobre determinados aspectos con cierto com-
ponente psicológico, como las expectativas y
necesidades de los individuos, que también influ-
yen en el potencial de demanda y oferta de los
factores. Por último, se han planteado unos cau-
ces alternativos para dar salida a parte de la
capacidad productiva no utilizada por el sistema,
mediante el diseño y creación de algunos siste-
mas complementarios o subsistemas, su planifi-
cación y desarrollo, clasificándolos por orden de
complejidad y estableciendo una serie de fases
secuenciales de implantación.�

RESUMEN

Este artículo hace un enfoque particular del problema
del desempleo y del potencial de la mano de obra deso-
cupada, recurriendo a algunos sencillos ejemplos de física
y a otros aspectos de carácter psicológico, desarrollando
posteriormente algunas alternativas de empleo, agrupadas
en tres fases. La primera fase se refiere a la demanda poten-
cial de servicios complementarios que se pueden encon-
trar en las economías domésticas. La segunda propone la
realización de determinadas actividades, como la reactiva-
ción de explotaciones agrarias abandonadas y la rehabili-
tación de inmuebles para actividades de carácter tradicio-
nal. Y la tercera fase se refiere a la creación de núcleos
experimentales para la autoproducción, con una cierta auto-
nomía económica, que les permita el desarrollo de un mer-
cado propio.

Palabras clave: Desempleo, Sistema, Potencial, Alternati-
vas y Expectativas.
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1. Introducción

El crecimiento económico consiste en un
aumento sostenido de la producción agregada
real a lo largo del tiempo, ya que a medida que
se incrementa dicha producción agregada, se
expande el volumen de bienes y servicios dispo-
nibles para la sociedad, elevando el bienestar de
sus ciudadanos.

Sin embargo, si bien las economías crecen en
términos reales en el tiempo, experimentan varia-
ciones importantes en sus tasas de crecimiento real.
Así como las mareas crecen y decrecen, las eco-
nomías se expanden y se contraen, alterándose
períodos más o menos prolongados de tasas altas
con otros de menor crecimiento o, incluso, de cre-
cimiento negativo. Estas fluctuaciones en la activi-
dad económica agregada reciben el nombre de
ciclos económicos y son recurrentes (es decir, se
repiten una y otra vez), pero irregulares (es decir, no
siempre presentan la misma duración o intensidad).

En este trabajo se presenta un análisis del com-
portamiento de la actividad económica real de la
economía madrileña en los ciclos recientes, exa-
minando la evolución de las aportaciones al creci-
miento de la actividad productiva de las distintas
ramas productivas durante el período 1980-2007,
haciendo especial énfasis en su evolución a lo largo
del ciclo económico.

El trabajo se organiza de la siguiente forma. 
En la sección 2 se presenta la base de datos
utilizada y se expone brevemente la metodolo-
gía empleada, mientras que la ección 3 ofrece
los resultados empíricos obtenidos. Por último,
en la sección 4 se ofrecen algunos comentarios
finales.

2. Datos y metodología

Hemos utilizado la base de datos DBMORES
(Bustos y cols., 2008), extendida hasta el año 2007
utilizando datos de la Contabilidad Regional de

España (Base 2000) del Instituto Nacional de Esta-
dística. A partir de ambas fuentes hemos obteni-
do series homogéneas a precios constantes del
año 2000 de la producción total y de veinte ramas
productivas medidas en términos de Valor Añadi-
do Bruto a precios básicos (VABpb) durante el
período 1980-2007.

Las ramas productivas objeto de estudio son
las siguientes: Agricultura y pesca; Industria
extractiva y energética; Alimentación, bebidas y
tabaco; Textil, confección, cuer o y calzado;
Papel, edición, industrias gráficas; Química; Cau-
chó y plástico; Productos mineros no metálicos;
Metalurgia y productos metálicos; Maquinaria y
equipo mecánico; Equipo eléctrico, electrónico
y óptico; Material de transporte; Industrias manu-
factureras diversas; Construcción; Comercio y
hostelería; Transporte y comunicaciones; Inter-
mediación financiera; Alquiler de inmuebles resi-
denciales; Otros servicios de mercado; Servicios
de no mercado o administraciones públicas.

A partir de estos datos, en primer lugar, cal-
cularemos las contribuciones de cada una de
estas ramas productivas al crecimiento real de
la economía madrileña, descomponiendo la tasa
de crecimiento de la producción agregada real
como suma ponderada de las tasas de creci-
miento de las distintas ramas pr oductivas,
tomando como pesos el porcentaje que repre-
senta cada una de ellas en el total el año inme-
diatamente anterior:

ρt
VABpb = α1

t–1ρ1
t + α2

t–1ρ2
t + α3

t–1ρ3
t + … + αn

t–1ρn
t

donde ρt
VABpb y ρi

t representan las tasas de creci-
miento real del VABpb y de la rama i desde el
período t-1 al período t y donde αi

t-1 denota el
peso de la rama productiva i sobre el VABpb total
en el período t-1 [αi

t–1 = (VABpb0
it–1 / VABpb0

t–1)].
Tal como se aprecia en la ecuación anterior, cada
uno de los términos αi

t-1 ρi
t constituye la contri-

bución de la rama productiva i al crecimiento del
VABpb en el período t.

La producción en los sectores madrileños
durante los ciclos económicos recientes

Simón Sosvilla
Departamento de Fundamentos del Análisis Económico II, UCM

Economistas Num 127.qxd  15/4/11  07:40  Página 105



T R I B U N A

106

En segundo lugar , y siguiendo a Learmer
(2007), procederemos a descomponer las contri-
buciones de cada una de las ramas productivas
al crecimiento del empleo total en normales y
extraordinarias. Para ello, aplicamos el filtro pro-
puesto por Hodrick y Prescot (1997) a las series
de contribuciones para obtener las tendencias,
que identificamos como contribuciones norma-
les. Posteriormente, calculamos la diferencia entre
las contribuciones originales y las contribuciones
normales para obtener las contribuciones extra-
ordinarias de cada componente al crecimiento real
de la producción agregada.

Como quiera que nos interesa analizar el com-
portamiento de las distintas ramas productivas a
lo largo del ciclo económico, hemos de ocupar-
nos seguidamente de caracterizar adecuada-
mente dicho ciclo para la economía madrileña a
partir de los datos disponibles. En este sentido,
ECRI (2009) señala la existencia de dos fases
expansivas en la economía española durante el

período objeto de estudio (que irían desde 1984
a 1991 y desde 1993 a 2008) y dos fases rece-
sivas (que abarcarían los subperíodos 1980-1984
y 1991-1993). En este trabajo tomaremos estas
fases como representativas también del ciclo eco-
nómico madrileño.

3. Resultados empíricos 

El gráfico 1 ofrece la evolución de la tasa de
crecimiento del VABpb de la economía madrileña
en euros de 2000 y las contribuciones a dicha
tasa de cada una de las veinte ramas producti-
vas examinadas.

Como se aprecia, la rama que más ha aporta-
do al crecimiento real en promedio durante el
período examinado son los otros servicios de mer-
cado (que explicaría un 23,84%), seguida del
comercio y la hostelería (que serían responsables
en media de un 15,61% de dicho crecimiento),

GRÁFICO 2
CRECIMIENTO REAL Y CONTRIBUCIÓN DE LAS RAMAS PRODUCTIVAS

(En porcentaje)
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los servicios de no mercado (14,37%) y el trans-
porte y las comunicaciones (13,74%).

Por su parte, el cuadro 1 ofrece las contribu-
ciones normales medias al crecimiento económi-
co en cada una de las fases del ciclo observadas
durante el período muestral analizado. Durante la
recesión experimentada entre 1980 y 1984, des-
taca el comportamiento negativo de las ramas de
construcción (con una contribución normal media
de -0,45 puntos porcentuales), la metalurgia y los
productos metálicos (-0,05 puntos), la maquina-
ria y equipo mecánico (-0,04 puntos) y la agricul-
tura (-0,01 puntos), que contrasta con el impulso
registrado durante ese subperíodo en otros servi-
cios de mercado (con una contribución normal
media de +0,55 puntos porcentuales), en los ser-
vicios de no mercado (+0,46 puntos), el comercio
y hostelería (+0,31 puntos) y en el transporte y
comunicaciones (+0,31 puntos). En la expansión
que cubre los años 1984 a 1991, sobresale el vigo-
roso comportamiento de los servicios de no mer-
cado, el comercio y la hostelería y el transporte y
comunicaciones (todos ellos con una contribución
normal media de +0,69 puntos porcentuales) y de
los otros servicios de mercado (+0,68 puntos), así
como, en menor medida, de la intermediación finan-
ciera (+0,43 puntos), en tanto que la agricultura es

la única rama que no añade dinamismo a la acti-
vidad económica (con una contribución normal
media de -0,01 puntos porcentuales). Respecto a
la breve recesión registrada entre 1991 y 1993,
cabe señalar el comportamiento negativo en la
intermediación financiera (con una contribución
normal media de -0,14 puntos porcentuales) y en
la alimentación, bebidas y tabaco (-0,01 puntos),
así como el empuje experimentado en otros ser-
vicios de mercado (+0,71 puntos), en los servicios
de no mercado (+0,57 puntos), el comercio y la
hostelería y en el transporte y las comunicaciones
(ambos con +0,36 puntos). Finalmente, durante la
fase alcista registrada entre 1993 y 2008, llama la
atención el importante estímulo a la producción 
de los otros servicios de mercado (con una con-
tribución normal media de +0,98 puntos porcen-
tuales), el comercio y la hostelería y en el trans-
porte y las comunicaciones (ambos con +0,55
puntos), los servicios de no mercado (+0,41 pun-
tos) y la intermediación financiara (+0, 38).

El cuadro 2 recoge las contribuciones extra-
ordinarias medias al crecimiento económico en
cada una de las fases del ciclo que tuvieron lugar
durante el período analizado. De dicho cuadro se
desprende que, en la recesión observada entre
1980 y 1984, destaca la debilidad que sobre la

CUADRO 1
CONTRIBUCIONES NORMALES MEDIAS AL CRECIMIENTO DURANTE EL CICLO ECONÓMICO

(Puntos porcentuales)

REC80-84 EXP84-91 REC91-93 EXP93-07

Agricultura y pesca -0,01 -0,01 0,01 0,00
Industria extractiva y energética 0,12 0,11 0,08 0,05
Alimentación, bebidas y tabaco 0,05 0,06 -0,01 0,00
Textil, confección, cuero y calzado 0,02 0,01 0,00 -0,01
Papel, edición, industrias gráficas 0,06 0,13 0,04 0,07
Química 0,03 0,08 0,06 0,06
Caucho y plástico 0,00 0,02 0,01 0,01
Productos mineros no metálicos -0,03 0,01 0,03 0,03
Metalurgia y productos metálicos -0,05 0,06 0,02 0,07
Maquinaria y equipo mecánico -0,04 0,02 0,03 0,04
Equipo eléctrico, electrónico y óptico 0,06 0,12 0,02 0,00
Material de transporte 0,00 0,11 0,00 0,04
Industrias manufactureras diversas -0,01 0,04 0,02 0,01
Construcción -0,45 0,22 0,27 0,36
Comercio y hostelería 0,31 0,69 0,36 0,55
Transporte y comunicaciones 0,31 0,69 0,36 0,55
Intermediación financiera 0,21 0,43 -0,14 0,38
Alquiler de inmuebles residenciales 0,17 0,15 0,14 0,15
Otros servicios de mercado 0,55 0,68 0,71 0,98
Servicios de no mercado 0,46 0,69 0,57 0,41

Fuente: Elaboración propia.
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actividad económica ejerce la intermediación
financiera (con una contribución extraordinaria
media de -0,09 puntos porcentuales) y el comer-
cio y la hostelería (-0,08 puntos), así como el com-
portamiento positivo de los otros servicios de
mercado (+0,07 puntos) y la metalurgia (+0,06
puntos). Respecto a la expansión registrada entre
1984 y 1991, sobresale el impulso a la produc-
ción agregada de la intermediación financiera (con
una contribución extraordinaria media de +0,09
puntos porcentuales) y la construcción y la indus-
tria extractiva (ambas con +0,05 puntos), mien-
tras que los otros servicios de mercado (-0,05
puntos) y el comercio y la hostelería (-0,03 pun-
tos) restan empuje a la actividad r eal. Por su
parte, para la recesión experimentada entre 1991
y 1993, resalta el comportamiento negativo de
construcción (con una contribución extraordina-
ria media de -0,26 puntos porcentuales), el
comercio y la hostelería (-0,23 puntos) y el equi-
po eléctrico, la intermediación financiera y los ser-
vicios de no mercado (todos ellas con -0,17 pun-
tos), así como el hecho de que las únicas ramas
que muestran una contribución extraordinaria
media positiva sea la agricultura, la alimentación,
bebidas y tabaco y las industrias manufacture-
ras diversas (todas ellas con +0,01 puntos). Por

último, durante la fase alcista ocurrida entre 1993
y 2008, cabe señalar que los servicios de no mer-
cado aportan debilidad a la actividad económi-
ca (con una contribución extraordinaria media de
-0,02 puntos porcentuales), así como las indus-
trias manufactureras diversas, la construcción y
el transporte y las comunicaciones (todas ellas
con -0,01 puntos), mientras que las ramas de
equipo eléctrico, electrónico y óptico, material de
transporte, comercio y hostelería y otros servi-
cios de mercado contribuyen al empuje en la pro-
ducción agregada (todas ellas con una contribu-
ción extraordinaria media de +0,01 puntos).

4. Consideraciones finales

Las economías española y madrileña se enfren-
tan a una severa recesión generada por la crisis
financiera internacional que se ha solapado con
la corrección que se venía registrando en el mer-
cado inmobiliario, lo que ha dado lugar a una
intensa caída de la actividad económica y a un
proceso de rápida destrucción de empleo. Ante
estas circunstancias se hace prioritario iniciar una
nueva senda de crecimiento basada en un patrón
más productivo y sostenible, que potencie sec-

CUADRO 2
CONTRIBUCIONES EXTRAORDINARIAS MEDIAS AL CRECIMIENTO 

DURANTE EL CICLO ECONÓMICO

REC80-84 EXP84-91 REC91-93 EXP93-07

Agricultura y pesca 0,01 0,00 0,01 0,00
Industria extractiva y energética -0,06 0,05 -0,05 0,00
Alimentación, bebidas y tabaco -0,01 0,00 0,01 0,00
Textil, confección, cuero y calzado -0,01 0,00 -0,01 0,00
Papel, edición, industrias gráficas -0,01 0,02 -0,01 0,00
Química -0,03 0,01 -0,05 0,00
Caucho y plástico -0,01 0,01 -0,03 0,00
Productos mineros no metálicos 0,00 0,00 -0,02 0,00
Metalurgia y productos metálicos 0,06 -0,01 -0,08 0,00
Maquinaria y equipo mecánico -0,02 0,00 -0,01 0,00
Equipo eléctrico, electrónico y óptico -0,01 0,01 -0,17 0,01
Material de transporte 0,00 -0,01 -0,03 0,01
Industrias manufactureras diversas -0,01 0,00 0,01 -0,01
Construcción 0,04 0,05 -0,26 -0,01
Comercio y hostelería -0,08 -0,03 -0,23 0,01
Transporte y comunicaciones -0,01 0,00 -0,11 -0,01
Intermediación financiera -0,09 0,09 -0,17 -0,01
Alquiler de inmuebles residenciales 0,00 0,00 0,00 0,00
Otros servicios de mercado 0,07 -0,05 -0,05 0,01
Servicios de no mercado -0,01 0,02 -0,17 -0,02

Fuente: Elaboración propia.
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tores competitivos y que contribuyan a la crea-
ción y consolidación del empleo.

Este trabajo ha intentado arrojar luz sobre qué
sectores pueden ser la base de un nuevo mode-
lo productivo de la economía madrileña para supe-
rar las debilidades registradas en la actualidad.
Para ello, se ha analizado el comportamiento en
materia de actividad durante las expansiones de
veinte ramas productivas mediante la aplicación
de la metodología propuesta por Leamer (2007),
que se basa en la descomposición de las aporta-
ciones al crecimiento de cada una de estas ramas
en normales y extraordinarias.

Los resultados obtenidos para las aportaciones
normales sugieren la construcción, la metalurgia
y los productos metálicos, la maquinaria y equipo
mecánico y la agricultura habrían contribuido a la
recesión registrada entre 1980 y 1984, mientras
que los otros servicios de mercado, los servicios
de no mercado, el comercio y hostelería y en el
transporte y comunicaciones habrían ayudado a
suavizar dicho episodio bajista. En la expansión
que cubre los años 1984 a 1991, destaca el com-
portamiento de los servicios de no mercado, el
comercio y la hostelería, el transporte y comuni-
caciones y los otros servicios de mercado que
habrían coadyuvado a la fortaleza de la produc-
ción agregada. Respecto a la breve recesión regis-
trada entre 1991 y 1993, cabe señalar el com-
portamiento negativo en la intermediación financiera
y en la alimentación, bebidas y tabaco, así como
el empuje experimentado en otros servicios de
mercado y en los servicios de no mercado. Por
último, durante la fase alcista registrada entre 1993
y 2008, sobresale el vigoroso estímulo de los otros
servicios de mercado, el comercio y la hostelería
y el transporte y las comunicaciones.

En lo relativo a las contribuciones extraordi-
narias al crecimiento real, destaca la debilidad de
la intermediación financiera y del comercio y la
hostelería durante la recesión registrada entre
1980 y 1984, así como el comportamiento posi-
tivo del el comercio y la hostelería y de los otros
servicios de mercado. En cuanto a la expansión
observada entre 1984 y 1991, destaca el impul-

so de la intermediación financiera, la construc-
ción y la industria extractiva. Por su parte, para
la recesión que tuvo lugar entre 1991 y 1993,
sobresale el comportamiento negativo de cons-
trucción y el comercio y la hostelería, así como
el leve empuje de la agricultura, la alimentación,
bebidas y tabaco y las industrias manufacture-
ras diversas. Durante la última fase alcista que
se extiende entre 1993 y 2008, cabe señalar la
tenue presión negativa ejercida por los servicios
de no mercado.�
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RESUMEN

Este trabajo aplica la descomposición propuesta por
Leamer (2007) entre aportaciones normales y extraordina-
rias a veinte ramas productivas de la economía madrileña
con el objetivo de examinar su comportamiento en activi-
dad real durante las expansiones, de forma que nos ayude
a identificar ramas con mayor potencial para dinamizar el
crecimiento económico y la creación de puestos de traba-
jo cuando se alcance de nuevo la senda de la reactivación.

Palabras clave: Ciclos económicos, Empleo, Producción,
Series temporales, Sectores productivos, Madrid.
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Para conmemorar el quincuagésimo
aniversario del Plan de Estabilización,
los profesores Luis Perdices de Blas y
Thomas Baumert han tenido la feliz idea
de coordinar un libro de gran interés
para conocer de primera mano la
historia económica de España contada
por sus propios protagonistas. Se trata
de una serie de semblanzas biográficas
y entrevistas, actuales y pasadas, a los
cuarenta economistas que más han
contribuido a la modernización de 
la economía española.
En la lista de los cuarenta no faltan 
las grandes figuras históricas de la
economía española moderna, como
Antonio Flores de Lemus, Luis de
Olariaga, Valentín Andrés Álvarez, 
José Castañeda, Román Perpiñá,
Manuel de Torres, Ramón Carande 
y José Larraz (echo en falta en esta
primera lista a Germán Bernácer el
economista español más reconocido
entonces fuera de España por, entre
otros, John M. Keynes, Dennis H.
Robertson, Hjalmar Schacht, 
Jacques Rueff y Henry C. Wallich).
La lista continúa con otras figuras
posteriores directamente involucradas
en el Plan de Estabilización de 1959,
como Alberto Ullastres, Joan Sardá y
Manuel Varela, así como Luis Ángel
Rojo y Ramón Tamames que, en 1957,
ingresaron en el cuerpo de Técnicos
Comerciales del Estado y trabajaban 
en la Secretaría General Técnica del
Ministerio de Comercio a las órdenes
de Manuel Varela, y, por supuesto,
Enrique Fuentes Quintana, que era el
director de Estudios de dicho ministerio
y que, además, casi veinte años más
tarde, fue el coordinador de los Pactos
de la Moncloa como vicepresidente
económico del Gobierno de Adolfo
Suárez, que fue otra de las decisiones
de política económica más importantes
en la historia económica reciente 
de España.

Asimismo, incluye otros economistas
tan importantes como Lucas Beltrán,
Ángel Alcaide, Fabián Estapé, José Luis
Sampedro, Juan Velarde, José Ángel
Sánchez Asiain, José Barea, Joaquín
Muns, Gonzalo Anes, Pedro Schwartz,
Gabriel Tortella y Ernest Lluch. También
incluye a otros economistas distinguidos
como José T. Raga, Victorio Valle, 
Juan Ramón Cuadrado, Andrés Suárez,
Manuel Lagares, Álvaro Cuervo, Luis
Gámir, José Luis García Delgado, Emilio
Albi, Eugenio Domingo, Jesús Huerta 
y otros dos economistas que han
logrado ser catedráticos en dos grandes
universidades de Estados Unidos,
Andreu Mas-Colell (Harvard) y Xavier
Sala i Martín (Columbia). La lista también
incluye a una economista británica que
ha dedicado su vida al pensamiento
económico español, como es el caso
de Marjorie Grice-Hutchinson, discípula
de Von Hayek.
Finalmente, el libro contiene una
entrevista muy interesante que Luis 
de Olariaga realizó, para el periódico 
El Sol, a John Maynard Keynes, que,
en su primer y único viaje a Madrid
acompañado de su esposa, Lidia
Lopokova, pronunció una conferencia
en la Residencia de Estudiantes sobre
la «Posible situación económica de
nuestros nietos» el día 10 de junio 
de 1930, cuando la Gran Depresión
estaba en su apogeo, en la que hizo
predicciones para 2030. También dijo
que era la hora de la economía y de la
política. Por cierto que, al día siguiente,
Keynes concedió otra entrevista a 
El Debate, realizada por Antonio
Bermúdez Cañete en la que decía,
entre otras cosas, que la economía
desaparecería como ciencia y 
sería sustituida por la técnica.
Asimismo, incluye otra entrevista de
gran interés a Friedrich Ausgust von
Hayek, en su segunda visita a Madrid,
que realizó Carlos Rodríguez Braun en
marzo de 1989, tres años antes de 
su fallecimiento. Hayek cuenta que
cuando Keynes murió en 1946 de un
infarto, le dije a mi esposa: ahora yo
soy el economista más famoso. Sin
embargo, lo que ocurrió fue lo contrario
ya que, a su muerte, Keynes fue

santificado y mi reputación se
derrumbó y por las tres siguientes
décadas el mundo fue gobernado por
ideas keynesianas. Pero la gente
terminó descubriendo que el
keynesianismo no funciona porque hay
un punto clave que Keynes pasó por
alto: no es la inflación la que permite
mantener el empleo, sino la aceleración
de la inflación. Sólo una inflación que
es mayor a la que el público espera, 
es capaz de crear ocupación extra.
Hayek se refería a que la curva de Phillips
había fracasado y las expectativas
racionales habían tomado la delantera y
que él había sobrevivido para verlo.
El gran interés de este libro reside 
tanto en las excelentes semblanzas
biográficas que hacen otros
economistas muy distinguidos 
de los cuarenta elegidos, que son muy
acertadas y detalladas, como en las
mismas entrevistas en las que los
citados economistas cuentan sus
ideas, su pensamiento y sus
experiencias personales y profesionales
en distintos momentos históricos de la
economía española, lo que permite al
lector conocer de primera mano su
visión y sus preocupaciones de dichos
momentos. Esta es la razón para que la
lectura de este libro sea imprescindible
para cualquier economista o persona
interesada en conocer mejor la historia
reciente del pensamiento económico
español y, al mismo tiempo, tener una
visión de la realidad económica de
España de la mayor altura.
Dado que las entrevistas están
realizadas en distintas épocas y a
distintos economistas que no siempre
coinciden y que cada uno tiene su
propia historia y experiencia, la
diversidad de opiniones y temas es otra
de las ventajas de haber conseguido
acumularlas en este libro.
Además de felicitar a ambos
coordinadores de este libro por la
excelente idea que han tenido, aunque
hayan reconocido que se han inspirado
en un libro de Paul Samuelson y William
Barnett, Inside the economist’s mind.
Conversations with eminent
economists, que vayan preparando
otro sobre el creciente número de

La hora de los economistas
Luis Perdices y 
Thomas Baumert (coord.)
Ecobook-Editorial del Economista, 
Madrid, 2010, 654 págs.
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jóvenes y no tan jóvenes economistas
españoles que cada vez tienen un
mayor y merecido peso en el ámbito
internacional y que harán que la política
económica española sea cada vez
mejor.

Guillermo de la Dehesa

NOTA

Este libro ha sido presentado en el Colegio de
Economistas de Madrid, en un acto público
celebrado el 18 de noviembre de 2010, en el
que intervinieron Juan Velarde, catedrático emé-
rito de la UCM y vicepresidente de la Real Aca-
demia de Ciencias Morales y Políticas; Manuel
Lagares, catedrático de Hacienda Pública de
la Universidad de Alcalá: Juan E. Iranzo, deca-
no-presidente del Colegio de Economistas de
Madrid y director general del Instituto de Estu-
dios Económicos; y Luis Perdices de Blas,
decano de la Facultad de Ciencias Económi-
cas y Empresariales de la UCM.

La profunda crisis económica que
arranca en 2007 y que aún no nos ha
abandonado, ha impulsado la aparición
de numerosas monografías, algunas de
ellas en el límite de convertirse en best-
sellers, a los dos lados del Atlántico.
¿Qué ofrece este nuevo libro respecto
a la literatura ya disponible?
En primer lugar, se trata de una obra
coral. Frente a la norma de la autoría
individual o binomial, Gonzalo Caballero
y María Dolores Garza embarcan a
otros catorce autores en el trabajo de
diseccionar las causas y
consecuencias previsibles de la gran
recesión que sirve para dar título 
al libro. Y en esta pluralidad de
perspectivas triunfa claramente lo
positivo (dieciséis cabezas tienen más
capacidad analítica que una) que lo
negativo (la coherencia en una cabeza
suele ser mayor que la resultante de
combinar dieciséis) gracias a un reparto
ordenado de los cometidos de cada
colaborador. Apenas existen
solapamientos y lagunas, aunque 
sí discrepancias que, lejos de dañar 
al conjunto, lo enriquecen.
En segundo lugar, los autores son
españoles y eso se nota en el acento
que se le da a cuestiones como la
crisis inmobiliaria o el comportamiento
del ahorro y, por supuesto, en la propia
referencia territorial de una parte de los
capítulos. Si algo sabemos a estas
alturas es que las condiciones de
partida y la incidencia sobre las
diferentes variables macro y
microeconómicas distan de ser 
las mismas en todos los países. 
De ahí que sean fundamentales los
análisis de caso. 
La nómina de colaboradores incluye a
expertos bien conocidos en el ámbito
del análisis de la política económica
(Antón Costas y Xosé Carlos Arias), 

del sector industrial (Rafael Myro), de la
coyuntura económica (Ángel Laborda) 
y del pensamiento económico (Pedro
Schwartz y Francisco Cabrillo). 
Esta lista ya nos da una idea del
carácter extensivo de la obra, que es
su tercera característica reseñable. 
Una obra que comienza describiendo 
la ruta hacia la crisis, el inventario 
de medidas de choque y sus
repercusiones para la definición 
de la política económica, para pasar 
a estudiar el caso español y finalizar
con un análisis regional: el de la
economía gallega. Para ello se combina
el trabajo de reputados académicos
(Xaquín Álvarez Corbacho, Albino
Prada y Fernando González Laxe) con
la experiencia práctica de personas 
del mundo de la empresa como Brais
Angosto, Jesús Bahíllo, Miguel Font 
y Juan Martínez Domínguez). 
La colaboración restante, la del 
que es del hoy director general de
Novacaixagalicia (José Luis Pego), es
un buen ejemplo de esfuerzo intelectual
a caballo de la reflexión académica 
y la gestión empresarial en uno de los
sectores situados en el ojo del huracán.
Entre las muchas reflexiones
destacables que se despliegan 
a lo largo del texto, me quedaría, en
primer lugar, con la insistencia en que
el núcleo de la crisis no es tan diferente
de otras muchas en el pasado, como
han demostrado Carmen Reinhart y
Kenneth Rogoff en su conocido libro:
This time is different: Eight centuries 
of financial folly. En segundo lugar,
destacaría la idea desarrollada por
Xosé Carlos Arias de que un nuevo
modelo de formación de políticas
económicas puede estar gestándose
ante nuestros ojos. Un marco con
nuevos equilibrios en el dilema entre
reglas y discrecionalidad, una
reconsideración de la relación entre
eficiencia y legitimación democrática, 
y una nueva distribución competencial
entre niveles de gobiernos, también 
los supranacionales. En tercer lugar, 
la reivindicación del aburrimiento como
seña de identidad de lo que debe ser 
el negocio bancario. Como nos ha
demostrado también la crisis, no puede

La gran recesión. 
Perspectivas globales 
y regionales
Gonzalo Caballero y 
María Dolores Garza (ed.)
Editorial Netbiblo, Oleiros (A Coruña), 2010, 
268 págs.
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existir un distanciamiento ilimitado 
entre la estructura económica y la
superestructura financiera. 
Finalmente, me parece muy 
interesante la contraposición entre el
análisis de Antón Costas con el ensayo
a contracorriente de Francisco Cabrillo.
Si el primero aboga por el diseño 
e implementación de programas
efectivos de estímulo de corte
keynesiano y el rediseño del marco
institucional para regular mejor, el
segundo sintetiza su posición en 
los títulos de los dos primeros 
epígrafes de su capítulo: «Keynes 
no es la solución» y «Una economía
más regulada tampoco».
Ya en clave española, se incide 
en la necesidad de redoblar esfuerzos
en materia de política industrial y
empresarial en España, poniendo el
acento sobre la innovación tecnológica
y la internacionalización, con búsqueda
y exploración de nuevos mercados.
Tanto en una perspectiva de demanda
a corto plazo como de expansión
potencial a medio y largo plazo, los
mercados exteriores son la apuesta
ganadora. Sobre todo, aquellos que
por su tamaño demográfico y su menor
madurez (China, India, Brasil) van a
poder experimentar crecimientos
analizados próximos a los dos dígitos
en los próximos años gracias, entre
otras cosas, a los mecanismos
económicos que impulsan los 
procesos de catching-up o
aproximación con los países líderes.
Si el libro de Guillermo de la Dehesa 
La primera gran crisis financiera del
siglo XXI es, al menos por ahora, la
referencia principal en lengua española
como guía con la que adentrarse en el
complejo panorama financiero actual, 
la obra editada por Netbiblo debería
tener también su sitio en los anaqueles
de las bibliotecas económicas.

Santiago Lago 

Este trabajo, elaborado por dieciocho
prestigiosos economistas y presentado
en nuestro Colegio, analiza la crisis
económica desde diferentes
perspectivas y trata de obtener
lecciones que limiten los errores
futuros. Asimismo es un homenaje 
a la figura del profesor Requeijo.
Jaime Requeijo González ha sido, 
y es, una persona de gran relevancia 
en la economía española por su labor
como funcionario, como gestor y como
profesor. Como técnico comercial 
del Estado ha desarrollado funciones
notables, entre las que destaca la de
director general del Ministerio de
Comercio. Ha ejercido una importante
actividad empresarial como director 
del Banco de Crédito a la
Construcción, de la Caja Postal 
y del Banco Zaragozano, y como
miembro de diversos consejos, 
siendo especialmente relevante el del
Banco de España. Su labor intelectual,
científica y docente es muy amplia, 
no sólo como catedrático de 
Economía Aplicada sino también como
autor de gran número de monografías,
libros y artículos, además de como
director del CUNEF.
Jaime Requeijo ha sido siempre 
un defensor de la libertad como
concepto global que debe manifestarse
conjuntamente en los ámbitos civil,
político y económico. El elemento
central de la libertad económica es la
capacidad de elegir. Los individuos
deciden por sí mismos la forma en la
que desean integrarse en la sociedad 
y qué usos darán a los resultados de
su actividad. Libertad económica 
es sinónimo de mercado libre, cuyo
modelo se ha puesto, injustamente, 
en tela de juicio tras el estallido de la
crisis financiera internacional, a pesar
de que las sociedades más dinámicas
son aquellas que impulsan la figura del

empresario como creador de empleo y
de riqueza. El profesor Requeijo se ha
interesado en muchos trabajos por el
cambio estructural de la globalización.
La crisis económica que está azotando
a todas las economías del mundo ha
sido el acontecimiento económico más
importante de los últimos treinta años,
no sólo por la magnitud cuantitativa y
geográfica de la misma sino también
por la particularidad de su origen que
conjuga elementos tradicionales con
otros resultantes de la globalización 
y de la innovación financiera.
Tras un período de crecimiento
económico fuerte, algunos operadores
en el mercado financiero han tratado 
de obtener rendimientos muy elevados
sin valoración adecuada de los riesgos,
con escaso control y ausencia de
medidas oportunas, mediante la
combinación de prácticas poco fiables
de gestión de riesgos con productos
financieros complejos y opacos,
aumentando la vulnerabilidad del
sistema, cuyo resultado ha sido una
crisis financiera global de profundidad
nunca conocida hasta ahora. Si bien
desde el primer momento los activos
de alto riesgo añadieron tensión
adicional al sistema financiero y a la
credibilidad del sistema bancario, la
crisis se ha ido transformando,
pasando por una crisis clásica de
liquidez, un credit crunch y una crisis
de solvencia de algunas instituciones
financieras para terminar, finalmente, en
una crisis de solvencia soberana.
La ausencia de un enfoque
macroprudencial de la regulación ha
constituido el fallo regulatorio más
notable. La recuperación de la
confianza del mercado obliga a tomar
medidas orientadas a reforzar la
transparencia y la información de los
riesgos asumidos y de los estándares
de valoración de los instrumentos
financieros, así como a fortalecer
determinados aspectos del marco
prudencial, de la gestión de los 
riesgos y de la supervisión en 
el sector financiero. En este sentido, 
el desenvolvimiento de la ciencia
económica contemporánea y el 
de los propios hechos económicos 

Lecciones de la crisis
Homenaje al profesor 
Jaime Requeijo
VV.AA.
Instituto de Estudios Económicos,
Madrid, 2010, 298 págs.
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de espaldas a los valores éticos, 
ha contribuido significativamente 
a la génesis, propagación y gravedad
de la presente recesión. Porque el
respeto a los valores éticos en cada
una de las fases que integran los
procesos económicos reduce 
los costes de transacción y mejora 
el clima de confianza para el normal
desenvolvimiento de la actividad
económica.
El temor a la quiebra del sistema
financiero indujo a la intervención
coordinada de distintos bancos
centrales a partir de diversas 
iniciativas. Con el objeto de 
estimular la demanda agregada, 
estas medidas fueron acompañadas
por políticas de estímulo fiscal que 
han ensanchado el déficit público 
en la mayoría de los países y,
considerablemente, en España, 
cuya economía no sólo se ha visto
gravemente afectada por la crisis
financiera internacional sino, también,
por diversas crisis internas, fruto del
anterior modelo de crecimiento. 
El elevado peso del sector de la
construcción, el alto nivel de
endeudamiento de las familias 
y de las empresas, la baja
productividad o la escasa dotación 
en I+D+i, unido todo ello a la
inestabilidad del sistema financiero, 
han tenido consecuencias
devastadoras sobre la economía
española, y muy especialmente, 
sobre el empleo.
La elevada tasa de paro 
no es un fenómeno nuevo. 
España ha sido adicta al paro
desde mediados de los años 
setenta, a excepción del período 
1996-2006. Sin embargo, no hay 
que olvidar que la creación de puestos
de trabajo se originó en sectores 
con bajos niveles de productividad al
tiempo que se han mantenido latentes
las rigideces que caracterizan nuestro
mercado laboral y que explican la
vulnerabilidad del empleo ante shocks
como la crisis actual. Por esta razón, 
el cambio del modelo productivo 
que exige esta situación ha de ir
acompañado de una reforma 

de calado del mercado de trabajo que
priorice la flexibilización del mercado,
en aras de facilitar el ajuste entre la
oferta y la demanda. Por otro lado, 
la traslación a este nuevo modelo 
lleva aparejada la potenciación del
capital humano a través de la
adaptación del sistema educativo 
a las nuevas tecnologías y al estímulo
de la innovación, con el fin de mejorar 
la productividad y la competitividad 
de los bienes y de los servicios
comercializables a escala internacional.
Los efectos de tamaña transformación
no serían apreciables de forma
inmediata, pero puede combinarse 
con medidas beneficiosas y con
efectos a corto plazo como es la
reducción de las cotizaciones sociales
a cargo del empleador. El sistema
impositivo en nuestro país presenta
asimetrías con relación al de nuestros
socios europeos. Las actuaciones de
política económica destinadas a
superar la situación deberían facilitar el
ajuste; limpiar, modernizar, abaratar los
costes e invertir, evitando siempre la
tentación del proteccionismo.
El sector exterior español ha estado
marcado por un diferencial de inflación
positivo con los países de la zona euro
desde la adopción de la moneda única.
La apreciación del tipo de cambio real
ha tenido la consecuencia de ralentizar
nuestros avances en productividad y 
en actividades innovadoras. Debería
insistirse en la potenciación del capital
humano, del capital físico y del capital
tecnológico, junto con las medidas que
se traducen en mejoras de la eficiencia
mediante el fomento de la competencia
en el sector portuario o en el sector del
transporte de mercancías por carretera.
También contribuirían aquellas políticas
que disminuyeran las trabas y los
largos trámites para la creación 
de las empresas que fomenten la
competencia y que fortalezcan 
nuestro mercado interior.
Uno de los sectores que más se ha
resentido ante el declive de la demanda
externa de países como China, y otros
en vías de desarrollo, ha sido el sector
siderúrgico. La siderurgia comenzó a
sentir los efectos de la crisis en otoño

de 2008 con reducciones de precios
de la mayoría de los productos de
forma considerable. Este sector ha
vuelto a mostrar su fuerte carácter
cíclico con reducciones en la
producción de entre el 30% y 
el 40% en los primeros meses, 
y ha interrumpido los procesos 
de expansión proyectados.
La integración de los mercados 
debería seguir siendo una de las
prioridades de todas las economías, 
y muy especialmente de la economía
española, cuyo excesivo nivel de
endeudamiento externo ha agotado la
posibilidad de seguir financiando la
demanda interna. Por lo tanto, 
se ha de seguir fomentando la
internacionalización de las empresas,
se han de concentrar los esfuerzos 
en la supresión de las barreras que
limitan el libre comercio y se ha de
impulsar la inversión extranjera para
que puedan apreciarse los beneficios
que ofrece un sector exterior dinámico.
Es necesario que el nuevo modelo de
crecimiento se fundamente en las
mejoras de la productividad y de la
competitividad como vehículos
garantes de un crecimiento económico
sostenible. El diseño de una nueva
política energética adecuada y
orientada a asegurar el suministro
energético contribuiría a mejorar la
competitividad. Por ello, esta política
debería apostar por la diversificación 
de las tecnologías y de los recursos
energéticos disponibles para conseguir
la combinación productiva óptima que
ayude a mejorar la competitividad de la
economía y que favorezca la garantía
de suministro energético.

Juan E. Iranzo

NOTA

Este libro ha sido presentado en el Colegio de
Economistas de Madrid, en un acto público
celebrado el 22 de noviembre, en el que inter-
vinieron Juan Velarde, catedrático emérito de
la UCM y vicepresidente de la Real Academia
de Ciencias Morales y Políticas; José Ramón
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Álvarez-Rendueles, catedrático de Hacienda
Pública; José Luis Feito, presidente del Insti-
tuto de Estudios Económicos; y Juan E. Iran-
zo, decano-presidente del Colegio de Econo-
mistas de Madrid y director general del Instituto
de Estudios Económicos.

Ante la irremediable realidad del
envejecimiento de la población, debido
principalmente al progresivo aumento
en la esperanza de vida y de las bajas
tasas de natalidad, los países del
llamado Primer Mundo se están
encontrando con un nuevo frente
socioeconómico abierto, que comienza
a mostrar signos de múltiples dudas 
en cuanto a su futuro más inmediato.
Se trata del futuro de los sistemas 
de pensiones.
Variados han sido los elementos que, 
a juicio del historiador Robin Blackburn,
han desencadenado la peligrosa
situación que se vive en la actualidad,
amplificados por la aparición de los
efectos perniciosos provocados 
por las actuaciones de algunos de los
agentes económicos más directamente
implicados en la gestión del complejo
entramado financiero que habita 
detrás de esta materia.
Es una obra que muestra, sin
ambages, una crítica revisión a los
aspectos fiscales y la corrupción
empresarial que ha acompañado a los
procesos financieros relacionados con
las prestaciones de jubilación de los
más mayores y que, utilizando la
bautizada como ingeniería financiera,
ha supuesto una de las mayores 
crisis a las que se enfrentan las
sociedades modernas.
El presente ensayo es una llamada 
de atención no sólo para los que 
se enfrentan a un futuro incierto 
sobre los recursos de los que
dispondrán cuando, por edad, 
no les corresponda trabajar, sino 
que va más allá, al dar la voz de alarma
a las generaciones presentes y 
futuras. Ambas son las protagonistas
indiscutibles del texto que se expone
en los casi cuatro centenares y medio
de páginas de los que se compone 
el libro.

No es una exposición bajo los 
cánones usuales en estos casos, 
que se limite a realizar un análisis 
crítico y apocalíptico de la situación.
Muy al contrario, en un ejercicio de
valentía y corresponsabilidad, el 
autor argumenta lo que, desde su 
profundo conocimiento, deben ser 
las soluciones. Así, identifica nuevas
formas de financiación de las
pensiones, con las empresas como
efectivas protagonistas, cumpliendo
sus actuaciones con los más altos
estándares de calidad, transparencia 
y eficacia financiera.
A lo largo de los capítulos, las
propuestas de este experto profesor
universitario, dan un paso solidario más
allá de las cuestiones que afectan a los
países ricos. Es de este modo como 
en sus iniciativas incorpora a los países
más desfavorecidos, aquellos a los que
el mundo desarrollado ha dejado en
tantas ocasiones marginado.
La lectura se hace densa en muchos
momentos de la obra, y hay que
realizarla con un detenimiento especial
en algunos párrafos si el lector desea
empaparse profusamente de la línea
argumental de las concienzudas y
brillantes exposiciones.
El libro consta de siete capítulos,
precedidos de un amplio prefacio,
donde se divulga cronológicamente el
desastre en el que están inmersos los
sistemas de pensiones a nivel mundial,
y una vasta introducción, en la que se
plantean los paradigmas de un nuevo
colectivismo supranacional. Tras la
asimilación de los pasajes centrales, 
un epílogo es el encargado de
establecer los nexos de unión entre 
los momentos temporales del pasado 
y del futuro, creando las relaciones de
responsabilidad intergeneracional que
permitan contemplar la temática desde
una óptica global, tanto desde la
perspectiva de los individuos como
desde el ámbito internacional.
Todas las argumentaciones que se
presentan van acompañadas de un hilo
conductor temporal, donde se puede
observar detalladamente los hechos
acontecidos, acompañados por las
causas que los han provocado y

El futuro del sistema de
pensiones. Crisis financiera
y Estado de bienestar
Robin Blackburn
Editorial Akal,
Madrid, 2010, 439 págs.
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salpicados por las turbulencias que los
han degradado. Además, de manera
continuada, se realizan comparaciones
entre los distintos sistemas de diversos
países y los modos de actuación bajo
las particulares circunstancias de cada
uno de ellos. Esta estructura permite
realizar un extenso análisis y alcanzar
un alto grado de conocimiento de una
materia que, aunque común a todos,
posee una enorme complejidad.
La idea central, sobre la que gira todo
el armazón racional del autor, es la de
superar la situación actual, en la que
unos pocos, con pródiga opacidad,
controlan la gestión de los fondos de
pensiones. A continuación, se da paso
a la exposición de acertadas fórmulas,
algunas de las cuales se exponen en
estas páginas, que tengan en cuenta
valores más profundamente solidarios 
y que consigan gestionar la idea de 
que una economía creciente puede
permitirse pagar pensiones
proporcionadas a una cantidad cada
vez mayor de jubilados. Profundizando
un poco más, se trasluce la idea de un
mayor y más eficaz control de los
mecanismos relacionados con la
financiarización de los recursos
previstos, en aras de garantizar unos
ingresos dignos a los mayores.
El sector de los servicios financieros 
ha dado muestras de ser un mal
garante de los fondos depositados, a
los que no ha sabido compaginar en
seguridad y eficacia financiera, estando
los propios interesados impotentes
frente a las elevadas cargas a soportar,
sin olvidar el protagonismo asumido 
a la hora de contraer los riesgos del
mercado. Tampoco los sistemas
públicos son óptimos, y es por ese
lado por el que aparecen los
defensores interesados de su
desaparición, con la anhelo de la
implantación de sistemas privados 
que sustituyan a los primeros. 
Consecuentemente, el autor realiza un
amplio diagnóstico sobre lo que califica
el tenebroso mundo del capital gris,
donde desbroza de manera nítida los
entramados que rodean tanto a los
dueños de las empresas poseedoras
de los fondos de pensiones, como a

los fideicomisarios, que bajo el
cumplimiento estricto de la letra 
de la legislación aplicable, deben actuar
en la gestión de los fondos como lo
haría un experto prudente.
Para afianzar las ideas expuestas 
con anterioridad, se despliega,
finalmente, un doble apéndice. En el
primero, se vierte la idea de un plan
global de pensiones, que sea capaz de
tener en cuenta a los dos mil millones
de personas que en 2050 tendrán 
más de 60 años, relacionándose
íntimamente con otra de las ideas
estrella del ensayo, que no es otra que
la inversión socialmente responsable.
Mientras, en el segundo, se exponen
los acontecimientos que rodean a las
desdichadamente famosas hipotecas
subprime, y a las ya pasadas, aunque
no obsoletas, vivencias de la Gran
Depresión, con fuertes similitudes 
a la situación presente.
Posiblemente la lectura de esta obra
sea recomendable más allá de la mera
validez del análisis actual, ya que es,
sin lugar a dudas, uno de los temas
más apasionantes y controvertidos del
momento presente y, a todas luces, de
las próximas décadas.

Jesús Domínguez

No se piense que estamos ante un
librito más sobre la salud laboral, los
factores de riesgo en el trabajo o la
prevención de los mismos, sino que se
trata de explicar el papel que juegan los
determinantes sociales relacionados
con el empleo en la generación de
desigualdades de salud en el mundo.
Esta es una obra global, realizada 
con el mayor rigor científico, con una
metodología muy estudiada que revisa
los errores de los modelos de análisis
precedentes. Los autores citados se
han apoyado y han coordinado las
colaboraciones de cientos de expertos.
Las fuentes de información abarcan
desde la literatura científica, sumada 
a otros libros, informes y otros
documentos relacionados con el tema,
hasta fuentes de información de la
sociedad civil: expertos, investigadores,
activistas, organizaciones
internacionales, movimientos sociales,
sindicatos y otras organizaciones 
no gubernamentales.
La Organización Mundial de la Salud
creó la Comisión sobre Determinantes
Sociales de la Salud, la cual dio origen
a la Red de Condiciones de Empleo
(EMCONET) cuyo primer informe, en
2007, es el origen de este libro. 
El Grup de Recerca de Desigualtats 
en Salut (GREDS) de la Universitat
Pompeu Fabra, en fusión con
EMCONET, es la base de esta obra 
en la que colaboran las universidades
de Canadá, Chile, Brasil, Australia y
Reino Unido institucionalmente y
decenas de otras universidades
representadas a nivel individual.
La desigualdad en la salud es un
fenómeno omnipresente tanto entre 
los países como en el interior de los
mismos. Como ejemplos, en el planeta
mueren unos doce millones de niños
anualmente antes de alcanzar los cinco
años. El 98% de esas muertes ocurren
en países de renta baja y media. 

Empleo, trabajo y 
desigualdades en salud:
una visión global
Joan Benach y Carles Muntaner 
Icaria Editorial, Barcelona, 2010, 518 págs.
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Una niña nacida en Suecia tiene 
una probabilidad de vivir 43 años más
que una nacida en Sierra Leona. 
Entre los adultos, la probabilidad de
morir entre los 15 y los 60 años es 
más de diez veces superior en
Sudáfrica que en Suecia. 
Aun dentro de los países desarrollados
se mantiene la desigualdad en la salud
por razones sociales. En las áreas 
más pobres de la ciudad escocesa de
Glasgow hay una esperanza de vida 
28 años menor que en las zonas más
ricas de la ciudad. Dentro de Estados
Unidos, los habitantes de los 
condados más pobres tienen una
esperanza de vida 17 años menor que
los de los más ricos de la nación.
Así, se define la desigualdad 
en la salud como aquellas diferencias
en salud que reúnen dos características
claves: son producidas socialmente,
puesto que su origen es político,
económico o cultural, y son injustas, 
ya que se generan a través de
situaciones económicas, culturales 
o políticas que se pueden evitar.
Estamos acostumbrados a escuchar 
la versión de lo que los autores
denominan la ideología biomédica
dominante, para la que las principales
causas de la desigualdad en la salud
son de origen genético, o bien se
deben a elecciones personales
dietéticas, al hábito de fumar… 
pero para los autores, las causas
fundamentales se encuentran en el
complejo entramado de factores
económicos y políticos presentes 
en cada comunidad. 
Frente a los tópicos sobre los 
estilos de vida para elegir una vida
saludable (no fumes, haz ejercicio, 
bebe con moderación) se argumenta
que tres cuartas partes de la
humanidad no dispone de la opción 
de elegir libremente comportamientos
relacionados con la salud, como son
una alimentación adecuada, un
ambiente saludable o un trabajo
gratificante que no sea perjudicial 
para la salud.
La desigualdad afecta sobre todo 
a los grupos más explotados,
oprimidos o excluidos, es decir, 

a los trabajadores en precariedad
laboral, las mujeres solas con hijos 
a su cargo, los inmigrantes ilegales, 
los desempleados sin recursos…, 
en resumen, a los que poseen menos
recursos económicos y menos poder
político, por lo que tienen menor
atención sanitaria y servicios sociales 
y están más expuestos a factores de
riesgo perjudiciales para la salud.
En los estudios-caso expuestos 
llama especialmente la atención del
lector el comportamiento de
determinados gobiernos y, sobre 
todo, de algunas empresas
multinacionales, como es el caso 
de las terribles relaciones laborales
dentro de la nación Wal-Mart
(con unas ventas mayores que 
el PIB de casi todos los países del
mundo) o de Ikea y la explotación 
en jornadas y salarios de sus
fabricantes-proveedores. 
Igual ocurre con el suministro de
productos agrícolas (flores, frutas,
espárragos) desde Latinoamérica y
Asia hacia Europa, en condiciones de
trabajo insalubres para los empleados.
El contenido del informe abarca 
desde una extensa exposición de 
la metodología seguida, respecto 
a los modelos y las estrategias de
elaboración, hasta el alcance final 
de unas pormenorizadas conclusiones
y recomendaciones.
En ese camino se elaboró 
un modelo teórico con dos enfoques:
macroestructural (que incluye las
relaciones de poder y políticas) y
microestructural. Se lleva a cabo una
perspectiva histórica de los mercados
de trabajo, tanto en los países ricos
como en los países pobres y de renta
media, destacando la diferencia de la
problemática de ambos, aquéllos
preocupados por el envejecimiento 
de la población, éstos carentes de
oportunidades para la masiva
población joven.
Se realiza una perspectiva 
por países, después de inventariar y
agrupar todos los del planeta, según
sean del centro o la periferia y según su
mercado laboral sea socialdemócrata,
conservador-corporativista o liberal, 

y se expone la situación en 21 
casos-país con una magnífica
capacidad de síntesis, una absoluta
objetividad y un rigor excelente.
A continuación se analizan las
relaciones de empleo y desigualdades
en la salud. Primero, marcando una
revisión conceptual de las mismas y
estableciendo la evidencia empírica
(relaciones de poder, regulación 
laboral) y, segundo, analizando las vías
causales y los mecanismos (relaciones
de empleo macrosociológicas).
Después estudian las políticas y las
intervenciones. La perspectiva
histórica, la necesidad de la acción
política, el papel de la normativa 
y las directrices y recomendaciones
internacionales, las diversas opciones
políticas relacionadas con el empleo
para reducir las desigualdades 
en la salud. Se establece una 
tipología de dichas intervenciones 
y se evalúan los resultados.
Antes de finalizar, se hace referencia a
la actual crisis económica global, que
ha incidido desfavorablemente en las
relaciones entre países y ha propiciado
unas medidas correctoras de
orientación neoliberal que afectan
directamente a las clases más pobres 
y significan una marcha atrás en los
logros alcanzados en las décadas
anteriores.
En las conclusiones, 
los autores comienzan 
por distinguir entre relaciones 
de empleo, condiciones de empleo 
y condiciones de trabajo. Las primeras
están marcadas por las desigualdades
de poder, fundamentalmente entre el
trabajo y el capital. Las condiciones 
de empleo están vinculadas a las
desigualdades en la salud. Sobre 
todas las interrelaciones entre estas
categorías existe una profunda falta 
de información y una gran ausencia 
de trabajo conceptual y teórico.
Resulta imposible resumir el capítulo 
de recomendaciones que abarcan
desde la abolición y castigo de la
esclavitud y el tráfico sexual hasta el
fomento de la integración laboral a
través de cooperativas. Diez páginas
que deberían tener en cuenta cualquier
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gobernante o aspirante a gobernante
de un país o bien cualquier miembro 
de un organismo supranacional.
La obra se remata con noventa páginas
de apéndices, comenzando con un
glosario en el que explican los
conceptos manejados en el libro,
seguido de una tipología de países 
de acuerdo con distintos indicadores. 
A continuación se detalla una amplia
bibliografía (treinta páginas) sobre 
cada uno de los epígrafes previamente
estudiados. Se añade un índice de las
figuras, tablas, de los estudios-caso 
de países (21) y de la lista de estudios-
caso (100). Se especifican las palabras
clave para su localización en la obra y
se finaliza con la relación de autores
(más de 270) que han colaborado,
tanto en la redacción general como 
en los estudios-caso concretos.
En resumen, una aportación
fundamental, imprescindible para las
personas implicadas en el tema:
políticos y gobernantes, responsables y
especialistas en la salud pública, en las
relaciones laborales y en los programas
de corrección de las desigualdades.
Recomendable para todos los
investigadores en ciencias sociales y
muy útil para aquellos que deseen
profundizar en denunciar las
situaciones de desigualdad, sean
sindicalistas o miembros de
organizaciones no gubernamentales.
En general, cualquier persona
preocupada por la salud social,
entendida ésta como una
consecuencia de determinantes
globales y contemplada en sus
diversas manifestaciones, debería 
leer este libro por el rigor y profundidad
con que aborda el tema.

Víctor Simancas

NOTA

Este libro ha sido presentado en el Colegio de
Economistas de Madrid, en un acto público
celebrado el 27 de septiembre de 2010, en el
que intervinieron Gaspar Llamazares, presi-
dente de la Comisión de Sanidad, Política

Social y Consumo del Congreso de los Dipu-
tados; José Luis Perona, presidente de la
Comisión de Economía de la Salud del Cole-
gio de Economistas de Madrid; Joan Benach,
profesor de la Universidad Pompeu Fabra y
autor del libro; y Carles Muntaner, profesor de
la University of Toronto y autor del libro.

En este libro se hace un análisis 
de la política energética común de 
la UE, que ahora pasa a denominarse
Política Energética y Climática
Integrada —PECI—, desde sus
orígenes hasta 2009, tratando con
especial atención uno de sus
principales objetivos: la seguridad
energética. Y todo ello con la finalidad
de recoger los aspectos más relevantes
de la política energética de la UE, 
en general, y de España, en particular,
girando en torno a la cuestión clave 
de la seguridad energética.
El camino para lograr una PECI 
no está siendo fácil. Aun así, se están
estableciendo las bases necesarias
para lograr las actuaciones necesarias
que ordenen cada vez más el futuro
energético de la UE, ya sea por
decisión de los Estados miembros o
por las numerosas actuaciones que
están llevando a cabo la Comisión 
y el Consejo.
El objetivo es claro: transformar 
el nomodelo aún existente (no hay
apenas actuaciones comunes de la UE,
y son cada uno de los Estados los que
deciden en este asunto), en un sistema
que pueda garantizar la seguridad y 
la calidad energéticas que el conjunto
de Europa demanda, cumpliendo a la
vez el requisito de la sostenibilidad.
Para lograr todo esto se requiere un
nivel de compromiso político alto y un
volumen de inversiones elevadas de
todos los países, operando en un
marco normativo claro y común. Sin
poderse decir que ya se ha alcanzado
un modelo claro de PECI, sí parece
existir un acuerdo sobre la existencia
cada vez más creciente de un 
más modelo de la misma.
La primera parte del libro abarca 
el marco general de dicha política. 
Se hace un recorrido desde las
primeras etapas (Comunidad 

Política energética en el
ámbito de la Unión Europea
y su proyección en España
José María Marín Quemada (dir.)
Consejo Económico y Social,
Madrid, 2010, 321 págs.
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Europea del Carbón y del Acero
(CECA), la Comunidad Europea de 
la Energía Atómica (EURATOM) y 
el Tratado de Roma), hasta llegar al
Tratado de Lisboa, resaltando la
importancia de la energía en las
diferentes etapas de la Unión 
y dejando constancia de la
preocupación europea en temas
energéticos y la proyección política 
de la energía, incluso desde 
su constitución.
Después se analiza una cuestión 
clave: la seguridad energética,
entendida según la definición aportada
por la Agencia Internacional de la
Energía (AIE) como la disponibilidad 
de una oferta adecuada de energía a
precios asumibles. Además, se estudia
la relevancia que tiene dicho concepto
dentro del marco europeo y se
relaciona con la vulnerabilidad,
solidaridad y eficiencia energética, 
que son variables imprescindibles a la
hora de sentar las bases comunes 
en el ámbito energético de la UE.
Poder medir los riesgos derivados 
del suministro energético es uno 
de los objetivos principales de la
investigación. Para ello se hace, 
en primer lugar, un análisis teórico 
del concepto de riesgo en general,
para posteriormente centrarse en el
riesgo energético. De las diferentes
clasificaciones existentes de este
riesgo, el estudio se basa en la que
distingue entre riesgos energéticos
primarios y secundarios. Estos 
últimos no se desarrollan por su menor
relevancia en el caso que nos ocupa. 
El análisis está centrado en los
primarios, que son los que se refieren 
a las posibles causas de interrupción
del suministro, entre las que se pueden
distinguir factores socioeconómicos 
o técnicos.
Una vez clasificados los factores
derivados del riesgo energético, 
se analizan de forma detallada las
variables de riesgo socioeconómico
asociadas al aprovisionamiento de
energía de los países de la Unión
Europea (UE) en un amplio período
temporal, y se describe la metodología
desarrollada para cuantificar el riesgo

energético de carácter
socioeconómico. Utilizándose 
el análisis factorial, técnica estadística
de análisis multivariante utilizada 
para mostrar conceptos no visibles 
ni medibles directamente, como 
ocurre en el caso del riesgo 
energético, se explica todo el proceso
desarrollado para su estimación.
El análisis facilita un Índice
Socieconómico de Riesgo Energético,
que se ha elaborado a partir de una
base de datos para un total de 199
países con 836 variables, clasificadas
en los cuatro grandes grupos 
en los que se estructura el riesgo
socioeconómico: económico,
energético, político y social. 
Se repasan todas las fases del
proceso, desde las cuestiones básicas
hasta el cálculo final de los indicadores
de riesgo energético: selección de
variables, agregación temporal 
o cómputo de las puntuaciones del
factor común. Al final del libro se
muestran los resultados numéricos 
de este análisis para cada uno de 
los distintos tipos de riesgo
socioeconómico, así como los 
datos necesarios para el índice total 
de riesgo energético de cada uno de
los países seleccionados en el análisis.
En su conjunto, puede decirse que 
el libro tiene objetivos diversos y 
una tónica común, el análisis de la
seguridad energética en la UE y en
España, y todo ello desde diferentes
ópticas: concepto, relaciones con
terceros países, escenarios alternativos
e implicaciones ambientales.
Se introduce un estudio 
de las relaciones energéticas 
de la UE, teniendo en cuenta la 
afinidad o rivalidad que guarda ésta
con terceros países y relacionándolo
todo, a su vez, con el riesgo energético
que se presente a través del Índice de
Afinidad Energética, resultado de los
Indicadores de Complementariedad y
Competencia Energética. La afinidad 
es el resultado de la resta entre los
indicadores de complementariedad y
competencia energética. El primero 
se calcula como el porcentaje de
exportaciones de energía de la UE

sobre el total de las exportaciones
energéticas, ponderado por la inversa
de la distancia con la UE. El segundo
se obtiene como porcentaje de
importaciones de energía respecto 
a las importaciones energéticas
mundiales, multiplicado por el
coeficiente de distancia respecto 
de la UE.
Además, se desarrolla un estudio 
de las implicaciones ambientales más
importantes de la seguridad energética
en la Unión Europea a través del Plan
Solar Mediterráneo y su impacto en
España. Es importante destacar que
los escenarios energéticos están
experimentando una rápida expansión
de este tipo de energías a nivel
mundial.
La última parte del trabajo vuelve 
a poner de manifiesto la importancia
que guardan tanto la política como la
seguridad energéticas de las grandes
regiones europeas, en general, y de
España, en particular. Para completar 
el estudio, se ha llevado a cabo 
una evaluación del proceso de
europeización en el ámbito 
de la seguridad energética, 
a través del cual se intentará establecer
hasta qué punto se puede decir que
existe o ha surgido una comunidad
energética europea por convergencia
de políticas. En un primer análisis, 
el grupo de investigación basó su
proposición en la existencia de dos
Europas: una mediterránea y otra
centro-norte. Tras la metodología
utilizada y ante la inadecuación 
de los resultados estadísticos, se
puede ver cómo ha sido necesario
ampliar la hipótesis con la existencia 
de diferentes Europas.
Una Europa formada por 27 miembros
con distinta renta per cápita, diferentes
hábitos de consumo energético,
también distinta intensidad energética,
estructuras de producción y transporte
poco coincidentes, e incluso, con
prioridades políticas contrapuestas, 
no facilita los acuerdos en materia
energética que, casi siempre, 
requieren sacrificar inicialmente
posturas nacionales en beneficio 
del conjunto de la UE.
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De la caracterización de los países de
la UE en función de sus proveedores
energéticos se obtienen lo que los
autores denominan las cuatro Europas,
según los diferentes grupos obtenidos:
— El Grupo 1 es el más europeizado
en la estructura de sus importaciones,
con la mayoría de ellas de origen
europeo y unas importaciones
energéticas moderadas de Rusia, Asia
central y el norte de África. Se incluyen
Reino Unido, Dinamarca e Irlanda,
como más destacables.
— El Grupo 2 es todavía un 
grupo bastante europeizado, pero
Rusia y Asia Central son orígenes 
muy significativos, mientras que las
importaciones de Oriente Medio y del
Norte de África son moderadas. En
este Grupo 2 están incluidas Francia 
y Alemania. 
— El Grupo 3 se caracteriza por la
predominancia de las importaciones
energéticas rusas, e incluye a los
países del este de Europa que están
geográfica e históricamente vinculados
a Rusia. 
— En el Grupo 4 se encuentran 
los países mediterráneos de la UE, 
con unas importaciones de Europa y
Rusia bastante bajas y una gran
interdependencia con Oriente Medio, el
norte de África y África subsahariana.
Este magnífico trabajo ha sido realizado
por el grupo de investigación de
Economía Política Internacional y
Energía, dirigido por el catedrático de
Economía Aplicada de la UNED, José
María Marín Quemada, e integrado por
los también profesores de la
universidad Carlos Velasco Murviedro,
Javier García-Verdugo Sales, Gonzalo
Escribano Francés, Enrique San Martín
González, Laura Rodríguez Fernández
y Beatriz Muñoz Delgado.

Juan E. Iranzo

La historia del proyecto europeo ha
merecido distintas reseñas en esta
sección. Entre otras, y por destacar
algunas de las más recientes, se
encuentran la de los libros de
Perdices, L., Reeder, J. y Ramos, J. L.
(coord.) (2007): El camino a Europa.
Antología de textos sobre la
integración de España en Europa (1), 
y el de Zagmani, V. (2002): Historia
Económica de la Europa
Contemporánea. De la revolución
industrial a la integración europea (2).
En esta ocasión, Delta publicaciones,
presenta una Historia de la Unión
Europea con un subtítulo bien
significativo y que eleva a España 
al rango de protagonista, en esta
aventura europeísta: España 
como Estado miembro.
El encargado de escribir esta 
aventura de amor y odio, de pasión y
desengaño, de dicha y dolor… es el
profesor Donato Fernández Navarrete,
con la colaboración de Rosa María
Fernández Egea y con prólogo de
Enrique Barón, uno de los presidentes
españoles del Parlamento Europeo.
El doctor Fernández Navarrete es
catedrático de Estructura Económica 
y Economía del Desarrollo en la
Universidad Autónoma de Madrid,
cantera de grandes europeístas
(Ramón Tamames, María Teresa
Barea…) y expertos en la materia. 
En este caso, el profesor Fernández
Navarrete es uno de los mejores
conocedores de los entresijos
históricos de lo que ahora llamamos
Unión Europea. No en balde, ya en
el año 1999 se publicó su Historia y
Economía de la Unión Europea
por la Fundación Ramón Areces.
Dice el autor que la Unión Europea es
un edificio en construcción que consta
de varias plantas y que aún no está
terminado. En los sesenta años de su

andadura, se han hecho los cimientos 
y se ha construido la mayor parte 
de su estructura, se han distribuido 
los espacios y se han amueblado varias
plantas, las primeras, pero no las
últimas. Los actuales arquitectos, 
los responsables de los gobiernos
nacionales, son tardos en ponerse de
acuerdo en definir su acabado. A sus
propietarios, los ciudadanos de la
Unión, se les tiene poco en cuenta.
Y es que Europa es, al mismo tiempo,
un concepto mitológico, geográfico,
religioso, cultural, político y económico.
En la mitología griega, Europa (∂υροπα)
era una hermosa princesa fenicia hija
del rey de Tiro, Agenor. Mientras
jugueteaba con sus amigas en la orilla
del mar, Zeus, la vio y se enamoró
inmediatamente de ella. Para conseguir
seducirla, Zeus tomó la forma de un
toro amable y pacífico. Europa,
confiada, comenzó a acariciar el toro y
se sentó sobre su lomo. De repente,
éste se levantó y galopó hacia el mar,
llevándose consigo a Europa. El toro
Zeus no paró de nadar hasta llegar a
Creta. Una vez en la isla mediterránea,
Zeus asumió de nuevo forma humana 
y tuvo tres hijos con Europa, uno 
de ellos, Minos, rey de Creta y 
dux Europaeus.
Para el profesor Fernández Navarrete
Europa surge en el Mediterráneo y,
aunque se desconoce su origen y
significado preciso, sí se sabe que
hasta la edad moderna dicho término
se utilizo para designar a Occidente:
por donde se pone el sol, en oposición
al Oriente que es donde amanece. 
En opinión del prestigioso profesor 
Don Luis Suárez, fue San Beda 
el Venerable, en el siglo VII, para
referirse al territorio dentro del cual el
cristianismo había llegado a arraigarse. 
La misma historia de esta Historia que
ahora reseñamos, tiene también algo
de hazaña. Cuenta su autor en la
presentación del texto, que esta
aventura ora era abandonada en
el baúl del olvido, ora regresaba como
ave Fénix de entre sus cenizas para ser
retomada y escrita. De lo primero tuvo
mucha culpa el no del referéndum
francés a la Constitución Europea. 

Historia de la Unión
Europea. España como
Estado miembro.
Donato Fernández Navarrete
Delta Publicaciones Universitarias,
Madrid, 2010, 396 págs.
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El Tratado de Lisboa dio nuevos 
aires al proyecto, dando como
resultado este libro. Eso demuestra el
marcado carácter europeísta del autor,
sus algarabías y sus frustraciones con
el proyecto europeo y la necesidad 
de que las generaciones presentes 
y futuras conozcan —y valoren— 
el sacrificio y trabajo de la tarea
emprendida desde que Europa era 
un mito a lomos de un toro hasta
nuestros días.
El libro se estructura en dos partes
claramente diferenciadas. La primera
titulada «De los orígenes al Tratado 
de Lisboa» y, la segunda, «España 
ante la Unión Europea».
Después del preámbulo y de la
necesaria presentación de la obra por
parte del autor, comienza el libro en 
sus tres primeros capítulos con 
«Los antecedentes históricos de la
construcción europea», «Los impulsos
hacia la cooperación económica y
militar» y «El paso de la cooperación 
a la integración», en donde la paz
formaba parte del ideario esencial 
del proyecto europeo.
Desde la desaparición del Imperio
Romano ha habido muchos intentos 
de unificar el territorio europeo. 
Tal vez sea el ejemplo de Carlomagno
el primer intento unificador. Su
desmembramiento dio paso a la
Europa feudal y, ésta, a la configuración
de las naciones modernas. Carlos I de
España y V de Alemania se aproximó a
esta idea unificadora, así como
Napoleón o Hitler. El 25 de marzo de
1957, Francia, Países Bajos, Bélgica,
Luxemburgo, Italia y Alemania, firmaron
en Roma los tratados que dieron 
origen a las comunidades europeas: 
la Comunidad Económica Europea
(CEE) y la Comunidad Europea de la
Energía Atómica (EURATOM).
Los capítulos cuatro, cinco, seis y 
siete avanzarán al compás del sueño
europeo, primero con la formación 
de las comunidades europeas 
(1958-1969); después con el paso 
del Mercado Común al mercado Interior
con la firma del Acta Única Europea
(1970-1992). El siguiente hito será la
creación de la Unión Europea: de

Maastricht a Niza (1993-2003), 
para finalizar con la ilusión frustrada 
del Proyecto de Constitución Europea 
y el esperanzador Tratado de 
Lisboa (2004 en adelante).
El octavo capítulo y último de la 
primera parte se hace una pregunta
«¿Hacia dónde va la Unión Europea?».
Y la respuesta se analiza desde las
dimensiones económica, social y
política, repasando, desde la idea de
una Europa en construcción, los
grandes retos del proyecto, la Política
Agraria Común como palanca de
integración, la fiscalidad como la gran
rémora económica de la integración, 
la convergencia real entre los Estados
miembros, la dimensión social, política
y los nuevos candidatos a miembros 
de la Unión Europea.
En la segunda parte de la historia 
y de este libro, España se convierte 
en protagonista del devenir europeo.
En el capítulo noveno, «El largo 
camino hacia la Unión» se cuenta 
cómo España quedó fuera, por motivos
políticos, de los primeros pasos de la
construcción europea. Sin embargo, el
9 de febrero de 1962 se formalizó la
solicitud del Gobierno español al
Consejo de la CEE de formar parte del
proyecto europeo. Más tarde, el 29 de
junio de 1970, se firmará un acuerdo
comercial preferencial con el Mercado
Común, que permitirá ir integrando la
economía española a la economía
comunitaria. Ya en democracia, 
el 26 de julio de 1977, se solicita
formalmente desde el Gobierno
español al Consejo de Ministros de 
las Comunidades Europeas el inicio 
del proceso que culminaría con la
entrada de España en la Comunidad
Económica Europea con la firma 
del Tratado de adhesión el 12 de 
junio de 1985.
En «España: Estado miembro 
de la Unión», título del décimo 
capítulo, se hace balance de estos
años. Sin duda un balance positivo,
después de un período transitorio de
acomodación al nuevo marco, España
ha experimentado un dinamismo
económico y social que no habría
tenido lugar, o habría sido menos

intenso, de no haber sido Estado
miembro. Tal vez llama la atención 
que, lo que el autor califica como
Impacto global del efecto integración
—suma de los efectos de mercado 
y de cohesión— sea en términos
generales negativo, debido a la falta de
competitividad de nuestra economía,
que da como resultado el déficit en 
el saldo de la balanza comercial 
y de rentas. Si bien es cierto 
que este saldo negativo hubiera 
sido más grave fuera de la Unión.
El libro finaliza con un útil apéndice
sobre el «Marco institucional,
competencias, actos jurídicos y
procedimientos de la Unión Europea»,
una «Cronología de la Unión Europea»,
una cuidada «Bibliografía» y un 
«Índice Analítico».
Libro de interés y necesario para 
todo aquel que quiera conocer la
historia de nuestra Unión Europea.
Libro sencillo en la forma pero
rigurosos de contenido. Académico,
pero divulgativo. En palabra de don
Enrique Barón en el prólogo, libro
abierto, al que podemos y debemos
contribuir todos con razón y pasión.
Y es que la aventura europea es
nuestra aventura. Es la historia de
todos y, como decía el cantor, siempre
que se hace una historia, se habla 
de un viejo, de un niño o de sí.

José Antonio Negrín

NOTAS

(1) Publicada en Economistas núm. 113, págs.
144-145.

(2) Publicada en Economistas núm. 98, pág.
237.
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Supongo que debe ser algo 
intrínseco a la motivación magisterial 
en la carrera académica, especialmente
de quienes llevan años dedicados a la
docencia de primer ciclo, introductorio
a la Economía, el levantar acta
de la preparación de materiales 
y acumulación de la experiencia
escribiendo el libro propio de uno. 
Sin duda ello ha de estar en la génesis
del texto de Simón Sosvilla Rivero,
catedrático de Análisis Económico 
de la Universidad Complutense de
Madrid, y su coautora asociada 
Marta Manrique Simón, economista 
del Servicio de Estudios del Banco 
de España, ambos con una amplia
experiencia docente, en Introducción 
a la Economía, de Garceta Editorial,
que acaba de salir al mercado. 
Con una edición de lomo y paperback
manifiestamente mejorables —que
espero se corrija en futuras
impresiones—, el texto ofrece 
al estudiante —e incluso diría al lector
curioso— los elementos básicos de la
denominada ciencia lúgubre (dismal
science). A lo largo de sus 666
páginas, de las que notamos a faltar 
un índice analítico algo más completo
que el que nos ofrecen los autores, 
se repasan los fundamentos de la
Economía, a la Lipsey; esto es, desde
la definición de la ciencia económica
como la asignación de recursos
escasos susceptibles de usos
alternativos hasta aplicaciones
específicas, en forma de ventanas 
de mirada a la actualidad, como las
relativas al ciclo económico actual en
España u otros conceptos al orden 
del día para el espectador de la
información de telediario, lector de
páginas salmón o seguidor del
mercado bursátil. Un trabajazo de los
autores que de manera sistemática
conjugan teoría, ilustraciones con buen
despliegue de cuadros y gráficos,
ejemplos prácticos y ejercicios,

adobados con frases provocativas 
que suscitan el interés del lector,
sombreados recordatorio de conceptos
clave y un mínimo de matemáticas
anexadas para evitar a algún estudiante
un particular lost in translation.
Microeconomía y macroeconomía,
agentes y mercados, modelos y
contrastes empíricos, instituciones y
racionalidad individual, la contabilidad
nacional, la inflación y los tipos de
cambio, el paro y las políticas para
reducirlo, el euro y el Banco Central
Europeo en un continuo ameno. Desde
mi particular lectura no he detectado
erratas, prueba inequívoca de la 
labor cuidadosa de los autores.
Son especialmente dignos de destacar
los ejercicios resueltos que ayudan a
fijar los contenidos, así como los
ejercicios propuestos para resolver 
con el objetivo de que los estudiantes
fijen conceptos y modelos examinados
y, sobre todo, los ejercicios tipo 
test sugeridos para que los alumnos
comprueben su nivel de adquisición 
de los materiales presentados en 
los distintos temas. Los tres tipos de
ejercicios pueden utilizarse para su
resolución y discusión en las clases
prácticas que complementen las clases
teóricas, dotando de contenido el
trabajo efectivo del alumnado que el
nuevo sistema de créditos europeos 
de transferencia y acumulación (ECTS)
demanda. Es por ello que el texto 
se adapta plenamente a los nuevos
planes de estudio de las universidades
españolas dentro del proceso de
Bolonia. Dado que la experiencia
acumulada con el nuevo sistema
sugiere que los estudiantes prefieren
que en los primeros cursos exista un
manual básico de referencia como 
este libro que nos ocupa, éste puede
contribuir a que el proceso de
aprendizaje de los alumnos venga
facilitado al poder utilizarlo como apoyo
de las exposiciones del profesorado 
en las clases magistrales.
El texto incorpora una complejidad
mínima, la necesaria sólo, que hace
que sea un libro recomendable también
para aquellos que se quieran incorporar
a la economía desde la intersección del

conocimiento de disciplinas próximas
(sociología, turismo, medicina, trabajo
social) y por supuesto para una primera
aproximación comprehensiva de
naturaleza introductoria del propio
estudiante de Economía o de
Administración y Dirección de
Empresas. Y para los curiosos como
quien suscribe, el texto nos ofrece una
lectura de interés de relajo de fin de
semana, aun a costa de deslomar el
ejemplar que uno tiene en sus manos.
Dado que saber de Economía se ha
convertido, hasta cierto punto, en un
derecho cívico, imprescindible para 
que los ciudadanos puedan participar
informada y activamente en la vida
democrática de las sociedades
modernas, este libro puede contribuir 
a despertar el interés por esta disciplina
científica, al constituir un buen punto 
de partida para aquellos lectores 
que deseen adentrarse en los temas
económicos más importantes que
permiten interpretar adecuadamente la
realidad y valorar con fundamento 
las consecuencias de las decisiones
económicas que adoptan los
gobiernos, las empresas 
y los consumidores.

Guillem López i Casasnovas

Introducción a la Economía 
Simón Sosvilla y Marta Manrique
Garceta Grupo Editorial,
Madrid, 2010, 666 págs.
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